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PRÓLOGO 

No vive Europa uno de sus mejores 
momentos. Una de las señas de 
identidad que el profesor George 
Steiner, premio Príncipe de As-

turias y representación viva de la europeidad 
esencial, cifró del continente es su tendencia 
hacia la autodestrucción. Y, sin embargo, Europa 
sigue siendo nuestro futuro, el porvenir exacto 
de nuestra civilización.

‘Europa o el caos’ es el dilema que en enero de 
2013 suscriben Vassilis Alexakis, Hans Christoph 
Buch, Juan Luis Cebrián, Umberto Eco, Györ-
gy Konrád, Julia Kristeva, Bernard-Henri Lévy, 
Antonio Lobo Antunes, Claudio Magris, Salman 
Rushdie, Fernando Savater y Peter Schneider. El 
título de la reflexión es ya bien descriptivo. El 

proyecto europeo, el edificio que se empezó a 
construir después de la II Guerra Mundial, está 
en trance de destrucción. O avanza o muere. 
Puede quedar como uno de esos grandes case-
rones que poco a poco va perdiendo habitantes 
hasta quedar definitivamente vacío, reducido a 
cascarón de sus propias ruinas. David Cameron, 
el primer ministro británico, ha prometido ce-
lebrar un referéndum en 2017 para decidir si 
el Reino Unido sigue o no vinculado a la Unión 
Europea: otra evidencia de la crisis del ideal eu-
ropeo.

El reto es la integración política. La Gran Re-
cesión demuestra que la moneda única no so-
brevivirá si no cuenta con anclaje político. Los 
autores de ‘Europa o el caos’ lo expresan cla-
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ramente: “…sin un serio avance de esta inte-
gración política, obligatoria según los tratados 
europeos pero que ningún responsable parece 
querer tomar en serio, sin un abandono de com-
petencias por parte de los Estados nacionales, 
sin una franca derrota, por tanto, de esos sobe-
ranistas  que empujan a sus ciudadanos al replie-
gue y la debacle, el euro se desintegrará como 
se habría desintegrado el dólar si los sudistas 
hubiesen ganado, hace 150 años, la Guerra de 
Secesión. Antes se decía: socialismo o barbarie. 
Hoy debemos decir: unión política o barbarie”.

Este libro de la Fundación Alternativas se sitúa, 
claramente, en el bando europeísta. Los traba-
jos de César Colino (coordinador), Ana M. Car-
mona Contreras, Jorge Tuñón Navarro, Angus-
tias Hombrado Martos y Encarnación Murillo 
García se engloban bajo el título ‘Las comuni-
dades autónomas frente a los retos de la nueva 
política de cohesión europea en la Europa am-
pliada: capacidades y estrategias’. Abordan, pues, 
una cuestión esencial para España: cuáles son las 
vías de actuación autonómica en la Europa am-
pliada; una Europa que no se quiere débil, sino 
cohesionada y capaz en un proyecto común.

La política de cohesión ha sido una herramien-
ta poderosa en la construcción europea, quizás 
una de las más visibles para los ciudadanos, de 
las que han permitido identificar con mayor cer-
canía el significado de la construcción europea 

y los motores que la alientan. Por eso resulta 
de interés conocer cuál es la situación de las 
comunidades europeas en el marco de la nueva 
Política de Cohesión definida en el Tratado de 
Lisboa ante la negociación de las ayudas corres-
pondientes al período 2014-2020, uno de los 
objetivos explícitos de esta obra colectiva. No 
sería aceptable que tal negociación se plantease 
sin tener en cuenta las aportaciones de las co-
munidades autónomas. “Máxime”, como señala 
este libro en sus conclusiones, “en un contexto 
de crisis aguda como el actual y con un escena-
rio escasamente prometedor hacia el manteni-
miento del actual statu quo de buena parte de 
nuestras comunidades autónomas, que dejarán 
de ser regiones de convergencia para pasar a 
integrarse en otras categorías receptoras de un 
menor volumen de financiación a través de los 
fondos que integran la política de cohesión”.

La iniciativa de la Fundación Alternativas resul-
ta, por tanto, oportuna y conveniente. En Astu-
rias tenemos una buena experiencia de gestión 
relacionada con los fondos europeos, desde la 
aprobación, hace ya bastantes años, del primer 
Plan Nacional de Interés Comunitario (PNIC), 
y sabemos bien de la importancia de la políti-
ca de cohesión. Para Asturias, éste es un asunto 
de primerísimo orden. La realidad de nuestra 
comunidad -y creo que es un reconocimiento 
extensible a toda España- sería distinta y peor 
sin la Unión Europea.
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Por todas estas razones, unidas a la calidad téc-
nica de los trabajos recogidos en la obra, agra-
dezco la oportunidad que me ofrece la Funda-
ción Alternativas para presentar este volumen. 
No sobran reflexiones sobre Europa. Son in-
dispensables, como resultan imprescindibles -y 
también urgentes- la decisión y el empuje nece-
sarios para fomentar la integración política de 
la Unión Europea. Ése es el paso que debemos 
esforzarnos en caminar para conjurar el peligro 
de marcha atrás. Para evitar que el gran edificio 
que se empezó a construir hace décadas, y que 
se había convertido en una referencia de liber-
tad y derechos para los ciudadanos de todo el 
mundo, se comience a deshabitar, a desmoronar, 
por no haber tenido el coraje de avanzar en los 
momentos decisivos. 

Javier Fernández
Presidente del Gobierno

del Principado de Asturias

Oviedo, febrero de 2013
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CAPÍTULO I
Cesar Colino

INTRODUCCIÓN: ¿CUÁLES SON LOS RETOS DE LAS 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN LA EUROPA AMPLIADA? EL 
DEBATE SOBRE CAPACIDADES, ESTRATEGIAS Y RESULTADOS 

REGIONALES EN LAS POLÍTICAS DE COHESIÓN Y CRECIMIENTO

1   Introducción

El presente estudio aborda, desde un punto de 
vista pluridisciplinar y para un público amplio, 
la cuestión, de relevancia práctica evidente en 
la situación actual de nuestro país, de cómo 
y hasta qué punto las Comunidades Autóno-
mas (en adelante CCAA) han sido capaces de  
reaccionar ante la creciente europeización de 
su contexto económico y sus políticas públicas 
y en especial a las consecuencias instituciona-
les, económicas y de política económica y de 
cohesión de la ampliación de la Unión Europea. 
Dicho de otro modo, en qué medida las CCAA 

han tenido y tienen la capacidad para desplegar 
los recursos y estrategias adecuadas para seguir 
planteando, defendiendo y alcanzando sus inte-
reses y objetivos en el marco de la pertenencia 
a la Unión Europea, adaptándose así a la evolu-
ción reciente de su configuración institucional y 
el proceso político tras la ampliación de la UE a 
27 miembros y los cambios ocasionados por la 
aprobación del Tratado de Lisboa y la Estrategia 
EU2020.

Para ello, los capítulos que siguen muestran una 
doble vertiente: por un lado, se intenta hacer 
balance de la situación hasta ahora en los as-
pectos jurídicos, políticos, administrativos y 
económicos y, por otro, se interroga sobre las 
perspectivas de futuro en el marco de la actual 



20

Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

Capítulo I

crisis fiscal y financiera y de un cierto cuestio-
namiento de la legitimidad y eficacia del proyec-
to europeo. Así, este estudio pretende aportar 
algunas respuestas a la cuestión de hasta qué 
punto y bajo qué condiciones las CCAA han 
podido participar en la configuración de las po-
líticas europeas que más les afectan, tales como 
las políticas de cohesión y las estrategias de 
crecimiento de la UE, y hasta qué punto son ca-
paces de conseguir implementarlas en el nuevo 
contexto global. Por último, este estudio trata 
de dilucidar qué posibilidades de futuro y pers-
pectivas de éxito se abren para las CCAA en los 
próximos años con las capacidades de acción 
disponibles actualmente.

Para responder a estos interrogantes se hace 
necesario conocer con más detalle tanto las 
nuevas políticas o estrategias europeas en cues-
tión y su reciente evolución y reforma, como 
el marco normativo, político, administrativo y 
económico que condicionan su aplicación en 
España, así como las estrategias y recursos rea-
les que los actores implicados tienen a su dis-
posición. Es por eso por lo que este estudio 
ha adoptado diferentes perspectivas de análisis 
como son el derecho, la ciencia política, la cien-
cia de la administración o la economía.

A pesar de haberse publicado numerosos estu-
dios sobre los efectos de la Unión Europea en 
las instituciones, competencias o políticas de las 

regiones en España y otros países de Europa, en 
España se carece aún de un estudio actual multi-
disciplinar, desde un punto de vista multifacético 
y a la vez integrado, que plantee cuáles son los 
retos de las CCAA ante la evolución reciente 
de la política y las políticas europeas de creci-
miento y de cohesión, abordando a la vez sus 
capacidades, estrategias seguidas y disponibles 
y los resultados y posibles consecuencias de las 
actuaciones europeas y nacionales para afrontar 
los retos de bienestar y legitimidad que los go-
biernos autonómicos afrontan.

En este capítulo introductorio se trata de pre-
sentar de modo panorámico las características 
principales de la situación actual de la Unión Eu-
ropea y de la nueva política de cohesión, las no-
vedades que implica y su vinculación con la es-
trategia renovada de Lisboa o Estrategia Europa 
2020 (en los diferentes capítulos del estudio se 
abordará también desde perspectivas más de-
talladas y especializadas). Asimismo, se exponen 
las implicaciones y los retos que suponen para 
las regiones europeas en general y en particular 
para las CCAA. En el tercer apartado se presen-
tan los debates académicos recientes más rele-
vantes en varios países europeos sobre el papel 
de las regiones en Europa, y alrededor de los 
conceptos de “europeización” y “capacidad de 
acción europea” como conceptos descriptivos 
útiles para entender la evolución de la posición 
y estrategias regionales en Europa, sus determi-
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nantes y consecuencias. Por último, se presen-
tan los objetivos concretos y la metodología de 
esta investigación, así como los contenidos del 
presente estudio.

2 La Europa ampliada tras el Tratado 
de Lisboa y la crisis económica: la 
Estrategia de Lisboa y su sustitu-
ción por la Estrategia Europa 2020

La nueva encrucijada de crisis y redefinición  
del proyecto europeo en 2010-2012

La Unión Europea tras el Tratado de Lisboa se 
encuentra en una clara situación de encrucija-
da que se ha puesto de relieve en los aconteci-
mientos de los dos últimos años, entre 2010 y 
2012. En 2010 las instituciones europeas, Parla-
mento Europeo y la Comisión Europea, inicia-
ban un nuevo ciclo de cinco años marcado por 
una necesidad de redefinición o replanteamien-
to de los retos actuales y futuros de la Unión 
bajo el liderazgo de un Consejo Europeo con 
un nuevo presidente permanente, que ha teni-
do que responder a las presiones globales de la 
crisis financiera internacional y en especial, des-
de 2010, a una crisis del euro producida por la 
quiebra de varios países y la crisis de la deuda 

soberana de algunos estados miembros. Esto ha 
generado necesidades urgentes de respuesta y 
gestión de la crisis actual y coordinación de las 
políticas económicas, pero también necesidades 
de replantearse el futuro de la UE basadas en la 
aplicación del nuevo Tratado de Lisboa y el de-
sarrollo de la llamada Estrategia Europa 2020. Si 
la anterior Estrategia de Lisboa había sido con-
cebida en un clima de optimismo económico 
global, la estrategia Europa 2020 se ha iniciado 
y elaborado durante la crisis actual en un clima 
muy diferente y de pesimismo (ver Agh 2011a, 
2011b, 2011c). Esta Estrategia Europa 2020 que 
ha sustituido a la Estrategia de Lisboa es, por 
tanto, un componente de la gestión europea de 
la crisis global. 

Nos encontramos, por consiguiente, en un mo-
mento decisivo en 2011-2012 para el futuro de-
sarrollo de la Unión Europea. Si en 2010 la aten-
ción se centró en la gestión concreta de la de 
crisis, desde 2011 ha habido un claro cambio de 
orientación de nuevo hacia objetivos estratégi-
cos a largo plazo que se reflejan en la Estrategia 
UE2020. Como señalaban las conclusiones del 
propio Consejo Europeo en febrero de 2011, 
“más allá de la acción inmediata que se requiere 
para hacer frente a los desafíos más urgentes 
planteados por la crisis económica y financiera, 
es importante continuar estableciendo funda-
mentos sólidos para un crecimiento sostenible 
y generador de empleo”.
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Todo parece indicar que la situación postcrisis 
en Europa será muy diferente a lo que cono-
cemos hasta ahora y, como se reflejaba en el 
propio Tratado de Lisboa y en la Estrategia Eu-
ropa 2020, se producirá una mayor exigencia de 
una Europa cohesionada en la que a la cohesión 
económica y social se añade también la cohe-
sión territorial, con el riesgo de que se produz-
can nuevos escenarios entre una Europa de la 
cohesión y un agravamiento de las diferencias 
centro-periferia en la UE (Magone 2011).

Es fundamental, por tanto, como reconocen los 
últimos documentos de la UE mantener los es-
fuerzos para la cohesión social y territorial. La 
necesidad de el llamado “triángulo de hierro”, es 
decir, el estrecho vínculo entre el megaproyec-
to Estrategia UE 2020, la política de cohesión 
renovada y una mayor gobernanza económica 
parece ser el mensaje principal de las recientes 
propuestas de la UE y las conclusiones del Con-
sejo Europeo de marzo de 2011. Parece claro 
que la consecución de esta Estrategia Europa 
2020 presupone tanto una política de cohesión 
renovada, como la que se ha propuesto a finales 
de 2011 y nuevas medidas de gobernanza eco-
nómica reforzada (el llamado Europact UE17)
(Agh 2011b).

Los retos de las políticas de crecimiento y  
cohesión europeas: de la ampliación al Este a la 

“lisboización” y la gestión de la crisis global.  
Importancia para las regiones europeas

La ampliación de la Unión Europea (UE) a 12 
nuevos miembros en 2004 y 2007 tuvo como 
primera implicación que la tarea principal de la 
política de cohesión (un tercio del presupuesto 
de la UE), es decir, la reducción de las desigual-
dades económicas y sociales entre los países 
y las regiones europeas se ha hecho más ne-
cesaria e importante pero a la vez más difícil, 
dado que los estados miembros más ricos han 
rechazado aumentar el tamaño del presupuesto 
comunitario y sus contribuciones a él. La am-
pliación, por tanto, no ha estado acompañada 
por un aumento de fondos para la cohesión, que 
ha visto su porcentaje reducirse de un 46 por 
ciento del presupuesto en 1999 a un previsto 
35 por ciento en 2013 (Baun y Marek 2008).

Tanto por su carácter de solidaridad con las 
regiones más pobres como por su carácter re-
distributivo y su gran importancia presupuesta-
ria, era de esperar que la política de cohesión 
europea se viera grandemente afectada por la 
ampliación de la UE. La mayoría de los nuevos 
miembros tenían una renta per capita menor 
de la media. Como consecuencia de esto, los 
fondos europeos que reciben los viejos estados 
miembros se ha reducido por ser los nuevos 
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países relativamente más pobres y por haber-
se reducido el PIB per capita de la UE (efecto 
estadístico). Asimismo, se produjo una decisión 
política determinante: las perspectivas financie-
ras de 2007-2013 decidieron que los nuevos es-
tados miembros recibirían el 51% de los fondos 
estructurales, aunque supongan menos de un 
tercio de la población de la UE.

De esta forma, la ampliación coincidió también 
con una reorientación temática de la política de 
cohesión. En marzo de 2005 el Consejo Euro-
peo decidió relanzar una languideciente Agenda 
de Lisboa para promover el crecimiento eco-
nómico y la competitividad en la UE. Para ello 
asignó un papel muy importante a la política de 
cohesión para alcanzar los objetivos de Lisboa. 
Como consecuencia de ello, un porcentaje fijo 
de los fondos estructurales bajo cada uno de 
los nuevos objetivos de la política de cohesión 
(“convergencia”, y “competitividad y empleo”) 
deberían de ser utilizados para proyectos que 
contribuyan a los objetivos de Lisboa. La reduc-
ción de fondos ha afectado a las formas de la 
programación estructural en esos países. En al-
gunos casos ha llevado a una mayor concentra-
ción de los recursos y un énfasis en ciertos tipos 
de proyectos y prioridades. También ha afecta-
do a las estructuras de programación, gestión y 
aplicación de la política estructural europea, en 
algunos casos obligando a una racionalización 
o una centralización de los sistemas de imple-

mentación, afectando así a las relaciones inter-
gubernamentales en algunos países. Asimismo, la 
reducción de fondos ha afectado a la aplicación 
del principio de partenariado, aumentando o 
reduciendo en algunos casos su importancia y 
promoviendo unos u otros tipos de partenaria-
do con la sociedad civil.

Consecuentemente, tanto la ampliación como 
lo que se ha llamado la “lisboización” de la po-
lítica de cohesión, plantean cuestiones muy im-
portantes sobre las diferentes reacciones de las 
estructuras administrativas e institucionales de 
las regiones de los viejos estados miembros be-
neficiarios de la política de cohesión frente a 
la reducción y reorientación de la política de 
cohesión y a su implementación en una Euro-
pa ampliada y más diversa. En otras palabras, 
¿cómo han respondido los diferentes Estados 
miembros y sus regiones a la “lisboización” de 
la política de cohesión? Algunas de estas cues-
tiones afectan a todos los estados miembros, y 
otras son más propias de los nuevos estados 
miembros o de los países que hasta hace poco 
habían sido más beneficiados por la política de 
cohesión (Baun y Marek 2008).

Algunos de los retos que afectan a la mayoría de 
las regiones en Europa, y de manera especial a 
las CCAA en España son, entre otros: 



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

24 Capítulo I

•	 ¿Cómo mejorar la capacidad institucional 
o administrativa para participar en asuntos 
europeos o a los mecanismos de coordina-
ción interministerial o de colaboración in-
tergubernamental para participar en la de-
terminación e implementación de las nuevas 
estrategias europeas de cohesión y creci-
miento?

•	 ¿Cómo reflejar el nuevo enfoque orientado 
al crecimiento, los recursos humanos y la 
economía del conocimiento, frente al anti-
guo enfoque tradicional orientado hacia la 
equidad y a aliviar las diferencias regionales 
y basados en grandes proyectos de infraes-
tructuras?

•	 ¿Cómo adaptar la implementación de la po-
lítica de cohesión a la nueva situación de re-
ducción de fondos? 

•	 ¿Cómo adaptarse a los nuevos procedimien-
tos de gestión de la política en cuanto a las 
relaciones entre niveles de gobierno y en lo 
que respecta a las estrategias regionales de 
crecimiento e inversión?

•	 ¿Cómo adaptar las relaciones entre la políti-
ca de cohesión europea y la política regional 
o estructural nacional?¿Puede la reducción 
de fondos europeos encontrar una com-
pensación en la política regional nacional?

•	 ¿Cómo hacer que los nuevos objetivos es-
tratégicos de la política de cohesión no con-
lleven la reducción de la capacidad de absor-
ción de los fondos de todas las regiones o 
a la capacidad de cofinanciación de algunas 
iniciativas europeas? Y sobre todo, 

•	 ¿Cómo hacer que la nueva orientación de la 
política de cohesión no afecte a la capacidad 
de abordar ciertas necesidades nacionales o 
regionales?

Los cambios en la orientación de la Política de 
Cohesión europea 2007-2013: los nuevos objeti-

vos de la política como nuevo marco de actuación 
regional

Como se apuntaba más arriba, de acuerdo con 
la reforma de la Política de Cohesión europea 
a mediados de los 2000, tres eran los objetivos 
principales de esta política: convergencia; com-
petitividad regional y empleo; y cooperación 
territorial europea1 . Tres eran también los ins-
trumentos tradicionales de financiación de los 
que se sirve la política estructural o regional 
europea: el Fondo Europeo de Desarrollo Re-
gional (FEDER), el Fondo Social Europeo (FSE) 
y el Fondo de Cohesión. El FEDER financia in-

1	 Sobre la política de cohesión europea puede verse Villaver-
de (2006), Kaiser Moreiras (2008), Murillo (2010).
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versiones en sectores como en medioambiente, 
transportes, I+D+i, renovación urbana y ener-
gía, promoción de las PYME etc. El FSE financia 
gastos en formación, inserción en el mercado de 
trabajo, desarrollo empresarial, etc. Y el Fondo 
de Cohesión financia redes transeuropeas de 
transporte, inversiones en medioambiente (so-
bre todo sector del agua y residuos) y eficien-
cia energética. Para el período 2007-2013 esta 
política contará con 347.410 millones de euros, 
es decir con el 35,7% del total del presupuesto 
europeo.

Según Kaiser (2008), se podían distinguir tres 
principios generales que inspiraban los cambios 
operados en la política regional europea:

Enfoque estratégico: Los documentos de pro-
gramación tienen un mayor componente estra-
tégico que en períodos anteriores. Las Orien-
taciones Estratégicas de la Comisión definen 
la estrategia a nivel comunitario de la política 
regional europea y deben plasmarse en una es-
trategia nacional definida en los Marcos Estra-
tégicos Nacionales de Referencia (MENR) que 
elaboran los estados miembros. Asimismo, exis-
te una mayor conexión entre la política regional 
y los objetivos generales de la UE reflejados en 
la Estrategia de Lisboa.

•	 Mayor delegación en los estados miembros: 
la política regional europea deja en manos 

de los estados miembros un mayor margen 
de maniobra en la aplicación de los fondos 
estructurales en comparación con períodos 
anteriores de programación. Aspectos rela-
tivos a la elegibilidad, a la gestión y al control 
pasan de manos de la Comisión a manos de 
los estados miembros.

•	 Simplificación: existen, en las disposiciones 
que regulan los fondos estructurales y el 
Fondo de Cohesión, numerosos cambios 
con respecto a períodos anteriores que su-
ponen unas reglas más sencillas, transparen-
tes y armonizadas, con una menor presencia 
de la Comisión y un mayor contenido es-
tratégico.

Así, las principales orientaciones estratégicas 
contenidas en las perspectivas financieras para 
2007-2013 eran: 1. Hacer de Europa y de sus 
regiones lugares más atractivos en los que in-
vertir y trabajar. 2. Mejorar los conocimientos 
y la innovación a favor del crecimiento. 3. Más 
y mejores empleos (Comisión, 5/07/2005). En 
consonancia con esto, las directrices estratégi-
cas comunitarias en materia de Cohesión 07-13, 
aprobadas por el Consejo Europeo de octubre 
de 2006, que definían el marco para una nueva 
política de cohesión inspirada en los objetivos 
de Lisboa establecían que ésta debía:

•	 centrarse en el conocimiento, la investiga-
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ción, la innovación y el capital humano. 

•	 perseguir objetivos de sostenibilidad am-
biental y estimular las sinergias económicas, 
sociales y medioambientales. 

•	 perseguir, también, objetivos transversales 
de igualdad de oportunidades, no discrimi-
nación y partenariado entre todos los agen-
tes sociales 

En función de la estrategia de Lisboa se estable-
cían tres objetivos prioritarios:

-Objetivo de convergencia

Perseguía “acelerar la convergencia de los Esta-
dos miembros y regiones menos desarrollados, 
creando condiciones más favorables para el cre-
cimiento y el empleo mediante el aumento de la 
inversión en capital físico y humano, y la mejora 
de su calidad, el desarrollo de la innovación y de 
la sociedad del conocimiento, la adaptabilidad a 
los cambios económicos y sociales, la protec-
ción y mejora del medio ambiente y la eficiencia 
administrativa” (artículo 3 del reglamento gene-
ral). Este objetivo representa el 81, 7% del pre-
supuesto total. En este objetivo intervendrán el 
Fondo de cohesión, el FEDER y el FSE. 

En cuanto a los nuevos criterios de aplicación, 
el Fondo de Cohesión: Estados miembros con 

PIB por habitante inferior al 90% de la media 
comunitaria. Fondos Estructurales: regiones que 
tienen un PIB por habitante inferior al 75% de 
la media comunitaria (y regiones de exclusión 
gradual phasing–out —por efecto estadístico—. 
En el caso español son Asturias, Murcia, Ceuta 
y Melilla) 

-Objetivo competitividad regional y empleo

“Perseguirá fuera de las regiones menos de-
sarrolladas incrementar la competitividad y el 
atractivo de las regiones, así como su nivel de 
empleo, mediante la previsión de los cambios 
económicos y sociales, incluidos los ocasiona-
dos por la liberalización del comercio, aumen-
tando y mejorando la calidad de la inversión en 
capital humano, la innovación, la difusión de la 
sociedad del conocimiento, el fomento del es-
píritu empresarial, la protección y mejora del 
medio ambiente, la accesibilidad, la adaptabilidad 
de los trabajadores y las empresas, y el desa-
rrollo de mercados laborales no excluyentes” 
(artículo 3 del reglamento general). Este obje-
tivo representa el 15,8% del presupuesto total. 
La intervención principal es del FEDER y FSE. 
Criterios de aplicación: Regiones que superan 
el umbral del 75% del PIB de la media comuni-
taria (y regiones de inclusión gradual “phasing–
in” -por crecimiento han superado el 75% PIB 
UE15- que pasarían a ser del objetivo Compe-
titividad regional y empleo, pero que tendrán 
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un período transitorio y sus ejes de actuación 
estarán vinculados a los de Convergencia. En el 
caso español: Canarias además recibirá fondos 
adicionales como región ultraperiférica, Castilla 
León y Comunidad Valenciana).

-Objetivo cooperación territorial europea

“Perseguirá intensificar la cooperación trans-
fronteriza a través de iniciativas locales y regio-
nales conjuntas, fortaleciendo la cooperación 
transnacional por medio de actuaciones dirigi-
das a lograr un desarrollo territorial integrado y 
ligado a las prioridades de la Comunidad, y for-
taleciendo la cooperación interregional y el in-
tercambio de experiencias en el nivel territorial 
apropiado” (artículo 3 del reglamento general). 
Este objetivo representa el 2,4% del presupues-
to total. En este objetivo intervendrá el FEDER.

Por lo que respecta a la concentración temática 
y presupuestaria en la nueva orientación de la 
política de cohesión, lo que se ha llamado “lis-
boización” de la política de cohesión, el gasto 
en cohesión debe ahora contribuir a los objeti-
vos horizontales de Lisboa. La mayor parte del 
presupuesto asignado al gasto en Cohesión se 
invertirá en las prioridades relacionadas con la 
Estrategia de Lisboa renovada (las PPFF estable-
cen un “suelo de gasto” del 60% para regiones 
Convergencia UE -65% en la práctica- y del 75% 
para las regiones objetivo Competitividad UE –

alcanza el 82%-).

Asimismo, el gasto en Cohesión estaba orienta-
do a 4 ámbitos de la Estrategia de Lisboa:

•	 Conocimiento e Innovación (I+D+i): 25% 
presupuesto Cohesión (más de la mitad de 
este se destina a innovación, 49 M€). Se tri-
plica en el período 2007-2013 con respecto 
a 2006. 

•	 Mercado de trabajo: 21% del presupuesto 
de cohesión, 

•	 Desarrollo potencial pymes: 5% presupues-
to Cohesión 

•	 Energía y medioambiente: regiones compe-
titividad se multiplica por siete la inversión 
en energías renovables. El 14% gasto Cohe-
sión se destina a protección medio ambien-
te (incluida gestión agua)

Por otra parte, en el presupuesto de cohesión 
se introducen mejoras en gobernanza, coheren-
cia entre programas de cohesión y Plan Nacio-
nal de Reformas, descentralización responsabili-
dades y evaluación de su contribución a Lisboa 
en 2009 y 2012.
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Asimismo, la ampliación de la UE a 27 miem-
bros y la reforma de la Política de Cohesión eu-
ropea afectaba a los criterios de financiación y 
selección de regiones objeto de la política. Han 
desaparecido la denominación de regiones del 
Objetivo 1, 2 y 3 y se ha creado una nueva cla-
sificación de cuatro grupos de regiones: a) Re-
giones con un PIB per cápita inferior al 75 por 
100 de la media de la UE-25, llamadas regiones 
del objetivo convergencia. b) Regiones con un 
PIB per cápita superior al 75 por 100 de la me-
dia de la UE-25 pero inferior al 75 por 100 de 
la media de la UE-15 (afectadas por el llamado 
“efecto estadístico”) llamadas regiones phasing-
out. c) Regiones que en el período de programa-

ción 2000-2006 pertenecían al Objetivo 1 pero 
que ya sobrepasan el umbral del 75 por 100 del 
PIB per cápita de la UE-15, llamadas regiones 
phasing-in.

La elaboración, programación, ejecución y apli-
cación de la política de cohesión europea es un 
típico caso de gobernanza multinivel en la que 
participan la Comisión Europea, los gobiernos 
de los Estados miembros y de las regiones y 
ciudades, además de los comités de seguimien-
to en los que participan todos los actores de 
la política. Esto ha hecho surgir un entramado 
administrativo multinivel, familiarizado con la 
gestión de programas públicos de inversiones 

Presupuestaria Temática
 
Concentración de los recursos en las zonas 
más defavorecidas:

•	 81,7% para promover la convergencia (fren-
te al 75% del actual Obj. 1 + FC)

•	 15,8% para estimular la competitividad y el 
empleo

•	 2,4% para favorecer la cooperación territo-
rial europea

Intervenciones centradas en las prioridades de 
Lisboa y Gotemburgo:

•	 Competitividad (I+D+i, formación, etc.)
•	 Accesibilidad.
•	 Empleo e inclusión social.
•	 Medio ambiente y prevención de riesgos. 

Cuadro 1. Concentración temática y presupuestaria

Fuente: MENR (2007)
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con normas homogéneas y que ha fomentado 
la colaboración intergubernamental en varios 
Estados miembros.

En cuanto a los cambios en el procedimiento de 
elaboración de la política que reflejan este enfo-
que más estratégico, se establecen varias fases:

1. La Comisión Europea elabora unas Orien-
taciones Estratégicas de Cohesión (OEC) que, 
posteriormente, deberán ser adoptadas por el 
Consejo Europeo y sancionadas por el Parla-
mento Europeo.

2. Los Estados miembros proponen unos de-
nominados Marcos de Referencia Estratégica 
(MRE) que reflejarán las prioridades acordadas 
en las OEC. La decisión final corresponderá a la 
Comisión Europea.

3. A partir de los MRE los Estados miembros 
elaboran los correspondientes Programas Ope-
rativos (PO), uno por fondo y Estado Miembro 
o región, con indicación detallada de las prio-
ridades, procedimientos de gestión y recursos 
financieros asignados. La decisión final sobre los 
PO corresponde, una vez más, a la Comisión.

4. El proceso se cierra con la gestión de los PO 
y la preparación de los correspondientes infor-
mes elaborados por la Comisión y que serán 
debatidos anualmente por el Consejo Europeo.

Las recientes propuestas legislativas para  
la nueva política de Cohesión 2014-2020

En junio de 2011 la Comisión Europea adoptó 
una propuesta de Marco Financiero Plurianual 
para el siguiente periodo, uno de cuyos objeti-
vos básicos era alcanzar las metas de la Estrate-
gia Europa 2020. En esta propuesta, la Comisión 
proponía claramente que la Política de Cohe-
sión deberá seguir siendo un elemento esencial 
del paquete presupuestario y subrayaba su papel 
fundamental en la ejecución de la Estrategia Eu-
ropa 2020. El presupuesto total propuesto para 
el periodo 2014-2020 es de 376.000 millones 
de euros, incluida la financiación para el nue-
vo Instrumento de Interconexión para Europa, 
que se ha diseñado para mejorar los proyectos 
transfronterizos en materia de energía, trans-
porte y tecnología de la información (Comisión 
Europea 2011b).

Sobre la base de ese marco financiero, el 6 de 
octubre de 2011, la Comisión Europea ha adop-
tado un borrador de “paquete legislativo” sobre 
la política de cohesión de la UE para el periodo 
2014-2020. Tras muchas negociaciones y rumo-
res que sobre posibles cambios en la política de 
cohesión, se producían durante la realización de 
la presente investigación, la propuesta final de la 
Comisión contiene una serie de continuidades 
respecto al periodo 2007-2013, pero también 
cambios bastante relevantes en lo que respecta 
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al diseño y la ejecución de la política de cohe-
sión, entre ellos destacan (Comisión Europea 
2011b):

•	 la concentración en las prioridades de la Es-
trategia Europa 2020 de crecimiento inteli-
gente, sostenible e integrador.

•	 la recompensa al rendimiento.

•	 el apoyo a la programación integrada.

•	 el enfoque en los resultados (supervisión 
del progreso hacia los objetivos acordados).

•	 el refuerzo de la cohesión territorial.

•	 la simplificación de la ejecución.

Asimismo, la Comisión propone reforzar el pro-
ceso de programación estratégica para así maxi-
mizar el impacto de la ejecución de las prio-
ridades de la UE. Esto implica la introducción 
de un Marco Estratégico Común, contratos de 
colaboración y un menú de objetivos temáticos 
de acuerdo con la Estrategia Europa 2020 y sus 
directrices integradas. El Marco Estratégico Co-
mún, que adoptará la Comisión, presentará las 
acciones clave para abordar las prioridades de 
la UE, proporcionará orientación sobre la pro-

gramación aplicable a todos los fondos y pro-
moverá una mejor coordinación de los diversos 
instrumentos estructurales de la UE.

Además, para reforzar el rendimiento, la Comi-
sión propone nuevas disposiciones basadas en la 
“condicionalidad” de varios tipos para asegurar 
que la financiación de la UE crea fuertes incen-
tivos para que los Estados miembros alcancen 
los objetivos y las metas de Europa 2020. Esta 
condicionalidad se refiere tanto a condiciones 
denominadas “ex ante” (que deben darse an-
tes de que los fondos se desembolsen) y “ex 
post” (que supeditan el desembolso de fondos 
adicionales al rendimiento). Asimismo, existirán 
unas condicionalidades macroeconómicas, esta-
bleciéndose así un vínculo más estrecho entre 
la política de cohesión y la gobernanza eco-
nómica de la UE, para asegurar que la eficacia 
del gasto de los Fondos del Marco Estratégico 
Común (MEC) se sostenga a través de políticas 
económicas europeas sólidas. Esto implica que, 
en caso de necesidad, los fondos del MEC pue-
den redirigirse para tratar los problemas eco-
nómicos de un país. Así, se podrá aplicar un au-
mento de la ayuda (en 10 puntos porcentuales) 
cuando un Estado miembro reciba asistencia 
financiera a través del Mecanismo Europeo de 
Estabilidad, lo que reduce así la presión sobre 
los presupuestos nacionales en épocas econó-
micas difíciles.  Al mismo tiempo, sin embargo, 
esta condicionalidad implica que cuando, a pesar 
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del uso mejorado de los fondos MEC, un Estado 
miembro no consiga llevar a cabo acciones efec-
tivas en el contexto del proceso de gobernanza 
económica, la Comisión tendrá el derecho de 
suspender todos o parte de los pagos y com-
promisos.

En lo que respecta a distribución geográfica 
de las ayudas de cohesión, según la nueva pro-
puesta todas las regiones europeas se podrán 
beneficiar de la ayuda del FEDER y el FSE. Sin 
embargo, como se había previsto, la Comisión 
propone una distinción entre regiones menos 
desarrolladas, regiones en transición y regiones 
más desarrolladas, según el nivel del Producto 
Interior Bruto (PIB) (Comisión Europea 2011b):

•	 Regiones menos desarrolladas: el apoyo a 
las regiones menos desarrolladas seguirá 
siendo una prioridad importante para la 
política de cohesión. Esta categoría incluye 
aquellas regiones cuyo PIB per cápita es in-
ferior al 75 % del PIB medio de los 27 países 
miembros de la UE.

•	 Regiones en transición: esta categoría susti-
tuye el sistema actual de inclusión (phasing 
in) y exclusión gradual (phasing out). Incluye 
a todas las regiones con un PIB per cápita 
entre el 75 % y el 90 % de la media de los 27 
países miembros de la UE.

•	 Regiones más desarrolladas: estas regiones 
son aquellas que tiene como reto la com-
petencia global en la economía basada en el 
conocimiento y el cambio hacia la econo-
mía hipocarbónica. Incluye aquellas regiones 
cuyo PIB per cápita es superior al 90 % del 
PIB medio de los 27 países miembros de la 
UE.

Asimismo, la propuesta de paquete de cohesión 
de la Comisión crea una “red de seguridad” para 
las regiones que cumplen los requisitos según el 
objetivo de convergencia en el periodo 2007-
2013, pero cuyo PIB per cápita sea superior al 
75 % del PIB medio de los 27 países miembros 
de la UE. Las categorías de regiones más desa-
rrolladas o en transición recibirán una dotación 
de los Fondos Estructurales al menos igual a los 
dos tercios de su dotación de 2007-2013.

La Tabla que aparece en la página siguiente pre-
senta una comparación de los objetivos e ins-
trumentos anteriores y los de la nueva política 
de cohesión europea
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Tabla 1. Objetivos e instrumentos de la Política de Cohesión europea en los tres periodos

2000-2006 2007-     2013 2014-2020

Objetivos Instrumentos financieros Objetivos Instrumentos financieros Objetivos Tipos de regiones Instrumentos financieros

Fondo de Cohesión

Convergencia

FEDER

Inversión en el crecimiento y 
el empleo

Regiones menos desarrolladas
FEDER FSE

Objetivo nº1

FEDER
FSE FSE

FEOGA  
Garantía y FEOGA 

Orientación

Fondo de  
Cohesión

Regiones en transición
Fondo de cohesiónIFOP

Objetivo nº2

FEDER Competitividad regional y 
empleo

FEDER

FSE
Regiones más desarrolladas FEDERFSENivel Regional

Objetivo nº3 FSE Nivel nacional: Estrategia 
europea para el empleo

Interreg FEDER

Cooperación territorial 
europea

Feder

Cooperación territorial 
europea

URBAN FEDER

FEDER

EQUAL FSE

Leader + FEOGA 
Orietación

Desarrollo rural y 
reestructuración del sector 

de la pesca fuera del objetivo 
nº1

FEOGA 
Garantía

IFOP

9 objetivos 6 instrumentos 3 objetivos 3 instrumentos 2 objetivos 4 instrumentos
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Los retos específicos para España y las CCAA.
Retos estratégicos, financieros y administrativos2 

Como señalaba Villaverde (2006: 107), aunque 
no haya sido el más favorecido en términos re-
lativos o por habitante, España ha sido el país 
que más se ha beneficiado de las ayudas euro-
peas, sobre todo las ayudas estructurales. Se ha 
calculado que entre 1989 y 2006, España habrá 
recibido más de 105.000 millones de euros va-
lorados a precios de 1999. El volumen de ayuda 
anual aumentó con cada nuevo paquete finan-
ciero, desde los 540 millones del período 1986-
1988 hasta los 8.900 del período 2000-2006 
(Agenda 2000), pasando por los 2.400 del pe-
ríodo 1989-1993 (Paquete Delors I) y los 5.900 
del período 1994-1999 (Paquete Delors II).

Para el período 2007-2013 el volumen de ayu-
das estructurales se calcula que, valorado a pre-
cios de 2004, ascenderá a unos 32.500 millones 
de euros, lo que equivale, en promedio, a algo 
más de 4.600 millones por año. Los expertos 
han estimado que las ayudas estructurales han 
permitido crecer a nuestro país, en promedio 
anual, 0,4 puntos por encima de lo que lo habría 
hecho en ausencia de tales ayudas. Se calcula que 
en el período 2007-2013 las ayudas supondrán, 

2	 Estudios recientes en España sobre la participación de 
las regiones en la UE y sobre la incidencia de la política de cohesión 
europea en las CCAA Domínguez (2005), Fernández y Riesgo 2006, 
Morata y Mateo (2007), Morata y Popartan (2008),Olivar de Julián 
(2008), Ares (2010), Cordal (2010), Tuñón (2010).

aproximadamente, un crecimiento adicional de 
dos décimas de punto por año (Sosvilla-Rivero 
y Herce, 2004).

La asignación a España en el marco de las 
perspectivas financieras 2007-2013 supera los 
43.500 M€ (de estos, 35.217 –según el Mar-
co estratégico nacional de referencia MENR 
(2007)- corresponden a los fondos estructura-
les (FEDER, FSE, FEDER –incluido Fondo Tecno-
lógico, 200 M€- y Fondo de Cohesión). En po-
lítica de Cohesión, España destinará el 24% de 
su gasto en Cohesión I+D+i. Para las regiones 
convergencia con “programa agua” 79% (si no, 
68%) y para regiones competitividad 81%.Asi-
mismo se reforzarán los ejes relacionados con 
la economía del conocimiento y la innovación 
y habrá continuidad de los programas de inver-
sión en transporte, energía y medioambiente en 
marcha. En transporte se priorizan categorías 
de Lisboa (redes transeuropeas, alta velocidad 
ferroviaria). Cada eje incorpora un componente 
ambiental. El 93% del FSE está vinculado a obje-
tivos Lisboa.

En conjunto, todos los ejes del MENR están di-
rectamente vinculados a los ejes del Plan Nacio-
nal de Reformas (PNR), que traduce en España 
las 24 Directrices integradas para el Crecimien-
to y el empleo de la estrategia de Lisboa. En el 
caso del FEADER, el 85% se destinará a políticas 
de competitividad y mejora del medio ambiente. 
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En el caso del FEP, el destino será el mismo. Por 
lo que respecta a distribución regional, ocho 
CCAA han quedado encuadradas dentro del 
objetivo de “competitividad regional y empleo”. 
Otras cuatro de ellas (Galicia, Andalucía, Extre-
madura y Castilla-La Mancha) son considera-
das como regiones del objetivo “convergencia”. 
Asturias y Murcia, junto con las ciudades autó-
nomas de Ceuta y Melilla, se han encuadrado 
dentro de las regiones phasing-out, y otras tres 
(Castilla y León, Comunidad Valenciana y Cana-
rias) están entre las llamadas regiones phasing-in.

Desde un punto de vista estrictamente presu-
puestario y teniendo en cuenta el cambio de 
status quo que van a experimentar las regiones 
españolas (sólo Extremadura seguirá formando 
parte del Objetivo de Convergencia), España en 
su conjunto, y las CCAA, de forma particular, 
experimentarán una pérdida de fondos o ayu-
das estructurales procedentes de la Unión. Por 
tanto, y para seguir afianzando la inversión en 
I+D+i que está caracterizando el actual período 
de programación y no truncar la línea de creci-
miento iniciada, habría que pensar en posibles 
vías alternativas de financiación (al menos para 
las regiones que hasta este momento han sido 
regiones convergencia o han estado en un esta-
do transitorio) que les permitan afrontar mejor 
el reto que se les presenta.

La Política de Cohesión Europea, por tanto, y 

especialmente a raíz de todos estos recientes 
cambios en su orientación estratégica, procedi-
miento y los programas e iniciativas afectadas 
en cada región en el periodo 2007-2013 y los 
previstos en el periodo 2014-2020, plantea nu-
merosas  cuestiones y retos sobre su eficacia 
y su futuro y en qué grado esta nueva política 
puede prestar la debida atención a las realida-
des regionales y ayudar en la compleja conse-
cución de los objetivos de Lisboa y la Estrategia 
Europa 2020. En el contexto de una crisis fiscal 
sin precedentes, a estos interrogantes se en-
frentan sobre todo con especial preocupación 
los gobiernos autonómicos en sus estrategias 
de salida de la crisis, crecimiento, empleo y mo-
dernización de sus estructuras económicas a la 
vez que de reforzamiento de sus capacidades 
administrativas y de participación en las institu-
ciones europeas y estatales.

Como ha señalado recientemente Murillo 
(2011), algunos de los retos más importantes 
con los que se encuentran las CCAA en España 
en el contexto actual son:

•	 Mantener la senda de crecimiento iniciada 
en períodos de programación anteriores, en 
especial aquellas CCAA con determinadas 
debilidades (excesiva dependencia de sec-
tores muy cíclicos, mercado de trabajo con 
problemas estructurales, retraso I+D+i, so-
bre todo del sector privado).
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•	 Conseguir una “normal” ejecución de los 
fondos en un contexto de restricciones fi-
nancieras (iniciativa empresarial) y presu-
puestarias (Administraciones Públicas).

•	 Garantizar una absorción más efectiva de 
los fondos asignados, sobre todo en el ám-
bito del empleo.

•	 Establecer diferencias entre el grupo de 
“nuevas regiones intermedias” o de tran-
sición, --cuyo PIB está comprendido entre 
el 70% y el 90% de la media de la UE-- en 
cuanto a las potenciales ayudas a percibir en 
materia de cohesión y teniendo en cuenta 
otras variables como la tasa de paro.

Lo que parece claro es que cualquier objetivo 
que busque maximizar los efectos de la Política 
de Cohesión requiere más que nunca de una 
estrategia de desarrollo que debe ser asumida 
por todos los niveles de gobierno para que sea 
eficaz y efectiva: europeo, nacional, autonómico 
y local. Especialmente en los Estados política-
mente descentralizados, como es el caso espa-
ñol, esta labor se hace más compleja debido al 
reparto de competencias entre el Estado y las 
CCAA y a la disparidad de capacidades adminis-
trativas de diferentes regiones. Esta complejidad 
puede ocasionar disfunciones y obstáculos para 
el correcto funcionamiento de las políticas eu-
ropeas y es una cuestión clave en la aplicación 

de la Política de Cohesión, basada en el principio 
de gobernanza multinivel. Esta situación puede 
ser especialmente perjudicial para las comuni-
dades autónomas, pues cuentan con un menor 
margen de maniobra, lo que además repercute 
negativamente sobre el resto del Estado.

3 La respuesta regional: capacidad 
de acción europea de las regiones. 
Una cuestión de autonomía, recur-
sos y estrategias3

Siguiendo, por ejemplo, a Sturm (2009), pue-
de decirse que la cuestión de la “capacidad de 
acción europea” (conocida en otros idiomas 
como Europe-fitness o Europafähigkeit) de las 
regiones puede contemplarse desde al menos 
tres puntos de vista. En primer lugar como una 
cuestión de poder político y autonomía (es de-
cir, ¿pierden o ganan las regiones poder y au-
tonomía en la UE?). En segundo lugar como 
una cuestión de recursos (¿hasta qué punto las 
regiones poseen dentro de sus estados los su-
ficientes recursos institucionales para autoafir-
marse y defender sus intereses?). En tercer lu-
gar, como una cuestión de estrategia (¿de qué 
opciones estratégicas disponen las regiones en 
el proceso decisorio europeo?).

3	 Sobre europeización, capacidad europea de las regiones 
y efectos de la EU en las regiones Fleurke y Willemse (2006), Sturm 
(2009), Sturm y Dieringer (2005).
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En cuanto a la primera cuestión, la de la autono-
mía, la capacidad de acción europea de las regio-
nes solo puede valorarse en función del crite-
rio que establezcan ellas mismas respecto a sus 
propias expectativas. Normalmente, son las re-
giones con una fuerte identidad, y una autono-
mía legislativa constitucionalmente garantizada 
y con intereses económicos claros a defender, 
las que plantean la cuestión de la adaptación a 
Europa o la capacidad de acción europea como 
una cuestión de poder político y autonomía. La 
capacidad de acción europea en estas regiones 
no se trata tanto de una cuestión técnica de 
poder aplicar eficientemente las políticas o fon-
dos europeos, -como es el caso por ejemplo en 
algunas regiones de los nuevos estados miem-
bros-, sino más bien de la posibilidad de acceder 
autónomamente a los procesos decisorios eu-
ropeos y paralelamente ver garantizado inter-
namente su autonomía (Sturm 2009).

En cuanto a la segunda cuestión, la de los recur-
sos, incluso en aquellas regiones que plantean la 
capacidad de acción europea como una cues-
tión de autonomía, se suscita el interrogante de 
hasta qué punto disponen de los recursos y la 
capacidad administrativa e institucional para po-
der iniciar, negociar y controlar determinadas 
actuaciones de política pública europea. Las po-
sibilidades institucionales de influencia del pro-
ceso decisorio en beneficio de las regiones van 
desde el poder informal de negociación hasta las 

disposiciones constitucionales que garantizan 
su participación en asuntos europeos pasando 
por otros mecanismos formales e informales de 
decisión o consenso.

Finalmente, en cuanto a la cuestión de la estra-
tegia, las regiones que muestran un claro deseo 
de mantener su poder o autonomía en los asun-
tos europeos y poseen al menos algunos de los 
recursos o capacidades necesarias de influencia 
política en el nivel europeo, pueden plantearse 
la cuestión de cuál es la mejor estrategia para 
alcanzar sus intereses. Aquí se suelen plantear 
como mínimo tres opciones estratégicas alter-
nativas: 1) la promoción de una mayor partici-
pación en el contexto de las instituciones euro-
peas 2) El intento de una defensa autónoma de 
sus intereses o 3) un ámbito europeo regional 
alternativo de cooperación transfronteriza e in-
terregional.

Los retos para las regiones de la pertenencia  
europea: imperativos, oportunidades y restricciones

Como hemos señalado en otra parte (Colino 
2011), la pertenencia europea supone para las 
entidades subestatales con competencias legis-
lativas una serie de retos que podrían cifrarse 
principalmente en tres:

Por un lado, los imperativos funcionales, a los 
que se ven sujetos los actores gubernamen-
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tales a diferentes niveles. Así, por ejemplo, la 
obligación de las administraciones nacionales 
(centrales, regionales o locales) de aplicar nor-
mativamente y ejecutar el derecho comunita-
rio, implementando los programas y políticas de 
la UE. Los diferentes entes territoriales deben 
estar también presentes de alguna forma en la 
formación de la voluntad o posición nacional en 
la producción de estas normas. Todo ello lleva 
a determinadas exigencias de adecuación de la 
estructura organizativa-administrativa. Asimis-
mo la pertenencia produce4:

•	 La necesidad de coordinación interna y 
externa entre actores a diferentes niveles 
territoriales mediante intercambio de infor-
mación, comunicación, viajes, e interrelación 
con funcionarios de otros niveles territoria-
les, otros países miembros y la Comisión.

•	 La necesidad de adaptar los procedimientos 
administrativos y diseño de planes operati-
vos para la aplicación de programas, median-
te el recurso a aumento de personal, mayor 
formación, especialización jurídica o técnica, 
conocimiento de idiomas, capacidad de aná-
lisis y planificación. La participación en las 
fases de consulta de expertos en diferentes 

4	 Sobre las regiones en Europa en especial sobre los efectos 
regionales de las políticas de cohesión hay una literatura científica 
ingente. Puede verse Bache y Flinders (2004), Pasquier (2005), Baun 
y Marek (2008), Bauer y Börzel (2010), Pérez Calvo (2010), Scully 
(2010), Tuñón (2009, 2011), Cordal (2010).

niveles en los comités existentes que aseso-
ran a la Comisión y forman la llamada Comi-
tología, exige la disponibilidad de expertos 
en todos los temas.

•	 La necesidad de los decisores políticos de 
disponer de capacidad negociadora de forma 
continuada en varios ámbitos, para defender 
los intereses propios, y evitar la imposición 
de intereses ajenos, haciendo frente a la res-
ponsabilidad por la aplicación, lo que exige 
la procura de recursos jurídicos de defensa 
en caso de inaplicación o afectación de inte-
reses jurídicos.

•	 La necesidad de formación de, o partici-
pación en, entramados de políticas (policy 
networks) de tipo informal y de carácter 
transnacional que incluyan a actores priva-
dos regionales. Los actores privados en los 
diferentes países se ven obligados a tratar 
de participar en las decisiones que les afec-
tan entrando a formar parte de esas redes 
de actores sectoriales que actúan a varios 
niveles y en varios países a la vez.

En segundo lugar, la pertenencia también ofrece 
algunas oportunidades a los diferentes actores:

•	 La posibilidad de participación en la formu-
lación y aplicación del derecho y los pro-
gramas comunitarios aumentando la propia 
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influencia y poder de veto a varios niveles 
de acceso, interno y/o externo (Comitolo-
gía, Representación Permanente, Consejo, 
Comité de Regiones). Compensación de 
carencias participativas internas, como la 
representada por la participación de pleno 
derecho para actores subestatales en pro-
gramas estructurales europeos, con posibili-
dad de alianzas de estos con actores comu-
nitarios.

•	 El aumento de competencias, o de un ejer-
cicio efectivo de poderes, que no se tienen 
en la distribución constitucional interna, 
debido a las necesidades de aplicación del 
derecho europeo, como la garantía de cum-
plimiento atribuida al Estado o la necesidad 
de transposición uniforme.

•	 La posibilidad de financiación adicional a las 
políticas regionales, estatales o subestatales, 
o a la inversión pública en sectores infraes-
tructurales o de tecnología y modernización 
industrial.

•	 El refuerzo del control del presupuesto y las 
decisiones sobre la asignación, la elegibilidad 
y la cantidad de fondos europeos concedi-
dos, lo que produce un incremento de la in-
fluencia interna.

•	 La posibilidad de construir capacidad admi-

nistrativa con los programas europeos, que 
más tarde puede transmitirse o aprovechar-
se por el sistema administrativo en otros 
sectores.

•	 La posibilidad de aumentar los recursos 
simbólicos tales como la legitimidad o la 
popularidad de las élites, a través de la jus-
tificación de políticas impopulares mediante 
el traspaso o desplazamiento de la culpa en 
determinadas decisiones.

•	 La existencia de nuevos mercados para las 
empresas locales y posibilidad de crecimien-
to económico y transferencia de capital, tec-
nología y trabajadores especializados.

•	 Posibilidad para algunos grupos de apelar 
al derecho europeo para defender sus in-
tereses. Posibilidad real o retórica, pero en 
cualquier caso con consecuencias políticas, 
para los partidos nacionalistas regionales de 
intentar superar el marco estatal existente 
“disolviendo“ su posición incómoda o sus 
conflictos y exigencias de manera simbólica 
en un marco más amplio.

En cuanto a las restricciones, a las que la acción 
de los gobiernos se ve sometida por la perte-
nencia, pueden mencionarse las siguientes:

•	 Pérdida de competencias que implica la UE 
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para varios actores, lo que lleva a conflictos 
internos para defender el statu quo y ree-
quilibrar el sistema de relaciones existente.

•	 Pérdida de autonomía en la política fiscal 
y monetaria, y económica en general, con 
el consiguiente estrechamiento de la capa-
cidad de iniciativa interna presupuestaria, 
económica y política. Pérdida de autonomía 
en la contratación pública, la gestión de em-
presas públicas, con creciente dependencia 
de las decisiones de autoridades monetarias 
europeas. Reducción, por tanto, de la capa-
cidad ejecutiva. Posibilidad de pagar más de 
lo que se recibe.

•	 Requisito de control de la actuación pública 
de los actores nacionales por más instancias 
(Comisión, TJCE).

•	 Responsabilidad externa para los gobiernos 
centrales por políticas que ellos no aplican 
directamente, y obligación de los entes sub-
estatales de aplicar políticas en cuya for-
mulación no se ha participado en absoluto, 
con los consiguientes conflictos internos de 
competencias o ineficacia. Posibles conflic-
tos jurídicos entre los ordenamientos inter-
nos y comunitario.

•	 Necesidad de adaptación de enfoques y pro-
cedimientos ajenos o contrarios a la cultura 

administrativa propia. Costes de decisión, 
negociación y coordinación de decisiones. 
Costes de adaptación a estándares regulato-
rios ajenos en temas de seguridad, bienestar 
o medio ambiente. 

•	 Aumento de la exigencia de competitivi-
dad entre regiones y países. La integración 
económica o informal, y la competencia 
irrestricta cambia el contexto en que los 
gobiernos regionales y nacionales hacen su 
política. La integración informal puede afec-
tar desigualmente a las regiones provocan-
do tensiones descentralizadoras o disgre-
gadoras, que reducen la capacidad ejecutiva 
del gobierno central.

La evolución de las estrategias regionales en la UE 
en los últimos años: intereses, arenas de activación 

regional y canales usados

Frente a estos imperativos, oportunidades y 
restricciones, las regiones tienen normalmente 
una serie de preferencias e intereses que de-
terminan el comportamiento de sus gobiernos. 
Por supuesto, no todas las regiones actúan igual, 
y las estrategias no son siempre generalizables 
por nivel de gobierno, sobre todo si no hay me-
canismos o vías institucionales de coordinación 
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de sus posiciones o agregación de intereses5. En 
todo caso, podemos decir que la mayoría de las 
regiones actúan persiguiendo una serie de in-
tereses típicos en el contexto europeo. Estos 
podrían resumirse en:

•	 Mantener su poder relativo respecto a otros 
actores, gobiernos centrales en particular, 
tratando de restablecer posibles desequili-
brios que la transferencia de poder al nivel 
supranacional puede conllevar en beneficio 
de estos. Maximizar, por tanto, su influencia 
en las políticas que les afectan, participando 
con voz y voto en su formulación en las are-
nas nacional o europea.

•	 Asegurarse, mediante el establecimiento de 
canales propios de acceso a la información 
no dependientes del gobierno central, la 
información sobre las iniciativas europeas, 
para poder reaccionar a ellas y mantener 
alguna capacidad de veto sobre los compro-
misos europeos del gobierno central que le 
puedan afectar como región.

•	 Maximizar la financiación proveniente de la 
UE, y de su gobierno central en los ámbitos 
más sensibles para la región, tratando de ob-
tener alguna influencia en la elegibilidad de 

5	 Sobre las diferentes estrategias regionales comunes o par-
ticulares por país puede verse Jeffery (2005, 2007), Lambertz y Große 
Hüttmann (2009), Tatham (2010).

zonas o programas a financiar y participan-
do en la gestión práctica de los fondos, para 
incrementar de este modo su capacidad ad-
ministrativa y presupuestaria mediante esos 
fondos.

•	 Potenciar el crecimiento económico y del 
nivel de empleo total mejorando la com-
petitividad económica de la región frente 
a otras regiones, buscando apoyo y recetas 
para reforzar su economía y satisfacer las 
ambiciones políticas de las élites y el electo-
rado regional, ganando a la vez legitimidad, 
consiguiendo la reelección y eludiendo la 
culpa por políticas impopulares.

Para conseguir estos objetivos comunes defen-
diendo su autonomía, las regiones europeas no 
siempre han seguido las mismas estrategias ni 
utilizado los mismos canales para movilizarse o 
actuar. Puede así observarse una evolución en 
los últimos dos decenios que responden a con-
textos diferentes en el marco europeo y en las 
circunstancias internas de cada país pero que 
muestra rasgos comunes en casi todos los paí-
ses que como el nuestro tiene una distribución 
descentralizada del poder territorial. 

Siguiendo, por ejemplo, a Jeffery (2005, 2007), 
la primera estrategia, tras el Tratado de Maas-
tricht, y ya en parte superada, se centró en el 
reconocimiento formal de los gobiernos regio-
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nales -el llamado “tercer nivel”, además de los 
Estados miembros y la propia Unión- como par-
ticipante en el proceso decisorio comunitario. 
Se esperaba que las regiones pudieran conver-
tirse en socios de pleno derecho de la UE en 
la adopción de decisiones, compartiendo la res-
ponsabilidad de las competencias que atribuidas 
en el ordenamiento nacional en un marco euro-
peo. Esta estrategia, conocida también como la 
Europa de las Regiones, que centró la atención 
de los debates sobre movilización regional y go-
bernanza multinivel en Europa, se refleja muy 
bien en la reunión inaugural del Comité de las 
Regiones (CdR) en marzo de 1994. Sin embargo, 
tras poco tiempo los Länder alemanes y otras 
regiones con poder legislativo, como las CCAA, 
comenzaron a desilusionarse con el Comité de 
las Regiones. 

Esta desilusión se explica por varios factores 
(Jeffery 2007): primero, el CdR tenía un propó-
sito poco claro en su fundación. Para la Comi-
sión Europea era una forma de aprovechar la 
experiencia sobre el terreno de las regiones en 
la aplicación de la política regional europea. Para 
los Länder alemanes y otras regiones europeas, 
tenía una función institucional representativa. 
En segundo lugar, el CdR se le dio un papel con-
sultivo limitado sin poder real para hacer que 
sus dictámenes tuvieran influencia decisoria. El 
Consejo de la UE y el Parlamento Europeo ra-
ramente escuchaba al CdR y la Comisión solo 

hacía como que lo escuchaba. En tercer lugar, el 
CdR tenía una composición muy diversa de los 
gobiernos locales y regionales en toda la UE, lo 
que hacía que sus opiniones no fueran claras y 
contundentes. Sobre todo, el problema era que 
las regiones con poder legislativo eran una mi-
noría dentro del CdR, que tenía 317 miembros 
en total. El resultado de estos tres factores fue 
el abandono por parte de las regiones legislati-
vas de cualquier intento serio de establecer el 
Comité de las Regiones como un “tercer nivel” 
en el sistema decisorio de la UE.

La segunda estrategia, lo que se ha llamado el 
Plan B, fue el intento de las regiones con po-
deres legislativos de co-determinar la posición 
del Estado miembro en los asuntos de la UE 
que afectaran a las competencias regionales a 
través de nuevas estructuras internas de co-
ordinación y colaboración central-regional. Así, 
las entidades subestatales de Bélgica, Austria, 
Alemania, España y el Reino Unido adquirieron 
derechos de acceso a la información pertinente 
sobre asuntos de europeos y se establecieron 
acuerdos para participar en la posición nacional. 
Esta estrategia que comenzó a desarrollarse en 
paralelo a la otra, también mostró ciertas limi-
taciones, ya que algunas regiones tenían como 
prioridad defender intereses distintivos o par-
ticulares en atención a su identidad o intereses 
económicos especiales, que los mecanismos es-
tablecidos de coordinación intergubernamental 
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no eran capaces de reflejar.

La tercera estrategia, más reciente, de las re-
giones con poder legislativo ha sido defensiva, 
centrada en prevenir una mayor intervención 
de la UE en materias que sean propias de su 
competencia regional en el ámbito interno o 
incluso en hacer retroceder el alcance de la 
regulación de la UE. Esta estrategia, que se ha 
puesto de manifiesto en la asociación de regio-
nes RegLeg ha mostrado una preocupación por 
mantener la autonomía regional y se ha refleja-
do más recientemente con toda claridad en los 
debates alrededor de la Constitución europea 
y el Tratado de Lisboa, tratando de establecer 
garantías constitucionales de la subsidiariedad, 
como el llamado “sistema de alerta temprana” 
para permitir que los parlamentos nacionales y 
regionales puedan advertir contra la legislación 
de la UE por motivos de subsidiariedad.

4 La necesidad actual de una evalua-
ción las capacidades, estrategias y 
resultados de las CCAA: especial-
mente en las nuevas políticas euro-

peas de cohesión y crecimiento

Ante los cambios del marco jurídico general 
de la UE con el Tratado de Lisboa, de sus ob-
jetivos estratégicos de política económica y de 

cohesión y ante la necesidad de adaptación a 
las nuevas circunstancias de las CCAA, se hace 
necesario una valoración de las capacidades, 
estrategias y resultados de nuestro sistema de 
organización territorial del Estado y de nues-
tros gobiernos autonómicos. En este contexto, 
la Fundación Alternativas, a través del Obser-
vatorio de Política Exterior Española (OPEX) 
ha desarrollado la presente investigación que 
puede contribuir a un mejor conocimiento de 
la situación de las CCAA en el marco de la nue-
va Política de Cohesión Europea, lo que puede 
servir además para enriquecer la discusión alre-
dedor del futuro de esta política, de la implica-
ción de las CCAA y de la presente negociación 
de las perspectivas financieras y el paquete de 
políticas de cohesión para el período 2014-
2020,  con consecuencias muy relevantes para 
las CCAA españolas6. Así, el presente estudio 
persigue varios objetivos generales:

•	 Definir y delimitar la Política de Cohesión 
Europea, particularmente en su incidencia 
sobre las CCAA y a la luz del nuevo Tra-
tado de Lisboa y la nueva Estrategia 2020. 
Proveer a los decisores públicos, empresas 
y particulares a nivel autonómico de una 
panorámica de las políticas regionales eu-

6	 Estudios similares que han aparecido en los últimos años, 
por ejemplo, en Alemania y con objetivos más generales son Alemann 
y Münch (2005), Bauer (2006), Renzsch (2007), Meyer zu Natrup 
(2009).
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ropeas y de los condicionantes normativos, 
administrativos y prácticos de la gestión de 
los fondos comunitarios.

•	 Identificar las capacidades y los obstáculos 
con los que se encuentran las CCAA a la 
hora de participar en los procesos deciso-
rios europeos y en particular en la nego-
ciación, programación y ejecución y segui-
miento de la Política de Cohesión Europea. 
Contribuir a mejorar las líneas de comuni-
cación y acción de las CCAA ante el nivel 
nacional y europeo.

•	 Analizar cuáles son los efectos sobre las 
CCAA de los nuevos retos de la Política de 
Cohesión Europea, en su apuesta por una 
mayor inversión en Investigación, Desarro-
llo e innovación Empresarial (I+D+i) en un 
contexto de crisis económica y restriccio-
nes presupuestarias de las economías nacio-
nales de los Estados Miembros.

•	 Contribuir a la elaboración de estrategias 
regionales para el impulso de la participa-
ción en Europa y en las políticas europeas 
con relevancia regional decisiva, aprove-
chando los instrumentos puestos a dispo-
sición por la Política de Cohesión Europea.

•	 Ayudar a proponer estrategias que contri-
buyan a maximizar los objetivos de creci-

miento y desarrollo, sirviéndose de los ins-
trumentos puestos a disposición de la AGE 
y las CCAA por la Política Europea de Co-
hesión.

•	 Maximizar los márgenes de acción de los 
que disponen las CCAA respecto a la Po-
lítica de Cohesión europea (teniendo en 
cuenta de manera particular los cambios 
introducidos por el Tratado de Lisboa y la 
Estrategia Europea 2020). Avanzar líneas de 
negociación y prioridades de cara a las Pers-
pectivas 2014-20.

La metodología de la investigación

El equipo de investigación multidisciplinar for-
mado por politólogos expertos en administra-
ción y relaciones intergubernamentales y en 
temas europeos, por una jurista y por una eco-
nomista expertas en europeización y en políti-
cas de cohesión ha desarrollado en varios me-
ses la presente investigación mediante 

•	 Revisión de la literatura científica relevante 
tanto en España como en otros países eu-
ropeos

•	 Análisis legislativo, documental y de datos

•	 Análisis organizativo, presupuestario y de 
organigramas y recursos administrativos
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•	 Entrevistas semiestructuradas con expertos 
y decisores en los niveles central, autonómi-
co y Europeo

•	 Discusión con expertos de los resultados 
provisionales y las recomendaciones del es-
tudio

•	 Por último, se han realizado alrededor de 20 
entrevistas en los Ministerios de Economía 
y Hacienda, Ministerio de Política Territorial 
y Administración Pública, Direcciones Ge-
nerales de Fondos Comunitarios en CCAA, 
Direcciones de Asuntos Europeos en CCAA, 
Representación Permanente de España, seis 
Delegaciones de gobiernos autonómicos en 
Bruselas, Dirección General de Regiones 
DG-REGIO en la Comisión Europea. 

Los contenidos de este informe

El capítulo II trata sobre las reformas introduci-
das por el Tratado de Lisboa y sus implicaciones 
para las CCAA, abordando los elementos de 
continuidad y las novedades en el Tratado con 
respecto a la situación de las regiones, en es-
pecial mirando a las novedades concernientes 
a la aplicación del principio de subsidiariedad, 
como el llamado “mecanismo de alerta tem-
prana”. Asimismo, este capítulo mira al contex-
to interno, tratando las bases normativas de la 
participación autonómica en la elaboración del 

derecho europeo y en su aplicación, haciendo 
especial hincapié en los últimos desarrollos tras 
las reformas estatutarias y las sentencias claves 
del TC. También se hace especial hincapié en la 
posición de los parlamentos autonómicos. Por 
último, y centrándose ya en la política de cohe-
sión y su aplicación en España, el capítulo trata 
la importancia configuradora del acuerdo de 
perspectivas financieras y los principales docu-
mentos reguladores de la política de cohesión 
europea y las bases normativas de la participa-
ción autonómica en la elaboración del marco 
estratégico nacional de referencia (MENR) y en 
los programas operativos regionales.

El capítulo III, desde un punto de vista más ge-
neral, aborda primero los mecanismos que han 
utilizado hasta ahora las CCAA para participar 
directamente en el proceso de adopción de de-
cisiones de la UE (Consejo de la UE, Comisión 
Europea, Oficinas o Delegaciones Autonómicas, 
Comité de las Regiones) o en los ámbitos del 
asociacionismo interregional. En segundo lugar, 
el capítulo describe los órganos y canales a tra-
vés de los cuales las CCAA participan en el ám-
bito interno, como la Conferencia para asuntos 
relacionados con la Unión Europea (CARUE), 
las conferencias sectoriales, las comisiones bi-
laterales y la Representación Permanente. Asi-
mismo el capítulo plantea algunas disfuncionali-
dades encontradas en la participación en todos 
estos canales. 
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El capítulo IV trata sobre la capacidad de acción 
administrativa, de gestión y de coordinación de 
las CCAA en las políticas europeas en general y 
en especial en la política de cohesión, así como 
de los órganos interadministrativos de colabo-
ración entre el gobierno central y las CCAA, y 
de estas entre ellas. Para eso describe y analiza 
la organización administrativa de los asuntos 
europeos en la AGE y en las CCAA y los ins-
trumentos y mecanismos de negociación, par-
ticipación y colaboración intergubernamental 
en las perspectivas financieras y en las políticas 
europeas de cohesión. Por último analiza la co-
laboración multinivel en la gestión y control de 
los fondos estructurales. Así como los sistemas 
de información y comunicación sobre los fon-
dos comunitarios. 

El capítulo V presenta la vinculación de la nue-
va política de cohesión con los objetivos de la 
estrategia renovada de Lisboa y analiza la apli-
cación a España y sus CCAA de las ayudas es-
tructurales en el período 2007-2013. Asimismo 
estudia las estrategias de crecimiento de las 
CCAA en el marco de la nueva política de co-
hesión y los objetivos de Lisboa y los problemas 
y obstáculos que están encontrando en un con-
texto de crisis económica.

El capítulo VI presenta una serie de conclusio-
nes y propuestas de mejora en cada uno de los 
ámbitos que ha tratado el estudio.
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1 El contexto europeo general: las re-
formas introducidas por el Tratado 
de Lisboa y sus implicaciones para 
las CCAA

Elementos de continuidad en el Tratado de Lisboa 
con respecto a la situación de las regiones

La continuidad en la percepción y el tratamien-
to de la realidad regional europea se configu-
ra como elemento predominante en el nuevo 
Tratado de Lisboa. En efecto, la articulación te-
rritorial interna que es propia de cada Estado 
miembro sigue siendo una cuestión estricta-
mente doméstica, directamente incardinada en 
el ámbito de la soberanía estatal y en la que la 
Unión Europea se abstiene de intervenir (prin-

cipio de autonomía institucional de los Estados). 

Desde tal perspectiva continuista, sin embargo, 
debe subrayarse que el nuevo Tratado mantiene 
la posibilidad, introducida por el Tratado de Ma-
astricht, de que representantes regionales parti-
cipen en las delegaciones estatales presentes en 
las reuniones del Consejo de la Unión Europea. 
Ahora bien, como la propia norma se encarga 
de recordar, tal presencia se vincula a dos con-
diciones: una, de carácter formal, a saber, que 
quien asiste a dichas reuniones goce del rango 
de ministro o similar y otra, de índole sustancial 
(y alcance determinante), como es que dicho 
representante tenga capacidad para vincular a 
su Estado (artículo 16 TUE). Así pues, la presen-
cia regional en uno de los centros decisorios 

Capítulo II

CAPÍTULO II
Ana M. Carmona

¿CUÁL ES EL NUEVO MARCO NORMATIVO DE LA 
PARTICIPACIÓN AUTONÓMICA EN LAS POLÍTICAS EUROPEAS 

TRAS EL TRATADO DE LISBOA?
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neurálgicos de la Unión sigue quedando nece-
sariamente encuadrada en el escenario de la re-
presentación estatal, esto es, las regiones parti-
cipan no en cuanto tales sino como integrantes 
de la delegación del Estado al que pertenecen. 

Por otra parte, tampoco cabe perder de vista 
que la participación prevista por el derecho pri-
mario se perfila como condición necesaria pero 
insuficiente en sí misma para que la misma se 
lleve efectivamente a cabo. Esto significa que el 
acceso de los entes subestatales a las reuniones 
del Consejo sólo dejará de ser una posibilidad 
teórica para convertirse en una efectiva realidad 
práctica si así se decide expresamente por cada 
ordenamiento estatal singularmente considera-
do. El caso de España ofrece, sin lugar a dudas, 
el ejemplo más significativo a este respecto ya 
que, a pesar de la previsión europea, la presen-
cia de representantes autonómicos en el seno 
de dicha institución solo va a producirse (y con 
carácter limitado) a partir de los Acuerdos sus-
critos por la CARCE (en la actualidad, CARUE) 

en diciembre de 20041.

Una línea sustancialmente similar a la incorpo-
rada por sus predecesores mantiene el Tratado 
de Lisboa en relación al Comité de las Regio-
nes (arts. 305 a 307 TFUE), en tanto que foro 
principal de representación y expresión de los 
intereses subestatales, regiones y entes locales. 
Acogiendo en su seno a representantes proce-
dentes de ambos niveles de gobierno, el Comité 
se configura como instancia de representación 
plural y heterogénea, lo cual, en la práctica se 
traduce en el desarrollo de iniciativas de muy 
diversa índole por lo que a la lógica territorial 
se refiere y que, a la postre, opera como un 
factor que tiende a difuminar su configuración 
como foro regional privilegiado por excelencia. 

1	 Acuerdos de 9 de diciembre de 2004, de la (entonces) Con-
ferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, 
(1) sobre la Consejería para Asuntos Autonómicos en la Representación 
Permanente de España ante la Unión Europea y sobre la participación 
de las Comunidades Autónomas en los grupos de trabajo del Consejo 
de la Unión Europea; y (2) sobre el sistema de representación autonó-
mica en las formaciones del Consejo de la Unión Europea, publicados 
en el Boletín Oficial del Estado de 16 de marzo de 2005, núm. 64, pgs. 
9372-9376. Con posterioridad, a los ámbitos materiales inicialmen-
te abiertos a la participación autonómica (Empleo, política social y 
sanidad; Agricultura y pesca; Medio ambiente; Educación, juventud y 
cultura), han venido a sumarse los relativos a competitividad-consumo, 
ordenación del juego y deporte. Los respectivos acuerdos adoptados 
por la CARCE han sido recogidos en la “Resolución de 22 de julio 
de 2011, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por la 
que se publican las modificaciones de los Acuerdos de 9 de diciembre 
de 2004, de la Conferencia para Asuntos Relacionados con la Unión 
Europea, y/o en sus grupos de trabajo, en materia de competitividad-
consumo, ordenación del juego y deporte”, BOE, num. 192, sección III, 
de 11 de agosto de 2011, pgs. 91467-91472.
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Si desde una perspectiva orgánica, la continui-
dad se afirma como rasgo predominante, puesto 
que el Comité de las Regiones no logra alcan-
zar la categoría formal de institución europea, 
manteniéndose un escalón por debajo de dicha 
cualificación, otro tanto de lo mismo resulta al 
aplicar una óptica analítica en clave funcional. En 
efecto, dicho órgano no abandona su tradicional 
ámbito de las funciones consultivas, si bien se 
constata un incremento cuantitativo del listado 
de materias sobre las que las mismas se proyec-
tan. La novedosa atribución de legitimación al 
Comité de las Regiones para presentar ante el 
Tribunal de Luxemburgo el recurso por infrac-
ción del principio de subsidiariedad2, aun sien-
do importante, carece de fuerza suficiente para 
cambiar de signo esta situación. El hecho de que 
tal recurso solo pueda ser incoado cuando el 
Comité no haya sido consultado en el proceso 
normativo, siempre que dicha consulta se confi-
gure como deber preceptivo, pone en evidencia 
lo limitado de este cauce procesal. En este sen-
tido, debe tenerse presente que, como se ex-
plica más abajo, a la hora de articular el control 
preventivo de la alerta temprana, el Protoco-
lo que regula la aplicación de los principios de 
proporcionalidad y subsidiariedad formula una 
decidida apuesta a favor de la incorporación de 
la perspectiva regional en la elaboración del dic-
tamen correspondiente cuya expresión no va a 

2	 Artículo 8.2 Protocolo núm. 2 sobre aplicación de los prin-
cipios de proporcionalidad y subsidiariedad.

corresponder en primera instancia al Comité 
de las Regiones sino, antes bien, a las asambleas 
de las regiones con competencias legislativas. 
Así se desprende claramente de la regulación 
que establece los sujetos competentes para la 
elaboración del referido dictamen, incorporán-
dose una significativa mención a la posibilidad 
de que, “cuando proceda”, las cámaras naciona-
les incorporen a sus homónimas territoriales en 
el ejercicio de dicha tarea fiscalizadora.

Novedades: la aplicación del principio de  
subsidiariedad y el mecanismo de alerta temprana

a. Referencia preliminar:  
El principio de identidad nacional

Antes de entrar en el análisis del principio de 
subsidiariedad y del novedoso mecanismo 
de control político que supone el sistema de 
alerta temprana (early warning system), elemen-
tos ambos que sin lugar a dudas se configuran 
como las más relevantes de las novedades que 
incorpora el Tratado de Lisboa con respecto a 
la percepción de la articulación territorial que 
es propia de los Estados miembros, hemos de 
hacer referencia a la interesante reformulación 
que presenta otro de los principios basilares de 
la Unión Europea: el respeto por la identidad 
nacional de los mismos. En efecto, dicho princi-
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pio, auténtica clave de bóveda de la autonomía 
institucional que asiste a los Estados a la hora 
de decidir su organización interna (tanto en cla-
ve institucional como por lo que se refiere a 
su organización territorial) y que neutraliza la 
intervención por parte de la Unión, abandona el 
tradicional laconismo configurador con el que 
tradicionalmente se presentaba en el máximo 
nivel normativo europeo para pasar a incorpo-
rar (herencia directa del fallido Tratado Consti-
tucional Europeo) una referencia expresa a “la 
autonomía local y regional”. El tenor literal del 
artículo 4.2 TUE se expresa de forma clara y sig-
nificativa en tal sentido, afirmando que “la Unión 
respetará la igualdad de los Estados miembros 
ante los Tratados, así como su identidad nacio-
nal, inherente a las estructuras fundamentales 
políticas y constitucionales de éstos, también en 
lo referente a la autonomía local y regional”. 

De esta manera, la arraigada ceguera que pre-
senta la Unión Europea con respecto a la reali-
dad territorial de los Estados (Landesblindheit) 
–y que se condensa en el respeto a la “identidad 
nacional” genéricamente considerada- da paso 
a una renovada actitud en la que, sin abandonar 
el terreno del máximo respeto, se transita ha-
cia una configuración más específica del mismo 
que incluye expresamente el principio descen-
tralizador (autonomía local y regional). El efecto 
inmediato es que, sin alterar sustancialmente 
el principio de no injerencia de la Unión en la 

identidad nacional de los Estados, la referencia 
a la autonomía territorial, ya sea en su versión 
local o en la dimensión regional, debe interpre-
tarse como un paso más en el lento proceso 
de paulatina sensibilización que experimenta el 
máximo nivel normativo de la Unión Europea 
hacia dicha dimensión (Carmona 2009: 252).

 
b. El principio de subsidiariedad:  

definición y control preventivo a través del  
mecanicismo de alerta temprana

Siguiendo la senda del non nato Tratado Consti-
tucional Europeo, en Lisboa, la subsidiariedad va 
a configurarse como un principio que a la hora 
de determinar la identidad del sujeto compe-
tente para llevar a cabo una acción en el ámbito 
material de las competencias compartidas (al 
que siempre ha quedado circunscrita la operati-
vidad de dicho principio desde sus inicios), deja 
de operar con una dualidad de entes -la Unión 
y los Estados miembros- (como venía siendo 
habitual) para pasar a aplicar un enfoque a tres 
bandas -la Unión, por una parte y por otra, el 
binomio integrado por los Estados miembros o 
sus entes regionales o locales-. La idea de fon-
do que activa la aplicación de la subsidiariedad 
-la acción europea solo se justifica cuando en 
función de los objetivos propuestos ésta se 
muestre como la más idónea- se mantiene in-
alterada en lo que se refiere a su configuración 
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sustancial3. La novedad reside, pues, en el hecho 
de que el coro de los actores nacionales llama-
dos a asumir la iniciativa en cuestión deja de ser 
monopolio del Estado central para incorporar a 
los actores subestatales. El propio hecho de que 
éstos figuren en el cartel europeo, ya supone 
en sí mismo una primicia digna de ser reseña-
da si bien, en términos prácticos, la relevancia 
práctica de dicha incorporación tienda a quedar 
relegada a un ámbito eminentemente simbólico.

Mucho más incisivo va a resultar el rol que es-
tán llamados a desarrollar los entes subestata-
les -y más concretamente sus asambleas legis-
lativas- en la esfera del control político de la 
subsidiariedad, quedando en situación de asumir 
un protagonismo institucional hasta ahora ab-
solutamente inédito en la escena comunitaria. 
El salto hacia dicho nuevo status se configura 
como efecto inducido y consecuencia directa 
de dos factores diversos, pero que se presen-
tan concatenados: por un lado, la instauración 
de un control político de la subsidiariedad que 
opera en fase preliminar, esto es, durante el pro-
ceso de gestación de la normativa europea: el 
mecanismo de alerta temprana (early warning 

3	 Artículo 5.3.1 TUE: “En virtud del principio de subsidiarie-
dad, en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Unión 
intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de 
la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por 
los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino 
que puedan alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de 
la acción pretendida, a escala de la Unión”

system). Por otro, la atribución de la competen-
cia para ejercer dicha tarea fiscalizadora a los 
Parlamentos nacionales4. El carácter político del 
control previsto, así como el momento procesal 
en el que el mismo tiene lugar (durante la tra-
mitación de los proyectos normativos) hace de 
aquéllos los sujetos naturalmente llamados para 
llevarlo a cabo. Pero en el desempeño de dicha 
labor, las asambleas legislativas de los Estados 
no van a estar solas puesto que, según se prevé 
en el Protocolo núm. 2, sobre aplicación de los 
principios de subsidiariedad y proporcionalidad 
anexo al Tratado de Lisboa, en el plazo de las 
ocho semanas con que cuentan para emitir el 
dictamen relativo al respeto de la subsidiarie-
dad, éstas podrán requerir “cuando proceda” a 
los órganos correspondientes de las regiones 
con competencias legislativas para que también 
se pronuncien al respecto (artículo 6 Protocolo 
núm. 2).

Así pues, de la mano de sus homónimos nacio-
nales, los parlamentos regionales -los grandes 
ignorados en el proceso de incorporación re-
gional a la lógica europea (Biglino 2003: 284)- 
van a obtener carta de naturaleza explícita en 
el derecho primario, recibiendo una potestad 
de control cuya efectividad práctica (autonomía 
institucional obliga) dependerá (sigue depen-
diendo) en última instancia de la decisión que a 

4	 Artículos 5.3.2 y 12 b) TUE.
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este respecto adopte cada ordenamiento esta-
tal. El hecho es que, como no podía ser de otra 
manera, corresponde al nivel interno decidir 
el valor que se confiere a dicha participación, 
determinando su carácter vinculante o, por el 
contrario, su ubicación en el terreno de lo me-
ramente consultivo. En función de esta premisa, 
en aquellos sistemas en los que la segunda cá-
mara actúa como foro de representación terri-
torial, la incidencia de los entes subestatales en 
el procedimiento de alerta temprana tenderá a 
potenciarse, poniendo en acción un sistema de 
interconexión multinivel que se entabla entre 
las esferas parlamentarias afectadas (así sucede, 
por ejemplo, en el caso de Austria). Allí donde, 
por el contrario, los foros de representación re-
gional se sitúen extramuros del Parlamento, los 
ordenamientos se verán llamados a diseñar me-
canismos interinstitucionales a través de los que 
vehicular la voluntad de las asambleas legislativas 
regionales. A este respecto, en el Reino Unido, 
donde la descentralización política está territo-
rialmente circunscrita a dos regiones -Gales y 
Escocia-, se observa un interesante fenómeno 
de colaboración entre asambleas legislativas 
-fundamentalmente, entre la Cámara de Lores 
y el Parlamento escocés- que está forjando una 
pujante cultura europeísta (desde una perspec-
tiva general) y una recíproca interacción en el 
desarrollo de la alerta temprana, en particular. 
España, por el contrario, se halla en un estadio 
de colaboración interparlamentaria todavía en 

fase de despegue, constatándose la existencia 
de una regulación estatal en la que, como se 
explicará más adelante, el reconocimiento de 
facultades fiscalizadoras a los Parlamentos au-
tonómicos no va a acompañado de un adecuado 
reconocimiento en términos de eficacia jurídica 
de la labor que las mismas desarrollan.

Esta relevante apertura normativa hacia la posi-
ble intervención de la esfera parlamentaria re-
gional en el control preventivo de la subsidiarie-
dad contrasta vivamente con la actitud mucho 
más prudente que se adopta en la configuración 
del recurso por infracción de la subsidiariedad 
ante el Tribunal de Luxemburgo. Con respecto 
a dicho instrumento procesal, cuyo objeto se 
sitúa en el ámbito de las normas vigentes (esto 
es, una vez concluido su iter parlamentario de 
gestación), dispone el Protocolo núm. 2 que es 
susceptible de ser activado bien por los Parla-
mentos nacionales, bien por sus cámaras (indi-
vidualmente consideradas), dependiendo de lo 
que determinen las normas estatales (artículo 
8). En este segundo supuesto -el del control ju-
risdiccional- la puerta a la posible participación 
de las asambleas regionales queda en la penum-
bra, sin recibir mención alguna. Lo cual, sin em-
bargo, no equivale a negar capacidad procesal 
a las mismas sino, antes bien, a poner una vez 
más en evidencia que la efectiva concreción de 
dicha posibilidad pasa necesariamente por la 
existencia de una expresa voluntad estatal en 



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

53Capítulo II

tal sentido. Y aun en tal caso, no cabe ignorar 
que la presencia de los parlamentos regionales 
en dicho proceso se producirá necesariamente 
en el seno de la delegación estatal y no a título 
individual. Los severos límites que se aplican al 
reconocimiento de una legitimación procesal a 
las regiones ante las instancias jurisdiccionales 
europeas no conocen excepción en este con-
creto caso. 

2 El contexto interno: Derecho euro-
peo y CCAA. De la jurisprudencia 
del TC a las reformas estatutarias

 
La participación autonómica  

en la elaboración del derecho europeo

La fase de definición-creación de las normas del 
derecho europeo derivado aparece articulada 
en torno a dos etapas sucesivas: una primera, 
que se desarrolla en la esfera interna de cada 
Estado y cuya finalidad esencial es la determi-
nación de la posición que será presentada por 
aquél como punto de partida en los procesos 
de negociación a escala europea. Es precisa-
mente en este ámbito supranacional externo 
en donde, con carácter sucesivo, tiene lugar la 
segunda de las etapas aludidas. En la misma, los 

Estados abordan un proceso negociador orien-
tado a concretar los contenidos de las iniciati-
vas de la Unión. En el desarrollo de dicha labor, 
se confrontan las perspectivas iniciales lanzadas 
por las instancias europeas (fundamentalmente, 
desde la Comisión) con las posiciones que pre-
viamente se han definido a escala interna.

Resulta evidente que la participación de los en-
tes subestatales en la fase ascendente del de-
recho europeo es esencial para éstos en aras 
de la preservación del nivel de autogobierno 
constitucionalmente atribuido en sus respecti-
vos ordenamientos constitucionales internos. El 
hecho es que “siempre que” y “en tanto que” 
una iniciativa reguladora europea tenga como 
objeto una materia cuya competencia recae en 
la esfera regional de gobierno, en pura lógica, 
debería corresponder a ésta –y no al poder 
central- forjar una posición al respecto, defen-
diéndola ante las instituciones competentes. No 
obstante, la verificación práctica de tal axioma 
no depende de la voluntad europea que, como 
ya se apuntó en su momento, adopta una actitud 
posibilista al respecto sino de la efectiva disposi-
ción estatal para articular mecanismos internos 
que la hagan posible. Así pues, allí donde rige 
el principio de descentralización territorial del 
poder político, el ordenamiento estatal habrá de 
dotarse de cauces participativos y mecanismos 
decisorios en cuya virtud los entes subestata-
les mantengan los espacios de poder de los que 
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son titulares según el derecho nacional. Todo 
ello con un objetivo esencial: que aquéllos no 
resulten penalizados por la integración estatal 
en la UE y el consabido efecto de europeización 
que experimentan sus estructuras internas. 

En el caso de España, a diferencia de la pauta 
generalmente seguida en otros Estados regidos 
por el principio de descentralización política, el 
texto constitucional de 1978 no incorpora nin-
guna referencia directa a la integración europea 
(cláusula europea) y a los efectos que la misma 
proyecta sobre los principios organizativos del 
edificio estatal. La única mención constitucional 
en relación a este tema queda circunscrita (ar-
tículo 93 CE) a la previsión de la necesidad de 
ley orgánica como cauce procedimental a través 
del que, llegado el momento de la integración, 
se formaliza la cesión de competencias sobe-
ranas a una organización internacional. Ahora 
bien, la ausencia de cláusulas expresas recepto-
ras de la vertiente europea del Estado no puede 
ser interpretada como la afirmación de una ac-
titud de indiferencia por parte de la Constitu-
ción. En el silencio del texto constitucional, por 
el contrario, como se ha encargado de subrayar 
el Tribunal Constitucional, se detecta una volun-
tad rectora que, por lo que se refiere al impacto 
que la integración en la UE ejerce sobre la es-
fera del autogobierno autonómico, se concreta 
en un principio básico: “la adhesión de España 
a la Comunidad Europea no altera, en princi-

pio, la distribución de competencias entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas” (la STC 
252/1988 es la primera que se pronuncia a este 
respecto, marcando la pauta general seguida in-
variablemente por las resoluciones posteriores 
en la materia). En función de esta premisa se 
cierra el paso a un entendimiento que justifi-
que la ampliación del círculo de competencias 
estatales en detrimento del autonómico como 
consecuencia de la incorporación a la UE. Por lo 
tanto, si bien es cierto que en el ámbito de las 
competencias cedidas la integración produce un 
desplazamiento del centro decisorio desde el 
nivel interno -sea central o autonómico- hacia 
el europeo, no lo es menos que tal circunstan-
cia no puede jugar automáticamente a favor del 
poder central, afirmándose como el único y ne-
cesario sujeto llamado a participar en la arena 
europea. Muy al contrario, dicha participación 
recaerá sobre el ente titular de la competencia 
sobre la materia afectada por la iniciativa puesta 
en marcha desde Bruselas.

Por su parte, la evidente proyección exterior 
que es propia de cualquier actividad o acción 
que toma como referente el ámbito europeo 
plantea la duda relativa a su posible ubicación 
en el ámbito material relativo a las relaciones in-
ternacionales, cuya titularidad se predica a favor 
del nivel estatal con carácter exclusivo (artículo 
149.1.3 CE). Tras algunas resoluciones iniciales 
en las que el TC asumió una actitud interpre-
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tativa más laxa con respecto al contenido de 
dicho título competencial, a partir de la senten-
cia 65/1994 procederá a aplicar un canon inter-
pretativo más estricto, limitando el ámbito de 
las relaciones internacionales a un determinado 
haz de actividades (ius contrahendi, declarar la 
guerra y firmar la paz, y relaciones diplomáti-
cas), a resultas del cual resultará que la vía para 
la participación autonómica en cuestiones eu-
ropeas queda expedita siempre y cuando con-
curra el elemento esencial de la afectación de 
competencias propias (STC 64/1995, FJ 5).

Una vez explicitadas por el TC las premisas ge-
nerales que en materia de integración europea 
rigen el status constitucional de las CCAA, ló-
gicamente, a continuación, debería haberse ge-
nerado un impulso normativo encaminado al 
diseño de un marco regulador a través del que 
concretar efectivamente los derechos partici-
pativos de aquéllas. Ahora bien, la lógica jurídi-
ca y los dictados de la conveniencia política no 
siempre van de la mano, manifestándose nece-
sariamente de forma sincrónica. Buena prueba 
de ello es el presente caso, ya que la progresiva 
construcción del modelo de participación au-
tonómica en los asuntos europeos que rige en 
España ha estado –y sigue estándolo- directa-
mente condicionado por la coyuntura política 
dominante en el gobierno central. De hecho, los 
avances sustanciales experimentados por dicho 
proceso están vinculados a la concurrencia de 

mayorías gubernamentales no estables y necesi-
tadas del apoyo de puntuales grupos parlamen-
tarios en el Congreso de los Diputados (Albertí 
2006: 733). Precisamente, como consecuencia 
de esta coyuntura, se explica la ausencia de un 
planteamiento omnicomprensivo y un enfoque 
global en el diseño de dicho modelo participa-
tivo. Lo cual, a la postre, ha operado como una 
importante rémora que ha venido a lastrar su 
desarrollo armónico y coherente.

Así se constata en el Acuerdo suscrito por la 
CARCE en 1994, sobre la participación interna 
de las Comunidades Autónomas en los Asuntos 
Comunitarios a través de las conferencias sec-
toriales5. Lejos de ofrecer una respuesta global 
a la cuestión planteada, dicho acuerdo se limi-
ta a ofrecer un marco general de referencia 
cuya filosofía de fondo es la siguiente: cuando 
una norma de derecho europeo incida sobre 
la capacidad autonómica para gestionar una 
competencia propia (exclusiva o compartida), 
las CCAA deberán fijar en la conferencia sec-
torial correspondiente (por razón de materia) 
una posición común frente al Estado. Así pues, 
la naturaleza de la competencia sobre la que in-
cide la futura norma europea se articula como 

5	 Vid., Resolución de 10 de marzo de 1995, de la Secretaría 
de Estado para las Administraciones Territoriales, por la que se dispone 
la publicación del Acuerdo de la Conferencia para asuntos relacionados 
con las Comunidades Europeas sobre la participación interna de las 
CCAA en asuntos comunitarios a través de las Conferencias Sectoria-
les, BOE núm. 69, de 22/III/1995, pgs. 9037-9038.
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criterio esencial que modula el peso específico 
de la voluntad autonómica. 

En efecto, si la competencia es de titularidad ex-
clusiva del Estado, éste se limita a informar a las 
CCAA de la posición asumida al respecto. Para 
el supuesto opuesto, esto es, cuando la exclusi-
vidad del título competencial se predica a favor 
de las CCAA, éstas habrán de fijar una posi-
ción común por unanimidad, cuyo valor resulta 
determinante para el Estado. Por el contrario, 
si la competencia es compartida entre los dos 
niveles del gobierno, las CCAA también tendrán 
que alcanzar un acuerdo unánime entre ellas 
para, a continuación, concertar una posición co-
mún con el Estado. En caso de que los entes au-
tonómicos no alcancen la requerida unanimidad 
en los dos últimos supuestos aludidos, el Acuer-
do dispone que el Estado adoptará la decisión 
pertinente. Así pues, la discrepancia en el nivel 
autonómico opera claramente en beneficio del 
poder central, que queda investido de la potes-
tad decisoria. 

Circunscrito el proceso participativo dentro de 
los márgenes referidos, hemos de poner de ma-
nifiesto que, en términos prácticos, su operativi-
dad aún cuando se ha ido incrementando con el 
paso del tiempo y el bagaje cooperativo que han 
ido acumulando las CCAA en la gestión de las 
asuntos europeos ha tendido a resultar merma-
da por dos motivos fundamentales: en primer 

lugar, por lo disfuncional del requisito que exige 
unanimidad entre las CCAA para la adopción 
de una posición común. En segundo, teniendo 
en cuenta la carencia estructural que supone la 
ausencia de foros de naturaleza horizontal en 
donde gestar y acordar dichas posiciones por 
parte autonómica. El hecho de que las conferen-
cias sectoriales se configuren como instancias 
de índole eminentemente vertical, en tanto que 
foro de encuentro entre los gobiernos central 
y autonómico, resulta un factor determinante a 
la hora de valorar la escasa funcionalidad de las 
mismas para operar como sede idónea para la 
concertación entre CCAA.

Con el inicio de la VI Legislatura, como conse-
cuencia del pacto de gobierno suscrito entre el 
Partido Popular y los nacionalistas catalanes de 
Convergencia i Unió, se constatan nuevos avan-
ces en el proceso de construcción del modelo 
participativo. En 1996, se crea la Consejería para 
Asuntos Autonómicos, ubicada en la Represen-
tación Permanente (REPER) de España ante 
la UE6, cuya misión principal es informar a las 
CCAA, en asuntos que sean de su interés, so-
bre las actividades desarrolladas en el Consejo 
y sus grupos de trabajo. De esta forma, se da un 
paso más en el acercamiento autonómico a di-
chas instancias, aunque todavía el acceso direc-
to a las mismas se presenta como inaccesible. 

6	 Vid. RD 2105/1996, 20 de septiembre, BOE 12 septiembre, 
n. 229.
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Por su parte, con la Ley 2/1997, la Conferencia 
para asuntos relacionados con las Comunida-
des Europeas (CARCE) pierde su carácter de 
conferencia sectorial (con el que nace en 1988 
cuando se crea) para pasar a convertirse en el 
principal ámbito de encuentro y relación entre 
el Estado y las CCAA en materia europea7. Hay 
que aclarar, sin embargo, que la positiva poten-
ciación de dicha instancia no empece para que, 
como la propia ley aclara, las conferencias sec-
toriales sigan manteniendo su status preponde-
rante en tanto que sedes llamadas a albergar 
la formación y adopción de las posiciones co-
munes entre CCAA y de éstas con el Estado 
(artículo 3.4).

Las últimas piezas que, por el momento, se han 
incorporado al puzzle participativo son los dos 
Acuerdos adoptados por la CARCE en 2004; 
uno, en cuya virtud se remodela la figura del 
Consejero para Asuntos Autonómicos de la 
REPER, obteniendo nuevas facultades8 y, asi-
mismo, se abre la puerta a la participación de 
representantes autonómicos en los grupos de 
trabajo del Consejo; y otro, en el que se regu-
la la presencia autonómica en las reuniones del 

7	 El artículo 1 de la Ley 2/1997 define a la CARCE como el 
órgano de cooperación, consulta y deliberación entre el Estado y las 
CCAA en materia comunitaria.
8	 Acuerdo de 9 de diciembre de 2004, de la Conferencia para 
Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, sobre la Con-
sejería para Asuntos Autonómicos en la Representación Permanente de 
España ante la UE y sobre la participación de las CCAA en los grupos 
de trabajo del Consejo de la UE. Vid. BOE 16/3/2005, n. 64.

Consejo9. Gracias a estos acuerdos se supera la 
sempiterna negativa de los diversos gobiernos 
centrales a admitir la presencia de las CCAA 
en dicho órgano, dando respuesta a la que se 
había perfilado como la más paradigmática de 
las reivindicaciones formuladas por las CCAA 
en materia europea. La incorporación de re-
presentantes autonómicos a las reuniones del 
Consejo y sus grupos de trabajo, sin embargo, 
se contempla con un carácter limitado, que-
dando circunscrita a las siguientes formaciones: 
empleo, política social, sanidad y consumidores; 
agricultura y pesca; medio ambiente; educación, 
juventud y cultura. Con posterioridad, en 2011, 
a los ámbitos materiales inicialmente abiertos 
a la participación autonómica han venido a su-
marse los relativos a competitividad-consumo, 
ordenación del juego y deporte10. 

En relación con la virtualidad práctica de estos 
acuerdos debemos poner de manifiesto el efec-
to positivo que su puesta en marcha ha desple-
gado entre las CCAA, generando una incipiente 

9	 Acuerdo de 9 de diciembre de 2004, de la Conferencia para 
Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, sobre el sistema 
de representación autonómica en las formaciones del Consejo de la 
Unión Europea, publicado en el BOE 16/3/2005, n. 64, pgs. 9374-9376.
10	 Los respectivos acuerdos adoptados por la CARUE han sido 
recogidos en la Resolución de 22 de julio de 2011, de la Secretaría de 
Estado de Cooperación Territorial, por la que se publican las modifica-
ciones de los Acuerdos de 9 de diciembre de 2004, de la Conferencia 
para Asuntos Relacionados con la Unión Europea, y/o en sus grupos de 
trabajo, en materia de competitividad-consumo, ordenación del juego 
y deporte, BOE, num. 192, sección III, de 11 de agosto de 2011, pgs. 
91467-91472.
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dinámica de colaboración entre las mismas que 
se ha desarrollado al margen de las conferen-
cias sectoriales (fundamentalmente, al socaire 
de reuniones convocadas por la Comunidad 
que ejerce la representación autonómica en 
cada momento). Buena prueba del interés que 
la participación directa en las referidas instan-
cias comunitarias ha traído consigo es la apro-
bación por la CARCE, a finales de 2006, de una 
‘Guía de buenas prácticas para la aplicación del 
Acuerdo sobre el sistema de representación au-
tonómica en las formaciones del Consejo de la 
Unión Europea’11. Ante la existencia de diversas 
disfuncionalidades derivadas de la aplicación de 
algunas previsiones contenidas en los acuerdos 
de 2004, en la Guía se articulan pautas de ac-
tuación tendentes a superarlas. En tal sentido, 
nos limitaremos a resaltar dos extremos parti-
cularmente relevantes: por un lado, la atención 
preferente que se dedica al establecimiento de 
cauces de coordinación intergubernamental, 
insistiéndose especialmente en la cooperación 
horizontal (en este supuesto, sin mencionar las 
conferencias sectoriales). Por otro, la configura-
ción de un proceso decisorio interautonómico 
en donde se elude expresamente la exigencia 
de unanimidad para considerar que se ha adop-

11	 El texto completo de dicha Guía se encuentra en http://
www.mpt.es/documentacion/politica_autonomica/Cooperacion_Au-
tonomica/CCAA_Asunt_Europeos/parrafo/00/text_es_files/file9/
Guia_Buenas_Practicas.pdf

tado una posición común12.

Apuntados telegráficamente los elementos in-
tegrantes del modelo de participación auto-
nómica en asuntos europeos vigente en nues-
tro ordenamiento, hemos de señalar, también 
de una forma sintética que, si bien éste ha ido 
agregando de forma progresiva diversas reivin-
dicaciones de las Comunidades, sin embargo, no 
ha venido a colmar las legítimas expectativas 
de éstas. La incorporación a los Estatutos re-
formados de específicos capítulos dedicados a 
regular la participación en los asuntos europeos 
debe ser interpretada precisamente en tal sen-
tido, máxime si tenemos en cuenta que los am-
biciosos procesos de modificación estatutaria 
se presentan, en gran medida, como respuesta a 
la frustrada reforma constitucional planteada al 
inicio de la VIII Legislatura.

A este respecto, ha de recordarse que en el ca-
tálogo de materias a modificar en la reforma 
planteada por el gobierno de Zapatero en 2004 
figuraba la incorporación de una referencia ex-
presa a la integración de España en la Unión 
Europea (cláusula europea), así como la refor-
ma del Senado, convirtiéndolo, por fin, en una 
auténtica cámara de representación territorial. 
Consecuentemente, la vía para la plasmación de 

12	 El apartado 9 in fine del punto 14 de la Guía establece lo 
siguiente: “Se entenderá que existe una posición autonómica cuando 
ninguna Comunidad se manifieste en contra”.
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las líneas maestras del modelo de participación 
autonómica en los asuntos europeos a nivel 
constitucional quedaba expedita, tanto por lo 
que se respecta a la articulación de sus meca-
nismos esenciales como en lo referido a la de-
terminación de su locus institucional. De hecho, 
el Consejo de Estado, en su Informe sobre la 
reforma de la Constitución13 se va a pronunciar 
en tal sentido afirmando que, por un lado, “re-
sulta conveniente plasmar expresamente en la 
Constitución los principios que han de inspirar 
la intervención de las CCAA en estos procesos 
y los objetivos que han de perseguir, teniendo 
en cuenta que hay medidas que solo cabe adop-
tar en el plano constitucional”. Por otro, apun-
tado diversas hipótesis en relación al escenario 
idóneo en el que las CCAA manifiesten sus po-
siciones en materia europea frente al Estado.

La temprana constatación de la ausencia del 
necesario consenso entre las fuerzas políticas 
mayoritarias para concretar el contenido espe-
cífico de la batería de reformas constitucionales 
anunciadas trajo consigo una dinámica de pro-
gresiva languidez que conduciría a su abandono 
antes siquiera de haberse puesto en marcha. Esta 
situación de impasse institucional, con la refor-

13	 Dicho Informe data del 16 de febrero de 2006 y su texto 
completo, junto con diversos estudios doctrinales referidos a su 
contenido se halla publicado en F. Rubio Llorente, J. Álvarez Junco, El 
informe del Consejo de Estado sobre la reforma constitucional. Texto 
del informe y debates académicos, Consejo de Estado-CEPC, Madrid, 
2006.

ma constitucional en vía muerta, va a contrastar 
vivamente con la afirmación de un potente es-
píritu renovador en la esfera autonómica lide-
rado por Cataluña y que se va a concretar con 
la puesta en marcha de incisivos procesos de 
metamorfosis estatutaria. Es en este contexto 
de fondo en el que, como expresión de la ne-
cesidad de instaurar un sistema más adecuado 
de participación autonómica en los asuntos eu-
ropeos, se explica la incorporación de capítulos 
específicos dedicados a dicha temática. Con una 
intensidad variable, que oscila entre su máxima 
expresión -en el caso de Cataluña- y el nivel 
menos entusiasta -como sucede en Valencia-, 
emerge un mínimo común denominador inspi-
rado por la voluntad de anclar en el Estatuto 
de Autonomía -norma institucional básica de la 
Comunidad Autónoma- las facultades de parti-
cipación en la esfera europea.

El problema jurídico subsiguiente es que actuan-
do así, los Estatutos vienen a ocupar un ámbito 
de regulación que por referirse a una cuestión 
que engloba el interés general requiere una 
aproximación multilateral debe ser regulada 
necesariamente por el Estado. La STC 31/2010, 
que resuelve el recurso de inconstitucionali-
dad presentado por el Partido Popular contra 
el Estatuto catalán, así lo pone claramente de 
manifiesto, afirmando que no es competencia 
estatutaria determinar en qué casos y de qué 
manera la Comunidad Autónoma participa en 
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los procesos de creación normativa europea, al 
tratarse de una cuestión multilateral que esca-
pa a su ámbito de competencia reguladora. La 
constitucionalidad de tales previsiones estatu-
tarias solo se va a salvar a costa de despojarlas 
de efectividad jurídica directa en lo referido a 
su contenido específico y circunscribiéndolas 
al ámbito de la proclamación genérica. Para lo-
grar tal efecto, el Tribunal viene a afirmar que 
la existencia de tales previsiones participativas 
en sede estatutaria no limita ni condiciona la 
potestad estatal a la hora de ejercer su propia 
competencia. En el lado positivo, sin embargo, 
ha de señalarse que el TC no cuestiona en nin-
gún momento los derechos participativos de las 
CCAA en la fase ascendente del derecho euro-
peo, asumiéndolos como una realidad derivada 
de la Constitución misma y de la necesidad de 
que la capacidad de autogobierno atribuida a 
éstas no resulten mermados por la integración 
en Europa.

Las CCAA y la aplicación del derecho  
y los programas de la Unión Europea

El sistema europeo de fuentes del derecho, con 
la excepción de los reglamentos, se compone de 
normas jurídicas cuyo desarrollo e implemen-
tación en los ordenamientos internos es com-
petencia de los Estados. La colaboración activa 

por parte de la esfera nacional, por lo tanto, se 
presenta como eje central de la dinámica euro-
pea de producción jurídica. En este esquema de 
implicación consecutiva entre ordenamientos, 
las directivas se erigen en caso paradigmático, al 
establecer un marco normativo de referencia en 
el que se fijan una serie de objetivos a alcanzar 
(fines), pero cuya efectiva articulación jurídica 
(medios) corresponde a los sujetos nacionales. 
Son éstos quienes han de proceder con la co-
rrespondiente transposición de las directrices 
europeas al propio ordenamiento. 

En tal sentido, resulta fundamental recordar 
que, desde la perspectiva europea, la afirmación 
de tal competencia de desarrollo interno no 
prejuzga qué concreto sujeto nacional está ha-
bilitado para ejercerla allí donde concurren una 
pluralidad de entes dotados de capacidad nor-
mativa. La respuesta del ordenamiento europeo, 
una vez más, se produce en clave de autonomía 
institucional, reafirmándose el respeto hacia las 
estructuras territoriales internas (artículo 4.2 
TUE): implementará la normativa UE el sujeto 
competente según el derecho nacional. No obs-
tante, si desplazamos el foco analítico desde el 
dato estrictamente normativo y lo centramos 
en la lectura que de dicho principio ha llevado 
a cabo el Tribunal de Luxemburgo, se detecta la 
existencia de un panorama diverso en el que la 
articulación territorial del poder de los Estados 
miembros funciona como un dato no irrelevan-
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te por lo que a las tareas de ejecución del dere-
cho europeo se refiere. 

En tal sentido, debemos traer a colación la Sen-
tencia del Tribunal de Justicia de Unión Euro-
pea International Fruit Company14 en la que 
se afirmó expresamente que en relación al re-
conocimiento de poderes y a la imposición de 
obligaciones a los Estados contempladas por 
los Tratados o los reglamentos “la cuestión de 
saber de qué manera el ejercicio de estas obli-
gaciones pueden ser confiadas por los Estados 
miembros a determinados órganos internos, 
corresponde únicamente al sistema constitucio-
nal de cada Estado”15. Posteriormente, la STJUE 
Comisión contra Bélgica aplicó tal razonamien-
to genérico al caso específico de las directivas, 
declarando que “todo Estado miembro es libre 
para distribuir como considere conveniente las 
competencias internas y de ejecutar una direc-
tiva por medio de las autoridades regionales o 
locales”16. Ha de aclararse inmediatamente que 
tales afirmaciones, sin embargo, no suponen 
quebranto alguno del principio de autonomía 
institucional, ya que el reconocimiento a las re-
giones de capacidad para desarrollar el derecho 
europeo corresponde en exclusiva a la voluntad 
de los Estados. 

14	 Asunto International Fruit Company Company NV/Pro-
duktschap voor grenten en fruit, de 15 de diciembre de 1971.
15	 Ibidem.
16	 STJUE Comisión contra Bélgica, de 14 de enero de 1988.

Adicionalmente, tampoco cabe ignorar que, aun 
mediando tal reconocimiento, la eventual res-
ponsabilidad derivada por incumplimiento en el 
deber de transposición o aplicación de normas 
europeas sigue resultando imputable únicamen-
te a los Estados en cuanto tales, aun cuando la 
infracción tenga su origen en la conducta omisi-
va o defectuosa adoptada por un ente regional 
o local. En tales supuestos, el razonamiento del 
el TJUE no deja resquicio a la duda: “el reparto 
constitucional de las competencias entre estas 
autoridades (sic., las estatales y las descentrali-
zadas) no tiene ninguna incidencia en la aprecia-
ción del incumplimiento”17. Así pues, respetando 
los márgenes trazados por la jurisprudencia del 
Tribunal de Luxemburgo, la vía para la implica-
ción regional en el desarrollo de la normativa 
europea queda expedita. Así se constata en la 
experiencia comparada que nos muestra la afir-
mación de la competencia de los actores regio-
nales para el desarrollo de la normativa europea 
relativa a materias ubicadas en su ámbito com-
petencial, tanto si media un pronunciamiento 
constitucional expreso -Austria (artículo 23-D 
CA) e Italia (artículo 117.5 CI)- como en el si-
lencio de la norma suprema -Bélgica y Alema-
nia-.

En el caso de España, la ausencia de específicas 

17	 STJUE Comisión contra España, de 13 de junio de 2002, en 
la que se cita textualmente la STJCE Comisión contra Alemania, de 24 
de noviembre de 1992.
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previsiones también en este ámbito no va a ser 
un obstáculo para que el Tribunal Constitucio-
nal considere que “la traslación de la normativa 
comunitaria derivada al Derecho interno ha de 
seguir necesariamente los criterios constitucio-
nales y estatutarios de reparto de competencias 
entre el Estado y las CCAA, criterios que (…) 
no resultan alterados ni por el ingreso de Espa-
ña en la CEE ni por la promulgación de normas 
comunitarias” (STC 252/1988, FJ 2). Conse-
cuentemente, el desarrollo de tales normas ha 
de corresponder a quien es titular de la compe-
tencia según se desprende de lo dispuesto por 
la Constitución y los Estatutos de Autonomía 
(STC 236/1991, FJ 9) y, por lo tanto, “ni el Es-
tado ni las CCAA pueden considerar alterado 
su propio ámbito de competencias en virtud de 
esa conexión comunitaria” (STC 79/1992, FJ 1). 

En virtud de los razonamientos expuestos hasta 
aquí, podría afirmarse que en el ordenamiento 
español opera un principio general de respeto 
de las facultades autonómicas para ejecutar el 
derecho europeo referido a materias que re-
caen dentro de su ámbito competencial propio. 
Sin negar dicho axioma general, lo cierto es que 
en la práctica éste queda sustancialmente oscu-
recido como consecuencia de la interpretación 
extensiva que el propio TC ha mantenido con 
respecto a ciertas competencias transversales 
del Estado contenidas en el artículo 149.1 CE 
(fundamentalmente, el establecimiento de bases 

y coordinación de la planificación general de la 
economía) y en cuya virtud se da vía libre a la 
intervención del poder central sobre ámbitos 
materiales específicos reservados a la potestad 
normativa de las CCAA. En aquellos supuestos 
en los que las disposiciones comunitarias pre-
sentan carácter materialmente básico, el Estado 
reivindica el ejercicio de su competencia, ema-
nando disposiciones también calificadas como 
básicas que, si no se limitan a la mera reiteración 
de la normativa europea, provocan de hecho 
una radical reducción del margen de maniobra 
que corresponde a las CCAA. De este modo, el 
protagonismo fundamental en el ejercicio de la 
competencia desarrollo y ejecución de la nor-
mativa europea tiende a desplazarse de la esfera 
autonómica para ubicarse en la central.

Precisamente en este contexto de fondo se en-
marcan las reformas estatutarias, incorporando 
previsiones específicas en tal sentido. La primera 
decisión estratégica de los Estatutos consiste en 
afirmar la facultad de la Comunidad Autónoma 
para acometer dichas tareas, siempre y cuando 
el derecho europeo verse sobre “materias de 
su competencia”18. En algunos textos estatuta-
rios, dicha afirmación queda reforzada mediante 
la proclamación expresa de la premisa esencial 
que sustenta la jurisprudencia del TC: “la exis-
tencia de una regulación europea no modifica 

18	 Artículos 61.3.d EAV, 189.1 EAC, 109 EAIB, 235.1 EAA, 
93.2 EAAr y 62.3 EACyL.
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la distribución interna que de competencias 
que establecen la Constitución y el presente 
Estatuto”19. Desde tal perspectiva esencialmen-
te reiterativa del status quo precedentemente 
afirmado por el TC, no es de extrañar que éste 
no aprecie ninguna tacha de inconstituciona-
lidad en tal previsión, contenida en el artículo 
189.3 del Estatuto de Cataluña (STC 31/2010, FJ 
123) y que es asumida con carácter general, por 
los otros textos reformados. 

Por su parte, los Estatutos de Cataluña y Anda-
lucía incorporan una ulterior previsión referida 
al espinoso tema de las bases estatales, orien-
tada a apuntalar la competencia autonómica de 
ejecución, facultando su ejercicio directo -“po-
drá adoptar la legislación de desarrollo”- en 
aquellos supuestos en los que “la Unión Euro-
pea establezca una legislación que sustituya a la 
normativa básica del Estado” (artículos 189.3 
EAC y 235.2 EAA). De esta forma, se obvia, por 
innecesaria, la previa intervención a cargo del 
poder normativo que sobre lo básico corres-
ponde a la esfera central. El TC avala la consti-
tucionalidad de tal disposición condicionándola 
a un requisito esencial: la facultad estatal per-
manece incólume de cara al futuro, puesto que 
“la sustitución de unas bases por el Derecho 
europeo no modifica constitutivamente la com-
petencia constitucional estatal de emanación de 

19	 Artículos 189. 1 EAC, 93.2 EAAr y 62.3 EACyL.

bases” (STC 31/2010, FJ 123). La consecuencia 
que se deduce de tal razonamiento es que la 
potestad autonómica para desarrollar directa-
mente normas europeas que ocupan el espacio 
reservado a las bases estatales resulta aceptable 
solo en tanto que el poder central no haga uso 
de su competencia. El riesgo de “renacionaliza-
ción” de la competencia de ejecución, por lo 
tanto, solo queda temporal y eventualmente 
conjurado.

Concluimos este apartado con una breve refe-
rencia a la cuestión de la supraterritorialidad de 
la actividad autonómica, dada la relevancia que 
este aspecto presenta tanto desde un punto de 
vista general (ejercicio de las competencias re-
gionales) como en el ámbito concreto de la de 
ejecución de la normativa europea. Precisamen-
te en esta segunda dimensión se inscribe la pre-
visión contenida en el artículo 189.2 del Estatu-
to de Cataluña al establecer que: ”Si la ejecución 
del derecho de la Unión Europea requiere la 
adopción de medidas internas de alcance su-
perior al territorio de Cataluña que las CCAA 
competentes no pueden adoptar mediante me-
canismos de colaboración o coordinación, el Es-
tado debe consultar a la Generalitat sobre estas 
circunstancias antes de que se adopten dichas 
medidas o si esta participación no es posible, 
debe emitir un informe previo”. La constitucio-
nalidad del deber estatal de consulta previo así 
como, en su defecto, de la facultad autonómica 
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para pronunciarse a través de un informe (tam-
bién anterior a la adopción de medidas por par-
te del Estado) ha sido sancionada por el Tribunal 
Constitucional, considerando que estamos ante 
“medidas o instrumentos de colaboración //..,// 
que ni impiden ni menoscaban el ejercicio de la 
competencia estatal” y cuya puesta en práctica 
“ha de dejar a salvo la titularidad de las compe-
tencias estatales y la perfecta libertad que en su 
ejercicio corresponde a los órganos del Estado” 
(STC 31/2010, FJ 123).

Una mención especial merece la incorporación 
por parte de algunos Estatutos reformados de 
previsiones específicas que afirman la capacidad 
autonómica para gestionar los fondos proce-
dentes de Europa, como manifestación concre-
ta de sus facultades de ejecución. Dada la im-
portancia que las mismas presentan de cara al 
reforzamiento de la implicación institucional de 
las CCAA en el ámbito de la política de cohe-
sión europea, nos limitamos ahora a apuntar su 
existencia, remitiendo a la concreta sección de-
dicada a dicho tema su pormenorizado análisis.

3 ¿Un nuevo papel para los Parla-
mentos autonómicos? La nueva 
regulación sobre su participación 
en la elaboración del derecho eu-

ropeo a través del mecanismo de alerta 
temprana

Como ya se apuntó con anterioridad, tradicio-
nalmente las asambleas legislativas regionales 
habían quedado excluidas del proceso de aper-
tura europea hacia los entes subestatales, con-
figurándose como “los grandes olvidados” del 
mismo. El acentuado carácter gubernamental de 
los mecanismos participativos instaurados tanto 
a nivel interno como en al ámbito europeo ex-
plica que el radio de acción de los parlamentos 
territoriales viniera a identificarse con una de 
sus funciones naturales: el control de la acción 
de gobierno. El esquema general de interven-
ción parlamentaria, pues, queda circunscrito a la 
petición de cuentas al Ejecutivo sobre su actua-
ción en las cuestiones europeas en las que ha 
participado, sin que las normas de los tratados o 
del derecho derivado presten ninguna atención 
a esta esfera institucional. A este respecto, los 
estudios empíricos realizados ponen claramente 
de manifiesto que a la indiferencia normativa se 
suma el escaso grado de penetración que, salvo 
supuestos muy puntuales, los asuntos europeos 
presentan en las agendas de nuestras asambleas 
autonómicas, más centradas en la discusión de 
las cuestiones domésticas que en el debate de 
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las relacionadas con aquéllos (Bilbao 2003:213). 
Y esta situación de desinterés general ni siquie-
ra experimenta un sustancial cambio de signo 
si orientamos nuestro foco analítico hacia las 
concretas instancias llamadas a desarrollar es-
pecíficamente tales funciones: las comisiones de 
asuntos europeos creadas tras la adhesión de 
España a las Comunidades Europeas. Surgidas 
como expresión de la necesidad de implicar a 
la representación popular en las dinámicas eu-
ropeas (necesidad de reequilibrar el monopolio 
gubernamental existente), lo cierto es que, en 
la práctica, dichas comisiones han desempeña-
do un papel eminentemente marginal, oscilando 
entre la inactividad y la languidez institucional.

Tan sombrío panorama va a cambiar sustan-
cialmente gracias a la aparición de un nuevo 
elemento, imbuido de un innegable potencial 
innovador que va a permitir a los parlamentos 
regionales abandonar su tradicional papel como 
meros convidados de piedra en la función co-
munitaria, asumiendo una notable función par-
ticipativa. Nos referimos a la intervención en el 
procedimiento de control preventivo del prin-
cipio de subsidiariedad, esto es, el sistema de 
alerta temprana (early warning system). Como 
se expuso más arriba, el Protocolo sobre apli-
cación de los principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad abre la puerta para que junto 
con las cámaras nacionales, “cuando proceda”, 
también las asambleas regionales participen en 

el proceso de elaboración del correspondiente 
dictamen. 

En el caso de España, las reformas estatutarias, 
con la excepción de Valencia (que ha utilizado 
la vía del reglamento parlamentario), han incor-
porado previsiones expresas que habilitan a sus 
respectivas asambleas legislativas para ejercer 
dicho control preventivo. El elemento sui ge-
neris a destacar es que tales disposiciones se 
incorporan a los respectivos ordenamientos 
autonómicos anticipándose a la entrada en vi-
gor de las correspondientes normas europeas 
(inmersas en el impasse derivado tras los re-
sultados negativos cosechados por el Tratado 
Constitucional en los referenda celebrados en 
Holanda y Francia) y en ausencia de un previo 
sustrato regulador en las Cortes Generales. De 
este modo, la competencia que corresponde 
a los Parlamentos autonómicos en el procedi-
miento de alerta temprana queda prefigurada 
mediante el establecimiento de un engarce di-
recto con un marco jurídico todavía no vigente. 
En tales circunstancias, la efectividad de las pre-
visiones estatutarias durante la fase piloto de 
experimentación de la alerta temprana y hasta 
tanto no se aprobó la ley estatal quedó reducida 
al ámbito de lo meramente testimonial. Ahora 
bien, esa voluntad de anticipación dejó en evi-
dencia la voluntad estatutaria de incorporar la 
dimensión europea a las tareas desempeñadas 
por sus parlamentos en relación con la partici-
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pación en el proceso normativo europeo. He-
mos de reseñar que tal dimensión también ha 
sido objeto de atención y cumplida regulación 
por parte de aquellas CCAA cuyos estatutos 
no han sido reformados y que han procedido (a 
través de la reforma de los reglamentos de sus 
asambleas legislativas) a incorporar la referida 
potestad fiscalizadora a favor de sus parlamen-
tos.

Por su parte, la esfera parlamentaria estatal solo 
va a dotarse de un soporte regulador de índole 
legislativa tras la entrada en vigor del Tratado 
de Lisboa (1 de diciembre de 2009). A partir de 
tal momento, el proceso normativo recibe un 
decidido impulso que culminará con la aproba-
ción de la Ley 24/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de la Ley 8/1994, de 19 de mayo, 
reguladora de la Comisión Mixta para la Unión 
Europea. Dicho texto legal atribuye a la Comi-
sión Mixta para la Unión Europea, entre otras 
competencias, la que asiste a nuestras Cortes 
Generales en la verificación del respeto del 
principio de subsidiariedad por parte de los 
proyectos normativos europeos. Centrándonos 
únicamente en la cuestión que aquí interesa, la 
participación de los Parlamentos autonómicos, 
la ley opta por la remisión de todas las iniciati-
vas europeas “tan pronto se reciban”, sin valo-
rar ni su contenido material ni tampoco la posi-
ble afectación de las competencias autonómicas 
(artículo 6.1). En clave de máxima celeridad 

temporal, se establece que las asambleas legis-
lativas autonómicas deben remitir al Congreso 
de los Diputados a al Senado sus dictámenes 
en un plazo máximo de cuatro semanas desde 
el momento de su recepción (artículo 6.2). A la 
hora de abordar el efecto atribuido a los dictá-
menes enviados por los órganos autonómicos 
constatamos una palmaria ausencia de eficacia 
jurídica, puesto que únicamente en el caso de 
que la Comisión Mixta considere que el pro-
yecto legislativo europeo infringe el principio de 
subsidiariedad, “se incorporarán los dictámenes 
remitidos por los Parlamentos autonómicos y 
las referencias necesarias para su consulta” (ar-
tículo 6.3). Planteada la cuestión en los térmi-
nos referidos hemos de concluir formulando un 
diagnóstico negativo sobre el mecanismo legal-
mente establecido, ya que la intervención de las 
asambleas autonómicas se resuelve en un mero 
trámite de audiencia, con un valor efectivo emi-
nentemente residual. 

No obstante, a pesar de la situación descrita 
resulta evidente que la incorporación del con-
trol de subsidiariedad al haz de facultades co-
rrespondientes a los Parlamentos autonómicos, 
desde una perspectiva funcional, se configura 
como una excelente oportunidad para poten-
ciar su implicación en las dinámicas europeas. Y 
no solo por lo que se refiere a los procesos de 
creación normativa (tan esenciales en términos 
objetivos) sino también las que se desarrollan 
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en otros circuitos decisorios en los que se ven-
tilan cuestiones de la máxima relevancia para 
los intereses regionales. La participación en la 
gestión de los fondos europeos recibidos por la 
Comunidad Autónoma (naturalmente incardi-
nada en el circuito gubernamental) se perfila, sin 
ningún género de dudas, como terreno abonado 
en el que poner en marcha estrategias parla-
mentarias de muy diversa índole (control previo 
y ex post de las líneas esenciales que configuran 
dicha gestión). 

4 La importancia del Acuerdo de 
Perspectivas Financieras y los prin-
cipios de la Política de Cohesión 
Europea: efectos sobre las CCAA

El acuerdo de perspectivas financieras  
y los instrumentos financieros

Aunque el presupuesto de la Unión Europea 
se aprueba cada año, dicha operación aparece 
sustancialmente condicionada por los márge-
nes fijados a través del Acuerdo de Perspectivas 
Financieras (PPFF). Con dicho término se hace 
referencia a un documento de programación 
financiera plurianual en el que tras definir las 
prioridades políticas a seguir en el período de 
programación (7 años) abarcado, se fijan los lí-
mites máximos de los recursos propios dispo-

nibles (los denominados “topes de gastos”), así 
como los objetivos presupuestarios asignados 
a las diversas categorías de gastos. El sistema 
de las PPFF se introdujo en el panorama euro-
peo en 198820 precisamente con la finalidad de 
una mejor articulación del procedimiento pre-
supuestario, el cual se había enfrentado en los 
años precedentes a importante tensiones entre 
los Estados y las instituciones europeas.

La relevancia de la programación que contienen 
las PPFF es de tal magnitud, que la negociación 
de las mismas presenta una importancia cuali-
tativa superior a la que concurre en el proceso 
presupuestario anual, en sí mismo considera-
do. El núcleo de la política de cohesión para el 
período de programación aparece recogido en 
dicho acuerdo, marcando la senda que deberán 
seguir las posteriores previsiones presupuesta-
rias que se aprueban sucesivamente cada año. 
Entre las PPFF y el presupuesto, pues, se entabla 
una relación causa-efecto que ha de mantener-
se a lo largo del período previsto. Precisamente 
por ello, el Acuerdo de Perspectivas Financieras 
actúa como un fundamental mecanismo de dis-
ciplina y estabilidad prespuestaria.

Por su parte, el Acuerdo Interinstitucional en el 
que aparecen recogidas las PPFF es el fruto de 
un complejo proceso negociador que se desa-

20	 Después de Delors I, Delors II y Agenda 2000 se ha estable-
cido un cuarto cuerdo para el período 2007-2013.
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rrolla en primera instancia entre los Estados y 
la Comisión y que finaliza con la presentación 
de una propuesta por parte de dicha instancia. 
Concluida la fase inicial, se da paso a un segundo 
momento en el que las negociaciones van a lle-
varse a cabo entre diversas sedes institucionales 
europeas: Comisión, Parlamento y Consejo. Un 
breve recorrido por los hitos que configuran el 
iter de formación del Acuerdo de Perspectivas 
Financieras para el período 2007-2013 ofrece el 
siguiente panorama evolutivo:

1.	 La Propuesta de la Comisión se hizo pública 
en julio de 2004, tras un intenso período de 
negociación con los Estados (formalmente 
iniciado en febrero de ese año, pero prece-
dido de múltiples contactos previos). 

2.	 En septiembre de ese mismo año, el Par-
lamento Europeo estableció una comisión 
temporal sobre las perspectivas financieras 
que concluyó y definió su postura de nego-
ciación mediante la Resolución de 8 de junio 
de 2005 sobre los retos políticos y medios 
presupuestarios de la Unión ampliada 2007-
2013. 

3.	 Por su parte, el Consejo Europeo adoptaría 
una posición común en la reunión celebrada 
el 15 y 16 de diciembre de 2005, tras un 
primer intento fallido en la cumbre que tuvo 
lugar en junio de ese mismo año.

4.	 A partir de tal momento, se entablará un 
ulterior proceso negociador a tres bandas 
entre el Parlamento Europeo, el Consejo y 
la Comisión cuyo objeto es el nuevo Acuer-
do interinstitucional (entre enero y abril de 
2006). El Consejo aprobó el Acuerdo el 15 
de mayo de 2006. Por su parte, el Parlamen-
to Europeo hizo lo propio el 17 de mayo 
de 2006, día en el que fue firmado. Tras la 
celebración del Acuerdo interinstitucio-
nal, la Comisión adoptó, el 24 de mayo de 
2006, un paquete legislativo que incluye 26 
propuestas revisadas y 5 nuevas propuestas, 
que abarcan la mayoría de los programas y 
áreas de política de la UE.

Al hilo de lo expuesto, queda patente el papel 
absolutamente dominante que desempeñan los 
Estados en las diversas fases de la negociación, 
configurándose como interlocutores únicos del 
nivel europeo. Dada la relevancia que la deter-
minación de dichas perspectivas presenta para 
las regiones (competencias, margen de actua-
ción política, definición estrategias económicas, 
etc.) resulta imprescindible superar su invisibi-
lidad a escala europea procediendo a articular 
mecanismos de coordinación y diálogo interins-
titucional en la esfera interna. Toca, pues, a los 
Estados establecer los cauces pertinentes para 
incorporar la perspectiva regional a la definición 
de su posición negociadora. Por lo que respecta 
a España, no solo volvemos a toparnos con la 
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ausencia de sedes institucionalizadas de diálogo 
entre los poderes central y autonómico (déficit 
estructural) sino que, asimismo, se ha consta-
tado un  dinámica comunicativa no ideal entre 
los mismos en tan fundamental tema. La tónica 
dominante apunta, pues, hacia la preeminencia 
del Estado.

Antes de concluir este apartado, consideramos 
relevante llamar la atención sobre la novedad 
que supone el que el Acuerdo de Perspectivas 
Financieras haya obtenido un reconocimiento 
expreso por parte del derecho primario con el 
reciente Tratado de Lisboa, puesto que desde su 
creación había carecido de una base normativa 
expresa. Lo cual, sin embargo, no fue un obs-
táculo para que el mismo afirmara su eficacia 
vinculante inmediata con respecto a las institu-
ciones europeas (aunque no en relación a los 
Estados miembros, los cuales solo quedaban 
vinculados por las PPFF con carácter reflejo o 
mediato). De esta manera, gracias a la referida 
previsión, obtiene carta de naturaleza formal en 
el máximo nivel normativo de la Unión. El con-
tenido del artículo 312 del Tratado de Funcio-
namiento de la Unión Europea, en donde se re-
coge la figura del que ahora se denomina Marco 
Financiero Plurianual, hace gala de una actitud 
eminentemente continuista desde un punto de 
vista sustancial, puesto que se limita a incorpo-
rar los rasgos definidores básicos del mecanis-
mo precedente:

A.	 Al afirmar que su finalidad es “garantizar 
la evolución ordenada de los gastos de la 
Unión dentro del límite de sus recursos 
propios”, diseñar su período de vigencia 
-“Se establecerá para un período mínimo de 
cinco años”- y asimismo, afirmar el efecto 
vinculante que proyecta sobre el presupues-
to anual de la Unión -“respetará el marco 
financiero plurianual”- (apartado 1).

B.	 Al mantener su carácter marcadamente in-
terinstitucional, puesto que en su aproba-
ción participan: 1) El Parlamento, que se pro-
nuncia en primer lugar y 2) el Consejo, que 
“adoptará con arreglo a un procedimiento 
legislativo especial un reglamento que fije el 
marco financiero plurianual” (apartado 2).

C.	  Al fijar su contenido: “Importes de los lí-
mites máximos anuales de créditos para 
compromisos, por categoría de gastos”. És-
tas han de presentar un número “limitado” 
y “corresponderán a los grandes sectores 
de actividad de la Unión”;  “límite máximo 
anual de créditos para pagos” (apartado 3).
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Normas europeas de desarrollo: la nueva 
regulación sobre gestión, aplicación y control 

 de los diferentes fondos europeos. 
 Los reglamentos de desarrollo.

Una vez abordada la cuestión relativa a los ci-
mientos estructurales de la política de cohesión 
europea mediante el establecimiento del marco 
financiero plurianual, a continuación, lo que co-
rresponde es dirigir nuestra atención hacia la 
fase inmediatamente sucesiva por la que transita 
la construcción de dicha política. Porque, senta-
das las bases fundamentadoras, resultan impres-
cindibles una serie de previsiones de desarrollo 
que ofrezcan la necesaria consistencia a aquélla. 
Entre las normas reglamentarias creadas a tal 
efecto destaca, por su carácter basilar, la que es-
tablece el conjunto de disposiciones que se apli-
can con carácter común a todos los instrumen-
tos financieros que conforman dicha política: se 
trata del Reglamento (CE) 1083/2006 del Con-
sejo, de 11 de julio de 2006, por el que se es-
tablecen las disposiciones generales relativas al 
Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fon-
do Social Europeo y al Fondo de Cohesión y se 
deroga el Reglamento (CE) 1260/199921. La idea 
a resaltar es que, sin perjuicio de las regulacio-
nes que cada uno de dichos fondos recibirá en 

21	 Este se completa por el Reglamento (CE) nº 1828/2006 de 
la Comisión, de 8 de diciembre de 2006, que fija normas de desarrollo 
del mismo y también del Reglamento CE) nº 1080/2006 del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, relativo al Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional.

su normativa específica de desarrollo22, dichas 
disposiciones operan como sustrato común de 
obligado cumplimiento para todas las demás. 
Por utilizar un símil jurídico en clave interna, el 
reglamento general (el 1083) vendría a actuar 
como normativa que fija las bases en materia 
de fondos, mientras que los otros reglamentos 
sucesivos despliegan su vocación reguladora de 
acuerdo con aquélla y procediendo a su desa-
rrollo específico.

Una somera mirada al artículo 1 del Reglamen-
to 1083/2006 deja inmediatamente en evidencia 
la asunción del planteamiento descrito, aplican-
do una vocación omnicomprensiva que se ma-
nifiesta en los siguientes puntos: 

a.	 Ámbito objetivo de regulación: “El presente 
Reglamento establece las disposiciones gene-
rales aplicables al Fondo Europeo de Desarro-
llo Regional (FEDER), al Fondo Social Europeo 
(FSE) (en lo sucesivo, “los Fondos Estructura-
les “), y al Fondo de Cohesión, sin perjuicio 
de las disposiciones específicas establecidas en 
los Reglamentos (CE) nº 1080/2006, (CE) no 
1081/2006 y (CE) nº 1084/2006”.

22	 Se trata de los siguientes Reglamentos (CE) del Parlamento 
Europeo y del Consejo: el nº 1080/2006, de 5 de julio de 2006 relativo 
al Fondo Europeo de Desarrollo Regional y por el que se deroga el Re-
glamento (CE) nº 1783/1999 REGLAMENTO (CE). El nº 1081/2006, 
de 5 de julio de 2006 relativo al Fondo Social Europeo y por el que 
se deroga el Reglamento (CE) nº 1784/1999. Y el nº 1084/2006 DEL 
CONSEJO de 11 de julio de 2006 por el que se crea el Fondo de Cohe-
sión y se deroga el Reglamento (CE) nº 1164/94.
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b.	 Fijación de los elementos cruciales que ro-
dean la puesta en marcha y aplicación de 
los fondos regulados mediante la definición 
de “los objetivos a cuya consecución de-
ben contribuir los Fondos Estructurales y 
el Fondo de Cohesión (en lo sucesivo, “los 
Fondos”), los requisitos que deben cumplir 
los Estados miembros y las regiones para 
poder beneficiarse de esos Fondos, los re-
cursos financieros disponibles y los criterios 
aplicables para decidir su asignación”.

c.	 Ahora bien, la política de cohesión no pue-
de operar en cualquier circunstancia fáctica 
sino que exige la definición de un preciso 
contexto en el que ha de inscribirse. La de-
finición del marco adecuado de referencia 
también es competencia de la norma regla-
mentaria que, adicionalmente, se arroga la 
facultad de fijar “el método por el que se 
establecerán las orientaciones estratégicas 
comunitarias en materia de cohesión, el 
marco estratégico nacional de referencia y 
el procedimiento comunitario de examen” 
y, asimismo, de establecer “los principios 
y normas aplicables en materia de coope-
ración, programación, evaluación, gestión 
-incluida la gestión financiera- seguimiento 
y control, partiendo del principio de res-
ponsabilidad compartida entre los Estados 
miembros y la Comisión”.

Así pues, se confirma plenamente que la confi-
guración básica de las líneas maestras que han 
de seguir los instrumentos a través de los que 
se desarrolla la política europea de cohesión 
quedan predeterminados en este reglamento. 
Dicha norma general, por lo tanto, opera como 
referente necesario para las regulaciones espe-
cíficas de cada fondo, individualmente conside-
rado.

Alusiones que toman en consideración la po-
sible intervención regional en dichos ámbitos. 
A este respecto, resulta imprescindible subrayar 
la incorporación del principio de partenariado 
(o de asociación, como lo denomina el regla-
mento) que, a modo de criterio transversal, im-
pregna la regulación de tales aspectos. Ya desde 
los considerandos que anteceden al articulado 
del Reglamento 1083/2006 se observa una clara 
orientación en este sentido, destacando la si-
guiente idea de base: “Debe potenciarse la co-
operación mediante disposiciones que prevean la 
participación de diversos tipos de interlocutores, 
en particular las autoridades regionales y locales, 
respetando plenamente la organización institu-
cional de los Estados miembros23” (Consideran-
do 23). El principio de cooperación, por lo tan-
to, se presenta como eje articulador preferente 
para el desarrollo de las intervenciones a través 
de los diversos fondos, confiriendo un relevante 

23	 La cursiva es nuestra.
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protagonismo a las instancias regionales entre 
el plantel de interlocutores posibles con los que 
opera el Estado.

De forma coherente con tal aproximación de 
fondo, el artículo 11 va a dedicarse específica-
mente a la regulación de dicho principio, esta-
bleciendo las siguientes pautas: 

1.	 Premisa: Los objetivos que persiguen los di-
versos fondos aludidos por esta norma “se 
llevarán a cabo en el marco de una estrecha 
colaboración (denominada en lo sucesivo 
“asociación”), entre la Comisión y el Esta-
do miembro de que se trate” (apartado 1). 
Obsérvese la cualificación –“estrecha”- que 
define el aludido principio de colaboración, 
lo cual le confiere un status reforzado.

2.	 Encuadre contextual: El reflejo directo de 
la autonomía institucional se hace sentir de 
forma inmediata, según se deduce de la po-
sición de completa inhibición que adopta la 
normativa europea con respecto a la con-
creta articulación de la prevista exigencia de 
colaboración. Dicha responsabilidad, como 
no podía ser de otro modo, corresponde a la 
esfera interna, quedando establecido que “el 
Estado miembro organizará en caso necesa-
rio y de conformidad con la normativa y los 
usos nacionales en vigor” cómo se lleva a la 
práctica la cooperación. A título informativo 

se incluye un listado de interlocutores posi-
bles, tanto de carácter público (autoridades 
regionales, locales, urbanas y otras autorida-
des públicas competentes) como de índole 
privada (los interlocutores económicos y 
sociales, así como cualquier otro organismo 
pertinente que represente a la sociedad ci-
vil, a los interlocutores medioambientales, 
organizaciones no gubernamentales y orga-
nismos responsables de fomentar la igual-
dad entre mujeres y hombres) que poten-
cialmente podrán participar en las tareas de 
cooperación. Dicha previsión, sin embargo, 
vuelve a rodearse de la salvedad que impone 
el respeto del principio de autonomía insti-
tucional, puesto que una vez seleccionados 
los interlocutores por el Estado, éstos lleva-
ran a cabo su tarea “con plena observancia 
de las respectivas competencias institucio-
nales, jurídicas y financieras de cada catego-
ría de interlocutores”.

3.	 Determinación de las tareas comprendidas 
por el principio de asociación: En la aproxi-
mación normativa a los ámbitos de actua-
ción sobre los que éste viene a proyectarse 
es posible distinguir dos actitudes norma-
tivas diversas que denotan una intensidad 
diferente con respecto a la colaboración 
que el Estado ha de mantener con otros 
interlocutores: más diluida en el caso de 
la elaboración del fundamental documento 
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que establece la estrategia de desarrollo en 
clave interna de la política de cohesión, el 
Marco Estratégico Nacional de Referencia 
(MENR) y decididamente más intensa, por 
lo que respecta a los Programas Operativos. 

La modulación a la baja que experimenta la in-
tervención de las autoridades regionales en la 
elaboración del MENR se intuye ya de entrada, a 
la luz del significativo silencio que a este respec-
to guarda el artículo 11 del Reglamento. La con-
firmación expresa de tal situación vendrá de la 
mano del contenido de los concretos preceptos 
dedicados a su regulación, en los que se afirma 
que corresponde al Estado la competencia para 
la elaboración del MENR, “previa consulta con 
los interlocutores a los que se refiere el artículo 
11, de conformidad con los procedimientos más 
adecuados y con arreglo a su estructura institu-
cional”. Ahora bien, con la finalidad de “garanti-
zar un planteamiento común” en el proceso de 
preparación de dicho marco, el único interlocu-
tor con el que opera la Comisión es “el Estado 
miembro” (artículo 28.1). La escasa receptividad 
del derecho derivado hacia el hecho regional en 
este supuesto (obsérvese que no se habla de 
“estrecha colaboración” sino de “consulta pre-
via” subrayándose además el protagonismo es-
tatal en el diálogo con la Comisión) se justifica 
como consecuencia de la extraordinaria com-
plejidad que reviste el MENR en cuanto tal, con-
figurándose como el documento “que garantice 

la coherencia de la intervención de los fondos 
con las orientaciones estratégicas comunitarias 
en materia de cohesión y que indique la relación 
entre las prioridades comunitarias, por un lado, 
y el programa nacional de reforma, por otro” 
(artículo 27.1). En consonancia con tales exigen-
cias, “cada marco estratégico nacional servirá de 
referencia en la preparación de la programación 
de los Fondos” (artículo 27.2), a cuyos efectos 
se fijan con carácter preceptivo todos y cada 
uno de los contenidos que ha de presentar el 
MENR (artículo 27.4). Dicho precepto se cierra 
con una última referencia a la realidad territo-
rial interna, sin bien formulada en clave implícita, 
afirmando que “la información recogida en el 
marco estratégico nacional de referencia tendrá 
en cuenta la organización institucional específi-
ca de cada Estado” (artículo 27.6).

Por su parte, una actitud europea mucho más 
proclive a la inclusión de las regiones en las di-
námicas articuladoras de la política europea de 
cohesión emerge en relación con los progra-
mas operativos. Estos programas se definen por 
el reglamento (artículo 2.1) como documentos 
que recogen “una estrategia de desarrollo que 
contiene un conjunto coherente de priorida-
des para cuya realización se precisará ayuda 
de alguno de los fondos o, cuando se trate del 
objetivo de convergencia, del Fondo de Cohe-
sión y del FEDER”. Lógicamente, y en tanto que 
fundamental parte integrante del programa de 
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cohesión que se aplica a escala nacional, “la lista 
de los programas operativos correspondientes 
a los objetivos de “convergencia” y “competiti-
vidad regional y empleo”” figura entre los con-
tenidos preceptivos del MENR (artículo 27.6 
apartado c). 

El dato fundamental que nos interesa resaltar 
en relación con esta esfera de actividad es que 
el principio de asociación o partenariado entre 
Estado y regiones en su versión reforzada (“es-
trecha colaboración”) viene a aplicarse expre-
samente en el ámbito de los programas opera-
tivos, incluyendo “la elaboración, la ejecución, el 
seguimiento y evaluación” de los mismos. Todo 
ello sin perjuicio de que tales documentos sean 
presentados por los Estados miembros ante 
Comisión, correspondiéndole a ésta aprobarlos 
(artículo 2.1). Por lo tanto, dejando a salvo el 
momento final de su formalización, ninguna ac-
tividad queda inicialmente excluida de la acción 
cooperativa, haciéndose una mención especial 
–“en particular”- al rol destacado que corres-
ponde a las regiones dentro del hipotético 
plantel de interlocutores con el que cuenta el 
Estado. 

Sentado tal marco de referencia si, a continua-
ción, concentramos nuestra atención en las dis-
posiciones en las que se regulan concretamente 
las aludidas tareas, constatamos la existencia de 
un leitmotiv general que no hace sino repro-

ducir la aproximación preliminar recogida en el 
artículo apenas referido:

1.	 Elaboración: se llevará a cabo “por el Estado 
o la autoridad designada por éste, en coope-
ración con los interlocutores mencionados 
en el artículo 11” (artículo 32.2).

2.	 Ejecución: “será competencia de los Estados 
miembros al nivel territorial apropiado, de 
acuerdo con el sistema institucional especí-
fico de cada Estado miembro” (artículo 12).

3.	 Gestión y control: la previsión que rige en re-
lación con cada programa operativo, es que 
“el Estado miembro deberá designar” (artí-
culo 59.1):

a. “Una autoridad de gestión: una auto-
ridad pública, nacional, regional o local 
o un organismo público o privado de-
signados por el Estado miembro para 
gestionar el programa operativo;”

b. “Una autoridad de certificación: una 
autoridad u organismo público, nacional, 
regional o local designado por el Estado 
miembro a fin de certificar las decla-
raciones de gastos y las solicitudes de 
pago antes de su envío a la Comisión;”.

c. “Una autoridad de auditoría: una auto-
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ridad u organismo público, nacional, re-
gional o local, funcionalmente indepen-
diente de las autoridades de gestión y 
de certificación, designado por el Estado 
miembro para cada programa operativo 
y responsable de verificar el funciona-
miento efectivo del sistema de gestión 
y control”.

Reconduciendo la apertura hacia el hecho re-
gional al ámbito del respeto a la autonomía ins-
titucional que es propia de cada Estado miem-
bro, queda establecido en el Reglamento de 
referencia que la regulación de las relaciones 
que se entablan entre las autoridades aludidas 
y el Estado miembro, por un lado y de éstas 
con la Comisión, por otro, es competencia del 
nivel estatal. Asimismo, y movida por un espíritu 
similar de deferencia hacia las estructuras in-
ternas, queda expresamente de manifiesto que 
las autoridades designadas por el Estado para el 
desempeño de las tareas indicadas “llevarán a 
cabo su cometido de plena conformidad con los 
sistemas institucional, jurídico y financiero de 
dicho Estado miembro que ha de decidir cómo 
se organizan las mismas” (artículo 59.3).

4.	 Seguimiento: corresponde al Estado “la crea-
ción de un Comité de seguimiento en re-
lación con cada programa operativo, de 
acuerdo con la autoridad de gestión y en 
un plazo de tres meses a partir de la fecha 

en que haya notificado al Estado miembro la 
decisión de aprobación del programa opera-
tivo” (artículo 63.1). Dicho órgano queda in-
vestido de la potestad de autoorganización, 
ya que es competente para establecer su 
reglamento interno, el cual se aprobará “de 
acuerdo con la autoridad de gestión”. En el 
ejercicio de su facultad autorreguladora, el 
Comité ha de tener muy presente un lími-
te infranqueable y claramente establecido: 
actuará “ateniéndose al marco institucional, 
jurídico y financiero del Estado miembro en 
cuestión”. Será el Estado miembro quien de-
cida la composición del Comité, de común 
acuerdo con la autoridad de gestión (artícu-
lo 64.1). Finalmente, reseñar que se contem-
pla la participación, a título consultivo, bien 
por propia iniciativa o a petición del Comité, 
de un representante de la Comisión. En ca-
lidad de asesores, también se prevé la po-
sibilidad la presencia “de un representante 
del BEI y del FEI en aquellos programas que 
reciban una contribución de dichas institu-
ciones” (artículo 64.2).

 
Las previsiones europeas  

y su concreción a escala nacional

La exposición del cuadro normativo de referen-
cia que establece los trazos configuradores de 
la política europea de cohesión nos ha permiti-



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

76

do constatar la existencia de una aproximación 
al tema de la participación de los entes subes-
tatales definida sobre la base de dos elementos 
fundamentales: por un lado, la apelación –con 
diverso grado de intensidad, dependiendo de 
la actividad aludida- al principio de asociación 
o partenariado entre el Estado y otros inter-
locutores, en particular, las autoridades regio-
nales. Por otro, la formulación de tal principio 
en términos estrictamente respetuosos con la 
autonomía institucional que asiste a cada Estado 
miembro. Este modo de aproximarse a la cues-
tión, si bien actúa como condición necesaria –
en tanto que abre la puerta a la participación 
regional en los asuntos europeos-, no resulta 
en sí misma suficiente para que dicha partici-
pación se lleve efectivamente a cabo. Quiere 
esto decir que sin mediar la voluntad expresa 
del Estado en tal sentido, articulando los cau-
ces correspondientes a nivel interno, las previ-
siones europeas quedan relegadas al terreno de 
la mera hipótesis. Así pues, lo que corresponde 
es explorar el modo de proceder que a este 
respecto presenta el ordenamiento jurídico es-
pañol con respecto a las facultades autonómi-
cas de participación. En tal sentido, aplicaremos 
una lógica analítica apegada a la sistemática de 
la regulación europea (Reglamento 1083/2006), 
concentrando nuestro interés en el MENR y los 
Programas Operativos (PPOO).

 

El Marco Estratégico Nacional de Referencia 
(MENR) y los Programas Operativos autonómicos

Una vez que el Acuerdo de Perspectivas Finan-
cieras ha determinado el montante total de 
cantidades que en relación a cada instrumen-
to financiero recibirá cada Estado en el marco 
de la política de cohesión de la Unión Europea, 
a continuación, corresponde al MENR decidir 
cómo y sobre la base de qué criterios se van a 
distribuir a escala interna la gestión de las canti-
dades asignadas a los distintos fondos contem-
plados: Fondo de Desarrollo Regional, Fondo 
Social Europeo y Fondo de Cohesión. El desa-
rrollo de esta (fundamental) tarea concretiza-
dora exige la adopción de una estrategia política 
que ha de tomar en consideración la finalidad 
específica que se atribuye a cada uno de dichos 
instrumentos financieros de intervención para, 
a continuación, aplicarla en el contexto interno. 
A tal efecto, el Estado debe tener muy presen-
tes las “orientaciones estratégicas comunitarias 
en materia de cohesión” mediante las cuales “se 
define un marco indicativo para la intervención 
de los Fondos, teniendo en cuenta las demás 
políticas comunitarias pertinentes. Estas orien-
taciones llevarán a efecto, principalmente, las 
prioridades de la Comunidad para cada uno de 
los objetivos de los Fondos, con el fin de fa-
vorecer el desarrollo armonioso, equilibrado y 
sostenible de aquélla” (artículo 25 Reglamento 
1083). Corresponde a la Comisión, “en estrecha 
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colaboración con los Estados”, proponer tales 
orientaciones para su aprobación posterior 
por el Consejo (artículo 26 Reglamento 1083). 
La verificación práctica de estas disposiciones 
tuvo lugar en octubre de 2006, aprobándose la 
correspondiente Decisión del Consejo24, cuyo 
considerando 17 recoge con meridiana clari-
dad la finalidad que inspira tal documento: “Las 
presentes directrices ofrecen un único marco 
orientativo cuya utilización se pide a los Estados 
miembros y las regiones cuando elaboren sus 
programas nacionales y regionales, en particular 
con miras a evaluar su contribución a los obje-
tivos de cohesión, crecimiento y empleo de la 
Comunidad. Sobre la base de estas directrices 
estratégicas, los Estados miembros prepararán 
sus marcos estratégicos nacionales de referen-
cia y los consiguientes programas operativos”.

Asimismo, no puede pasarse por alto que en el 
desempeño de la labor selectiva y concretiza-
dora que corresponde al MENR, éste no solo 
ha de atender a dichas orientaciones sino que, 
igualmente, tiene que tomar en consideración 
las exigencias derivadas de la Estrategia de Lis-
boa, contenidas en las Directrices integradas 

24	 Decisión del Consejo sobre directrices estratégicas co-
munitarias en materia de cohesión (6 octubre 2006). 2006/702/2006, 
dando cumplimiento a lo previsto por el artículo 25 del Reglamento 
1083/2006.

para el crecimiento y el empleo (2005-2008)25, a 
las que los Estados miembros están vinculados 
y cuya aplicación a nivel interno se lleva a cabo 
por el Programa Nacional de Reformas (PNR). 

A la luz del cuadro someramente descrito, se 
constata una vez más el acentuado protagonis-
mo que en las tareas apuntadas corresponde a 
los Estados, los cuales, por lo demás, cuentan 
con un amplio grado de discrecionalidad po-
lítica a la hora de seleccionar sus prioridades 
macroeconómicas (que quedan fijadas en el 
PNR) y, asimismo, en lo relativo a la asignación 
de recursos entre los territorios (concretados 
en el MENR). La cuestión a dilucidar es qué gra-
do de participación se reconoce a las CCAA 
en estos hitos fundamentales en el proceso de 
articulación interna de la política de cohesión. 
A tal efecto, debemos subrayar la circunstancia 
de que en España, la elaboración del PNR es 
competencia exclusiva del Gobierno central, 
que lo elabora y aprueba sin contar con la vo-
luntad de las CCAA incluso en relación con las  
decisiones estratégicas que hacen referencia a  
materias que son de competencia autonómica. 
Así pues, la pauta viene marcada por la esfera 
central que, de esta forma, condiciona la activi-
dad a desarrollar por el nivel autonómico en los 
ámbitos concernidos por el PNR.

25	 Consejo Europeo de Primavera: «Trabajando juntos por el 
crecimiento y el empleo — relanzamiento de la Estrategia de Lisboa» 
[COM(2005) 24, de 2.2.2005].
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La designación de la autoridad de gestión, 
certificación y auditoría. La participación 
autonómica en la elaboración del MENR

En relación con la elaboración del MENR debe 
recordarse la baja intensidad con la que aparece 
configurado el principio de asociación a escala 
europea, limitándose el Reglamento a contem-
plar un genérico deber estatal de consulta con 
las autoridades regionales. En el caso español, 
las administraciones autonómicas se consideran 
formalmente como “principales agentes partici-
pantes” en dicho proceso. La concreción de la 
colaboración autonómica, en el caso del MENR 
para el período 2007-2013, según se indica en 
el mismo, se inició con la petición dirigida a las 
autoridades regionales competentes por parte 
del Ministerio de Economía con ocasión de la 
elaboración de los Informes de actuación de las 
Evaluaciones Intermedias tanto de los Marcos 
Comunitarios de Apoyo 2000-2006 como de 
los distintos Programas Operativos Regionales. 
Dichas evaluaciones contenían un capítulo es-
pecíficamente dedicado a formular recomenda-
ciones y prioridades para el siguiente período 
de programación, cuya finalidad evidente no era 
otra que ser tenidas en cuenta por el Estado en 
la elaboración del MENR y los distintos progra-
mas del nuevo período. En este capítulo se con-
tiene un primer planteamiento de la estrategia a 
seguir en el diseño de los programas operativos 
regionales. También se contó con otras aporta-

ciones procedentes de las CCAA de cara a la 
elaboración de los diversos análisis DAFO que 
ha de incorporar, como contenido necesario, el 
MENR. En tal sentido, el Ministerio pidió a las 
Comunidades que formularan su aportación al 
análisis de las disparidades regionales, presen-
tando un análisis socio-económico actualizado 
y señalando los principales problemas de desa-
rrollo concurrente en cada una de ellas. Dichas 
contribuciones actuaron como referente des-
tacado a la hora de determinar la estrategia a 
seguir y las prioridades a aplicar a nivel global 
por parte del MENR, debiendo poner de mani-
fiesto lo positivo del diálogo intergubernamen-
tal desarrollado. No obstante, al mismo tiempo, 
también ha de llamarse la atención sobre sus 
limitados efectos, puesto que la última y deci-
siva palabra corresponde al Estado central, que 
decide la cuantía de los fondos estructurales y 
de cohesión asignados a cada Comunidad Au-
tónoma.

Precisamente para poner coto a la amplia cuo-
ta de poder que en este punto asiste al Estado 
central, el párrafo 3 del artículo 185 del pro-
yecto de Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
establecía la siguiente previsión: “La cuantía de 
los fondos estructurales de la UE que se asignen 
a Andalucía se determinará de acuerdo con los 
criterios empleados por aquélla en esta mate-
ria”. Resulta evidente que dicha norma se justi-
fica como un claro intento por impedir en el fu-
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turo la reiteración del precedente sentado con 
ocasión de la programación del período 2000-
2006, cuando el Estado español perjudicó a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía al apartar-
se la estimación llevada a cabo por la Comisión 
con respecto a las regiones Objetivo 1 y aplicar 
otra fórmula de reparto de los porcentajes ges-
tionados por cada nivel de gobierno26. 

Aunque tal párrafo fue suprimido en el trámite 
de discusión desarrollado en el Congreso de los 
Diputados, hemos de llamar la atención sobre la 
incorporación a los Estatutos de Cataluña y An-
dalucía de una importante previsión que viene 
a potenciar las facultades autonómicas en este 
ámbito. Nos referimos a la atribución a favor de 
la correspondiente Comisión Mixta de Asuntos 
Económicos y Fiscales Estado-Comunidad Au-
tónoma (artículos 210.2.d EAC y 184.4 c EAA) 
de la competencia para “negociar el porcentaje 
de participación autonómica en la distribución 
territorial de los fondos europeos”. Impugna-
da la disposición recogida por el Estatuto de 
Cataluña (en la que se inspira directamente la 
previsión estatutaria andaluza) ante el Tribunal 
Constitucional, éste salvará su constitucionali-
dad sobre la base de considerar que estamos 
ante un “instrumento para propiciar la integra-
ción de las posiciones del Estado y de la Co-
munidad Autónoma correspondiente” (STC 

26	 Sobre la controversia generada en el caso referido en el 
texto, vid. Medina (2002: 41-45)

31/2010, FJ 131). Desde tal aproximación preli-
minar, el ejercicio de las funciones atribuidas a la 
Comisión Mixta no es inconstitucional, puesto 
que éstas “se limitan a fijar un marco bilateral 
de negociación y de formalización de acuerdos 
que complementa, sin cuestionarlo, el proce-
dimiento general de toma de decisiones en el 
seno del órgano multilateral de colaboración 
y coordinación” (STC 312010, FJ 135). Cons-
ciente de esta limitación sustancial, la apuesta 
por reforzar el principio de bilateralidad en el 
ámbito de la financiación autonómica  resulta 
matizado en el caso de Andalucía, puesto que 
con carácter general se aclara que la Comisión 
ejerce sus funciones “sin perjuicio de los acuer-
dos suscritos por la Junta de Andalucía en esta 
materia en instituciones y organismos de carác-
ter multilateral”. 

Así pues, aun con el carácter no determinante 
que tales previsiones estatutarias presentan, lo 
cierto es que estamos ante una manifestación 
relevante del necesario reforzamiento de la  di-
námica negociadora y de cooperación que ha de 
inspirar el proceso que conduce a la determi-
nación de las cantidades concretas que corres-
ponden a las CCAA en la distribución territo-
rial de los fondos europeos. 
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La participación autonómica  
en los Programas Operativos regionales

La forma concreta que adoptan las intervencio-
nes de los Fondos en los Estados miembros a lo 
largo del período de programación 2007-2013 
son los programas operativos. Éstos, como la 
norma europea establece, están “encuadrados 
en el Marco Estratégico Nacional de Referen-
cia”. Cada uno de los tres fondos –FEDER, FSE 
y Fondo de Cohesión- requiere la aprobación 
de su propio Programa Operativo. A su vez, en 
el caso de los dos primeros se incorporan pro-
gramas regionales (de aplicación territorial limi-
tada), mientras que con relación al tercero, los 
programas son plurirregionales, los cuales como 
su propia denominación indica, se aplican en una 
escala territorial global. 

Como cabe intuir, va a ser en relación con los 
programas operativos regionales donde la ca-
pacidad autonómica afirme un mayor radio de 
acción, tanto por lo que se refiere a su elabo-
ración como en el marco de su gestión y se-
guimiento. A tal efecto, conviene recordar la 
premisa que el actual MENR trae a colación en 
su texto, indicando que para la elaboración de 
los programas operativos del presente periodo 
de programación, se llevaron a cabo reuniones 
y contactos tanto a nivel general (para discutir 
y establecer cuestiones metodológicas) como 
con cada comunidad autónoma individualmen-

te considerada, a fin de garantizar el carácter 
complementario de las actuaciones de los or-
ganismos de ámbito nacional y los de ámbito 
regional que lleven a cabo actuaciones dentro 
de un mismo programa o dentro de un mismo 
ámbito territorial.

En dicho contexto general de referencia, la ela-
boración del programa operativo a nivel auto-
nómico se presenta como una labor que exige, 
como premisa inexcusable, la efectiva coordi-
nación entre las diversas administraciones con-
cernidas por la definición de las estrategias de 
cohesión: desde la Unión Europea, pasando por 
el poder central, autonómico y también a escala 
local. Asimismo, la aplicación del partenariado 
extiende sus efectos al ámbito socio-económi-
co, estableciéndose canales de diálogo con los 
interlocutores procedentes del mismo. La fina-
lidad de este enfoque integrado no es otra que, 
según se afirma expresamente en el actual Pro-
grama Operativo de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, “definir de forma coordinada la 
estrategia de desarrollo regional que conduzca 
al cumplimiento de las prioridades de la políti-
ca regional europea y los objetivos de Lisboa y 
Gotemburgo”. 

Dentro de estas coordenadas, el proceso de 
gestación de los nuevos programas operativos 
para el período de programación comprendido 
entre 2007-20013 se inició con motivo de la ac-
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tualización de los trabajos de evaluación inter-
media de los programas operativos integrados 
regionales 2000-2006, llevándose a cabo una 
primera aproximación a las prioridades estraté-
gicas a tomar en consideración en el siguiente 
período. A tal efecto, el caso de Andalucía nos 
muestra la concurrencia de un impulso político-
administrativo particularmente intenso en el 
desarrollo de dicha tarea. Así se deduce del he-
cho de que ya en 2005 la Comisión de Política 
Económica de la Junta de Andalucía instara a las 
diversas consejerías a: (1) elaborar y presentar 
la documentación correspondiente al diseño 
de la estrategia general de planificación en los 
propios ámbitos de actuación para el próximo 
período y (2) definir las medidas que deberían 
constituir los programas operativos para la pro-
gramación de los fondos estructurales. De for-
ma paralela, aplicando el principio de asociación 
con los agentes económicos y sociales, se pro-
cedió a la elaboración del VI Acuerdo de Con-
certación Social para Andalucía. 

Tomando como referente tales aportaciones, 
se acometió la elaboración del documento re-
lativo a la Nueva Estrategia de Competitividad 
en Andalucía para el período 2007-20013, en el 
que quedan definidos los principios de desarro-
llo a aplicar en el escenario autonómico. Dicho 
documento presenta una importancia capital, 
puesto que opera como el referente fundamen-
tal que, a su vez, sirve de base para elaborar el 

marco estratégico autonómico de referencia. En 
relación a este último, reseñar que supone la 
principal contribución de la Junta de Andalucía 
al MENR, dedicando su contenido a la definición 
de la estrategia de desarrollo general y sectorial 
en materia de cohesión para la Comunidad Au-
tónoma mediante el conjunto de planificaciones 
relativas a los Fondos europeos que la misma 
recibe. Todo este caudal de reflexiones estraté-
gicas previas viene a concretarse en los conteni-
dos de los programas operativos regionales. Ni 
que decir tiene que la planificación establecida a 
escala regional se lleva a cabo guardando la ne-
cesaria coherencia con el Plan Nacional de Re-
formas y, asimismo, se formulan en armonía con 
el contexto específico de la estrategia nacional 
de cohesión recogida por el MENR. 

Por lo que se refiere al proceso de elaboración 
de los programas operativos regionales debe 
reseñarse que éste se lleva a cabo aplicando 
el principio de cooperación entre las adminis-
traciones central y autonómica. Las principales 
manifestaciones que el mismo presenta en el 
caso de Andalucía nos sitúan en un contexto 
de diálogo interinstitucional en el que operan 
mecanismos de coordinación que han permiti-
do tener en cuenta la realidad de cada ámbito 
concernido por la aplicación de los fondos eu-
ropeos y, asimismo, genera sinergias y comple-
mentariedades a la hora de definir las líneas de 
acción a desarrollar. 
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Un panorama muy diverso vamos a encontrar 
en el ámbito de las tareas de gestión, certifica-
ción y auditoría con respecto a los programas 
operativos regionales. En este sentido, y mar-
cando un diferencia sustancial con la situación 
existente en otros Estados de nuestro entorno 
(como Alemania o Italia) que atribuyen dichas 
funciones a los entes regionales, la tendencia 
dominante en nuestro ordenamiento apunta 
claramente hacia la centralización, reservando 
las mismas al poder central. Así queda clara-
mente de manifiesto si tenemos presente que 
la autoridad de gestión, certificación y auditoría 
relativas a los programas operativos FEDER de 
las CCAA recae sobre la Dirección General de 
fondos Europeos del Ministerio de Economía 
y Hacienda. Con la finalidad de incrementar la 
eficacia y agilidad de la gestión, las administra-
ciones autonómicas actúan como autoridad in-
termedia en dicho ámbito, aunque no en el de la 
certificación. Esto se traduce en que las mismas 
ni son responsables ni gozan de la capacidad de 
decisión que corresponde a la autoridad de ges-
tión. Y por lo que a la certificación se refiere, 
la centralización trae consigo un considerable 
incremento de la complejidad en el proceso de 
pago (puesto que ésta se configura como re-
quisito imprescindible que ha de verificarse con 
carácter previo a los pagos intermedios).

Por lo que se refiere a los programas operati-
vos FSE regionales, la situación es ligeramente 

diversa, puesto que junto con la atribución a las 
CCAA de la condición de autoridad intermedia 
de gestión, se observa un cierto reparto de fun-
ciones entre las esfera central y autonómica que 
puede llevar a considerar que se ha establecido 
una suerte de gestión compartida o cogestión. 
Mayor claridad presenta la cuestión relativa a 
la autoridad de auditoría, atribuyéndose dicha 
competencia a las CCAA. En el ámbito de la 
certificación, la autoridad sigue incardinada en 
el nivel central.

Expuestas sumariamente las características que 
rigen los sistemas de gestión, certificación y au-
ditoría hemos de llamar la atención sobre una 
cuestión determinante y que en ningún momen-
to ha salido a colación: la determinación de la 
autoridad competente para el desarrollo de las 
referidas tareas no tiene en ningún caso pre-
sente si las materias sobre las que las mismas 
recaen son de titularidad autonómica. Porque 
si tales materias se incardinan en la esfera del 
poder regional (como es evidente en el caso 
de las actuaciones que desarrolla el FSE), carece 
de toda justificación que las aludidas funciones 
sean asumidas por el Estado central. Operando 
de tal manera, se lesiona injustificadamente la 
capacidad que corresponde a la esfera autonó-
mica. 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
apunta claramente en tal dirección, sentando 
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como regla general que “la gestión de los fon-
dos europeos: debe llevarse a cabo por quien 
ostente la competencia en la materia de que se 
trate” (STC 79/1992, FJ 2). Ahora bien, la efecti-
va aplicación de esta premisa exige que los fon-
dos sean susceptibles de territorialización (y así 
deben aparecer consignados en los Presupues-
tos Generales del Estado). En caso contrario de 
que tal requisito no concurra, la gestión cen-
tralizada (que se perfila, pues, como excepción), 
resulta justificada. Tal modalidad solo se admite 
“cuando resulte imprescindible para asegurar 
la plena efectividad de las ayudas dentro de la 
ordenación básica del sector y para garantizar 
iguales posibilidades de obtención y disfrute por 
parte de sus potenciales destinatarios en todo 
el territorio nacional, evitando al propio tiempo 
que se sobrepase la cuantía global de los fon-
dos destinados al sector” (STC 79/92, FJ 4). Esta 
doctrina jurisprudencial que en principio resulta 
razonable, sin embargo, en la práctica ha perju-
dicado claramente a las CCAA. Causa determi-
nante de tal situación empírica vuelve a ser la 
comprensión excesivamente amplia que el Tri-
bunal lleva a cabo de los títulos transversales de 
titularidad estatal que se recogen en el artículo 
149.1.1 (condiciones básicas que garantizan la 
igualdad de los españoles) y 13 (bases de la pla-
nificación de la actividad económica).

Una clara apuesta por superar esta situación se 
contiene en buena parte de los Estatutos re-

formados, los cuales incluyen preceptos espe-
cíficamente dedicados a afirmar la competencia 
autonómica para la “gestión, planificación y eje-
cución de los fondos europeos”27 aplicables a 
sus respectivos territorios (artículos 190 EAC, 
185.1 EAA, 115 EIB y 79.3 EAAr). A este res-
pecto, debe entenderse que, aun cuando no se 
incluyan referencias expresas al respecto (como 
es el caso de la norma andaluza), las facultades 
autonómicas de gestión de fondos europeos 
queda circunscrita a los ámbitos materiales 
propios. En tal sentido, la pauta a seguir es la 
establecida por el Estatuto de las Islas Baleares, 
cuando exceptúa de la gestión autonómica los 
fondos “cuya competencia corresponda al Esta-
do” (artículo 115).

27	 En el caso del Estatuto Valenciano, el artículo 51.1.10 limita 
la competencia autonómica a la ejecución de la legislación del Estado 
relativa a “los fondos europeo y estatal de garantía agraria”.
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1 ¿Qué mecanismos utilizan las 
CCAA para participar directamen-
te en el proceso de adopción de de-
cisiones de la UE?

La voz autonómica en  
el Consejo de Ministros de la UE

La participación de las Comunidades Autóno-
mas (CCAA) españolas en el Consejo de Minis-
tros de la UE no es un derecho adquirido por 
las mismas, sino una posibilidad que se puede o 
no conceder por parte de la autoridad central, 
algo que con limitaciones, ha sido solo alcanzado, 
tras muchos años de negociación, en diciembre 
de 2004, tras la renovación de los acuerdos de 
la Conferencia de Asuntos Relacionados con las 
Comunidades Europeas (CARCE, en la actuali-

dad Conferencia de Asuntos Relacionados con 
la Unión Europea, CARUE). De esta manera, la 
mencionada participación goza de una base jurí-
dica doble. De una parte, a escala europea, tras 
la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el ar-
tículo 16.2 del Tratado de la Unión Europea (an-
tiguo 146 del Tratado de Maastricht); mientras 
que a escala interna esa participación está regu-
lada por los últimos acuerdos de la CARCE de 
9 de diciembre de 2004, desarrollados a partir 
de febrero de 2005. Dichos acuerdos consagran 
un modelo basado en la rotación de las CCAA 
que representan a España, tanto en los grupos 
de trabajo del Consejo, así como en el seno de 
las mismas formaciones del Consejo, como en 
el compromiso y la coordinación entre las mis-
mas para adoptar y defender con lealtad la pos-
tura española en esa institución europea.

CAPÍTULO III
Jorge Tuñón

¿CUÁLES HAN SIDO HASTA AHORA LAS VÍAS Y 
ESTRATEGIAS DE LA ACTUACIÓN AUTONÓMICA 
EN EL CONTEXTO INSTITUCIONAL MULTINIVEL 

DE LA POLÍTICA EUROPEA?
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Como fórmula de adaptación a la nueva realidad 
de la legislación europea, ya se había dirimido la 
participación de las CCAA en los asuntos euro-
peos a partir del Acuerdo de la CARCE de 30 
de noviembre de 1994. En principio, el desarro-
llo del mismo debía permitir a las CCAA par-
ticipar directamente del mismo. Estos acuerdos 
adoptaban un modelo de participación basado 
fundamentalmente en las conferencias sectoria-
les, como órganos de encuentro y cooperación 
entre el Estado y las CCAA, para los diversos 
ámbitos en los que comparten competencias 
e intereses, junto a una conferencia específica 
para asuntos europeos, para impulsar y coordi-
nar esas relaciones. 

Sin embargo, el sistema derivado de los Acuer-
dos de 1994 no pudo conseguir la participación 
efectiva de las CCAA en los asuntos europeos. 
El modelo no se demostró eficiente en tanto en 
cuanto fallaron sus dos pilares: las conferencias 
sectoriales, y la concertación entre las CCAA. Y 
es que de una parte, las conferencias sectoriales 
no sirvieron para desarrollar el procedimiento 
marco de participación en los distintos campos 
de la actividad pública, y demostraron un fun-
cionamiento heterogéneo e irregular, presen-
tando grandes diferencias entre sí. De otra, con 
respecto a la indispensable, para la participación 
multilateral, concertación autonómica, no exis-
tieron prácticamente entre las CCAA mecanis-
mos de cooperación horizontal con el mínimo 

grado de formalización necesario para que lle-
gasen a posiciones comunes que pudiesen ser 
negociadas con el Estado.

Sin embargo, la nueva coyuntura política a escala 
nacional abrió en 2004 las puertas a una rene-
gociación total del modelo que se vio plasma-
da en los nuevos acuerdos de la CARCE de 9 
de diciembre de aquel año. Unos acuerdos más 
ambiciosos al menos en cuanto a su extensión 
material, ya que regulan la temática desde una 
triple perspectiva: la participación autonómica 
en las formaciones del Consejo de la Unión, la 
participación de las CCAA en los grupos de 
trabajo del Consejo de la UE, y la misma parti-
cipación autonómica en la Representación Per-
manente de España ante la UE (REPER).

Con respecto a la decisiva participación de 
las CCAA en las formaciones del Consejo, el 
acuerdo prevé una representación autonómica 
directa en determinadas formaciones ministe-
riales del Consejo. Ello supone la incorporación 
de un representante autonómico, con rango de 
miembro de un Consejo de Gobierno autonó-
mico, a la delegación española en las reuniones 
de determinadas formaciones del Consejo de 
Ministros de la UE en los asuntos que afecten a 
competencias de las CCAA. El punto de partida 
básico se fundamenta en la colaboración, mutua 
confianza y lealtad entre las instancias autonó-
micas y estatales. Y hablamos de lealtad en un 
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doble sentido: la del Estado, que se compromete 
a que la pertenencia de España a la UE no se 
convierta en una excusa para recobrar indirec-
tamente las competencias que en derecho inter-
no pertenecen a las CCAA; y la de las CCAA, 

asumiendo que quien acuda al Consejo lo hará 
dentro de la delegación española, en nombre de 
todas las CCAA, motivo por el que no podrá 
acudir a defender intereses particulares fuera de 
la postura previamente negociada y pactada.

Formación del Consejo Temas Conferencia sectorial

Empleo, Política Social, Sanidad 
y Consumidores (EPSSCO)

Empleo y Política Social (EPS) 

Asuntos Sociales (SOC)
 

Sanidad (temas SAN) 

Consumo (temas CONSOM)

Conferencia Sectorial para 
Asuntos Laborales

Conferencia Sectorial de 
Asuntos Sociales

Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud
Conferencia Sectorial de 

Consumo

Agricultura y Pesca (Agripesc)

Agricultura (temas CEA)
Agricultura (temas CRP) 

Pesca (temas PECHE)

Conferencia Sectorial de 
Agricultura y Desarrollo Rural 
Conferencia Sectorial de Pesca 

Marítima

Medio Ambiente (ENV) Medio Ambiente (temas ENV) Conferencia Sectorial de 
Medio Ambiente

Educación, Juventud y Cultura 
(EJC)

Educación (temas EDUC) 

Juventud (temas JEAN)
 

Cultura (temas CULT)

Conferencia Sectorial de 
Educación

Conferencia Sectorial de 
Asuntos Sociales

Conferencia Sectorial de 
Cultura

Tabla 3.1 Categorías para la participación de las CCAA en las formaciones del 
Consejo de Ministros de la UE según los Acuerdos de la CARCE de 2004.

Fuente: CARCE 2004
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Este nuevo modelo, que comenzó a implemen-
tarse en 2005, se limita, sin embargo, solamente 
a cuatro formaciones del Consejo de Ministros, 
que coinciden con las previstas para los siguien-
tes grupos de trabajo: Empleo, Política Social, Sa-
nidad y Consumidores; Agricultura y Pesca; Me-
dio Ambiente; y Educación, Juventud y Cultura. 
Subsidiariamente, para el resto de formaciones 
queda vigente la fórmula derivada de los Acuer-
dos de 1994.

De designar al representante autonómico que 
participe en la delegación española se encargan 
las conferencias sectoriales, lo que implica una 
primera dificultad puesto que dichas conferen-
cias no siempre se corresponden con las cuatro 
formaciones del Consejo abiertas. En todo caso, 
la persona designada se incorporará a la delega-
ción española en las reuniones de las formacio-
nes del Consejo de Ministros y será miembro 
de pleno derecho de la misma a todos los efec-
tos, siendo su mandato semestral, para compa-
tibilizar una cierta estabilidad con la pertinente 
rotación por Comunidad Autónoma (CA).

Aunque lo determinante de los Acuerdos de 
2004 se refiera a la participación en las forma-
ciones del Consejo, tampoco debemos olvidar 
las referencias a los grupos de trabajo del Con-
sejo, y a la nueva formación de la Representación 
Permanente (REPER). En relación a lo primero, 
y en referencia tanto a los grupos de trabajo 

como al mismo Comité de Representantes 
Permanentes (COREPER), se prevé con carác-
ter general la incorporación de los consejeros 
autonómicos a la delegación española dentro 
de los grupos de trabajo, mientras que en los 
casos en los que se aplique la representación 
autonómica directa en las propias reuniones de 
las formaciones ministeriales del Consejo de 
Ministros, se establecen criterios para permitir 
la incorporación al grupo de trabajo de un téc-
nico designado por quien vaya a ejercer la re-
presentación autonómica directa. En relación a 
lo segundo, la nueva regulación de la Consejería 
para Asuntos Económicos en la Representación 
Permanente de España ante la UE, desarrolla el 
modelo iniciado en 1996, con la principal nove-
dad de que son ahora las CCAA las que tienen 
la llave para designar a los consejeros para que 
formen parte de la REPER, evitándose, así como 
ocurría antes, que las CCAA considerasen al 
consejero autonómico como una figura propia 
del Estado central. Igualmente, los puestos téc-
nicos integrantes de la Consejería para Asuntos 
Económicos son desempeñados por funciona-
rios propuestos por las CCAA.

Como no podía ser de otra manera, el mode-
lo descrito ha sido valorado de forma muy di-
ferente desde distintas perspectivas. Las tesis 
más autonomistas, las menos contentas con el 
mismo, le achacan que solo permite una par-
ticipación autonómica mancomunada y de baja 
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intensidad, que exige, como sucedía antes, una 
previa y amplia concertación autonómica. Por 
ello, su efectividad en relación a la frecuencia de 
las apariciones de cada una de las CCAA en las 
formaciones del Consejo será escasa y de ca-
rácter simbólico. Y es que repartir apenas cua-
tro formaciones, por mucho que en la práctica 
compongan hasta diez temas y otras tantas con-
ferencias sectoriales, de manera rotatoria entre 
17 CCAA, no implica la visibilidad y la presen-
cia con la que algunas desearían contar. Por ello, 
como ha venido sosteniendo la doctrina, quizá 
la pieza que vaya a tener mayor fuerza potencial 
para las regiones españolas sea la de su presen-
cia en la Consejería de la REPER, puesto que la 
nueva vía de la participación directa no servirá 
en ningún caso para sustituir al mecanismo de 
la participación autonómica en la conformación 
interna de la postura nacional, que seguirá cana-
lizando el grueso de la participación autonómi-
ca en asuntos europeos.

A pesar de esas valoraciones más negativas que 
hablan de una participación simbólica, limitada e 
indirecta, no debemos tampoco olvidar que los 
Acuerdos de 2004 suponen al menos un claro 
avance respecto al modelo anterior. Más allá de 
que sea cierto que se limitan a tres aspectos 
muy puntuales de la participación regional, tam-
bién lo es que demuestran la existencia de una 
voluntad política de configurar un modelo de 
participación autonómica en los asuntos euro-

peos, de la que hasta ahora se había carecido. 
Además, la participación autonómica en el Con-
sejo no es solo simbólica en defensa de una pos-
tura común que quizá no coincida plenamente 
con la propia, sino que implica la integración de 
las CCAA en el proceso decisorio, producién-
dose un cambio de la dinámica participativa, de-
rivada de las limitaciones y de la brevedad de 
tiempos del propio sistema de negociaciones de 
los Consejos de Ministros, lo que fomentará el 
interés de las autonomías por involucrarse en 
el proceso. Además, la concertación autonómica 
flexibiliza las condiciones para la consecución de 
una posición común por parte del conjunto de 
las CCAA. Aún con sus limitaciones, resulta in-
negable que los Acuerdos de 2004, que además 
suponen solo un punto de partida puesto que 
antes de su aplicación ya se previó su revisión y 
posible ampliación, sí que dan respuesta a varias 
de las más intensas y tradicionales peticiones 
de las CCAA en materia de participación direc-
ta en el proceso decisorio europeo. De hecho, 
han supuesto “la apertura del cerrojo que des-
de hace años existía a la representación directa 
de las comunidades en el Consejo”, la apertura 
también “del cerrojo de la participación en los 
grupos de trabajo del Consejo de manera am-
plia”, así como una mayor participación autonó-
mica en la configuración de la REPER (Martín y 
Pérez de Nanclares, 2005: 800). 

En resumen, el actual sistema español de repre-
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sentación arbitra un modelo que permite una li-
mitada participación directa de las comunidades 
españolas en el máximo órgano de represen-
tación comunitaria. Es la consecuencia directa 
de un modelo rotatorio que debe repartir unas 
opciones de representación que además se cir-
cunscriben solamente a cuatro formaciones y 
diez grupos de trabajo del Consejo, entre un 
total de 17 CCAA. En tanto en cuanto los tur-
nos además son semestrales, la frecuencia de la 
participación de cada autonomía en las forma-
ciones del Consejo no suele exceder de una o 
dos presencias anuales. Además, y con motivo 
de la necesidad de un reparto equitativo, prác-
ticamente un año de cada dos, cada comunidad 
autónoma se queda sin poder participar en nin-
guna formación. Por ello, las apariciones en el 
Consejo de Ministros de la UE, de cada una de 
las CCAA, son por lo general, bastante poco 
frecuentes. Algo que no resulta decisivo, puesto 
que ni cuando una CA aparece por el Consejo 
de Ministros de la UE lo hace para defender sus 
intereses particulares, ni cuando lo hace otra, 
deja de defender los intereses generales espa-
ñoles, entre los que están incluidos los de esa 
primera CA. 

De otra parte, España celebró entre enero y 
junio de 2010 la presidencia del Consejo de la 
Unión Europea. Se trató entonces de un mo-
mento sin igual para comprobar también el in-
terés y la participación de las CCAA españolas 

para poner sobre la mesa de la Presidencia espa-
ñola sus propios intereses, o intentar modificar 
la agenda del periodo presidencial en función 
de los mismos, preferentemente a través de su 
involucración en la celebración de los diferen-
tes eventos que conformaron este significativo 
periodo de visibilidad estatal pero también au-
tonómica en la esfera del Consejo de Ministros. 
Junto a otras reuniones paralelas de carácter 
no político, muchos encuentros que reunieron 
tanto a expertos como a funcionarios, fueron 
celebrados durante la Presidencia española en 
el territorio de diferentes CCAA. Algunas de 
ellas se revelaron como más activas que otras a 
la hora de la organización de los eventos de la 
presidencia, reflejando, por tanto, la trascenden-
cia que tiene la UE para algunas de ellas. 
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Consejo 2005 2006 2007 2008 2009

Empleo 
y Política 

Social; Salud; 
Consumidores

País Vasco 
(2) (Salud y 

Consumo)Madrid 
(1) (Empleo y P. 

Social) 
Asturias (1) 

(Salud)

Cataluña (4) 
(Empleo y P. 

Social; Consumo)
Cantabria (2) 

(Salud) 
Galicia (4) 

(Empleo y P. 
Social; Consumo) 

La Rioja (2) 
(Salud)

Andalucía (3) 
(Empleo y P. 

Social; Consumo)
País Vasco (1) 
(Empleo y P. 

Social) 
Murcia (2) 

 C. Valenciana (1) 
(Salud) 

Asturias (2) 
(Consumo)

C. Valenciana (2) 
Asturias (2) 
(Empleo y P. 

Social) 
Aragón (2) 

 C.-La Mancha 
(2) (Salud) 

Cantabria (2), 
La Rioja (2) 
(Consumo)

Castilla y León 
(2) 

 Cantabria (1) 
(Empleo y P. 

Social)  
Canarias (2) 
 Navarra (1) 

(Salud)Murcia (2), 
C. Valenciana (1) 

(Consumo) 

Agricultura y 
Pesca

Cataluña (2)
Aragón (1)

Andalucía (1)
Castilla y León 

(4) 
Galicia (1)

Andalucía (6)
Aragón (5) 

País Vasco (1)

Asturias (6)
Baleares (5)

Canarias (6)
Cantabria (6)

Castilla-La 
Mancha (5)

Castilla y León 
(5)

Medio 
Ambiente

Asturias (1)
Cataluña (1)
Madrid (1)

Extremadura (1)

Canarias (1)
Murcia (1) 
Aragón (1)
Castilla-La 
Mancha (1)

Navarra (1)
Baleares (1)
Galicia (1) 

País Vasco (1)

La Rioja (1) 
C. Valenciana (1)

Andalucía (1)
Cantabria (1)

Castilla y León 
(5) 

País Vasco (3)

Educación, 
Juventud y 
Cultura

Andalucía (2) 
(Educación y 

Cultura)Cataluña 
(1) (Educación)

Madrid (2) 
(Cultura y 
Educación)

Madrid (2) 
(Educación)
Cataluña (4) 

(Cultura; 
Juventud)C. 

Valenciana (2) 
(Educación; 

Cultura) 
Galicia (1) 
(Juventud)

Galicia (4), 
C. y León (2) 
(Educación 
y Cultura)

Andalucía (2), 
País Vasco (1) 

(Juventud) 

País Vasco (4), 
Canarias (2) 
(Educación; 

Cultura) 
C. Valenciana (2) 

 Asturias (1) 
(Juventud)

Castilla-La 
Mancha (5), 
Murcia (1) 
(Educación; 

Cultura)Castilla y 
León (5) 

Cantabria (1) 
(Juventud)

Tabla 3.2. Participación de las CCAA en el Consejo de Ministros de la UE entre 2005 y 
2009 según lo previsto por el sistema de rotación*.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del MAP, 2006a, 2007, 2008, 2009 y 2010.
 *Los datos del año 2010 no estaban disponibles a la redacción del este capítulo. 

Entre paréntesis figura el número de formaciones en las que participó cada una de las CCAA.
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Tal y como puede extraerse del Gráfico 3.3 
(fruto de la codificación de los más de siete 
centenares de eventos que fueron organizados 
en el marco de la Presidencia Española), la Co-
munidad de Madrid se erigió en la CA en la que 
se desarrollaron la mayor parte de los eventos 
(los mismos corresponden a reuniones de ca-
rácter político con la participación de ministros 
y jefes de estado de los países miembros, pero 
también a reuniones políticas de tipo informal, 
encuentros de expertos nacionales o a escala 
administrativa, al igual que todo tipo de confe-
rencias, seminarios, grupos de trabajo o activi-
dades culturales). No se trata este de un ha-

llazgo excesivamente sorprendente puesto que 
la Comunidad de Madrid no está solo ubicada 
estratégicamente en el centro del país y está 
entre las más pobladas junto a Cataluña y por 
detrás de Andalucía, sino que además es dónde 
se ubican las institucionales nacionales deriva-
das de los poderes legislativo, ejecutivo y judi-
cial. De hecho, esta observación queda refrenda-
da por análisis similares realizados en el marco 
de otros países europeos (Dandoy, Tuñón y Joly 
2012), que subrayan la sobre-representación de 
las capitales nacionales por cuanto a la celebra-
ción de eventos en el marco de la celebración 
de las Presidencias rotatorias, se refiere.

Cataluña 37

La Rioja 1

Madrid 245

Galicia 15Extremadura 8

Gráfico 3.3: Número 
de eventos organizados 
durante la Presidencia 
Española del Consejo
de la UE por Comunidad 
Autónoma 2010

Cantabria 3

Murcia 3
Navarra 3

Andalucia 56

Aragón 11
Asturias 11

Castilla La Mancha 10

Canarias 7

Baleares 11

Comunidad Valenciana 12

Castilla y León 23

País Vasco 7

Fuente: Elaboración propia
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Consiguientemente, cabe la posibilidad de ex-
cluir a Madrid (como consecuencia de su capi-
talidad) del análisis, tal y como se explicita en el 
siguiente gráfico 3.4, que revela elevadas dife-
rencias en cuanto al interés y a la participación 
regional entre las diferentes CCAA. De hecho, 
algunas de ellas se han demostrado mucho más 
activas que otras en cuanto a la organización de 

eventos. Muy por encima del resto encontra-
mos el ejemplo de Andalucía, que ha organizado 
más de una cuarta parte de todos los eventos 
celebrados fuera de Madrid, concretamente 56 
de ellos, lo que supone el 25,7%. Los índices an-
daluces solo han podido ser seguidos (aunque 
bastante de lejos) por los exhibidos por Catalu-
ña (17%) y Castilla y León (10,6%). 
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Gráfico 3.4: Número de eventos organizados durante la Presidencia Española del 
Consejo de la UE (2010) por Comunidad Autónoma exceptuando el caso de la 
Comunidad de Madrid.

Fuente: Elaboración propia
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¿Cómo se relacionan (formal e informalmente) 
 las CCAA y la Comisión Europea?

Al contrario de lo que sucedía con el Consejo de 
Ministros, la posible participación de las regiones 
europeas en el seno de la Comisión Europea no 
viene recogida en los textos constitutivos de de-
recho primario europeo. De hecho, la naturaleza 
de esta institución europea resulta poco com-
patible con esa posibilidad. No debemos olvidar 
que la Comisión Europea es una institución inde-
pendiente de los Estados miembros, cuyas fun-
ciones le confieren una particular posición su-
pranacional, que debe alejarse de las injerencias 
intergubernamentales de cualquier Gobierno, ya 
sea a escala estatal o sub-estatal. Además, en el 
marco del actual proceso decisorio europeo, no 
es precisamente una cuestión sin importancia 
estar o no estar en o junto a la Comisión Eu-
ropea para poder influir en el proceso de toma 
de decisiones europeo. Y es que la Comisión 
Europea ya no es solo una institución europea 
cuya acción se limite al ámbito de las funciones 
ejecutivas consistentes en la adopción de las me-
didas oportunas dirigidas a la implantación de las 
políticas y de la legislación comunitaria, sino que 
actualmente resulta decisiva su participación en 
los albores del proceso legislativo. Por ello, las 
entidades subestatales deben intentar influir a la 
Comisión Europea al inicio del proceso legislati-
vo, puesto que después les resultará mucho más 
complicado tener incidencia en el mismo. 

Por ello, las ofertas de participación en la fase 
ascendente de la legislación comunitaria que los 
comités de la Comisión Europea ofrecen a los 
representantes regionales no son ni mucho me-
nos escasas. Concretamente, para la decisiva ta-
rea del inicio del proceso legislativo comunitario 
(fase ascendente), la Comisión Europea ha dis-
puesto el sistema de la comitología, es decir, de 
la creación de comités ad hoc para el desarrollo, 
la legislación y la aplicación de las regulaciones 
oportunas en los más diversos sectores, consin-
tiendo la participación en defensa de sus intere-
ses de representantes externos a la Comisión 
Europea. Los comités pueden tener diversos 
mandatos (consultivos, de gestión-ejecución, o 
de reglamentación), pero también muy diferen-
tes posibilidades de asesorar o condicionar a la 
institución de la UE. Los comités son siempre 
presididos por representantes de la Comisión 
Europea, pero, a su vez, están compuestos por 
delegados de los Estados miembros, que pue-
den ser funcionarios de las autoridades centra-
les u otra clase de expertos, incluidos también 
los regionales. La UE es completamente ciega al 
origen de los representantes elegidos por cada 
país, puesto que la designación es una cuestión 
exclusivamente interna de los Estados miem-
bros. Así, mientras que países federales como 
Alemania o Bélgica envían frecuentemente fun-
cionarios regionales en las materias de compe-
tencia sub-estatal; España solo permite que la 
participación de funcionarios de las CCAA se 
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produzca en los comités de gestión o ejecuti-
vos en las materias de energía, medio ambiente, 
desarrollo rural, sanidad o redes transeuropeas, 
entre otros; pero no en aquellos que asesoran 
a la Comisión Europea y pueden influir en sus 
iniciativas legislativas. 

Tanto las CCAA como el resto de regiones eu-
ropeas conocen de las necesidades de la Co-
misión Europea para desarrollar el mencionado 
sistema de la comitología, y procuran estar pre-
paradas para participar en el mismo. De hecho, 
se ha creado alrededor de la Comisión Europea 
“toda una abigarrada amalgama de comités y 
grupos de trabajo, cuya composición sí obedece 
al esquema intergubernamental de represen-
tantes de los Estados miembros” (Martín y Pé-
rez de Nanclares, 2005: 780). Particularmente, 
la participación en los comités de la Comisión 
Europea y la interacción con la institución eu-
ropea conllevan el desarrollo de una serie de 
tareas por parte de los funcionarios o asesores 
de las entidades subestatales, quienes de una 
manera más o menos evidente en función de las 
condiciones y de la formalidad de los encuen-
tros, representan y defienden los intereses de 
la región o de la comunidad a la que represen-
tan. Además, se anticipan a la redacción de los 
proyectos legislativos y siguen los trabajos de 
elaboración de los mismos. También comparten, 
intercambian y transfieren información útil con 
la Comisión Europea sobre aquellos aspectos 

que la institución comunitaria precisa conocer, 
y analizan los borradores de los proyectos de 
regulación y de los programas comunitarios en 
tramitación. Por ello, la hipotética participación 
de representantes regionales dentro de la dele-
gación española en el seno de los comités de la 
Comisión Europea ha sido una tradicional rei-
vindicación autonómica y objeto de negociación 
de las CCAA con el Estado.

De esta manera, en 1997 por medio de la Ley 
2/1997 de 13 de marzo se alcanzó un primer 
acuerdo que posibilitó la apertura de 55 de los 
aproximadamente trescientos comités de la 
Comisión Europea a la participación formal y 
también rotatoria en función de los intereses 
particulares demostrados por las CCAA, para 
un primer periodo entre 1998 y 2002. Aquel 
acuerdo fue muy duramente criticado tanto por 
los expertos o académicos que lo acusó de dis-
crecional, como desde algunas CCAA quejosas 
de la escasa relevancia de los comités abiertos a 
la participación autonómica. 

El modelo mejoró notablemente con el nuevo 
reparto efectuado en 2002 de cara al segundo 
periodo (2003-2006), por el que con motivo de 
la experiencia adquirida durante el primer pe-
riodo, se dotó de mayor transparencia y sobre 
todo se añadieron cuatro decenas de nuevos 
comités, entre los que ya se podían encontrar 
algunos de notable relevancia política para las 
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CCAA. A pesar de ello, desde las CCAA más 
interesadas por el desarrollo de su acción exte-
rior todavía se discute si la participación en los 
comités de la Comisión Europea debe funda-
mentarse en el hecho de que versen sobre ma-
terias propias o en su mero interés; o si todavía 
existen algunos comités acerca de evidentes 
competencias autonómicas vedados por el Esta-
do. En todo caso, el modelo supuso un evidente 
avance, que más allá de disquisiciones puntuales, 
fomentaba la viabilidad de la cooperación hori-
zontal de las CCAA, obligadas a intercambiar 
información y construir la posición que sería 
defendida por el representante autonómico de 
turno, al estilo de lo que sucede en el seno del 
Consejo de Ministros. Prueba de ello es que el 
sistema se ha mantenido prácticamente inalte-
rado para el actual tercer periodo (2007-2011), 
quedando fijado el número de comités suscep-
tibles de participación autonómica en 95, si bien 
la reorganización de los mismos ha hecho de-
crecer levemente ese número hasta los 91.

A nuestro juicio, la exhaustiva institucionali-
zación de la participación de las CCAA en la 
comitología supone un indudable avance que 
beneficia la cristalización de los principios de 
descentralización y subsidiariedad. A modo de 
ejemplo, parece más lógico que un experto an-
daluz defienda los intereses españoles en un 
Comité sobre la pesca de bajura, o que uno ca-
nario acuda a aquel sobre agricultura referido 

CCAA Nº de comités

Andalucía 13

Aragón 4

Asturias 5

Baleares 4

Canarias 6

Cantabria 4

Castilla La Mancha 4

Castilla y León 8

Cataluña 18

Extremadura 7

Galicia 16

La Rioja 7

Madrid 10

Murcia 6

Navarra 0

País Vasco 14

C. Valenciana 10

Tabla 3.5. Participación por CCAA en 
los comités de la Comisión Europea 
ofertados durante el último periodo 
(2003-2006)*.

 Elaboración propia a partir de los datos del MAP 2006b, anexo V.
El correspondiente a 2003-2006 es el último periodo 

 finalizado a la fecha de redacción de este capítulo.



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

97

a la producción del plátano, a que lo haga un 
técnico estatal llegado de Madrid, probablemen-
te con una alejada sensibilidad y percepción de 
las mencionadas problemáticas. Sin embargo, la 
imposibilidad de las CCAA de estar presentes 
en todos los comités que desearían, bien por no 
haber sido ofertados, bien por la concurrencia 
de interés con otras CCAA, o bien como ha co-
menzado a suceder, por el alto coste derivado 
de este tipo de participación en época de crisis 
económica, fomenta el interés por la utilización 
de cauces informales. Efectivamente, muchas 
veces resulta más provechoso el encuentro de 
un comisario o un director general de la Comi-
sión Europea con un técnico, un consejero o el 
mismísimo presidente regional, que la costosa 
inversión de recursos destinada a la formalizada 
participación en los Comités. 

Así se explica la disparidad de participaciones 
en los Comités de la Comisión Europea, ya que 
mientras que algunas CCAA sobrepasan la de-
cena e incluso se acercan a la veintena de ellos 
por periodo de programación, otras participan 
en un número mucho más limitado o incluso, 
como podemos observar en la tabla 3.5, no par-
ticipan en ninguno de ellos. Y es que mientras 
que la frecuencia de interacción por medio de 
la vía de la comitología está claramente estable-
cida y es notoria y pública, las aproximaciones 
informales están mucho más alejadas de ningún 
tipo de fiscalización. Los agentes consultados, 

algunos de los cuales han participado en las in-
teracciones de algunas CCAA con la Comisión 
Europea, nos han aportado la percepción de 
que sobre todo la versión más informal de este 
mecanismo, más allá del interés particular que 
exhiba cada Comunidad Autónoma, no se trata 
de un resorte de segundo orden, sino que lo 
consideran muy efectivo debido a su lejanía de 
la primera línea del debate político y por su mí-
nima exposición a las injerencias de los medios 
de comunicación. 

En todo caso, sean extensas o reducidas las 
posibilidades formales de participación de las 
CCAA en el fenómeno de la comitología, lo 
cierto es que una vez regulado el modelo por 
los Acuerdos de 2002, refrendados después por 
los Acuerdos de la CARCE de 2004, el sistema 
que rige es muy similar al del Consejo de Minis-
tros. De una parte, las CCAA no pueden acudir 
a los comités que estimen oportuno, sino que 
deben hacerlo a alguno de los 95 (reducidos a 
91 a partir de 2007) cuya participación ha sido 
ofertada por el Estado, de los en torno a tres-
cientos existentes. Además, dentro de esas más 
de nueve decenas, se debe llegar a un acuer-
do con el resto de las CCAA, ya que evidente-
mente en un mismo comité no pueden apare-
cer representantes de más de una comunidad 
autónoma española. Este modelo es de todas 
formas más flexible que en el Consejo de Mi-
nistros, ya que al haber muchos más comités 
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ofertados y al ser por tanto más específicos, 
cabe por un lado el mercadeo de comités por 
parte de las CCAA, que terminan por intercam-
biárselos para conseguir estar representadas en 
los que les suscitan un mayor interés; mientras 
que de otra resulta mucho más costoso acudir 
activamente a varios de ellos, con lo que solo 
las CAAA con más intereses en juego y más 
medios son capaces de mantener una elevada 
participación en varios de ellos. Además, como 
en el Consejo rige la obligación de recabar la 
voluntad española, realizando las reuniones pre-
vias de concertación necesarias, y una vez en el 
seno del Comité, no solo podrá también acu-
dir el mismo Estado español, sino que acuda o 
no lo haga, la comunidad autónoma deberá en 
su caso defender la postura conjunta del total 
de las CCAA y no solamente la suya propia, 
respetando el principio de lealtad institucional, 
además de tener la obligación de informar con 
idéntica lealtad a posteriori al resto de CCAA 
de lo sucedido y de los acuerdos alcanzados en 
el marco del comité participado. 

Por otro lado, el modelo se complementa con 
su parte más informal, que se desarrolla a través 
de los contactos directos entre los funcionarios 
de la Comisión Europea y los de las entidades 
sub-estatales. Y son dos vertientes que se re-
troalimentan, pues una no podría subsistir sin 
la otra, ya que cuando los funcionarios de las 
representaciones sub-estatales acuden a los 

grupos de trabajo de la Comisión Europea, co-
nocen a sus miembros y hacen contactos con 
sus servicios, por lo que a partir de entonces ya 
no necesitan llamar a sus puertas. 

Las Oficinas autonómicas: una oportunidad  
de hacer ondear su bandera en Bruselas

La historia del establecimiento de oficinas de 
representación en Bruselas tiene una gran rela-
ción con la de la activación regional a escala eu-
ropea, y no tanto porque el establecimiento de 
sedes regionales en la capital europea la agote, 
sino porque es uno de sus mejores indicadores. 
Concretamente, las primeras fórmulas de pre-
sencia regional en Bruselas fueron fruto de la 
necesidad de acceder a las fuentes de financia-
ción de la UE de una parte, y de otra al deseo de 
acceder a las informaciones y a los debates so-
bre las políticas europeas, sobre todo en aque-
llas materias de competencia regional en las que 
la legislación europea pasaba a ser vinculante.

El establecimiento de las oficinas de represen-
tación de las CCAA en Bruselas no fue en ab-
soluto una cuestión pacífica sino que, al contra-
rio, generó bastantes complicaciones. Hasta la 
mitad de la década de los noventa, legalmente 
el monopolio de las relaciones con las institu-
ciones europeas correspondía en exclusiva al 
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poder central. Por ello, suscitó enormes recelos 
la apertura de oficinas autonómicas en Bruselas, 
por medio de la fórmula de entidades sujetas 
a derecho privado y bajo el modelo de funda-
ciones, sociedades anónimas o patronatos. De 
hecho, apenas unos meses después de la entra-
da de España en la UE, Cataluña (noviembre de 
1986), el País Vasco (diciembre de 1986), y Ca-
narias (enero de 1997) fueron las CCAA pione-
ras en instalarse en la capital europea, a través 
de la fórmula de empresas públicas. La presencia 
de éstas y otras oficinas autonómicas en Bruse-
las causó suspicacias del Gobierno central, que 
cuestionó su legalidad en base al desafío que 
podía suponer para la unidad de la postura es-
pañola en asuntos exteriores.

La controversia fue llevada hasta el Tribunal 
Constitucional, que en su famosa sentencia 
165/1994 de 26 de mayo, más conocida como 
“la sentencia de la oficina País Vasco”, confirmó 
la constitucionalidad de estas oficinas de repre-
sentación como órganos incardinados en la es-
tructura de la administración autonómica, y la 
posibilidad de que éstas desarrollasen toda una 
serie de actividades, incluso fuera del territorio 
español, siempre y cuando no creasen obligacio-
nes con respecto a entidades extranjeras, tanto 
para las Comunidades Autónomas, como para 
el propio Estado, además de no afectar a la po-
lítica exterior española. Concretamente, el fun-
damento jurídico cuarto de esa sentencia expo-

nía que, “cuando España actúa en el ámbito de 
las Comunidades Europeas lo está haciendo en 
una estructura jurídica que es muy distinta de 
la tradicional de las relaciones internacionales. 
(…) Aun cuando sea el Estado quien participa 
directamente en la actividad de las Comunida-
des Europeas y no las CCAA, es indudable que 
éstas poseen un interés en el desarrollo de esta 
dimensión comunitaria. Por lo que no puede 
sorprender, de un lado, que varias CCAA hayan 
creado, dentro de su organización administrati-
va, departamentos encargados del seguimiento 
y evolución de la actividad de las instituciones 
comunitarias. Y de otro lado, al igual que ocurre 
en el caso de otros Estados miembros de las 
Comunidades Europeas, que los entes territo-
riales hayan procurado establecer en las sedes 
institucionales comunitarias, mediante formas 
organizativas de muy distinta índole, oficinas o 
agencias, encargadas de recabar directamente 
la información necesaria sobre la actividad de 
dichas instituciones que pueda afectar, media-
tamente, a la actividad propia de tales entes” 
(Tribunal Constitucional de España, 1994).

De esta manera, las CCAA encontraron un de-
cisivo incentivo para: de una parte evolucionar 
el modelo inicial de las ya abiertas hacia una es-
tructura mucho más institucional, en forma de 
delegaciones de los Gobiernos autonómicos; y 
de otra para que el resto de CCAA se animasen 
a establecer su delegación en la capital europea 



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

100 Capítulo III

hasta que las 17 dispusieron de su representa-
ción en Bruselas. A pesar de ello, se ha consta-
tado que no existe homogeneidad en cuanto a 
sus formatos, pertenencia, status o actividades. 
En todo caso, sí que la mayoría de las oficinas de 
representación de las CCAA en Bruselas se han 
fundamentado legalmente en decretos autonó-
micos, que las han conformado, bien como de-
legaciones de los Gobiernos autonómicos, bien 
como oficinas de representación integradas 
dentro de la administración regional. En la ma-
yor parte de las CCAA, estas oficinas de Bru-
selas dependen directamente de las consejerías 
de Presidencia de los gobiernos autonómicos, 
salvo aquellas que lo hacen de las consejerías de 
Economía, como en los casos excepcionales de 
Castilla-La Mancha, Aragón y Navarra. 

Aun teniendo en cuenta tanto aquellos recelos 
iniciales, como la falta de confianza mutua entre 
el Gobierno central y las sucesivas oficinas re-
gionales en Bruselas, que llevaron incluso a algún 
director de representación regional española a 
reconocer que al inicio de la presencia de las 
representaciones regionales en Bruselas, la Re-
presentación Permanente española no tenía por 
costumbre coger el teléfono a las delegaciones 
regionales, estas relaciones han evolucionado 
mucho con el paso del tiempo. Paulatinamen-
te han derivado en una recíproca relación de 
colaboración y confianza entre el Estado y las 
CCAA, a la que han contribuido: la creación de 

la actual CARUE, así como el citado reconoci-
miento del Tribunal Constitucional a las CCAA 
del derecho a abrir una oficina en Bruselas.

A pesar de la heterogeneidad organizativa de las 
oficinas de representación de las 17 CCAA en 
Bruselas, el paso del tiempo y el afianzamiento 
de sus relaciones con el Gobierno central y las 
fórmulas de representación del Estado ante la 
UE, esas oficinas, aun con sus diferencias deriva-
das sobre todo del tamaño, han pasado a desa-
rrollar una serie de actividades similares, bajo la 
perspectiva general del lobbying. En ese sentido, 
las funciones esenciales comunes a todas las de-
legaciones de Bruselas de las CCAA son: 

•	 Responder a las peticiones de sus respec-
tivas administraciones regionales, siendo su 
tarea más importante la de recabar y trasla-
dar información en un doble sentido, desde 
la UE a la región, y desde la región a la UE.

•	 Promover los intereses y las inquietudes re-
gionales.

•	 Apoyar el desarrollo de las actividades re-
gionales en Bruselas con especial atención 
a la participación en el Comité de las Re-
giones.

•	 Apoyar y asesorar a las instituciones comu-
nitarias (especialmente a la Comisión Eu-
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ropea a través de la comitología) acerca de 
cuestiones regionales.

•	 Expresar su propia identidad regional.

Aparte de esta enumeración de carácter gene-
ralista, la mayor parte del trabajo de las oficinas 
regionales en Bruselas reside en el seguimien-
to de la realidad comunitaria así como de los 
programas y proyectos de la Comisión Europea 
que tienen potencialmente un impacto regional 
en su Comunidad, el cuidado de los contactos 
tanto con la misma Comisión Europea como 
con la REPER, la preparación de las visitas a Bru-
selas de las autoridades regionales, así como la 
provisión de servicios de consultoría a los inte-
reses privados regionales.

A pesar de ello, hasta 2002 la mayor carencia 
del conjunto de las oficinas regionales españo-
las en Bruselas fue la falta de una fórmula de 
cooperación y coordinación institucionalizada 
entre ellas. Para paliar esta carencia, aquel año 
se firmó un acuerdo de colaboración entre to-
das ellas que preveía la designación semestral y 
con carácter rotativo de una oficina coordina-
dora de todas las tareas de colaboración por te-
mas. Denominada esta nueva estructura como  
Coordinación de Oficinas Regionales Españolas 
(CORE), actualmente se subdivide en las forma-
ciones de: agricultura y pesca, cohesión, futuro 
de Europa, medio ambiente, investigación + de-

sarrollo, sociedad de la información, competiti-
vidad, educación y cultura, empresas, transpor-
tes, o relaciones exteriores. Además, seis veces 
al año se convocan reuniones de coordinación 
a las que asisten los 17 directores, en las que se 
tratan problemas que atañen a la organización 
interna de las oficinas, temas de interés común, 
y se programa un plan de actuación para los me-
ses siguientes. Estas reuniones permiten además 
desarrollar acciones coordinadas entre las dis-
tintas oficinas, como la organización de encuen-
tros comunes con funcionarios de la Comisión 
Europea, y por lo general son muy apreciadas 
y bien valoradas por los directores y técnicos 
de las delegaciones consultados, quienes subra-
yaron la mayor facilidad de llegar a acuerdos 
en el ámbito de la CORE independientemente 
del color político de cada una de las CCAA, al 
encontrarse alejados y distantes de la refriega 
política española, y no constituir la menciona-
da disputa una de las líneas de fractura cleavage 
dentro de su marco de actuación.

Aunque pueda existir una colaboración más o 
menos desarrollada entre las distintas oficinas 
de las CCAA, además de una cierta homoge-
neidad tanto en su estructuración como en las 
funciones que desarrollan en Bruselas, no pode-
mos obviar que no todas las CCAA han apos-
tado de idéntica manera por el desarrollo de 
sus oficinas de representación en Bruselas. Algo 
que generalmente cristaliza en el distinto tama-
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ño de las mismas. Podemos sugerir que existen 
una serie de oficinas en Bruselas más o menos 
pioneras, que llegaron antes a Bruselas y que no 
han reparado en invertir esfuerzos y recursos 
en sus delegaciones en la capital comunitaria. 
Entre ellas debemos citar a las tres primeras 
que se establecieron en Bruselas. De una parte, 
Cataluña y el País Vasco, dos CCAA para las que 
el establecimiento de una “pseudoembajada” 
en Bruselas siempre ha implicado un alto valor 
simbólico. De otra, Canarias, una región cuya 
presencia en Bruselas se ha fundamentado en la 
necesidad de hacer llegar a Bruselas las singula-
ridades y especificidades de una región situada 
muy lejos del corazón comunitario, precisamen-
te en la ultraperiferia europea. Aparte de éstas, 
existen otras que han demostrado un interés y 
una utilización de recursos superior a la del res-
to de las oficinas de las CCAA, si bien llegaron 
a Bruselas en el marco de una segunda oleada. 
Nos referimos a las de Galicia y la Comunidad 
Valenciana, que han conjugando los intereses 
institucionales con una extensa representación 
de los intereses privados. Asimismo, podemos 
incluir la de la Comunidad de Madrid, que ha 
desarrollado una alabada estructura de trabajo, 
o la de la Junta de Andalucía, que ha tenido una 
reconocida actividad en Bruselas, sobre todo en 
relación al seguimiento de las políticas regiona-
les de la UE y de sus proyectos, que tantos fon-
dos europeos han reportado a Andalucía.

Todas estas oficinas se caracterizan por haber 
realizado una inversión superior a la del resto 
de las españolas, lo que les posibilita mantener 
un personal que va desde las doce a las treinta 
personas. Ello les permite, por lo general, es-
tructurarse de manera sectorial en función de 
las distintas políticas de la UE, con lo que pue-
den especializar a sus funcionarios en una se-
rie de materias concretas y ser más efectivos 
a la hora de realizar tareas de lobbying sobre 
las instituciones comunitarias al poseer un ma-
yor conocimiento y contactos más específicos 
en sus respectivas áreas. Por su parte, el resto 
de oficinas cuentan con el hándicap de que sus 
limitaciones presupuestarias y de recursos les 
impiden plantear unos modelos tan desarrolla-
dos como los de las anteriores, en los que no 
siempre es posible una detallada división sec-
torial, sobre todo en los casos en los que su 
personal se reduce a dos o tres personas. 

Las CCAA no consideran inútil el Comité 
 de las Regiones: les aporta visibilidad y presencia

El Comité de las Regiones (CDR) constituye 
la forma más elevada de reconocimiento de la 
realidad del progresivo involucramiento de las 
estructuras de gobierno sub-estatales en el pro-
ceso decisorio europeo. El CDR tiene como ob-
jetivo primordial la defensa del principio de sub-
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sidiariedad, motivo por el cual actualmente goza 
de dos funciones primordiales. De una parte, 
debe ser consultado por la Comisión Europea, 
el Consejo de Ministros, y por el Parlamento 
Europeo, en relación a aquellas políticas euro-
peas que supongan responsabilidades regionales 
(cohesión económica y social, redes europeas, 
sanidad, educación, juventud y cultura); de otra, 
tiene la posibilidad de presentar informes a ini-
ciativa propia. Asimismo, y tras la entrada en vi-
gor del Tratado de Lisboa, en determinadas cir-
cunstancias el CDR dispondrá de legitimación 
activa para acceder al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea. En el momento de su creación, 
el CDR pareció ser un acicate sobre todo para 
aquellos presidentes regionales alemanes, bel-
gas, italianos y españoles que apostaban por un 
fuerte Tercer Nivel en Europa que representase 
a las regiones y a las naciones sin Estado. Desde 
entonces se han completado cuatro mandatos 
(1994-1997), (1998-2001), (2002-2005) y (2006-
2010), y nos encontramos inmersos en el quin-
to de ellos, que habiendo comenzado durante 
el mes de febrero de 2010, terminará en 2015.

Más allá del debate acerca de las fortalezas y de-
bilidades del organismo, dentro del plano espe-
cífico de la participación directa de las CCAA 
en el seno del CDR, desde su entrada en funcio-
namiento en 1994, aquella se ha erigido en uno 
de los procesos más relevantes desde el punto 
de vista constitucional. No en vano, muy pron-

to quedó establecida la normativa de derecho 
interno para la participación autonómica en el 
CDR a través de la Moción del Senado de 20 de 
octubre de 1993, relativa a la composición de la 
Delegación española en el CDR (Parlamento de 
España, 1993). Las CCAA pronto consiguieron 
la cobertura legal necesaria para que sus presi-
dentes autonómicos pudiesen representar a sus 
respectivas CCAA como miembros titulares, 
pudiendo asimismo designar como suplentes a 
miembros con rango ministerial de sus respec-
tivas representaciones autonómicas. En aquella 
moción, el Senado instaba al Ejecutivo nacional 
a que propusiese al Consejo de la UE los 21 re-
presentantes que correspondían a los entes sub-
estatales españoles en base a un cuádruple crite-
rio: que los miembros propuestos, tanto titulares 
como suplentes, tuviesen la condición de electos 
o de representantes políticos ante un órgano re-
presentativo; que de los 21 representantes espa-
ñoles, 17 titulares y suplentes correspondiesen a 
las CCAA, y cuatro titulares y suplentes también 
a las entidades locales; que tanto el titular como 
el suplente de cada una de las CCAA fueran ele-
gidos por el órgano al que corresponda la máxi-
ma representación de aquella; así como que los 
representantes de las entidades locales fueran 
propuestos por la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias (FEMP). 

La decisión de repartir los representantes es-
pañoles en una proporción de 17 a 4 entre las 
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CCAA y las entidades locales no estuvo exenta 
de cierta controversia. La FEMP criticó la des-
proporción entre su cantidad de representantes 
y la de las CCAA, requiriendo a la Comisión Eu-
ropea que apelase la decisión sobre la represen-
tación española ante el Tribunal de Justicia de la 
UE, por entender que debía haberse concedido 
una representación idéntica a las entidades lo-
cales y a las CCAA Sin embargo, difícilmente ha-
bría cabido una solución alternativa que hubiese 
sido aceptada por el conjunto de las CCAA, que 
no olvidemos constituyen lo que se denomina 
un Tercer Nivel de gobierno, mientras que las 
autoridades locales quedarían, al menos, un es-
calón por debajo. Teniendo en cuenta lo sensible 
del tema regional dentro de la realidad política 
española, parece imposible pensar en un repar-
to que concediese más de cuatro representan-
tes a las autoridades locales e impidiese a alguna 
de las CCAA estar representada en el CDR. No 
parece por tanto complicado pronosticar que 
si el número de representantes españoles hu-
biese sido de 17 o inferior a 17, las autoridades 
locales se hubieran quedado sin representación 
alguna, y que si la tienen es por la dificultad para 
hacer un reparto equilibrado entre las CCAA 
de los cuatro representantes finalmente conce-
didos a las entidades locales.

Además, aunque el conjunto de las CCAA, con 
la intención de aumentar su visibilidad a escala 
europea, tomó la decisión de nombrar como 

miembros titulares a sus presidentes autonómi-
cos, la experiencia ha revelado que de facto, la 
presencia de los mismos en las comisiones y en 
los plenos del foro ha sido (en ocasiones) prác-
ticamente anecdótica. A cambio, la representa-
ción regional ha venido siendo más o menos 
regularmente asumida por altos funcionarios 
de las administraciones regionales, algo que si 
bien asegura la continuidad dentro del CDR, sin 
embargo supone un déficit de representatividad 
democrática. 

A pesar de lo anterior, no cabe duda de que las 
CCAA han sido de las regiones europeas que 
más cómodas, más frecuentemente y con más 
interés han participado en el CDR. De una parte, 
el hecho de que solo en dos de ellas exista una 
evidente conciencia de nación que les retraiga 
a la hora de sentarse junto a otras regiones y 
entidades locales europeas, y de otra, el hecho 
de que el modelo español solo les ha permitido 
a partir de 2005 tener la oportunidad de parti-
cipar directamente en el Consejo de Ministros, 
ha fomentado el atractivo de este foro para la 
intervención autonómica. Asimismo, y a pesar 
de las limitaciones del órgano, presenta algunos 
otros atractivos para las CCAA: se trata del úni-
co foro de la UE en el que las entidades sub-
estatales pueden participar defendiendo su pro-
pia postura, sin tener que diluirla junto a la del 
resto de las entidades sub-estatales del Estado 
al que pertenecen; constituye también un foro 
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que aporta a las CCAA una nada despreciable 
visibilidad política; y es un lugar ideal para com-
partir ideas, desarrollar contactos, y hacer ta-
reas de networking, motivo por el que aunque en 
el marco de la discusión política algunas CCAA 
puedan minimizar la utilidad del CDR, lo cierto 
es que ninguna de ellas renuncia a utilizarlo.

Juntas mejor que separadas: Las CCAA  
en el marco del asociacionismo interregional

Las regiones europeas en general, y las Comuni-
dades Autónomas en particular, se destacan en 
Bruselas con el objeto de establecer relaciones 
de cooperación con otras entidades sub-esta-
tales europeas, y favorecer su propia inclusión 
en redes formales o informales de movilización 
colectiva. Con la intención de obtener un mayor 
grado de autonomía interna, así como con la 
de incrementar su participación en el proceso 
de adopción de decisiones europeo destinan 
sus esfuerzos al desarrollo del fenómeno de la 
cooperación interregional. Como consecuencia, 
los acuerdos de cooperación entre regiones se 
han multiplicado durante las dos últimas déca-
das gracias al desarrollo institucional de la UE, 
pero también al de las políticas europeas que 
han promocionado el entendimiento interregio-
nal.

Las regiones, para paliar la ausencia generali-
zada de diálogo directo (con las instituciones 
europeas), han inventado una especie de cade-
na de transmisión formada por las asociaciones 
interregionales, como fórmula para ponerse de 
acuerdo entre sí, hacer frente a problemas si-
milares, y en definitiva para concentrar fuerzas, 
legitimidad y representatividad a la hora de rea-
lizar demandas ante las instituciones europeas. 
Por ello, el fenómeno de la cooperación inte-
rregional atiende a realidades próximas pero 
heterogéneas entre sí. De hecho, las asociacio-
nes interregionales no son muy diferentes de 
las redes de cooperación y de los modelos de 
partenariado. Las sutiles diferencias entre esos 
conceptos suelen derivarse de la extensión de 
sus componentes (multilateral y mucho más 
extensa en el caso de las asociaciones, y más 
reducida en cuanto al número de miembros, lle-
gando incluso a tratarse de acuerdos bilaterales, 
en el de las redes y los partenariados), así como 
por la estabilidad de su duración, naturaleza de 
la cooperación y estructura organizativa, tam-
bién más extensa, general y programada en el 
caso de las asociaciones que en el del resto de 
fórmulas de programación interregionales.

En el marco del asociacionismo interregional 
existen numerosos criterios de clasificación 
para las diferentes asociaciones interregiona-
les, que combinan condicionantes geográficos, 
funcionales, jurídicos o económicos; aunque sin 
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duda el factor más recurrente ha sido el que 
distingue entre aquellas de carácter específico y 
las de carácter generalista. Las primeras son es-
pecializadas y funcionales, y gozan de temáticas 
precisas e intereses particulares. Por su parte, 
las generalistas suelen estar formadas por un 
número mucho más elevado de miembros, re-
presentando a una multitud de autoridades re-
gionales cuya voz hacen llegar a las instituciones 
europeas. El objetivo de estas últimas es más 
amplio, ya que tienen como fin la promoción del 
papel regional en el proceso de construcción 
europea. 

Aunque la inclusión de las diferentes regiones 
europeas en más o menos asociaciones interre-
gionales pueda ser un indicador de su interés 
por la utilización del mecanismo, no resulta me-
nos cierto que no todas ellas tienen la misma 
importancia ni conceden las mismas posibilida-
des, y que el interés regional no solo deriva de 
la participación sino de la calidad de la misma, 
es decir, de la habilidad de las regiones para ob-
tener la presidencia de las asociaciones o de sus 
comités ejecutivos, que constituyen indicadores 
muy válidos acerca de la actuación regional en 
estas asociaciones. 

Por lo que respecta concretamente a las CCAA, 
su participación en asociaciones de carácter 
transnacional a escala europea es un fenómeno 
relativamente reciente, que apenas cuenta con 

un cuarto de siglo de existencia. De hecho, el 
mantenimiento de un sistema político dictato-
rial hasta 1975 y el tardío ingreso español en la 
UE de 1986, alejó a las regiones españolas de 
pensar siquiera remotamente en participar de 
la formalización a inicio de los setenta de las 
primeras asociaciones transnacionales a escala 
europea, ni mucho menos en involucrarse du-
rante los primeros años de existencia de las ins-
tituciones comunitarias, en el desarrollo de nu-
merosas organizaciones de representación de 
intereses específicos, generalmente de carácter 
sectorial, o en los partenariados entre distintos 
grupos de gobiernos regionales, particularmen-
te determinados a intentar condicionar el pro-
ceso decisorio europeo. 

Sin embargo, a partir de la década de los noven-
ta del siglo pasado, la participación en el aso-
ciacionismo interregional se ha erigido en una 
prioridad de la acción exterior de las CCAA 
convencidas de los beneficios de actuar “juntas 
pero bien acompañadas”. De esta manera, las 
CCAA han comprobado que la defensa de sus 
singulares reivindicaciones no solo debía depen-
der del interés que por la materia demostrase 
la autoridad estatal, sino que desarrollar la de-
fensa de sus intereses a través de la fuerza apor-
tada por la asociación transnacional de regio-
nes permitía una estrategia alternativa, con una 
fuerte capacidad de influencia global. Por ello, 
las CCAA no han podido sustraerse al fenóme-
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no asociativo y paulatinamente se han integrado 
en diversos foros de cooperación interregional 
transeuropea, que actúan como grupos de pre-
sión para conseguir una respuesta de las insti-
tuciones comunitarias más beneficiosa para sus 
intereses en relación a una serie de caracterís-
ticas propias, defendiendo de esta manera sus 
intereses comunes.

Esta situación ha llevado a que la totalidad de las 
CCAA hayan sido miembros de la Asamblea de 
Regiones Europeas (ARE), o a que actualmente 
todas ellas formen parte de la Conferencia de 
las Asambleas Legislativas Regionales Europeas 
(CALRE), o el Grupo de Regiones con Capaci-
dades Legislativas (REG-LEG), y la mayor parte, 
de la Conferencia de Regiones Periféricas y Ma-
rítimas (CRPM). Sin embargo, más allá de estas 
asociaciones de carácter generalista en las que 
la mayor parte de las CCAA están incluidas, 
existen otras asociaciones de perfil más espe-
cífico en el que no todas las regiones españolas, 
sino claramente una minoría, participan. En ese 
sentido se puede ver una diferencia de activa-
ción entre las distintas regiones españolas, que 
suele depender tanto de sus intereses como de 
sus especificidades a escala europea. Así, des-
taca sobremanera el caso de Cataluña, que ha 
participado en casi la práctica totalidad de las 
fórmulas de asociación o cooperación interre-
gionales europeas. Asimismo, podemos advertir 
la existencia de un grupo de CCAA que se han 

interesado más intensa y extensamente por el 
fenómeno del asociacionismo interregional. Ese 
grupo de CCAA aventajadas coincide con aquel 
que disponía de unas oficinas de representación 
en Bruselas con más medios y personal. Con-
cretamente siguen a Cataluña en su interés por 
el fenómeno, y por encima de la media general 
española, el grupo de regiones formadas por: 
Andalucía, la Comunidad de Madrid, el País Vas-
co, la Comunidad Valenciana, Galicia o Canarias.

Aunque el primer ámbito que exploraron las 
CCAA fue el de la cooperación directa y no 
intermediada con otras regiones europeas, con 
el paso del tiempo y en algunos casos, esta co-
operación se ha especializado en su dimensión 
económica, con el objetivo de participar en los 
numerosos programas y proyectos financiados 
por la Comisión Europea en el marco de la 
política regional. De esta manera, la Comisión 
Europea ha facilitado y potenciado al menos la 
creación de nuevos mecanismos y procedimien-
tos para posibilitar la cooperación interregional 
europea. Así, la y última y más moderna de las 
modalidades propuestas al respecto es la deri-
vada del Reglamento 1082/2006 del Parlamento 
Europeo y del Consejo (implementado en dere-
cho interno a través del Real Decreto 37/2008), 
es la conformada por las Agrupaciones Euro-
peas de Cooperación Territorial (AECT) que 
vienen siendo creadas (actualmente existen 
doce de ellas en funcionamiento, autorizadas 
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o en fase de tramitación, en las que participan 
entidades sub-estatales españolas) en el marco 
de las intervenciones financieras de los Fondos 
Estructurales y de Cohesión, y que son directa-
mente responsables del surgimiento de proyec-
tos de cooperación entre regiones españolas, y 
entre éstas y otras extranjeras, como evolución 
de la primitiva fórmula de las diferentes moda-
lidades de programas INTERREG, de los que 
venían participando en mayor o menor medida 
todas las CCAA Los partenariados constituyen 
un tipo de asociacionismo más difuso y diluido, 
de estructuras más flexibles y menos durade-
ras en el tiempo, en ocasiones fomentado por la 
propia Comisión Europea, y muchas otras veces 
derivado de los particulares acuerdos y redes 
de cooperación entre CCAA y otras regiones 
europeas. 

Aunque las CCAA se interesen por el asocia-
cionismo interregional, es necesario matizar la 
eficacia del fenómeno, que de manera directa es 
siempre limitada. Ello, unido al gigantismo que 
han adquirido algunas de ellas, lo cual ha redun-
dado en una imposibilidad de llegar a acuerdos 
de intereses comunes, ha conducido a varias sí 
CCAA a abandonar algunas de estas asociacio-
nes, incluida la emblemática ARE. Sin embargo, 
aunque todas estas asociaciones no sean tan efi-
caces como muchas CCAA desearían, lo cierto 
es que todavía constituyen para las mismas una 
interesante fórmula para obtener contactos y 

entrar en redes de trabajo, siempre de gran va-
lor, aunque éste pueda ser en ocasiones difícil-
mente tangible.

2  ¿Cómo han influido en la UE indirec-
tamente a través del Estado español? 

Los anteriores constituyen cauces directos 
de representación regional con respecto a los 
centros decisorios de Bruselas; sin embargo, a 
estos canales debemos añadir aquellos otros 
métodos no directos a través de los cuales las 
CCAA intentan influir en el proceso decisorio 
europeo, de manera intermediada, a través de 
los resortes dispuestos para ello en el seno de 
los Estados miembros que componen la UE.

De hecho, no solo influyen sobre el proceso 
decisorio europeo en los casos en los que acu-
den directamente al Consejo de Ministros de la 
UE, o participan en el CDR o en las diferentes 
asociaciones interregionales de manera directa, 
sino que sus posibilidades de hacer llegar sus 
intereses a las instituciones europeas pueden 
ser explotadas asimismo a través de los meca-
nismos comunes estatales de interacción con la 
UE. Evidentemente ya no se trata de un canal 
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directo sino que sufre el filtro estatal, pero de 
ninguna manera es menos eficiente o relevante, 
ya que el sistema institucional comunitario to-
davía se organiza en torno al modelo estatal, y 
en muchas de las ocasiones las posibilidades y 
la influencia real y efectiva a través de los Esta-
dos es mayor que los mecanismos de activación 
regional directa analizados hasta el momento. 
Aunque al hablar de la conformación de una 
posición nacional para defender en el seno de 
las instituciones europeas nos estamos refirien-
do preferentemente a la postura estatal que se 
defiende en el Consejo de Ministros de la UE, 
las posibilidades no se agotan allí, puesto que 
aunque ésta sea la más característica y decisiva 
de las participaciones, la postura nacional tam-
bién se hace llegar a las instituciones europeas a 
través de: la participación estatal en los comités 
de la Comisión Europea, los grupos de trabajo y 
del Comité de Representantes Permanentes del 
Consejo, o la actuación de las diferentes repre-
sentaciones permanentes nacionales ante la UE.

A pesar del innegable valor simbólico de la par-
ticipación regional directa en el Consejo de Mi-
nistros de la UE, también es cierto que esa par-
ticipación directa no implica automáticamente 
un incremento de la influencia regional sobre 
las decisiones europeas, ya que el modelo ar-
bitrado no contempla la participación regional 
en defensa únicamente de sus particulares inte-
reses regionales, sino que por el contrario esas 

participaciones deben realizarse bajo el prisma 
de los intereses del conjunto de las entidades 
sub-estatales del Estado en cuestión, siguiendo 
un más o menos complejo sistema de rotación 
entre las mismas, y desarrollando lealmente las 
directrices marcadas por los diferentes mode-
los de conformación de las posiciones europeas 
de cada uno de los Estados. Es por ello, que mu-
chos académicos, altos funcionarios y políticos 
reconocen que para sus regiones resulta mu-
cho más importante asegurarse unas altas do-
sis de participación en la conformación interna 
de la postura europea nacional, por encima de 
la siempre satisfactoria sensación de acudir al 
Consejo de Ministros a representar una posi-
ción, nunca particular sino común y previamen-
te concertada, con respecto a la que ni cabía ni 
cabe ofrecer deslealtad alguna. 

 Los mecanismos internos arbitrados para per-
mitir la participación regional en la conforma-
ción de la posición europea común difieren se-
gún cada uno de los Estados europeos, si bien, 
por lo general y al igual que sucede en el ámbito 
español, se pueden advertir dos tipos de fór-
mulas: las multilaterales y las bilaterales. De una 
parte, las multilaterales gozan de un compo-
nente más democrático, ya que se supone que 
conceden igualdad de oportunidades a todas las 
regiones que componen un Estado miembro, 
además de gozar de una mayor institucionaliza-
ción y formalidad. De otra parte, las bilaterales 
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o de negociación directa entre las regiones y 
el Gobierno central de su propio Estado con 
objeto de que la visión regional quede plasmada 
en la posición nacional europea. Estos métodos 
suelen ser mucho menos formales o administra-
tivos, y en ocasiones carecen de institucionaliza-
ción alguna y se circunscriben a meras negocia-
ciones políticas entre los Ejecutivos regionales 
y el central, sobre todo para aquellas políticas o 
situaciones que afectan preferentemente a una 
de las regiones del Estado. Ello ha llevado a que 
muchas veces se tramiten internamente a través 
de los cauces de los propios partidos políticos, 
sobre todo cuando coinciden en los dos niveles 
de gobierno, o bien por medio de la negociación 
política al más alto nivel.

En el marco del análisis de la participación re-
gional en la conformación de las distintas po-
siciones europeas estatales, no solo podemos 
distinguir en función del número de actores, en-
tre multilaterales y/o bilaterales sino que con-
viene también atender a la institucionalización 
y al grado de formalidad de las mismas. Las po-
sibilidades también son dos. De una parte, las 
fórmulas institucionalizadas previstas constitu-
cionalmente y reflejadas también en acuerdos 
específicos, que pretenden dotar al proceso de 
unas elevadas dosis de estructuración que per-
mitan alcanzar una posición común en primer 
lugar a escala administrativa, y en su defecto a 
través de un delimitado proceso político. De 

otra, las negociaciones completamente informa-
les, que aunque caben también en la negocia-
ción administrativa resultan, por su naturaleza, 
indispensables en el caso de la política, y que en 
ocasiones sirven por su flexibilidad para desblo-
quear las situaciones para las que las fórmulas 
institucionalizadas se han demostrado ineficien-
tes. 

La expresión o el desarrollo de la postura eu-
ropea de los distintos Estados se apoya en la 
tarea de los grupos de trabajo del Consejo 
de Ministros y del Comité de Representantes 
Permanentes (COREPER), así como en la de 
las distintas representaciones permanentes de 
los Estados. Si bien no se trata propiamente de 
órganos que delimiten inicialmente la postura 
nacional europea, sí que se encargan de plas-
marla, hacerla llegar a las instituciones europeas 
y desarrollarla en su caso en función del deve-
nir de los acontecimientos europeos. Y lo cierto 
es que en esos foros trabajan funcionarios, que 
a pesar de hacerlo para el Estado no pueden 
siempre obviar su procedencia regional. 

No sería entonces descabellado pensar que las 
representaciones permanentes son a los Esta-
dos lo que las oficinas de representación a las 
regiones, una especie de “embajadas” nacionales 
ante la UE. Los Estados nombran al represen-
tante permanente, a su adjunto y a los funciona-
rios que lo asisten, y desarrollan tareas de infor-
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mación, apoyo y asistencia cuando los ministros 
nacionales acuden a Bruselas. A pesar del carác-
ter de delegación diplomática, las entidades sub-
estatales tienen una participación mayor en la 
Representación Permanente de la que podrían 
tener en una embajada ante un país no europeo; 
aunque no exista una representación autónoma 
sino una integración de funcionarios regionales 
en la Representación Permanente. 

Como no podía ser de otra forma, en el espe-
cífico caso español, las CCAA intentan influir 
en el proceso de toma de decisiones europeo 
utilizando también cauces o vías indirectas. De 
manera intermediada a través del Estado espa-
ñol, lo hacen por medio de la Conferencia de 
Asuntos Relacionados con la UE (CARUE), las 
distintas conferencias sectoriales y las comisio-
nes bilaterales, como cauces más o menos es-
tructurados, si bien es cierto que la negociación 
y la conformación entre el Estado y las CCAA 
de una posición española deriva de las meras 
negociaciones informales a escala política o ad-
ministrativa entre los gobiernos y administra-
ciones estatales y autonómicos. 

En tanto en cuanto la Constitución española 
otorga la primacía de los asuntos exteriores al 
Gobierno central, la vía más eficiente de parti-
cipación autonómica en cuestiones europeas se 
sustancia de manera indirecta, a través de los 
resortes dispuestos al efecto por el Gobierno 

de España. Sin embargo, ello no ha sido un in-
conveniente para que al igual que ya se plantea-
ra con anterioridad en Alemania, a la entrada 
de España en la UE, se abriese el debate sobre 
la presencia de las regiones en las decisiones 
europeas. La solución escogida para la participa-
ción sub-estatal en la formación de la voluntad 
estatal en la fase ascendente de la política euro-
pea no está tan desarrollada como en Alemania. 
De esta manera, las posibilidades de participa-
ción europea autonómica se localizan preferen-
temente en el ámbito ejecutivo, en el que se 
ha logrado la articulación de ambos niveles de 
gobierno como desarrollo del principio consti-
tucional de cooperación en relación al respeto 
de las máximas de: competencia exclusiva del 
Estado en materia de relaciones internacionales 
(artículo 141.1.3 de la Constitución Española); 
la no alteración del reparto competencial como 
consecuencia de la adhesión; y el principio de 
lealtad constitucional en el ejercicio de las res-
pectivas competencias.

A pesar de ello, la historia de la coordinación 
en asuntos europeos entre el Gobierno cen-
tral y los Gobiernos autonómicos no ha sido 
una cuestión pacífica sino que ha pasado por 
diferentes fases, que han llevado de unos ini-
cios de gran desconfianza y conflictos regulares, 
hasta una relación de mayor entendimiento y 
cooperación.  A este mayor entendimiento en-
tre las administraciones estatal y sub-estatales, 
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ayudaron puntualmente las coyunturas políticas, 
por las cuales el apoyo de partidos regionalistas 
como socios minoritarios de gobierno fue indis-
pensable para conformar las mayorías lideradas 
por el PSOE (1993-1996, 2004-2008, y la pre-
sente iniciada en 2008), y por el PP (1996-2000). 
Si bien es cierto que la mayoría absoluta con-
servadora entre 2000 y 2004 ralentizó de ma-
nera muy notoria enormemente las demandas 
regionales de mayor influencia en la conforma-
ción de la posición estatal ante las instituciones 
de la UE. 

El modelo español de coordinación actual se 
basa en negociaciones multilaterales organiza-
das a la luz de conferencias sectoriales, entre las 
que juega un papel preeminente, de control y 
dirección de las demás, la de Asuntos Europeos, 
a la que se añaden las comisiones bilaterales que 
históricamente han tenido en cuenta los inte-
reses específicos de algunas CCAA, y que con 
las posibilidades recientemente abiertas a esca-
la estatal junto al florecimiento de la nueva ge-
neración estatutaria, tendrán a partir de ahora, 
en cuenta, de una manera más estructurada, sí 
el interés específico de un número mucho más 
elevado de CCAA. 

De manera más específica, los cauces de parti-
cipación actuales de la comunidad autónoma a 
través del Estado español son los que se con-
cretan y analizan a continuación.

La Conferencia para Asuntos relacionados  
con la Unión Europea (CARUE)

Se trata sin duda del instrumento central de 
coordinación y participación autonómica en 
la conformación de la posición española a de-
fender ante las instituciones europeas, estable-
cido como el resultado de largos periodos de 
negociación entre los Gobiernos central y au-
tonómicos a partir de la segunda mitad de los 
ochenta, que cristalizaron por primera vez en 
1988, cuando las CCAA aceptaron participar en 
este foro. Posteriormente ha sufrido numerosas 
revisiones y reformas, siendo las más decisivas 
las de 1992, 1994, 1997 y 2004, que se han en-
cargado de fijar su función y estructura.

Efectivamente, en diciembre de 1988 se puso 
en funcionamiento por primera vez la enton-
ces llamada Conferencia Sectorial para Asuntos 
Relacionados con las Comunidades Europeas 
(CSARCE), que poco a poco se fue fortalecien-
do e institucionalizando hasta convertirse en 
1992 en la Conferencia para Asuntos relacio-
nados con las Comunidades Europeas (CAR-
CE), dentro del marco del más amplio Pacto 
de Estado Autonómico firmado entonces por 
los dos grandes partidos nacionales: el Partido 
Socialista Obrero Español y el Partido Popular. 
El objetivo principal era el de disponer de un 
foro regular y con vocación de permanencia 
en el que fuera posible abordar las cuestiones 
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que planteaba la participación en la fase ascen-
dente de la política y el derecho comunitario. 
Esas intenciones terminaron por cristalizar con 
la revisión de la CARCE de 1997, de la que ya 
pasaron a formar parte todas las CCAA una vez 
que tanto Cataluña como el País Vasco, a través 
de sus Gobiernos regionales encabezados por 
mayorías lideradas por Convergencia i Unió, y 
por el Partido Nacionalista Vasco, consideraron 
que la coyuntura política, derivada de su condi-
ción de socios minoritarios en el Gobierno de 
Madrid, favorecía su inclusión en este foro. 

A partir de entonces, la CARCE adquirió una 
clara preponderancia por encima del resto de 
conferencias sectoriales e incrementó la fre-
cuencia de sus reuniones hasta hacerla men-
sual. Incluso, el Gobierno central garantizó a las 
CCAA una cierta presencia directa ante las ins-
tituciones europeas, si bien es cierto que esto 
se quedó en una declaración de buenas inten-
ciones, puesto que entre 1996 y 2004 nunca se 
dispuso del marco legal oportuno que materiali-
zase una posibilidad reconocida por el derecho 
europeo desde el Tratado de Maastricht. Sería 
precisamente con la revisión de los acuerdos 
de la CARCE (actual CARUE) de diciembre de 
2004 cuando, de una parte cristalizase esa po-
sibilidad de participación autonómica directa en 
algunas formaciones del Consejo de Ministros 
de la UE, y de otra se profundizase y se flexibi-
lizase la concertación autonómica multilateral.

Actualmente, la fórmula de trabajo de la CARUE 
consiste en el establecimiento de una posición 
común compartida por todas las CCAA. Si esta 
posición común coincide con la del Gobierno 
central, se convierte automáticamente en la 
postura española. Sin embargo, en el caso de no 
coincidir la posición autonómica con la del Go-
bierno central y no poderse llegar a un acuerdo, 
la posición del Gobierno central prevalecerá 
sobre la de las CCAA. Éste es el gran déficit 
del modelo para aquellos Gobiernos regionales 
que no concuerdan con los colores políticos del 
Gobierno central.

De cualquier manera, para un desarrollo eficaz 
del modelo, se necesita de una coordinación 
horizontal entre las CCAA, aunque la heteroge-
neidad de las diferentes administraciones regio-
nales sea un obstáculo para ello. En ese sentido, 
y a pesar de los avances derivados de la revisión 
de 2004, se ha criticado que el modelo no ase-
gura los mecanismos de cooperación horizontal 
necesarios entre las CCAA para que lleguen a 
posiciones comunes que más tarde puedan ne-
gociar con el Estado. En ese sentido, resulta pa-
tente que la división de las CCAA en función de 
sus orientaciones partidistas, obstaculiza la con-
secución y el traslado de una posición común 
de las CCAA al Estado y a las instituciones eu-
ropeas. Aún así, resulta innegable que la CARUE 
ha implicado la introducción de una fórmula de 
coordinación y de un órgano de encuentro de 
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los intereses de las CCAA entre sí, lo que en sí 
mismo supone un avance para el modelo. 

En resumen, desde su refundación con los 
acuerdos de diciembre de 2004, la entonces 
CARCE y actual CARUE ha pasado por diferen-
tes etapas. Una primera de gran vigor, interés 
e iniciativa tanto por parte del Gobierno cen-
tral como de las CCAA alentada por las nue-
vas posibilidades ofrecidas por los Acuerdos; 
una segunda de decaimiento, deflación y prác-
ticamente bloqueo de la Conferencia que dejó 
de reunirse por espacio de un año y medio en 
base tanto a su transversalidad como a diferen-
tes tensiones políticas entre los dos principales 
formaciones políticas a escala nacional; y una úl-
tima y actual fase iniciada hace unos dos años 
de evidente revitalización de la misma a través 
de una más estrecha colaboración entre Estado 
y CCAA confiando en el beneficio mutuo para 
ambos del avance de las relaciones de coordi-
nación más allá del juego político y que ya se ha 
plasmado en la creación de un extenso informe 
o Plan Anual de la CARUE, que en 2010 tuvo su 
primera edición, albergando hasta treinta temá-
ticas de contenido sustancial.

Las Conferencias sectoriales: la dificultad alcanzar 
una posición común autonómica

Nacieron como foros para asegurar la necesaria 
coherencia de la actuación de los poderes pú-
blicos y la imprescindible coordinación, según el 
artículo 4 de la Ley 12/1983 de 14 de octubre 
del Proceso Autonómico. Existen en la actuali-
dad 35 Conferencias constituidas, aunque solo 
25 han desarrollado en los últimos años una ac-
tividad regular. Su ritmo de funcionamiento y la 
naturaleza e importancia de los temas que tra-
tan son desiguales. En todo caso puede señalar-
se que el número anual de reuniones celebradas 
por estas conferencias, a partir del año 2001, 
suele oscilar entre 60 y 75 cada año. 

Formalmente la CARUE es otra conferencia 
sectorial más. Sin embargo, de facto ha adquirido 
una posición central y directora como fórmula 
genérica de representación de los intereses au-
tonómicos en la conformación de las posicio-
nes europeas españolas, modulando la cristali-
zación de esa participación a través de cada una 
de las diferentes conferencias sectoriales. A la 
adquisición de esta posición predominante ha 
contribuido la integración de la CARUE en el 
Ministerio de Administraciones Públicas en su 
momento, y en la actualidad en el de Política 
Territorial, reuniendo por tanto a representan-
tes de estos Ministerios, pero también del de 
Asuntos Exteriores y de los departamentos 
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o Consejerías de las CCAA, para abordar las 
cuestiones europeas. 

Hasta 10 conferencias sectoriales son las que 
buscan reflejar las áreas clave de las posiciones 
políticas autonómicas en los Consejos de Mi-
nistros de la UE. Además, una docena de ellas 
juegan un papel significativo puesto que son 
susceptibles de contribuir a la participación au-
tonómica directa tanto en el Consejo como en 
las instancias preparatorias del mismo: Confe-
rencia Sectorial para Asuntos Laborales; Confe-
rencia Sectorial para Asuntos Sociales; Consejo 
Inter-territorial del Sistema Nacional de Salud; 
Conferencia Sectorial de Consumo; Conferen-
cia Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural 
(incluye el Consejo Consultivo de Política Agrí-
cola para Asuntos Comunitarios); Conferencia 
Sectorial de Pesca Marítima (incluye el Consejo 
Consultivo de Política Pesquera para Asuntos 
Comunitarios); Conferencia Sectorial de Medio 
Ambiente (incluye el Consejo Consultivo de 
Política Agrícola para Asuntos Comunitarios); 
Conferencia Sectorial de Educación; y la Con-
ferencia Sectorial de Cultura (Beltrán, 2010: 10-
11).

Particularmente, las conferencias sectoriales 
tienen la posibilidad de intervenir principalmen-
te en dos ámbitos fundamentales: adoptar los 
criterios para la designación de la CCAA que 
durante cada semestre presidencial tenga el co-

metido de ejercer la representación autonómi-
ca directa en el Consejo de Ministros de la UE; 
y la coordinación por parte del representante 
autonómico, una vez designado, de una posición 
común del conjunto de las CCAA, así como su 
concertación con la Administración del Estado, 
de cara a convenir la definitiva posición espa-
ñola que será defendida tanto en el Consejo de 
Ministros de la UE como en sus instancias pre-
paratorias. 

A pesar de todo lo anterior, estas conferencias 
no tienen fuerza vinculante, aunque sí que de-
ben contar con el margen de maniobra nego-
ciadora que posee el Gobierno central. Hasta 
el momento, estas conferencias sectoriales han 
sido duramente criticadas por su falta de efi-
cacia, derivada en parte de la reproducción, en 
mayor medida de lo que sucede actualmente 
en la CARUE, de las tensiones políticas entre 
los grandes partidos nacionales. Particularmen-
te se les han venido atribuyendo tres defectos 
fundamentales: sus métodos de trabajo no se 
adecuan para lograr tanto una coordinación ho-
rizontal entre las CCAA como una coordina-
ción vertical con el Gobierno central; aunque 
cada conferencia sectorial se reúna al inicio de 
cada semestre para analizar el programa de la 
nueva presidencia de la UE, la mayoría de las 
conferencias no fijan unas directrices de trabajo 
y se revelan excesivamente dependientes de su 
diseño, dentro del cual la figura la presidencia de 
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las mismas resulta muy criticable; sus trabajos 
además se complican por los asimétricos inte-
reses que cada una de las CCAA tienen en cada 
uno de los sectores.

El diálogo directo y particularizado  
de las Comisiones Bilaterales

Otro de los instrumentos de cooperación pre-
vistos de manera genérica en el ordenamiento 
español es el de las comisiones bilaterales. Es-
tas comisiones vienen funcionando desde 1987, 
basándose en la voluntad de las partes fijada en 
un acuerdo que señala sus normas de funcio-
namiento. Desde entonces, se han venido cele-
brando comisiones bilaterales entre el Estado y 
las CCAA, si bien desde 1997, la posibilidad de 
entablar relaciones de carácter bilateral entre el 
Estado central y una CCAA, no está solo previs-
ta para asuntos generales, sino que el Acuerdo 
de Institucionalización de la actual CARUE y la 
disposición adicional primera de la Ley 2/1997, 
la prevén también para asuntos europeos.

Si bien las comisiones bilaterales entre el Esta-
do y algunas CCAA han venido utilizándose, de 
manera más o menos formal, para los casos de 
aquellas CCAA con evidentes “hechos diferen-
ciales”, la actualización del modelo a la luz del 
florecimiento de los nuevos estatutos de auto-

nomía, las debe generalizar en el marco de las 
relaciones entre la mayor parte de las CCAA 
y el Estado. Hasta el momento, la práctica ha 
revelado que las CCAA que han venido utilizan-
do estas comisiones bilaterales con el Estado 
suelen preferir sustanciar las negociaciones más 
específicas o comprometidas de manera bilate-
ral y directa con el Estado, en lugar de acudir a 
la CARCE o al resto de las conferencias sec-
toriales, donde deben consensuar una posición 
negociadora con el resto de CCAA. A pesar de 
ello, no debemos olvidar que también las comi-
siones bilaterales están concebidas como órga-
nos de colaboración, por lo que la posición de 
las CCAA puede ser tenida en cuenta por el 
Gobierno, pero no le vincula jurídicamente. 

Si bien en un principio solo fueron institucionali-
zadas y vinieron funcionando de manera perfec-
tamente formalizada las comisiones bilaterales 
entre el estado y las CCAA de Canarias Catalu-
ña y el País Vasco, el fenómeno de la aprobación 
de la oleada de estatutos de nueva generación 
durante la primera década del presente siglo (y 
la previsión en los mismos de comisiones bilate-
rales con el estado), ha supuesto la proliferación 
y generalización de las mismas también en los 
casos de las CCAA que ya cuentan con nuevo 
estatuto de autonomía en vigor. Para el mejor 
encaje de esta nueva realidad, el Ministerio de 
Política Territorial ha creado ex profeso una 
nueva Subdirección de Relaciones Bilaterales, 
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encargada precisamente de la gestión de unas 
comisiones, que habitualmente versan sobre 
la gestión de los traspasos de competencias, la 
coordinación para evitar duplicidades y solapa-
mientos y los temas europeos.

El desembarco autonómico en la REPER

Cabe aquí también recordar otro mecanismo ya 
citado en su momento, que se encuentra a caba-
llo entre la representación directa de las CCAA 
en Asuntos Europeos y la indirecta a través del 
Estado español. Tras los nuevos Acuerdos de la 
CARUE del 9 de diciembre de 2004, se creó 
la figura de los representantes autonómicos en 
la REPER, que en cierta forma cumplen con la 
tarea de la representación de los intereses au-
tonómicos, en una figura a medio camino entre 
la representación directa y la indirecta, al tra-
tarse de funcionarios de las CCAA adheridos a 
la REPER del Estado español, tal y como avan-
zábamos en la sección dedicada al Consejo de 
Ministros de la UE. 

Se trata de la evolución de aquel primitivo mo-
delo orquestado en 1996, con la principal nove-
dad de que son ahora las CCAA las que tienen 
la llave para designar a los consejeros para que 
formen parte de la REPER, evitándose así (como 
ocurría antes) que las CCAA considerasen al 

consejero autonómico como una figura propia 
del Estado central. Igualmente, los puestos téc-
nicos integrantes de la Consejería para Asuntos 
Económicos son desempeñados por funciona-
rios propuestos por las CCAA. Cabe reseñar-
se en cualquier caso, el reparto orquestado de 
estos dos representantes autonómicos en la 
REPER (rotados por periodos de dos años) en 
base a un doble criterio: el de procedencia geo-
gráfica; y el de procedencia ideológica. Es pre-
cisamente el segundo de ellos el que mayores 
disfuncionalidades ha implicado ya que supone 
el reparto equitativo de un representante auto-
nómico procedente de una CCAA gobernada 
por cada uno de los grandes partidos naciona-
les, motivo por el que la tensión política queda 
reflejada en el trabajo y en la coordinación en-
tre los mismos. 

3 Disfuncionalidades, logros y desa-
fíos pendientes para las estrategias 
autonómicas

Al margen de fenómenos puntuales como la 
participación de las CCAA en el CDR, o en 
el marco del asociacionismo interregional, así 
como la disposición de sus respectivas oficinas 
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en Bruselas, mecanismos que gozan de algunas 
particularidades propias más específicas, como 
ha quedado explicitado a lo largo del presen-
te capítulo; tanto la participación de las CCAA 
en los comités de la Comisión Europea, como 
la participación, bien directa, bien indirecta, en 
el Consejo de Ministros de la UE, derivada del 
marco propuesto por los Acuerdos de la CA-
RUE de 2004, gozan de unas particularidades 
comunes, suponen un avance con respecto al 
modelo anterior, pero todavía presentan unas 
disfuncionalidades remarcables, siendo precisa-
mente el perfeccionamiento de la coordinación 
entre el Estado y las CCAA la herramienta ne-
cesaria o el desafío para la superación de todas 
aquellas limitaciones todavía existentes y seña-
ladas durante las dos secciones anteriores. 

Más allá de que no exista una opinión unánime 
en la materia y que tanto políticos, como técni-
cos y académicos, muchas veces en virtud de su 
procedencia, discrepen acerca de la validez del 
sistema, lo cierto es que supone cuando menos 
un claro avance respecto al modelo anterior y 
demuestra la existencia de una voluntad polí-
tica de configurar un modelo de participación 
autonómica en los asuntos europeos, de la que 
se había carecido con anterioridad. Implica la 
integración de las CCAA en el proceso deci-
sorio, produciéndose un cambio de la dinámica 
participativa, derivada de las limitaciones y de 
la brevedad de tiempos del propio sistema de 

negociaciones europeo, lo que debe fomentar 
el interés de las autonomías por involucrarse 
en el proceso.

Aún con sus limitaciones, resulta innegable que 
los Acuerdos de 2004, que además suponen 
solo un punto de partida puesto que está pre-
vista tanto su posible revisión como su posible 
ampliación, suponen una solución para varias de 
las más intensas y tradicionales peticiones de las 
CCAA en materia de participación directa en 
el proceso decisorio europeo. Nunca hasta la 
fecha, las CCAA habían podido estar presentes 
de manera directa en algunas de las formacio-
nes del Consejo de Ministros de la UE, ni en los 
grupos de trabajo de los mismos, ni en los Co-
mités de la Comisión Europea, ni habían tenido 
unos específicos representantes autonómicos 
en el seno de la REPER. 

No cabe duda, por tanto, de que las CCAA vie-
nen disfrutando de unas nuevas posibilidades de 
participación a escala europea que suponen en 
sí mismas verdaderos retos y desafíos en tanto 
en cuanto les exigen igualmente el desarrollo 
de modelos de organización, reparto y rotación 
que les obligan a una especialización, a una leal-
tad para con el resto de las CCAA pero también 
para con el Estado, y a un esfuerzo de negocia-
ción y coordinación, exigencias todas ellas a las 
que no habían sido compelidas hasta la fecha a 
un nivel tan elevado, pero que implican un ver-
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dadero desafío (que también incumbe al Estado) 
para el funcionamiento del modelo.

Un modelo, que tras más de seis años de ex-
periencia ha demostrado también, la reproduc-
ción de una serie de limitaciones o inconvenien-
tes, que deberán ser limados para el correcto 
funcionamiento del mismo. Y nos referimos a 
obstáculos que van más allá de los argumenta-
dos por algunas de las tesis más autonomistas 
cuando se lamentan de que el modelo arbitra-
do: solo permite una participación autonómica 
mancomunada y de baja intensidad, que exige, 
como sucedía con anterioridad, una previa y 
amplia concertación autonómica; que su efec-
tividad en relación a la frecuencia de las apari-
ciones de cada una de las CCAA en las forma-
ciones del Consejo es escasa y simbólica, ya que 
repartir cuatro formaciones, de manera rotato-
ria entre 17 CCAA, no implica la visibilidad y la 
presencia con la que algunas desearían contar. 
Es decir, nos referimos a limitaciones que dan 
por supuesta la necesaria rotación equitativa, la 
coordinación previa de la posición a defender, 
y la defensa leal de esa posición acordada por 
encima de los intereses propios de cada CCAA, 
pero que pretenden ir más allá para mejorar la 
coordinación y la eficiencia del sistema.

Particularmente, resulta evidente que la con-
frontación política a escala nacional obstaculiza 
(en ocasiones gravemente) e incluso bloquea el 

funcionamiento de las Conferencias Sectoria-
les (que no siempre son todo lo homogéneas 
y coordinadas que debieran), y en algunos mo-
mentos históricos, también el de la CARUE. En 
ese sentido, los periodos pre-electorales suelen 
resultar particularmente nocivos para la adop-
ción de acuerdos o la coordinación de posturas 
comunes españolas a defender en el seno de 
las instituciones europeas. Dicho inconveniente, 
también se refleja en el seno de la REPER ante la 
eventual falta de colaboración entre los Conse-
jeros Autonómicos con motivo de su diferente 
procedencia ideológica.

Asimismo, resulta reseñable la diferencia en 
cuanto a las capacidades económicas, materiales 
y personales entre las diferentes CCAA para la 
perfecta implementación del modelo derivado 
de los Acuerdos de 2004. En ese sentido, no to-
das tienen el mismo interés, ni las mismas capa-
cidades para formar parte directamente en las 
instancias preparatorias de la participación en el 
Consejo y en los comités de la Comisión Euro-
pea. Particularmente, y ante el elevado esfuer-
zo que supone ello, se ha detectado diferencias 
muy elevadas entre CCAA al respecto, lo que 
ha provocado que en ocasiones algunas CCAA 
se hayan visto obligadas a enviar (en represen-
tación de todas las CCAA y en ocasiones del 
Estado español) a personal escasamente prepa-
rado tanto material como formalmente (capa-
cidades lingüísticas muy limitadas). Ello también 
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ha implicado, deficiencias evidentes en cuanto 
a la exigencia de información y difusión de la 
participación realizada. Asimismo, se viene evi-
denciando, principalmente en el marco de los 
comités de la Comisión Europea, un interés de-
creciente acerca de la participación extensiva, 
por parte de algunas CCAA más reacias a for-
mar parte (incluso algunas renuncias a previsio-
nes anteriores se han recibido en el Ministerio 
de Política Territorial) últimamente por las exi-
gencias derivadas de la participación.

También resulta conveniente apreciar la nece-
sidad de la mejora de la coordinación y el re-
parto de la representación en foros europeos 
entre las CCAA, no solo en base a criterios 
numéricos sino también de lógica, en función 
de la intrínseca característica de la asimetría 
competencial dentro del marco del sistema au-
tonómico español. En base a la misma, o más 
específicamente a la falta de interés específico 
por cuestiones no atinentes a una CCAA espe-
cífica, algunas de las participaciones autonómi-
cas concretas en foros europeos, pero también 
la coordinación temática interna de la postura 
común, no se corresponden ciertamente con la 
implementación del principio de subsidiariedad 
y de cercanía a la ciudadanía.

Asimismo, son reseñables algunas de las limita-
ciones que presenta el sistema en cuanto a la co-
ordinación entre el Estado y las propias CCAA. 

En este sentido, debemos destacar que a pesar 
de las propias dificultades entre las CCAA para 
alcanzar una posición común, la misma, en caso 
de haber sido alcanzada a tiempo, no es vincu-
lante para el Estado, que puede bien tenerla en 
cuenta y seguirla, total o parcialmente, pero que 
también puede desmarcarse por completo de 
la misma, al no ser vinculante. Ello conllevaría 
una reflexión mayor acerca del concepto de 
Estado, y de si una posición común alcanzada 
por las CCAA puede o debe ser, o no, al menos 
tan valiosa como la expresada por el Gobierno 
central. 

Muy relacionado con lo anterior, cabe también 
señalar, la excesiva dependencia de una especial 
sensibilidad y en ocasiones del conocimiento 
del funcionamiento del estado autonómico por 
parte de algunos responsables ministeriales, a la 
hora de valorar la posibilidad de ceder la pala-
bra al representante de las CCAA, o incluso a 
adoptar, o simplemente tener en consideración 
la posición expresada en nombre del conjunto 
de las CCAA por el mismo, como consecuen-
cia, bien de la falta de interés, bien del desco-
nocimiento de la vigencia de los Acuerdos de la 
CARUE de 2004. Algo que queda demostrado, 
por ejemplo, por la falta del reembolso hasta la 
fecha de los gastos de participación autonómica 
en Bruselas (al contrario de lo que sucede para 
los funcionarios de la Administración General 
del Estado), si bien según fuentes del Ministerio 
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de Política Territorial, dicha carencia está previs-
to que sea suplida próximamente. 

Por todo lo relatado (sin ánimo de exhaustivi-
dad) anteriormente, cabe concluir que, aunque 
el modelo de coordinación y participación au-
tonómica en asuntos europeos derivado de los 
Acuerdos de 2004, supone un evidente avance 
con respecto al sistema anterior, que posibilita 
un nivel de participación a escala europea del 
que nunca habían gozado hasta la fecha, dicho 
modelo posee ciertas limitaciones y disfuncio-
nalidades, que conviene limar en lo que supone 
el principal desafío futuro para la eficacia del 
mismo. 
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Mediante el análisis del marco institucional y de 
organización administrativa de las políticas eu-
ropeas de cohesión en España, el presente capí-
tulo pretende abordar la necesidad de mejorar 
la capacidad de acción autonómica en asuntos 
europeos, definida en la introducción como uno 
de los principales retos a los que se enfrentan 
las CCAA. Se parte para ello del siguiente su-
puesto básico: la capacidad de influencia de los 
gobiernos autonómicos en los procesos deciso-
rios a nivel europeo y su eficiencia en la ejecu-
ción de las políticas europeas se encuentran en 
gran medida condicionadas por las estructuras 
administrativas y la dotación de recursos de las 
propias administraciones autonómicas, así como 
por la existencia de cauces de interlocución y 
colaboración adecuados con la Administración 

General del Estado (AGE) y con las institucio-
nes de la UE.

En la primera sección se presenta una descrip-
ción general de la organización administrativa 
de los asuntos europeos en la AGE y en las 
CCAA. Tomando como principal referencia el 
periodo de programación 2007-2013 actual-
mente en curso, el resto del capítulo examina la 
participación efectiva de las CCAA tanto en la 
fase ascendente de definición de la política (sec-
ción 2), como en la fase descendente de gestión 
de fondos comunitarios (secciones 3 y 4). Sobre 
esta base, la última sección trata de identificar 
las principales fortalezas y debilidades de las 
CCAA con vistas a la negociación y ejecución 
del marco presupuestario plurianual y las po-

CAPÍTULO IV
Angustias Hombrado

¿CÓMO SE NEGOCIAN, GESTIONAN Y COORDINAN 
LAS POLÍTICAS EUROPEAS DE COHESIÓN EN ESPAÑA? 

CAPACIDAD DE ACCIÓN ADMINISTRATIVA Y COLABORACIÓN 
INTERGUBERNAMENTAL DE LA POLÍTICA EUROPEA
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líticas de cohesión correspondientes al perio-
do de programación 2014-2020. Más allá de las 
consecuencias directas en este ámbito sectorial, 
los resultados del análisis pueden servir como 
punto de partida para una reflexión más amplia 
sobre el grado de adaptación político-adminis-
trativa del sistema español a los desarrollos ins-
titucionales y las políticas públicas y programas 
europeos. 

1La organización administrativa 
en la AGE y en las CCAA para la 
elaboración y la aplicación de la 
política regional europea

En la Administración General del Estado

La política regional europea se sustenta en un 
doble pilar institucional, en el sentido de que la 
responsabilidad sobre cuestiones de dirección 
política y de gestión económica se reparten 
entre dos ministerios separados: el Ministerio 
de Asuntos Exteriores y Cooperación (MAEC) 
y el de Hacienda y Administraciones Públicas 
(MHAP).

•	 La Secretaría de Estado para la Unión Eu-
ropea 

El MAEC es el órgano de la administración cen-
tral competente para planificar, dirigir, ejecutar 
y evaluar la Política Exterior, garantizando así 
la unidad de acción del Estado en la esfera in-
ternacional. En su seno, la Secretaría de Estado 
para la Unión Europea es el órgano superior 
que asiste a la persona titular del Ministerio en 
la formulación y ejecución de políticas en el ám-
bito de la Unión Europea. Más específicamente, 
le compete la preparación de las reuniones del 
Consejo de Asuntos Generales, formación del 
Consejo de la UE donde se negocia la política 
de cohesión regional. La fijación de la posición 
española en este ámbito aconseja una labor de 
coordinación que la Secretaría de Estado para 
la UE debe ejercer a tres niveles: (1) interno 
-respecto de los demás órganos superiores y 
directivos del MAEC-, (2) interdepartamental 
-de la Administración General del Estado (AGE) 
en su conjunto- y (3) intergubernamental -res-
pecto de las comunidades autónomas y corpo-
raciones locales. 

•	 La Dirección General de Fondos Comunita-
rios (DGFC)

De acuerdo con la reciente reestructuración 
ministerial adoptada tras las elecciones genera-
les de noviembre de 2011, recae en el nuevo 
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Ministerio de Hacienda y Administraciones Pú-
blicas la aplicación de la política de cohesión re-
gional, el cual la ejerce a través de la Dirección 
General de Fondos Comunitarios (DGFC)1. A 
tal fin, la DGFC tiene atribuida una competen-
cia general de coordinación, gestión, seguimien-
to y control de los fondos estructurales y del 
Fondo de Cohesión, que además la convierte 
en interlocutora directa con la Comisión Eu-
ropea para la negociación de todos los asuntos 
relacionados con los fondos estructurales. Ello 
conlleva, además, una función de coordinación 
con el resto de departamentos ministeriales y 
de las correspondientes administraciones terri-
toriales que participan en la gestión de fondos, 
en lo relativo a su programación y seguimiento. 

•	 La Representación Permanente de España 
ante la Unión Europea (REPER)

La REPER es el órgano acreditado con carácter 
representativo y de gestión, con vistas a asegu-
rar la presencia de España en las instituciones y 
órganos dependientes de la UE, así como su efi-
caz participación en el proceso decisorio euro-
peo. Aunque adscrita orgánicamente a la Secre-
taría de Estado de Asuntos Exteriores, la REPER 
depende funcionalmente de la Secretaría de Es-
tado para la UE, de la cual recibe instrucciones 
para el desempeño de sus atribuciones relacio-

1	 Véase el RD 1823/2011 de 21 de diciembre (BOE nº. 307 
de 22 de diciembre).

nadas con las políticas comunitarias. La REPER 
desempeña una función esencial de canalización 
de toda la documentación comunitaria e infor-
mación sobre asuntos de interés para España. 
Sus funcionarios participan a menudo como ex-
pertos dentro de los comités consultivos de la 
Comisión, así como dentro de la delegación del 
Estado español en los diferentes niveles de ne-
gociación de propuestas normativas europeas 
dentro del Consejo. 

La adecuación de este órgano al carácter políti-
camente descentralizado del Estado español lle-
vó a la creación de la Consejería para Asuntos 
Autonómicos en 1996. Inicialmente designados 
por el gobierno central y desde 2005 nombra-
dos por las propias CCAA, los consejeros auto-
nómicos de la REPER participan, como miem-
bros de la delegación española, en las reuniones 
de los grupos de trabajo y del COREPER sobre 
asuntos que afectan a las competencias o inte-
reses de las CCAA. Sirven de esta forma como 
cauce prioritario de información a las CCAA, a 
través de su relación directa con las oficinas de 
representación de las CCAA en Bruselas (ver el 
análisis más detallado en el capítulo 3). 
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En las administraciones autonómicas

En términos generales, los gobiernos autonómi-
cos presentan un marcado isomorfismo institu-
cional, que reproduce en gran medida el mode-
lo de separación de competencias (políticas y 
económicas) descrito para la AGE. Exceptuando 
los supuestos de unificación funcional en Can-
tabria, La Rioja y Navarra2, y en menor medi-
da también en Castilla La Mancha y Madrid3, el 
resto de CCAA presentan una disociación de 
las responsabilidades en materia de dirección y 
coordinación política de los asuntos europeos y 
en materia de gestión económica de la política 
de cohesión, en dos órganos superiores o direc-
tivos diferentes. 

•	 Las Direcciones Generales autonómicas 
para asuntos europeos

2	 En estas CCAA, tanto la coordinación general de asuntos 
europeos como la gestión de los fondos comunitarios es asumida por 
un único departamento, a saber: la Consejería de Economía, Hacienda 
y Empleo (DG de Economía y Asuntos Europeos) en Cantabria; la 
Consejería de Presidencia (Secretaría General Técnica) en La Rioja; y 
la Consejería de Economía y Hacienda (DG de Política Económica e 
Internacional) en Navarra.
3	 En Castilla La Mancha, la aparente concentración de 
funciones dentro de la Consejería de Economía y Hacienda se ha 
desglosado a nivel de dirección general, mediante la creación de una 
DG de Planificación Económica y Asuntos Europeos encargada de la 
coordinación política general de los asuntos relacionados con la UE, 
y una DG de Presupuestos y Fondos Comunitarios, responsable de la 
gestión de los fondos estructurales y del fondo de cohesión europeos. 
En la Comunidad de Madrid, la bifurcación funcional se realiza a nivel 
de subdirección, con dos Subdirecciones Generales competentes res-
pectivamente para “asuntos europeos e interregionales” y para “fondos 
europeos”.

Las elecciones autonómicas celebradas en mayo 
de 2011 parecen haber servido para consolidar 
dos modelos. En primer lugar y de manera pre-
dominante, las funciones de impulso y coordina-
ción interdepartamental de las actuaciones que 
se derivan de la pertenencia a la UE -incluyendo 
la presencia directa de la CA ante las institucio-
nes, órganos consultivos y demás organismos 
comunitarios, así como su participación en los 
asuntos europeos en colaboración con la AGE y 
demás administraciones públicas españolas- se 
sitúan bajo la dependencia directa de la presi-
dencia del gobierno autonómico o, en su caso, 
dentro de la consejería que ejerce funciones 
de apoyo ala anterior (Ver cuadro 4.1). Ambas 
estrategias responden a un modelo de adscrip-
ción orgánica que denota claramente el carác-
ter transversal y la relevancia asignados a los 
asuntos europeos en el marco de las políticas 
autonómicas. 

Así ocurre en los gobiernos del País Vasco -don-
de la Secretaría General de Acción Exterior 
está integrada dentro de la Lehendekaritza- y 
de las Islas Canarias -donde la DG de Relacio-
nes Exteriores está adscrita a la presidencia 
del gobierno a través de la Viceconsejería de 
Acción Exterior-. Igualmente, el Servicio de Ac-
ción Exterior de la Junta de Extremadura y la 
Oficina de Asuntos Europeos del Principado de 
Asturias -también con rango de servicio-, están 
integrados dentro de la estructura orgánica de 
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la presidencia de sus respectivos gobiernos. En 
otras nueve CCAA -Andalucía, Aragón, Casti-
lla y León, Cataluña, Galicia, las Islas Baleares, 
La Rioja, la Región de Murcia y la Comunidad 
Valenciana- la responsabilidad en materia de 
coordinación política de asuntos europeos co-
rresponde a un órgano directivo adscrito a la 
consejería de presidencia. 

Con menor frecuencia, dicha competencia ha 
sido asignada a la consejería de economía y/o 
hacienda (ver cuadro 4.1); hecho que además 
coincide con supuestos de unificación de las 
responsabilidades de coordinación política y 
gestión económica descritos con anterioridad. 
Por tanto, y de acuerdo con la situación obser-
vada en Cantabria, Castilla La Mancha y Nava-
rra, puede afirmarse que la unificación funcio-
nal, de producirse, tiende a hacerlo dentro del 
departamento de economía y/o hacienda. Por 
lo demás, este modelo de adscripción orgánica 
pone de manifiesto la creciente importancia de 
las dimensiones económica, financiera y presu-
puestaria de las políticas, y por ende, el papel 
expansivo que el departamento inmediatamen-
te responsable de las mismas desempeña en la 
definición de las directrices generales del go-
bierno autonómico. 

La comunidad autónoma de Madrid constituye 
en la actualidad la única excepción fuera de los 
dos modelos descritos. Aquí, la coordinación de 

los asuntos europeos se ha hecho depender or-
gánicamente de la vicepresidencia del gobierno. 
El hecho de que las labores de vicepresidencia 
son ejercidas por un departamento con com-
petencias sectoriales propias ha generado una 
situación poco usual donde la DG responsable 
de asuntos europeos se inserta dentro de la 
consejería competente en materia de cultura y 
deporte4.

•	 Direcciones Generales autonómicas para la 
gestión de fondos

Con carácter general, las funciones de progra-
mación y coordinación de la ejecución y segui-
miento presupuestario de las actuaciones cofi-
nanciadas con los fondos estructurales o con el 
Fondo de Cohesión europeos, están atribuidas 
a un órgano directivo dentro del departamento 
de economía y/o hacienda. Con anterioridad a 
las elecciones autonómicas de mayo de 2011, 
se observaba una cierta correlación entre el 
volumen de fondos europeos conferidos a una 
comunidad autónoma y el rango del órgano 
que ostentaba la gestión de los mismos como 
competencia única o prioritaria. De tal forma, 
tanto en las regiones españolas de convergen-

4	 Con anterioridad a 2011, esta situación también ocurría en 
Cantabria, donde la DG de asuntos europeos y cooperación al desarro-
llo se encontraba adscrita a la Consejería de Empleo y Bienestar Social, 
y en la Comunidad Valenciana, que contaba con una Secretaría Auto-
nómica de relaciones con el Estado y la UE dentro de la Consejería de 
Justicia y Administración Pública. 
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cia (Andalucía, Castilla La Mancha, Extremadura 
y Galicia) como en varias regiones phasing-out 
(Canarias y Castilla y León) esta responsabili-
dad era asignada a nivel de DG. En el resto de 
CCAA, las funciones relacionadas con los fon-
dos europeos quedaban atribuidas, dentro de la 
correspondiente dirección general, a un órgano 
con rango de subdirección (Madrid o Cataluña) 
o más generalmente a un órgano administrativo 
con rango de servicio. 

Tras la celebración de las elecciones, diversas 
CCAA han abordado un proceso de reestruc-
turación, que ha tenido consecuencias inme-
diatas en cuanto a la configuración del marco 
institucional y administrativo de los asuntos eu-
ropeos. Como parte de los paquetes de medidas 
adoptados por los gobiernos regionales ante la 
actual crisis económica, dichas reformas se han 
orientado normalmente a la simplificación y 
adelgazamiento de sus aparatos gubernamenta-
les y administrativos. Ello se ha traducido en dos 
tendencias complementarias: por una parte, la 
agrupación de varias materias dentro del mar-
co competencial de un mismo órgano directivo 
o superior, de donde resulta una reducción del 
número de direcciones generales cuyo ámbito 
sustantivo se circunscribe a los asuntos y/o fon-
dos europeos. Por otra parte, una ampliación de 
los casos donde el tratamiento de aquellos se 

lleva a cabo a nivel de servicio5. 

Excepción hecha de la Comunidad Valenciana 
-donde se han creado dos DG específicamen-
te dedicadas a las “relaciones con la Unión Eu-
ropea” y a “proyectos y fondos europeos”- en 
la mayoría de las CCAA los asuntos europeos 
se encuentran ahora subsumidos dentro de 
una DG cuyo marco competencial se define en 
términos amplios de relaciones exteriores (An-
dalucía, Canarias, Cataluña, Galicia y Murcia); a 
lo que en muchos casos se incorporan además 
otras responsabilidades como relaciones insti-
tucionales (Aragón, Baleares, Castilla y León y 
Madrid). En cuanto a la competencia para la ges-
tión de fondos europeos, en la mayoría de las 
CCAA se encuentra ahora adscrita a la DG con 
responsabilidades presupuestarias (por ejemplo 
Aragón, Asturias, Baleares, Castilla La Mancha, 
Castilla y León o Murcia) o de planificación 
económica (Andalucía, Cantabria, Galicia o País 
Vasco).    

 

5	 Destaca, en este sentido, el caso de las Islas Baleares, donde 
la DG de acción exterior y relaciones con la UE y la DG de fondos 
europeos se corresponden ahora, respectivamente, con el servicio de 
relaciones europeas y el servicio de fondos europeos.
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Dirección y Coordinación Política Central Gestión de Fondos Europeos

ANDALUCÍA SG. Acción Exterior (C. Presidencia) DG. Fondos Europeos y Participación (SG. Econ.; 
C. Econ.; Innovación y Ciencia)

ARAGÓN
S. Acción Exterior - DG. Participación ciudadana, 

Acción Exterior y Cooperación (Dpto, de 
Presidencia y Justicia)

S. Fondos Europeos - DG. Presupuestos, 
Financiación y Tesorería. (Dpto. Hacienda 

y Sector Público)

ASTURIAS Oficina Asuntos Europeos (Presidencia) S. Fondos Europeos (DG. Hacienda y 
Presupuestos. (C. Hacienda y Sector Público)

BALEARES S. Relaciones Europeas - DG. Federaciones 
Institucionales y Acción Exterior (C. Pres.)

S. Fondos Europeos, Proyectos e Iniciativas 
Comunitarias - DG. Presupuestos y Financiación 
(Vicepre. Económica, Promoción Empresarial y 

Empleo)

CANARIAS DG. Relaciones Exteriores (Viceconsejería de 
Acción Exterior. Presidencia)

DG. Asuntos Económicos con la UE (C. Econ., 
Hacienda y Seguridad)

CANTABRIA DG. Economía y Asuntos Europeos (C. Economía, Hacienda y Empleo)

CASTILLA  
LA MANCHA

DG. Planificación Económica y Asuntos Europeos 
(C. Economía y Hacienda)

S. Fondos Europeos (DG. Presupuestos y 
Estadística. Consejería de Hacienda)

CASTILLA 
 Y LEÓN

DG. Relaciones Institucionales y Acción Exterior 
(Consejería de Presidencia)

S. Fondos Europeos - DG. Financiación 
Autonómica (Consejería Econ. y Hacienda)

CATALUÑA DG. Relaciones Exteriores (Dpto. Presidencia) S. Fondos Comunitarios (DC. Financiación 
Autonómica. Consejería Econ. y Hacienda)

EXTREMADURA S. Acción Exterior (SG. Presidencia)
S. Fondos Comunitarios . (DG. Financiación 

Autonómica. C. Economía y Hacienda)

GALICIA DG. Rela. Exteriores y con la UE (C. Presidencia, 
Admón. Pública y Justicia)

DG. Planificación y Fondos  
(Consejería de Hacienda)

LA RIOJA S. Acción Exterior y Cooperación al Desarrollo (SGT. C. Presidencia y Justicia)

MADRID DG., Asuntos Europeos y Cooperación con el Estado (Vicepresidencia) 
Sub. DG. Asuntos Europeos e Interregionales                                  Sub. DG. Fondos Europeos          

MURCIA DG. UE y Rels. Exteriores (C. Presidencia) DG. Presupuestos y Fondos Europeos  
(Consejería Economía y Hacienda) 

NAVARRA DG. Política Económica e Internacional (Consejería Economía y Hacienda)

PAÍS VASCO SG. Acción Exterior (Presidencia) DG. Economía y Planificación (Dpto. Econ y Hac)

C. VALENCIANA DG. Relaciones con la UE (C. Presidencia) DC. Proyectos y Fondos Europeos (C. Hac y 
Admón. Política)

Cuadro 4.1.  Estructuras Autonómicas de Asuntos Europeos

Fuente: Webs oficiales de  las Comunidades Autónomas. Elaboración Propia.  
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•	 Las Oficinas de las CCAA en Bruselas

La mayoría de los gobiernos subcentrales de los 
Estados miembros de la UE disponen de órga-
nos de representación en Bruselas. En el caso 
de España, a la creación de las delegaciones de 
Cataluña, el País Vasco y Galicia, siguieron las 
demás regiones durante los años 80 y 90 del 
pasado siglo. Tras la decisión de cierre reciente-
mente adoptada por el gobierno de la Junta de 
Comunidades de Castilla La Mancha6 y el anun-
cio en el mismo sentido por el gobierno de As-
turias7, el número de oficinas de representación 
de las CCAA ante la UE pasará próximamente 
a quince. Si bien el resto de gobiernos autonó-
micos no parece haberse planteado medidas de 
igual alcance, en enero de 2012 se inició un pro-
ceso de discusión sobre las posibilidades de re-
ducción de costes administrativos y de personal, 
y la  mejora de la coordinación entre oficinas en 
el seguimiento de las políticas comunitarias y 
en la interlocución con los responsables de las 
instituciones europeas. 

6	 El cierre de la Oficina de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha se enmarca dentro del propósito de racionalizar 
las administraciones y evitar duplicidades con el gobierno central, 
suprimiendo para ello “todos los órganos y unidades que no sean estric-
tamente necesarios” (Decreto 267/2011 de la Consejería de Economía y 
Hacienda; DO Castilla La Mancha, de 13 de septiembre de 2011).
7	 “Las embajadas asturianas en Madrid y Bruselas cuestan 
1.73 millones al año”, OviedoDiario, 7 de agosto de 2011. Disponible 
en http://www.oviedodiario.es/web/?p=2495

Se observan variaciones significativas en la do-
tación de recursos humanos de dichas oficinas 
que, en cierta medida correlacionan con el ta-
maño del presupuesto regional. En una horquilla 
entre dos y más de veinte personas, las Ofici-
nas de La Rioja, Murcia o Navarra están entre 
las más pequeñas, mientras las de la Generalitat 
Catalana y la Generalitat Valenciana se sitúan en 
el otro extremo. Alrededor de  trece personas, 
las delegaciones de Andalucía, las Islas Canarias 
y el País Vasco ocupan una posición intermedia.

También existen diferencias destacadas en tér-
minos de configuración jurídica: Así, por ejem-
plo, la Fundación Galicia-Europa y la Fundación 
Comunidad Valenciana-Región Europea consti-
tuyen consorcios de naturaleza público-privada 
que, aunque vinculados a la administración au-
tonómica, están parcialmente integrados por 
agentes sociales de las CCAA respectivas. Más 
generalmente, se trata de órganos propios de 
la administración autonómica, adscritos direc-
tamente a la Consejería responsable de la co-
ordinación de asuntos europeos8. Creciente-
mente, algunas CCAA han tendido a reforzar la 
dimensión política (o incluso paradiplomática) 
de sus oficinas en Bruselas, dotándolas de rango 
de dirección general y de consideración como 

8	 En Castilla y León, sin embargo, dicha oficina no depende 
orgánicamente de la Consejería de Presidencia, sino de la Consejería 
de Economía y Empleo, a través de la DG de Economía, Política Finan-
ciera y Asuntos Europeos.
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“delegación oficial” del gobierno autonómico 
en el exterior. El País Vasco presenta un modelo 
específico donde la caracterización como Dele-
gación del Gobierno en el exterior y el reforza-
miento de las funciones de la oficina (en parte 
motivado por la reciente supresión de la Direc-
ción General de Acción Exterior) se conjugan 
con el marcado perfil técnico de su plantilla.

Independientemente de estas diferencias de na-
turaleza jurídica y rango jerárquico, las oficinas 
de las CCAA en Bruselas comparten el objetivo 
general de representación, defensa y promoción 
de los intereses de la Comunidad Autónoma 
respectiva ante las instituciones de la UE, y el 
ejercicio de una serie de funciones básicas. En 
primer lugar, desarrollan una labor de segui-
miento permanente de las propuestas legislati-
vas y demás actuaciones comunitarias que pue-
dan afectar los intereses políticos y económicos 
de la correspondiente comunidad autónoma. En 
segundo lugar, actúan como antena prioritaria 
de recepción de información y documentación 
procedente de la REPER y como correa de 
transmisión a sus respectivos gobiernos. En ter-
cer lugar, desempeñan labores de asesoramien-
to en cuestiones relacionadas con las iniciativas 
legislativas comunitarias, como la redacción de 
informes, dictámenes y dossiers especializados. 
Por último, llevan a cabo una importante fun-
ción de lobby con las instituciones y órganos 
de la UE, y de participación en redes con otras 

oficinas regionales españolas o de otros Estados 
miembros de la UE (Sobre la coordinación de 
actuaciones entre las oficinas regionales espa-
ñolas, ver capítulo 3). 

•	 Instrumentos de coordinación interdepar-
tamental

Conscientes de la creciente dimensión externa 
de muchas actuaciones sectoriales, las CCAA 
buscan mecanismos para agilizar el intercambio 
de información y facilitar la colaboración inter-
departamental. A tal fin, por ejemplo, la Genera-
litat de Cataluña trabaja en el desarrollo de la 
denominada “Externet”. Se trata de un sistema 
telemático de información e intercomunicación 
que, gestionado desde la Consejería de Presi-
dencia, permite a todas las unidades de la admi-
nistración autonómica compartir información 
sobre sus actividades y proyectos que puedan 
tener implicaciones para la acción exterior de la 
Generalitat . Además, muchos gobiernos auto-
nómicos han creado mecanismos de dirección 
y coordinación interdepartamental para facilitar 
la coherencia y eficacia de su acción exterior 
(ver cuadro 4.2). Considerando la gran impor-
tancia de la dimensión europea de la acción 
exterior de las CCAA, estos órganos pueden 
servir, directa o indirectamente, para articular 
un tratamiento coordinado de los diversos ám-
bitos materiales de acción autonómica en la es-
fera comunitaria europea.

Capítulo IV
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Por otra parte, algunas CCAA, han habilitado 
espacios de coordinación cuyo objeto especí-
fico son los asuntos europeos o la gestión de 
fondos comunitarios. En unos casos, se trata de 
reuniones especializadas dentro de los órganos 
de coordinación de la acción exterior previa-
mente referidos (así ocurre en el Gobierno de 
las Islas Baleares). En otros casos, como el de 
Castilla La Mancha, se trata de instrumentos de 
coordinación totalmente independientes. Sin 
embargo, la composición de estas comisiones 
de coordinación interdepartamental ha genera-
do en ocasiones problemas de funcionamiento. 
Así ocurre cuando la participación se realiza a 
nivel inferior al de director general; la falta de 

capacidad de decisión de sus miembros ha difi-
cultado el trabajo efectivo de tales mecanismos 
y ha conllevado un desuso gradual de los mis-
mos.

Cuadro 4.2.  Instrumentos de coordinación interdepartamental dentro de las CCAA. 

Fuente: Webs oficiales de  las Comunidades Autónomas. Elaboración Propia.  

ANDALUCÍA Comisión Interdepartamental de Acción Exterior

BALEARES Comisión Interdepartamental de Acción Exterior

CANARIAS Comisión de Coordinación y Planificación 

CASTILLA LA MANCHA Comisión Delegada de Acción Exterior

CATALUÑA Comisión de Seguimiento de la Acción Exterior

EXTREMADURA Comisión de Coordinación de Acción Exterior

MADRID Comisión de Asuntos Europeos

PAÍS VASCO Comisión Interdepartamental de Acción Exterior

COM. VALENCIANA Comisión Interdepartamental de Relaciones Externas
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2  Instrumentos y mecanismos de 
negociación, participación y co-
laboración intergubernamental 
en las perspectivas financieras y 

en las políticas europeas de cohesión

Las CCAA carecen de derecho de participa-
ción directa dentro de las estructuras formales 
donde se adoptan las perspectivas financieras y 

las políticas de cohesión de la UE. No obstante, 
existen cauces alternativos, a través de los cua-
les los gobiernos autonómicos intentan ejercer 
su influencia en los procesos decisorios a nivel 
europeo. A continuación se analizan las posibi-
lidades y límites de participación autonómica 
asociados tanto con los espacios de consulta 
habilitados por las propias instituciones euro-
peas, como con los mecanismos de coordina-
ción y colaboración intergubernamental crea-
dos dentro del sistema español. 

JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTILLA LA 
MANCHA. Comisión Regional de Coordinación de 
Fondos Comunitarios. 

Creada por Dec. 187/2009 de 29 de diciembre y puesta en 
funcionamiento en mayo de 2010.

Compuesta por el Director General de Presupuestos y 
Fondos Comunitarios y el Secretario General Técnico de 
Agricultura que ejercen respectivamente la presidencia y 
vicepresidencia. En ella participan la Secretaría del Servicio 
Público de Empleo y vocales en representación de las 
demás consejerías. 

Tiene asignada la función de asegurar la coherencia y 
la complementariedad de la aplicación de los fondos 
estructurales y el resto de los instrumentos financieros 
comunitarios en la región. Con vistas a evitar supuestos 
de doble cofinanciación, tiene prevista la elaboración de 
una guía para la aplicación de criterios de delimitación de 
las operaciones, que, en un mismo ámbito de intervención, 
puedan estar financiadas por varios fondos europeos. 

GOBIERNO DE LAS ISLAS BALEARES. 
Sección Especializada para la Coordinación de 
Actuaciones ante la Unión Europea de la Comisión 
interdepartamental de Acción Exterior. 

Creada por Orden del Consejero de la Presidencia del 16 
de enero de 2001 (BQBI 11 de 25 de enero).

Compuesta por los Directores Generales de Economía y 
de Presupuestos que ejercen la presidencia y vicepresiden-
cia de la Sección. En ella participan como vocales repre-
sentantes de varias consejerías (como Trabajo; Comercio, 
Industria y Energía; y Agricultura y Pesca) y organismos 
autonómicos (como  el consorcio para el desarrollo eco-
nómico de las Islas Baleares). 

Tiene asignada la función de coordinación interdeparta-
mental en materia de participación del Gobierno y de la 
Administración de Islas Baleares en actuaciones financia-
das y cofinanciadas por la UE. A tal fin, tiene asignados el 
estudio de los principales puntos conflictivos y solapa-
miento de actuaciones en materia de fondos, ayudas y 
proyectos de la UE,  así como la propuesta de mejoras de 
la comunicación interdepartamental. 
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Lecciones de la experiencia:  
el proceso de negociación  

de las perspectivas financieras 2007-2013

La negociación del Acuerdo de Perspectivas Fi-
nancieras 2007-2013 se produjo en el contex-
to de una Europa ampliada. Conviene subrayar 
este hecho porque la incorporación de diez 
nuevos Estados miembros a la UE en 2004, a los 
cuales se sumarían Rumanía y Bulgaria en 2007, 
tuvo importantes implicaciones tanto para los 
términos del debate sobre la cohesión como en 
relación a las estrategias y dinámicas de nego-
ciación. Por lo tanto, la ampliación constituye un 
factor decisivo a tener en cuenta al valorar la 
participación de las CCAA en el proceso previo, 
así como para diseñar su intervención con vistas 
al futuro periodo de programación 2014-2020.

Desde un punto de vista sustantivo, las dimen-
siones de la ampliación  alentaron a los prin-
cipales contribuyentes netos (Francia, Alemania, 
Reino Unido, Holanda, Suecia y Austria) a replan-
tear la necesidad de limitar el techo máximo de 
gasto de la Unión Europea, cuya materialización 
se traduciría en recortes en la dotación presu-
puestaria destinada a medidas de desarrollo y 
convergencia regional. Por ende, la naturaleza y 
finalidad última de la política de cohesión fue-
ron sometidas a examen, con vistas a determi-
nar su aplicación a todo el territorio comunita-
rio, a las regiones más pobres o exclusivamente 

a los nuevos Estados miembros. El resultado de 
aquella reflexión fue una definición amplia de 
la política, que combina un doble objetivo de 
convergencia (para apoyar el crecimiento y el 
empleo en las regiones menos desarrolladas de 
la Unión), y competitividad regional y empleo 
(para la adaptación de las demás regiones a la 
globalización y la Estrategia de Lisboa)9. Al mis-
mo tiempo se dio reconocimiento a las especi-
ficidades de las llamadas regiones phasing-out y 
regiones phasing-in10 y se asumió el principio de 
gradualidad. 

Desde un punto de vista procedimental, la am-
pliación ha supuesto una disminución del peso 
relativo de cada estado miembro (en la UE de 
los 27) y de la capacidad de influencia de cada 
región (en la UE de las 268). En este escenario, 
resulta poco procedente conceptualizar los pro-

9	 Junto a ellos se mantenía un tercer objetivo de cooperación 
territorial, destinado a fomentar la cooperación entre regiones para el 
desarrollo conjunto de proyectos.
10	 El objetivo phasing-out de los Fondos Estructurales, 
incluido dentro de “convergencia”, se refiere a aquellas regiones que 
hubiesen sobrepasado el 75% del PIB medio de la UE por el efecto 
estadístico, es decir, por la disminución de la media europea como re-
sultado de la entrada de los 12 nuevos Estados miembros. Se incluyen 
aquí Asturias, Murcia y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. Por 
otra parte, el objetivo phasing-in dentro de “competitividad regional 
y empleo” corresponde a aquellas regiones que habrían dejado de 
pertenecer al Objetivo 1 por efecto natural de su propio crecimiento 
económico, es decir, por superar el 75% del PIB medio de la UE-25. 
En el segundo supuesto se encuentran Canarias, Castilla y León y la 
Comunidad Valenciana. De las actuales regiones españolas de conver-
gencia (Andalucía, Castilla La Mancha, Galicia y Extremadura), y con 
vistas al próximo periodo presupuestario, se prevé que sólo la última 
conservará dicha condición.



135Capítulo IV

Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

blemas y retos como exclusivamente españoles, 
y en cambio la búsqueda de alianzas estratégicas 
se vuelve cada vez más imperiosa para el estado 
central y las regiones española. A tal fin, durante 
la negociación del  marco financiero 2007-2013, 
España impulsó la creación de una coalición de 
estados conocida como “los países amigos de la 
cohesión”11, para actuar como contrapeso del 
grupo de países contribuyentes netos al presu-
puesto de la UE. Se trata de una coalición cuya 
actividad ha continuado más recientemente, de 
cara a la preparación de las negociaciones del 
futuro marco financiero 2014-202012.

Como experiencia de colaboración a nivel re-
gional cabe mencionar el partenariado Regio-
nes de Convergencia Camino de la Cohesión 
(CROWC)13, en el que participan los gobiernos 
de Andalucía, Castilla La Mancha y Galicia junto 
a otros tantos gobiernos subestatales de Alema-
nia, Eslovenia, Reino Unido y la República Checa. 

11	 Inicialmente integrada por España, Grecia y Portugal 
junto a los diez nuevos estados miembros, a los que posteriormente se 
unieron representantes de Bélgica, Italia, Irlanda y Finlandia (Notorski 
2008: 3-4).
12	 Ver referencias a esta coalición en “España rechaza la 
condicionalidad macroeconómica para recibir fondos de cohesión 
desde 2014”, El Correo Gallego, 15 de noviembre de 2011 (http://
www.elcorreogallego.es/galicia/ecg/espana-rechaza-condicionalidad-
macroeconomica-recibir-fondos-cohesion-2014/idEdicion-2011-11-15/
idNoticia-713230/) o “España busca aliados entre los ‘Amigos de la 
Cohesión’ para hacer frente a la propuesta británica”, El Mundo, 7 de 
diciembre de 2005 (http://www.elmundo.es/elmundo/2005/12/07/inter-
nacional/1133917603.html).
13	 Acrónimo a partir de su denominación en inglés: “Conver-
gence Regions on the Way to Cohesion”.

En su condición de regiones que con toda pro-
babilidad superarán el 75% del PIB medio comu-
nitario a partir de 2014, y por tanto saldrían del 
objetivo de convergencia en el próximo perio-
do de programación de los fondos estructura-
les, han organizado diversas actividades para dar 
visibilidad a su situación, contribuyendo de esta 
forma al debate sobre el futuro de la política 
regional14.

Por otra parte, Cataluña, Galicia y el País Vasco 
son miembros de la Red RoTOPI (Round Table 
of Practitioners in Implementation), que desarrolla 
actividades periódicas para estimular el debate 
sobre cuestiones como la reforma de los fondos 
europeos y la cooperación territorial, y que sirve 
como instrumento de networking clásico con las 
instituciones comunitarias. Aunque sin constituir 
alianzas estables, existen otras iniciativas regiona-
les como las Jornadas sobre el Futuro de la Políti-
ca de Cohesión organizadas por la DG de Fondos 
Europeos y Planificación de la Junta de Andalucía 
(Sevilla, marzo de 2011), donde se reunieron los 
responsables andaluces de la política de cohesión 
con otros representantes regionales, responsables 
comunitarios y expertos en la materia. 

14	 Así, por ejemplo, ver su participación dentro la novena 
edición de la Semana Europea de las Regiones y las Ciudades (10 a 13 
de octubre de 2011). Otras estructuras de cooperación interregional que 
contribuyeron al debate sobre el futuro de la cohesión en el marco de 
los conocidos como Open Days 2011 incluyen: el “partenariado de re-
giones innovadoras” (del que forman parte la Comunidad Valenciana y 
la Región de Murcia) o la “alianza de regiones por la movilidad limpia” 
(con la participación de Castilla y León y el País Vasco).
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Teniendo en cuenta estos presupuestos y condi-
ciones de partida, ¿cuál ha sido la involucración 
y los términos de las propuestas de las CCAA 
al debate sobre la reforma de las políticas de 
cohesión europea? 

Los gobiernos autonómicos están excluidos del 
proceso formal de negociación del presupues-
to comunitario y de las normas de base para 
la utilización de los fondos estructurales, que 
son decididos por el Consejo y el Parlamen-
to Europeos, tomando como punto de partida 
una propuesta de la Comisión Europea (Kölling 
2009: 156). No obstante, las consultas públicas 
abiertas por el Ejecutivo comunitario  ofrecen 
el principal cauce de influencia, que además se 
produce en una fase muy temprana de la for-
mulación de las nuevas políticas de cohesión 
europea. 

La consulta en relación al Cuarto Informe sobre 
Cohesión Económica y Social “Crecimiento de 
las Regiones Desarrollo de Europa” (septiem-
bre 2007 - enero 2008) sólo fue atendida por 
los gobiernos de Cataluña, Galicia y el País Vas-
co, mientras que el Gobierno de las Islas Ca-
narias participó en la consulta pública sobre la 
“Estrategia para las Regiones Ultraperiféricas” 
que se desarrolló aproximadamente durante 
las mismas fechas. La posterior consulta sobre 
el “Libro Verde sobre la cohesión territorial – 
Convertir la diversidad territorial en factor de 

éxito” (octubre 2008 - febrero 2009) contó con 
la participación de los anteriores junto a otros 
seis gobiernos autonómicos y varias diputacio-
nes provinciales. Por último, un total de doce 
CCAA15 y la ciudad autónoma de Melilla han 
presentado contribuciones a la última consulta 
pública sobre las Conclusiones del Quinto In-
forme sobre la Cohesión Económica y Social “El 
Futuro de la Política” (noviembre 2010 - febre-
ro 2011). Estos datos confirman una tendencia 
creciente en la involucración de las CCAA en 
los referidos procesos de reflexión y consulta 
pública. 

Junto a las mencionadas contribuciones indivi-
duales, existe una serie de iniciativas y procesos 
de reflexión colectiva de las regiones españolas 
y de éstas con otras regiones europeas, para 
abordar la adaptación de la política de cohesión 
a los nuevos retos y las posibles mejoras en la 
implementación con vistas a maximizar su im-
pacto en el futuro. Destaca, en este sentido, la 
reacción conjunta de las CCAA al primer bo-
rrador de la Comisión Europea (de octubre de 
2009) sobre la revisión del marco presupues-
tario post-2013. Este documento, conocido en 
jerga comunitaria como el non-paper, contenía 
una interpretación muy restrictiva de la futura 
política de cohesión, y proponía exigencias de 

15	 Específicamente: Andalucía, Aragón, Asturias, Islas 
Baleares, Cantabria, Castilla y León, Cataluña, Extremadura, Galicia, 
Navarra, País Vasco y la Comunidad Valenciana.
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condicionalidad más estrictas y una mayor foca-
lización hacia resultados. Tras haber sido filtrado 
a todas las oficinas de las regiones europeas en 
Bruselas, la mayoría de las delegaciones regio-
nales españolas participaron en la redacción de 
un documento de protesta que fue posterior-
mente refrendado por sus respectivos gobier-
nos autonómicos y transmitido a la Comisión 
Europea como documento de posición común 
de las CCAA16. 

Dicho documento revela una visión ampliamen-
te compartida de la cohesión como instrumento 
no sólo de solidaridad con las regiones menos 
desarrolladas, sino también de inversión en el 
resto, “para ayudar a todas las regiones a afron-
tar algunos desafíos de especial importancia”17. 
Coinciden también las CCAA en destacar el ob-
jetivo de arbitrar redes de seguridad mediante 
periodos transitorios “adecuados y suficientes” 
de forma que la disminución de fondos a la cual 
se enfrentan las regiones que cambien de status 
se realice ordenada y progresivamente, evitan-
do con ello “cambios bruscos y traumáticos que 
puedan poner en riesgo los logros consegui-
dos hasta ahora por la política de cohesión”18.

16	 Reflexiones de las Comunidades Autónomas ante la revisión 
del presupuesto comunitario, de noviembre de 2009.
17	 Ibid.
18	 Ibid.

Mientras la defensa de un enfoque amplio de 
la política de cohesión para todas las regiones 
y del principio de gradualidad en la pérdida de 
fondos pudo resultar decisiva como respuesta al 
non-paper, las contribuciones al Quinto Informe 
que se han limitado a reiterar ambos principios 
resultan parcialmente superfluas. Y ello es así 
porque para entonces  el concepto amplio de 
cohesión y la necesidad de establecer periodos 
transitorios ya habían sido generalmente asumi-
dos  como punto de partida en la formulación 
de la futura política de cohesión19. Es decir, lo 
que estaba en juego a comienzos de 2011 eran 
cuestiones más concretas como las relativas al 
contenido del futuro régimen transitorio y la 
asignación presupuestaria reservada para cada 
tipo de regiones; la concentración de priorida-
des estratégicas; el régimen de condicionalidad; 
o la gestión por resultados. 

Frente a algunas contribuciones relativamente 
vagas y generalistas al respecto, varias CCAA 
mostraron mayor capacidad propositiva por 
ejemplo en relación a la posible creación de una 
nueva categoría intermedia de regiones. En este 
sentido, se planteó la necesidad de combinar el 
PIB per cápita con otros indicadores socioeco-
nómicos (nivel de desempleo) y medioambien-
tales y la posibilidad de clasificar las regiones 
no de forma general sino por temas o sectores. 

19	 Así lo confirman las entrevistas realizadas en la Comisión 
Europea.

Capítulo IV
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Con vistas a la asignación de recursos, se sugirió  
tener en cuenta el punto de partida de la región 
respecto de los objetivos marcados por la Es-
trategia Europa 2020 y la posibilidad de asociar 
la duración del régimen transitorio al volumen 
de fondos previamente recibidos.

Varias de estas propuestas han quedado refleja-
das en el borrador del paquete legislativo apro-
bado por la Comisión Europea en octubre de 
2011, que dará forma a la política de cohesión 
de la UE durante el periodo 2014-2020. Entre 
ellas se encuentran la concreción de la gradua-
lidad en la propuesta de que la dotación de fon-
dos estructurales para las nuevas categorías de 
“regiones más desarrolladas” y “ regiones en 
transición” sea al menos igual a los dos tercios 
de la percibida en el periodo 2007-2013; y la 
creación de un fondo de reserva para premiar 
el buen desempeño. Por el contrario, la defini-
ción de la categoría de “regiones en transición” 
se realizará exclusivamente en términos de 
PIB (aquellas regiones con PIB per cápita entre 
el 75% y el 90% de la media del PIB de los 27 
países miembros de la UE); y tampoco ha sido 
atendida la posición mayoritaria en España fren-
te a la asociación de la política de cohesión a 
criterios de condicionalidad macroeconómica. 

El papel de la CARUE y otras  
conferencias sectoriales

La Conferencia para Asuntos relacionados con 
la Unión Europea (CARUE)20 y el sistema de 
conferencias sectoriales constituyen el entra-
mado institucional básico sobre el que se articu-
la la colaboración entre la AGE y las CCAA con 
vistas a la participación interna de estas últimas 
en la fase ascendente del derecho comunitario. 
Desde 1994, la CARUE ha adoptado una serie 
de acuerdos que sirven para definir el sistema 
general de colaboración intergubernamental en 
asuntos europeos21, y que nos permiten distin-
guir tres niveles de participación autonómica en 
el proceso decisorio europeo: (1) el acceso de 
las CCAA a la información sobre la propuesta 
y adopción de actos legislativos por las institu-
ciones comunitarias; (2) la contribución autonó-
mica a fijar la posición negociadora del Estado 
mediante la formación de una posición común 
por parte de las CCAA; y (3) la presencia auto-

20	 Inicialmente denominada Conferencia para Asuntos Rela-
cionados con las Comunidades Europeas (CARCE), la misma acordó 
el cambio de denominación en su reunión de 15 de abril de 2010. Para 
detalles sobre su constitución y funcionamiento, ver el capítulo 3.
21	 Destacan entre ellos: el “Acuerdo sobre Participación 
Interna de las Comunidades Autónomas en los Asuntos Comunitarios 
Europeos a través de las Conferencias Sectoriales” (1994); el “Acuerdo 
sobre la participación de las Comunidades Autónomas en los Comités 
de la Comisión Europea” (1997); el “Acuerdo sobre la Participación 
de las Comunidades Autónomas en las formaciones del Consejo de 
Ministros de la Unión Europea” (2004) y el “Acuerdo sobre la Conse-
jería para Asuntos Autonómicos en la REPER” para la incorporación 
de dos Consejeros Autonómicos designados por consenso por la propia 
CARUE.
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nómica directa en las reuniones del Consejo de 
Ministros de la UE, mediante la incorporación a 
la Delegación española de un miembro, con ran-
go de Consejero, o miembro de un Consejo de 
gobierno autonómico, que representa a todas 
las Comunidades (y que en ocasiones disfruta 
del derecho al uso de la palabra). ¿En qué medi-
da se aplican estos tres niveles de participación 
autonómica en relación con las políticas euro-
peas de cohesión?

Conviene enfatizar, en primer lugar, que la in-
corporación de un consejero autonómico en 
la negociación a nivel europeo depende de la 
voluntad y decisión expresa del Gobierno Es-
pañol, de abrir las formaciones del Consejo de 
Ministros de la UE a este tipo de participación. 
Por virtud del Acuerdo de la CARCE de 2004, 
como se ha visto en el capítulo anterior, esta 
medida se aplica desde entonces a cuatro for-
maciones (Agricultura y Pesca; Medio Ambiente; 
Empleo, Política Social, Salud y Consumidores; 
Educación, Juventud, Cultura y Deporte), a las 
que en 2009 se añadió el Consejo de Ministros 
de Competitividad, en temas de consumo. Nin-
guna de dichas formaciones incluye las perspec-
tivas financieras plurianuales o las políticas de 
cohesión dentro de su ámbito material. Por el 
contrario, estos expedientes se abordan en el 
Consejo de Asuntos Generales y el Grupo de 
Trabajo sobre Medidas Estructurales (prepara-
torio de las reuniones del consejo en esta ma-

teria), los cuales permanecen excluidos, hasta la 
fecha, de este tipo de participación autonómica 
directa. 

En lo que se refiere al segundo nivel de partici-
pación autonómica, existen problemas genera-
les asociados con la discrecionalidad de la AGE 
a la hora de definir la posición española ante 
el Consejo y su no vinculación a los criterios 
adoptados de común acuerdo por las CCAA22. 
Además, y a diferencia de los crecientes esfuer-
zos de cooperación interautonómica para este 
fin en otros ámbitos competenciales (como son 
juventud o medio ambiente), no existe eviden-
cia de que las CCAA hayan formalizado posi-
ciones comunes con vistas a influir la posición 
negociadora del Estado español en materia de 
políticas de cohesión23. 

Por otra parte, cabría esperar la utilización de 
la CARUE y del Consejo de Política Fiscal y 
Financiera (CPFF)24 como espacios habituales 

22	 Una crítica frecuentemente apuntada por las CCAA. En este 
sentido, ver también Morata (2010) y Kölling (2009: 160)
23	 Según la información provista en la memoria anual de 
actividades de las conferencias sectoriales, elaborado por la Secretaría 
de Estado de Administraciones Públicas. Disponibles en: http://www.
seap.minhap.gob.es/es/areas/politica_autonomica/coop_multilateral_
ccaa_ue/cooperacion_multilateral/Conf_Sectoriales/Documentacion/
Conf_Sect_anuales.html
24	 Constituido por el Ministro de Hacienda y  Administración 
Pública y el Consejero de Hacienda de cada Comunidad Autónoma, el 
CPFF tiene atribuidas entre sus funciones la coordinación de las políti-
cas presupuestarias, de las inversiones públicas y de cualquier actividad 
financiera que precise una actuación coordinada entre la Hacienda del 
Estado y las CCAA.
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para canalizar la información y discusión entre 
los gobiernos central y autonómicos sobre el 
marco presupuestario plurianual y las políticas 
de cohesión europeas (especialmente durante 
el proceso de elaboración de los mismos). En 
la práctica, sin embargo, no parece que dichas 
conferencias sectoriales sean aprovechadas su-
ficientemente con esta finalidad. Desde 2006, 
la agenda de la CARUE ha estado básicamente 
conformada por labores de ejecución, coordi-
nación y seguimiento de los Acuerdos de par-
ticipación de 2004. Con menor frecuencia, el 
gobierno central ha utilizado las reuniones para 
informar de cuestiones varias como la aproba-
ción de directivas, las sesiones del Consejo Eu-
ropeo o las actividades de la propia Presidencia 
Española, pero sin que las perspectivas financie-
ras o los fondos europeos hayan constituido un 
punto específico del orden del día. Por su parte, 
el CPFF ha abordado el tema en una única oca-
sión y como parte de los ruegos y preguntas: 
en la reunión 27 de junio de 2006, el gobierno 
castellano-leonés planteó una cuestión sobre el 
reparto de la gestión de fondos. 

En 2007, la AGE puso en marcha un mecanis-
mo para favorecer el intercambio de informa-
ción y la aportación de criterios y comentarios 
por parte de las CCAA, especialmente en los 
asuntos relacionados con la representación au-
tonómica directa. En concreto, se dio acceso a 
las administraciones regionales a la plataforma 

de comunicación online de la Comisión Europea 
(Red CIRCA, Communication and Information 
Resource Centre Administrator), que ofrece 
documentos e información relevante sobre las 
discusiones dentro de sus comités y grupos de 
trabajo. Como experiencia piloto, el acceso a la 
Red CIRCA se facilitó inicialmente dentro de 
la Comisión de Coordinadores (órgano de se-
gundo nivel de la CARUE) y seguidamente en el 
ámbito del Consejo de Medio Ambiente. Pero 
no hay constancia de que se haya generalizado 
su uso en el resto de áreas de intervención de 
la UE ni, más específicamente, en el caso de las 
políticas presupuestaria y de cohesión regional. 
Frente a la infrautilización de las conferencias 
sectoriales y de la Red CIRCA con fines infor-
mativos, la transmisión de información y docu-
mentación en este ámbito se sigue canalizando 
primariamente a través de las consejerías de 
asuntos autonómicos y de política territorial de 
la REPER, así como mediante el contacto direc-
to de las oficinas de las CCAA en Bruselas con 
las instituciones comunitarias.

El escenario así descrito pone de manifiesto 
importantes limitaciones en la participación de 
los gobiernos regionales españoles en la nego-
ciación de las perspectivas financieras y de las 
políticas de cohesión europeas. Hay que señalar, 
no obstante, la oportunidad que ofrece el pro-
ceso de reflexión interna en el que se encuen-
tra actualmente inmersa la CARUE para resol-
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ver esas deficiencias y dar un nuevo impulso a 
la cooperación Estado-CCAA en este ámbito. 
En 2009 se decidió la constitución de un Gru-
po de Trabajo, integrado por representantes de 
seis CCAA y del Ministerio de Política Territo-
rial, con el propósito de abordar una reforma 
del reglamento de funcionamiento interno de la 
Conferencia. Como resultado, en la reunión de 
15 de abril de 2010 la CARUE acordó la modifi-
cación de su reglamento interno, reduciendo el 
quórum de constitución a la mitad de sus miem-
bros y reconociendo el sistema de videoconfe-
rencia a efectos de quórum25. Sin embargo, no se 
ha procedido a flexibilizar el régimen votación 
dentro de la conferencia. De hecho, la exigencia 
rigurosa de rango de consejero para este fin ha 
generado problemas para algunas CCAA (como 
Asturias, Galicia o el País Vasco) en las que el 
Secretario General responsable de la coordina-
ción de asuntos europeos ha quedado excluido 
de las votaciones o se ha visto obligado a acu-
dir a las reuniones de la CARUE acompañado 
de un consejero con competencias sectoriales 
muy específicas (por ejemplo turismo o medio 
ambiente)26.

El Plan Anual de la CARUE 2010 establece 
como tema prioritario la identificación de pro-
blemas y búsqueda de mejoras en relación a la 

25	 Resolución de 29 de abril de 2010, de la Secretaría de Esta-
do de Cooperación Territorial. (BOE 136, de 4 de junio de 2010).
26	 Según información obtenida en varias entrevistas.

participación autonómica en el Consejo de Mi-
nistros de la UE y el sistema de Comitología. 
A este fin, la Comisión de Coordinadores y el 
Grupo de Trabajo de la CARUE han elaborado 
un cuestionario amplio para recabar la opinión 
y propuestas de las CCAA sobre una gran va-
riedad de temas. Precisamente una de las prin-
cipales cuestiones del actual examen es la posi-
bilidad de extender la participación autonómica 
a nuevos ámbitos temáticos y/o formaciones 
ministeriales y el orden a seguir en esas futuras 
ampliaciones. En relación con este tema, varias 
CCAA vienen reclamando desde hace tiempo 
una mayor involucración en el diseño de las po-
líticas de cohesión27. 

También están en consideración medidas para 
mejorar la transmisión de información y docu-
mentación, la concertación entre la AGE y los 
gobiernos autonómicos, así como los meca-
nismos de formación de la posición común. En 
relación con este último aspecto, conviene no 
ignorar el papel a desempeñar por la reciente-

27	 Así, por ejemplo, ver la respuesta del Gobierno Vasco al 
Quinto Informe sobre cohesión donde se afirma: 
“…las CCAA no tienen acceso al grupo de acciones estructurales en el 
que se tratan los asuntos relativos a la política de cohesión de la UE. 
Precisamente en este caso tiene todo el sentido que las CCAA puedan 
participar, debido al carácter regional de la política… Si bien este asun-
to no compete a la Comisión Europea y depende de las negociaciones 
internas en España, nos gustaría aprovechar la ocasión para poner de 
manifiesto esta disfunción, que quizá sería más fácil de corregir en caso 
de que existiese una formación del Consejo dirigida específicamente a 
la política de cohesión”.
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mente creada Conferencia de los Gobiernos de 
las Comunidades Autónomas (http://www.co-
munidadesautonomas.org/). La misma tiene su 
origen en los “Encuentros entre las CCAA para 
el desarrollo de sus Estatutos de Autonomía”, el 
primero de los cuales se celebró en Zaragoza 
en julio de 2008, con la participación de las seis 
CCAA que habían reformado sus estatutos de 
autonomía. Desde entonces, se ha reunido en 
ocho ocasiones más, a las que se han asistido, 
progresivamente y bajo demanda, los restantes 
gobiernos autonómicos. En la octava reunión 
(Santiago de Compostela, octubre de 2010), se 
acordó formalizar su funcionamiento, transfor-
mando los encuentros en una Conferencia de 
Gobiernos Autonómicos. 

Como principal órgano de colaboración y co-
operación horizontal, es decir sin la partici-
pación del Estado Central, la Conferencia ha 
firmado diversos convenios y protocolos para 
promover actuaciones conjuntas entre CCAA 
en materias con competencias comunes28, así 
como para impulsar la participación en asuntos 
de política estatal y dentro de la UE. En este 
sentido, en la reunión de Barcelona (noviembre 
de 2009), las CCAA con estatuto de autonomía 
reformado aprobaron una “Declaración sobre 

28	 Como son los temas de atención a mujeres víctimas de 
maltrato; coordinación y extinción de incendios; reconocimiento 
recíproco de licencias de caza y pesca; o coordinación de actividades e 
instalaciones juveniles.

la participación de las CCAA en la formación 
de las posiciones del Estado ante la UE”. En su 
última reunión (Santander, marzo de 2011), la 
Conferencia a firmado un “Protocolo general 
para la definición de una propuesta común de 
las CCAA ante la reforma de la política común 
de pesca”. 

3  Instrumentos de programación, 
seguimiento, evaluación y coor-
dinación de las actuaciones co-
financiadas con fondos europeos

Como se ha visto en el segundo capítulo, la eje-
cución de los fondos estructurales y del fondo 
de cohesión se lleva a cabo mediante la defini-
ción de una serie de instrumentos programá-
ticos (los llamados Programas Operativos-PO). 
Frente al modelo de Programas Operativos 
Integrados utilizado durante el periodo 2000-
2006, el periodo 2007-2013 se ha basado en una 
programación monofondo, que ha dado como 
resultado un total de 53 Programas Operativos: 
veintidós PO FEDER y similar número de PO 
FSE (en cada caso diecinueve de ellos de ámbi-
to regional y tres plurirregionales), además de 
ocho PO de Cooperación Territorial Europea 
y un PO Cohesión-FEDER de ámbito nacional. 
Esta multiplicidad de instrumentos exige una 
clara dirección estratégica, con vistas a garanti-
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zar tanto la coherencia intersectorial -entre las 
políticas públicas cofinanciadas- como la coordi-
nación inter-gubernamental -entre las adminis-
traciones públicas responsables de la aplicación 
de dichos fondos en España. A continuación se 
examina la participación de las CCAA en la fase 
de programación y las fortalezas y debilidades 
de su actuación en términos de orientación es-
tratégica. 

Con carácter general, puede observarse una 
creciente intervención de los actores regionales 
en el diseño estratégico y programático de los 
fondos estructurales, a lo largo de los sucesivos 
períodos de programación. Si bien la participa-
ción los gobiernos autonómicos en el diseño 
del Marco Estratégico Nacional de Referencia 
(MENR) se limita a consultas de carácter más o 
menos informal, las CCAA participan en el Co-
mité de Coordinación de Fondos (COCOF)29, 
así como en el sistema de seguimiento estraté-
gico, a través del Comité Consultivo de Segui-
miento Estratégico y Evaluación. 

Más específicamente, las CCAA lideran la ela-
boración de los respectivos Programas Opera-
tivos de ámbito regional. Tales documentos sir-
ven para concretar su estrategia de desarrollo y 

29	 Órgano de coordinación de las políticas ejecutadas con el 
Fondo de Cohesión, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Fon-
do Social Europeo, el Fondo de Desarrollo Rural, y el Fondo Europeo 
de Pesca.

prioridades de intervención, definiendo una se-
rie de medidas plurianuales a cofinanciar con los 
Fondos Europeos. Con vistas a dotarse de una 
base estratégica adecuada y consecuente tanto 
con las políticas de cohesión europeas como 
con las orientaciones de desarrollo definidas a 
nivel estatal, los POs regionales hacen referen-
cia constante a la vinculación de sus prioridades 
a la consecución de los objetivos definidos por 
las Orientaciones Estratégicas Comunitarias en 
materia de Cohesión, la Estrategia de Lisboa, el 
MENR y el Plan Nacional de Reformas (2005-
2008). Junto a estos referentes estratégicos de 
ámbito europeo y nacional, muchas CCAA dis-
ponen de sus propias estrategias de desarrollo 
regional, a través de las cuales intentan adaptar 
y concretar las prioridades del MENR a las ne-
cesidades específicas de la región, y como tales 
constituyen el primer documento de referencia 
sobre el que se sustancia la programación regio-
nal de los fondos europeos30. 

En general, la Comisión Europea ha valorado 
positivamente las actividades de planificación 
estratégica y programación desarrolladas por 
las administraciones regionales españolas, al-

30	 Sirven como ejemplos: la “Estrategia de Competitividad 
de Andalucía 2007-2013” (ECA); el 2 Plan Estratégico de la Región 
de Murcia 2007-2013” (PERM); la estrategia de desarrollo socioeco-
nómico sostenible de la economía vasca conocida como la “Segunda 
Transformación Económica”; o el “Pacto por el Desarrollo y la Compe-
titividad 2005-2010” y el “Marco Estratégico Regional” del Gobierno 
de Castilla La Mancha.
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gunas de las cuales (por ejemplo el País Vasco), 
ya han realizado importantes esfuerzos de con-
centración temática de los fondos europeos du-
rante el actual periodo presupuestario. Además, 
muchas CCAA han reconocido la necesidad de 
avanzar en este proceso de concentración te-
mática en las prioridades de la Estrategia Eu-
ropa 2020 de cara al próximo periodo presu-
puestario, siempre que ello se combine con una 
flexibilidad suficiente para que las regiones pue-
dan seleccionar sus prioridades de desarrollo31.

En todo caso, las variaciones significativas tanto 
en los niveles actuales de concentración como 
en contribución de las actuaciones cofinancia-
das a los objetivos de Lisboa están en parte 
condicionadas por el tipo de región-objetivo. 
Esto sugiere que las distintas CCAA se en-
cuentran mejor o peor posicionadas para hacer 
afrontar el reto inmediato de concentración te-
mática y de prioridades de inversión, a la luz del 
paquete legislativo propuesto por la Comisión 
Europea, según el cual el 80% de los recursos 
FEDER para las regiones más desarrolladas y en 
transición (categorías en las que entran todas 
las CCAA españolas excepto Extremadura) ha-
brán de concentrarse en iniciativas de eficiencia 
energética y renovables; e innovación y mejora 
de la competitividad de las Pymes. Con vistas al 

31	 Ver, en este sentido, las contribuciones del País Vasco, 
Cataluña, Asturias o la Comunidad Valenciana al Quinto Informe sobre 
la Cohesión.

fortalecimiento de la concentración temática y 
el enfoque estratégico, algunos gobiernos regio-
nales ya han iniciado un proceso de reflexión.  
Ver, en este sentido, el proceso actualmente en 
curso en el País Vasco: “ECO-EUSKADI 2020: 
Estrategia de Desarrollo Económico, Ambien-
tal y Social Sostenible” (http://www.ecoeuska-
di2020.net/es/index.php).

Por lo demás, todas las CCAA comparten una 
debilidad en lo que se refiere a la calidad de los 
criterios de selección de actuaciones cofinan-
ciables32. Habitualmente definidos en términos 
muy amplios, estos criterios han favorecido el 
alto grado de absorción de fondos comunitarios 
en España. En el futuro, y aún a riesgo de con-
llevar una menor absorción, se hace necesario 
definir criterios de selección más estrictos, que 
admitan solamente operaciones de excelencia.

 

32	 Según entrevista en la DG Regio de la Comisión Europea.
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4  La colaboración multinivel en la 
gestión y control de los fondos 
estructurales

Los Estados miembros están dotados de liber-
tad plena para individualizar el nivel territo-
rial de gobierno responsable de las funciones 
relacionadas con la ejecución de las políticas 
comunitarias, y por ende, de las políticas de 

cohesión. En España, la configuración del siste-
ma de gestión y control de fondos se ha hecho 
descansar en un principio de jerarquía territo-
rial y un mecanismo de delegación de funcio-
nes del gobierno central a los gobiernos auto-
nómicos. El subapartado primero describe los 
rasgos generales del sistema; el subapartado 
segundo examina el ejercicio de las funciones 
de información y comunicación sobre fondos 
estructurales. 

Capítulo IV

EJES ESTRATÉGICOS
% PO FEDER

Convergencia 
CLM

Phasing out  
ASTURIAS

Phasing In 
C. VALENCIANA

Competitividad
PAÍS VASCO

Desarrollo de la Economía del 
Conocimiento (I+D+i, Sociedad de la 

Información y TIC)
10% 10,43% 14,34%

74,72%

Desarrollo e Innovación empresarial 17,16% 25,39% 23,02%
Medioambiente, Entorno natural, 

Recursos Hídricos y prevención de 
riesgos

21,17% 16,57% 29,65% 2,77%

Transporte y energía 37,05% 18,11%** 22,47% 16,70%***
Desarrollo sostenible local y urbano 8,85% 13,68% 8,78% 4,83%

Infraestructuras sociales 5,32% 15,55%
Asistencia Técnica y refuerzo 

Capacidad Institucional 0,45% 0,27% 1,84% 0,99%

CONTRIBUCIÓN A  
OBJETIVOS LISBOA 71,03% 57,35% 76,60% 91,12%

*: +30% servicios ferroviarios y transporte por carretera. 
**: integramente destinado a transporte (ferroviario, por carretera y portuario). 
***: +16% eficiencia energética y fomento de transporte urbano limpio. 

Fuente: Programas Operativos regionales (2007-2013). Elaboración propia. 
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Sistemas de gestión y control en  
los gobiernos autonómicos y sus problemas.

El sistema de gestión y control de fondos para 
el periodo 2007-2013 se articula sobre tres ór-
ganos, respectivamente designados Autoridad 
de Gestión, Autoridad de Certificación33 y Au-
toridad de Auditoría34. El Ministerio de  Hacien-
da y Administración Pública y el Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social ostentan la condición 
de autoridad de gestión y autoridad de certifi-
cación en relación con el FEDER y el FSE res-
pectivamente35. Para los programas operativos 
FEDER, la Autoridad de Auditoría la detenta la 
Intervención General de la Administración del 
Estado (IGAE) mientras en el caso de los pro-
gramas operativos regionales del FSE, corres-
ponde a la Intervención General de la comuni-
dad autónoma correspondiente.

Además, para todos los programas operativos 
se han designado Organismos Intermedios, que 
realizan algunos de los cometidos de la Autori-

33	 Organismo responsable de certificar las declaraciones de 
gastos y las solicitudes de pago antes de su envío a la Comisión Euro-
pea.
34	 Organismo funcionalmente independiente de las autoridades 
de gestión y de certificación, responsable de verificar el funcionamiento 
efectivo del sistema de gestión y control.
35	 El primero a través de la DGFC, que dispone de dos 
subdirecciones generales para la administración del FEDER y para la 
certificación y pagos. El segundo a través de la Unidad Administradora 
del Fondo Social Europeo (UAFSE), que cuenta con una Subdirección 
General Adjunta de Gestión y una Subdirección General Adjunta de 
Pagos y Control.

dad de Gestión, por delegación y bajo la respon-
sabilidad de ésta. En el caso de los PO regionales, 
el Organismo Intermedio es la Consejería que 
dentro del gobierno autonómico ejerce com-
petencias en relación con los fondos europeos 
(normalmente, como se ilustra en el cuadro 4.1, 
la Consejería de Economía y/o Hacienda). Con 
frecuencia, también, la IGAE ha contraído acuer-
dos con las Intervenciones Generales de la Co-
munidades Autónomas, en virtud de los cuales  
éstas últimas ejercen dentro de su ámbito terri-
torial ciertas funciones de las que la primera es 
formalmente responsable36. 

La Autoridad de Gestión define sus relaciones 
con el Organismo Intermedio mediante un  
acuerdo de delegación de funciones suscrito 
por ambos. . En el marco de estos acuerdos de 
delegación, corresponde a los Organismos In-
termedios una gran diversidad de tareas. Que 
incluyen: establecer los procedimientos de se-
lección de las operaciones cofinanciables; pre-
sentar las certificaciones de gasto con el detalle 
y la periodicidad requeridos por la Autoridad de 
Gestión; realizar verificaciones administrativas 
de las declaraciones de gastos y en su caso tam-
bién verificaciones in situ; elaborar los informes 
de ejecución anual y final del Programa Opera-
tivo; o llevar a cabo las evaluaciones vinculadas 

36	 Éstas incluyen la realización de auditorías de los sistemas 
de control y gestión y de las operaciones cofinanciadas, y colaboración 
en la preparación de los informes anuales de control.
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al seguimiento del Programa Operativo. Asimis-
mo, todos los PO cuentan con un Comité de 
Seguimiento (al efecto de asegurar el correcto 
seguimiento y desarrollo del mismo), presidido 
por el Organismo Intermedio en régimen de 
co-presidencia con el Ministerio de Economía 
y Hacienda.

Con vistas a garantizar una cierta coherencia 
y uniformidad de criterios en la gestión e in-
terpretación de la normativa nacional y comu-
nitaria sobre fondos en todo el territorio del 
Estado, la Autoridad de Gestión ha elaborado 
diversas instrucciones, aclaraciones y disposi-
ciones generales. Estos documentos incluyen: 
un manual del sistema de seguimiento con es-
pecificación de las cadenas de transmisión de 
información entre las diferentes autoridades 
involucradas en la gestión y control de fondos; 
una estrategia general para la elaboración de los 
planes de comunicación; y guías metodológicas 
de evaluación ex-ante y continua. 

A este objetivo responde también el Foro de 
Economía y Política Regional. Se trata de un ór-
gano de coordinación de segundo nivel, no de-
pendiente directamente de ninguna conferencia 
sectorial, que reúne a la Autoridad de Gestión 
y todos los organismos intermedios FEDER de 
ámbito regional cada cuatro meses y de forma 
rotatoria en las diferentes comunidades (y ciu-
dades) autónomas. Pese a tratarse de un lugar 

de encuentro informal, el Foro ha adquirido una 
gran estabilidad y dinamismo en su funciona-
miento. Y su agenda aborda una amplia variedad 
de asuntos relacionadas con la ejecución, segui-
miento y control de los PO FEDER, FSE y del 
Fondo de Cohesión37. 

La gestión generalmente satisfactoria de los 
fondos comunitarios en España no puede ob-
viar una serie de problemas asociados con el  
diseño del sistema. Específicamente, la mayoría 
de las CCAA ven con recelo  la designación del 
MHAP como autoridad de gestión, que garan-
tiza al gobierno central una interlocución casi 
exclusiva con la Comisión Europea, imponiendo 
lastres a la efectiva descentralización y la flexi-
bilidad. Con independencia de consideraciones 
de tipo político, en términos de eficacia de la 
gestión se plantean dudas sobre su oportunidad 
de mantener esta estructura, máxime cuando la 
administración central carece de medios reales 
para añadir valor sustantivo a la gestión de los 
fondos, mientras que su intervención se limita 
en la mayoría de los casos a una mera forma-
lidad, que acaba generando mayores trámites 

37	 Por ejemplo, la preparación de los comités de seguimiento 
e informaciones varias sobre la negociación del paquete de simplifica-
ción; el estado de los diferentes programas operativos; los informes de 
evaluación y los informes de control anuales. Junto a estas cuestiones 
vinculadas a la ejecución, otras reuniones del Foro también han servido 
de espacio de información sobre el futuro de la política de cohesión en 
el contexto de la revisión del presupuesto comunitario (Oviedo, julio 
de 2010) o la presentación del Informe Barca (Santander, noviembre de 
2009).
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burocráticos y una duplicidad y superposición 
de controles sobre los beneficiarios últimos. Al 
respecto, conviene destacar la propuesta de la 

Generalitat de Cataluña sobre la simplificación 
del sistema de gestión de las ayudas, que se des-
cribe en el siguiente gráfico: 

1: Circuito de controles en la actualidad 2: Propuesta de reforma de la 
Generalitat de Cataluña

Comisión Europea

Autoridad
de auditoría

Autoridad de 
certificación

Autoridad
de gestión

Control ex post
Control ex ante

Organismo intermedio del PO

Beneficiario

Control de la CE
Control de la A. de gestión
Control de la A. de certificación
Control de la A. de auditoría
Control de la CI del PO

Comisión Europea

Autoridad
de auditoría

Autoridad de 
certificación

Autoridad
de gestión 
regional

Beneficiario

Control de la A. de gestión ex ante
Control de la CE
Control de la A. de auditoría

Fuente: Generalitat de Cataluña, Contribución al Quinto Informe sobre Cohesión, Enero de 2011
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Los sistemas de información y comunicación  
sobre los fondos comunitarios.

La normativa comunitaria sobre fondos eu-
ropeos introdujo exigencias reforzadas en lo 
que respecta a la información y publicidad de 
los Programas Operativos para el periodo de 
ejecución 2007-2013; entre ellas, la obligación 
de las autoridades de gestión de disponer de 
Planes de Comunicación sobre los POs bajo su 
responsabilidad38. De esta forma se pretendía 
servir a un triple objetivo: asegurar una amplia 
difusión de la información sobre el empleo del 
presupuesto comunitario; garantizar la transpa-
rencia y eficacia en la gestión de los fondos; y 
visibilizar la contribución de la Unión Europea 
al desarrollo regional a través de la Política de 
Cohesión. 

Siguiendo el sistema de delegación de compe-
tencias entre la autoridad de gestión y los or-
ganismos intermedios de ámbito autonómico 
descrito en el subapartado anterior, estos últi-
mos han liderado la elaboración de los planes 
de comunicación correspondientes a los POs 
regionales, los cuales fueron aceptados por la 
Comisión Europea en septiembre de 2008. La 
mayoría de las CCAA han diseñado un plan de 

38	 Ver el Reglamento (CE) nº 1828/2006 en el que se fijan las 
normas de desarrollo del Reglamento 1083/2006, en el que se estable-
cen las disposiciones generales relativas la FEDER, FSE y Fondo de 
Cohesión.

comunicación conjunto sobre las ayudas del 
FEDER y del FSE, mientras otras como Galicia 
y Asturias han optado por planes mono-fondo. 
En general, se trata de estrategias de comunica-
ción amplias, que proponen una gran variedad 
de medidas, combinando el empleo de herra-
mientas convencionales de información y comu-
nicación con formatos habilitados por las nue-
vas tecnologías. Además, ofrecen un tratamiento 
diferenciado de tres grupos de destinatarios: (1) 
la ciudadanía en su conjunto, (2) los beneficia-
rios reales y potenciales de las ayudas y (3) los 
gestores de los fondos estructurales. 

De acuerdo con dichos planes de comunica-
ción, las administraciones autonómicas vienen 
ejerciendo de forma escrupulosa el deber de 
publicar y actualizar periódicamente las listas 
de entidades beneficiarias, actuaciones cofinan-
ciadas con fondos europeos y la cantidad asig-
nada a cada operación. Asimismo, conscientes 
del alcance y creciente utilización de internet 
como recurso informativo, las CCAA han in-
vertido recursos para la mejora de sus páginas 
web, haciéndolas más atractivas y dotándolas 
de información más detallada sobre la progra-
mación, ejecución y evaluación de la política de 
cohesión europea en su territorio. En algunos 
casos, han creado portales o servicios de in-
formación específicos sobre fondos europeos, 
donde además se incorporan contenidos como 
dossiers de prensa, bancos de imágenes, noticias 

Capítulo IV



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

150 Capítulo IV

sobre eventos, acceso a publicaciones y enlaces 
a otras páginas de interés. Destacan, tanto por 
el elevado contenido como por su interfaz de 
fácil navegación, las de la Junta de Andalucía y la 
Junta de Comunidades de Castilla La Mancha39. 

Los planes de comunicación autonómicos pro-
ponen diversas actividades informativas como 
la edición y distribución de material divulgati-
vo y promocional (folletos, carteles, cuadernos, 
carpetas); campañas publicitarias en televisión, 
radio y prensa escrita; y la realización de expo-
siciones, conferencias y jornadas. Entre ellas, la 
campaña de promoción realizada por el Gobier-
no Balear bajo el lema Europa inverteix en tu40, 
así como la del Gobierno Vasco consistente en 

39	 Ver también el Servicio de Información de Fondos Europeos 
de la Región de Murcia (http://www.sifemurcia-europa.com/).
40	 Consistió en una campaña intensiva en los diarios de mayor 
tirada de las Islas Baleares durante los meses de noviembre y diciembre 
de 2009.

un artículo mensual sobre el PO FEDER en la 
Revista “Estrategia Empresarial”, han sido reco-
nocidas como ejemplos de buenas prácticas en 
materia de comunicación. Como instrumentos 
para fomentar la participación y el óptimo apro-
vechamiento de los fondos europeos por par-
te de la sociedad civil, cabe citar igualmente los 
cursos informativos sobre los fondos estructu-
rales en la región de Extremadura o la iniciativa 
Europa Impulsa promovida por la Generalitat 
Valenciana41. 

41	 Consiste en un ciclo de jornadas que cuentan con la partici-
pación de expertos en programas de la UE y de responsables y gestores 
de subvenciones comunitarias, quienes dan a conocer los ámbitos 
sectoriales susceptibles de cofinanciación con fondos comunitarios y 
explican los procedimientos para acceder a dicha financiación. Desde 
noviembre de 2010 se han celebrado cinco jornadas, la última de las 
cuales (“Jornada sobre Fondos Europeos-Una puerta de financiación 
para la Comunitat”) tuvo lugar en Valencia, el 4 de abril de 2011.

Web de fondos europeos en Andalucía Web de fondos estructurales en Castilla La Mancha
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Algunos gobiernos autonómicos han financiado 
y difundido estudios de investigación sobre el 
impacto de la política de cohesión europea en 
el territorio de su comunidad. Otros intentan 
potenciar una información continua mediante 
publicaciones de carácter periódico como los 
Boletines mensuales de Fondos Europeos en 
Andalucía y Castilla La Mancha; la Revista Huella 
de la Junta de Andalucía, cuyo origen se remonta 
al periodo de ejecución 2000-2006; o las más 
recientes Revista Ultreia de la Xunta de Galicia 
y Canarias Progresa. 

Entre las medidas específicamente orientadas 
a los órganos de ejecutores de proyectos co-
financiados por fondos estructurales, muchas 
CCAA ofrecen ediciones –en formato impreso 
y/o digital- de compendios normativos; guías de 
gestión y evaluación; y manuales prácticos sobre 
información y publicidad de las actividades de 
los fondos estructurales42. Destacan, asimismo, 
las actividades formativas para gestores de las 
ayudas, tales como las Jornadas sobre Ayudas 
Públicas y Fondos Comunitarios para gestores 
de la Comunidad Autónoma de Galicia organi-
zadas por la Escola Galega de Administración 
Pública (EGAP) o las II Jornadas de Información 
y Publicidad de los Fondos Europeos organiza-

42	 Estos últimos contienen reglas generales, así como una 
exhaustiva identificación de los potenciales supuestos en los que es pre-
ciso utilizar el emblema europeo. De esta forma, deberían facilitar a los 
gestores y beneficiarios de las ayudas el cumplimento de los requisitos 
de información y publicidad.

das por la Junta de Andalucía (Sevilla, octubre 
de 2010)43. 

De especial interés para los fines de este análi-
sis es la previsión, contenida en todos los Planes 
de Comunicación, sobre la conveniencia de par-
ticipar en redes de comunicación con vistas a 
verificar la eficacia de las estrategias de informa-
ción respectivas, evaluar el grado de visibilidad y 
sensibilización sobre los programas operativos 
alcanzado a través de las medidas propuestas 
en cada plan, e identificar buenas prácticas en el 
ámbito de la información y publicidad. 

A tal fin, las Autoridades de Gestión de los fon-
dos estructurales y del Fondo de Cohesión han 
creado la red GRECO-AGE (Grupo de Respon-
sables de Comunicación de la AGE), con todos 
los organismos gestores de estos Fondos den-
tro de la Administración General del Estado. De 
forma paralela, el gobierno regional de Madrid 
ha constituido la Red de Información y Publici-
dad de los Fondos Estructurales de la Comuni-
dad de Madrid (RIFEM), del que forman parte 
representantes de las distintas Direcciones Ge-
nerales y Centros Directivos de la Comunidad 

43	 Centradas estas últimas en materia de información y 
comunicación sobre fondos europeos, sirvieron no solo para divulgar 
las actuaciones de desarrolladas por la administración autonómica 
andaluza, sino también para presentar iniciativas de otras CCAA (la 
Campaña de Comunicación de los Fondos Europeos de Castilla La 
Mancha) y de otros países (la Campaña “la Capacidad en Marcha” y el 
juego “Crecemos con Europa” (Burgenland, Austria)).
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de Madrid con responsabilidad en la gestión de 
actuaciones cofinanciadas por los Programas 
Operativos FEDER y FSE. Por su parte, la Direc-
ción General de Política Regional (D.G. REGIO) 
de la Comisión Europea ha creado la Red IN-
FORM, con todos los responsables de comuni-
cación de todos los Estados miembros. Interesa 
mencionar que en varias ocasiones los respon-
sables de comunicación de la AGE han asistido a 
las reuniones de la Red INFORM acompañados 
de sus homólogos dentro de la administración 
de alguna comunidad autónoma.

Más importante, si cabe, es el caso de la Red 
GERIP (Grupo Español de Responsables en 
materia de Información y Publicidad), en la cual 
participan todas las Administraciones públicas 
implicadas en la programación y gestión de los 
Fondos FEDER, FSE y Fondo de Cohesión. De 
esta forma, se convierte en el principal mecanis-
mo de coordinación y colaboración interguber-
namental entre el Estado central y las CCAA 
en materia de información y publicidad sobre 
fondos europeos. Desde su creación en mayo 
de 2007, la Red GERIP ha sido convocada en 
18 ocasiones, con una frecuencia media de cua-
tro reuniones por año. Sus funciones exceden 
el mero intercambio de experiencias y buenas 
prácticas, habiendo abordado también la defi-
nición de elementos básicos para el diseño, la 
organización y puesta en marcha de los distin-
tos Planes de Comunicación, así como para el 

seguimiento y evaluación de los mismos44. Junto 
al volumen e intensidad de su actividad, la Red 
GERIP se ha caracterizado por un éxito de con-
vocatoria: si bien la asistencia de todos los re-
presentantes autonómicos es muy excepcional, 
las ausencias autonómicas por reunión no sue-
len exceder de cuatro. Además, muchas CCAA 
han puesto en práctica el mecanismo de dele-
gación entre sus responsables de comunicación 
del FEDER y del FSE. 

Con independencia de los esfuerzos de coor-
dinación realizados hasta la fecha, está pendien-
te, sin embargo, explorar las posibilidades que 
ofrece la Red GERIP para la ejecución de ac-
tuaciones conjuntas en el futuro más o menos 
inmediato. 

En lo que se refiere al análisis del gasto presu-
puestado para medidas de información y comu-
nicación, todas las administraciones regionales 
defienden “la adecuación total del presupuesto” 
a “los objetivos y medios” propuestos por su 
Plan de Comunicación, así como la “coherencia 
global” de éste último con el Programa Opera-
tivo correspondiente. Pese a ello, existen difi-

44	 Específicamente, los órdenes del día de  varias convocato-
rias han incluido temas como la información relativa a las reuniones 
de redes europeas (especialmente la Red INFORM); la discusión de 
una guía de evaluación de los planes de comunicación y de los criterios 
adecuados para la elaboración de buenas prácticas; la metodología para 
la presentación del apartado de comunicación en los informes anuales 
así como puesta en común de los borradores de informes de evalua-
ción; o la preparación de los comités de seguimiento de comunicación.
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cultades para determinar el volumen de gasto 
presupuestado. En este sentido, los planes de 
comunicación regionales establecen presupues-
tos meramente “indicativos”, que además solo 
cubren las medidas de información y publicidad 
de carácter genérico45. En cambio, las restan-
tes actuaciones de comunicación directamente 
vinculadas a la ejecución de proyectos habrán 
de financiarse con el presupuesto del Eje del 
PO en que se enmarcan los mismos, o en su 
caso, con cargo al presupuesto general de la 
CA46. Por otra parte, en el caso de Extrema-
dura, el presupuesto excluye el seguimiento y 
evaluación de las medidas propuestas en el Plan 
de Comunicación. Por último, el hecho de que 
el presupuesto indicativo representa, en todos 
los casos, un porcentaje muy inferior al 1% del 
Programa Operativo correspondiente esconde 
variaciones interregionales significativas: por 
ejemplo, la dotación de fondos europeos de Ca-
narias es cinco veces superior a la Cantabria, 
mientras ambas proponen presupuestos simi-
lares de 250.000 euros. El presupuesto de co-
municación de la Región de Murcia  representa 
aproximadamente la cuarta parte del de Anda-
lucía, mientras los fondos europeos que recibe 

45	 Como excepción en la Comunidad Valenciana el presupues-
to indicativo de 5.600.000 euros parece referirse a todas las acciones de 
información y publicidad.
46	 Así, por ejemplo, la Región de Murcia estima un presupues-
to de 4.500.000 euros, de los cuales solo 2.000.000 euros se financian 
con cargo a la asistencia técnica de los programas operativos FEDER y 
FSE.

la primera son aproximadamente una quinceava 
parte de los de la segunda. 

  

5  Conclusiones: Retos de la colabo-
ración entre el Estado y las CCAA 
en la definición y aplicación de las 
políticas de cohesión europea

De acuerdo con el análisis presentado en este 
capítulo, puede afirmarse que las CCAA dispo-
nen de una capacidad institucional y adminis-
trativa suficiente para permitir su implicación 
efectiva en las distintas fases de las políticas de 
cohesión europeas. Esto no supone desconocer 
el reto permanente de dotar dichas estructuras 
administrativas de los recursos humanos nece-
sarios y velar por la adecuada capacitación de 
los mismos. La división de las funciones de di-
rección política y de dirección económica de los 
asuntos europeos en departamentos diferentes, 
así como la involucración de diversas conseje-
rías en la gestión de fondos europeos, recomien-
dan la provisión de mecanismos que faciliten la 
interlocución y coordinación entre ellos. Muchas 
CCAA disponen actualmente de instrumentos 
para tales fines, en la forma de redes telemáticas 
de intercambio de información y comisiones de 
coordinación interdepartamental. No obstante, 
la mera creación de estos mecanismos no garan-
tiza la utilización eficaz de los mismos. 
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Esta afirmación respecto de la colaboración y 
coordinación dentro de las administraciones 
autonómicas puede trasladarse a las relaciones 
intergubernamentales entre la AGE y las CCAA, 
y de éstas entre sí. Si bien existe toda una serie 
de mecanismos de coordinación potencialmen-
te aplicables a lo largo del ciclo de las políticas 
de cohesión europeas, su aprovechamiento es 
altamente variable. Así, por ejemplo, el funciona-
miento del Foro de Política y Economía Regio-
nal resulta generalmente satisfactorio, especial-
mente si se compara con la CARUE en proceso 
de necesaria revisión y revitalización. 

Si se tiene en cuenta la importante dimensión 
regional de las políticas de cohesión europeas, 
el nivel de participación de las CCAA en el di-
seño y gestión de las mismas es muy limitado. 
Además, parece más propio de un sistema de 
descentralización administrativa que de un mo-
delo de estado basado en el principio de auto-
nomía política de los gobiernos regionales. En 
este sentido, la tendencia creciente entre las 
CCAA a realizar contribuciones sustantivas a 
los procesos de consulta pública abiertos por 
la Comisión Europea no puede reemplazar la 
participación interna de las CCAA en la defi-
nición de la posición negociadora del Estado 
español ante la UE. Asimismo, resulta discutible 
un sistema de gestión en el que las labores de 
programación, ejecución y seguimiento son des-
empeñadas principalmente por las CCAA, pero 

donde la definición de la autoridad de gestión a 
nivel de la AGE imposibilita el diálogo directo de 
las administraciones autonómicas  con la Comi-
sión Europea. 
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1 La estrategia de Lisboa y los  
objetivos de la Política de Cohesión  
europea

La estrategia de Lisboa nació en el año 2000, y 
cinco años después, marzo de 2005, ante unos 
resultados desiguales dentro de Europa, el Con-
sejo Europeo decidió darle un nuevo y determi-
nante empuje1, que tuviera en cuenta también 
la dimensión medioambiental vinculada a la 
noción de desarrollo sostenible (Consejo Eu-

1	 Instó, al mismo tiempo, a los Estados Miembros a que 
elaboraran un Programa Nacional de Reformas (PNR) a partir de las 
24 Directrices Integradas para el Crecimiento y el Empleo 2005-2008 
aprobadas en el mismo Consejo.

ropeo de Gotemburgo, 2001): Estrategia de Lis-
boa Renovada (ELR). Los objetivos horizontales 
de la Agenda de Lisboa Renovada se resumen 
en cuatro: el crecimiento, el empleo, la cohesión 
social y la sostenibilidad medioambiental. Las 
Perspectivas Financieras 2007-2013 y la Política 
de Cohesión Europea en este mismo período 
de programación se diseñaron para contribuir 
a la realización de dicha estrategia o agenda, 
siguiendo las Orientaciones Estratégicas de la 
Comisión (2005)2 y las Directrices Comunita-
rias en materia de cohesión (Consejo Europeo, 

2	 1) Hacer de Europa y de sus regiones lugares más atractivos 
en los que invertir y trabajar. 2) Mejorar los conocimientos y la inno-
vación a favor del crecimiento; y 3) Más y mejores empleos (Dirección 
General de Fondos Comunitarios, 2007, Marco Estratégico Nacional de 
Referencia –MENR-).

CAPÍTULO V
Encarnación Murillo García

¿CÓMO HAN APLICADO LAS CCAA LA POLÍTICA  
DE COHESIÓN EUROPEA?  

ESTRATEGIAS Y RETOS DE CRECIMIENTO, 
INNOVACIÓN  Y CONVERGENCIA 

EN LA EUROPA AMPLIADA
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octubre de 2006)3. Así pues, los objetivos de 
crecimiento y empleo de la actual Política de 
Cohesión Europea, son los objetivos generales 
contenidos en la ELR (o en las Agendas de Lis-
boa y Gotemburgo), a través de cuya consecu-
ción se pretende lograr la finalidad última de la 
Política Regional Europea (o de Cohesión): un 
desarrollo equilibrado y sostenible de las regio-
nes de Europa. 

El objetivo de este capítulo es analizar cuáles son 
los efectos sobre las CCAA, de los nuevos retos 
de la Política de Cohesión Europea, que apuesta 
por una mayor inversión en Investigación, Desa-
rrollo e innovación Empresarial (I+D+i) como 
vía principal para que las regiones (y los esta-
dos) sean más competitivos, creen más empleos 
y crezcan más, al mismo tiempo que se produce 
una reducción de fondos destinados a dichas 
CCAA por razones de convergencia natural y 
por las presiones de algunos Estados Miembros 
(tradicionalmente donantes netos)4. Y todo esto, 
en un contexto de crisis financiera y económica, 

3	 La nueva Política de Cohesión inspirada en los objetivos 
de Lisboa: 1) Debe centrarse en el conocimiento, la investigación, la 
innovación (I+D+i) y el capital humano. 2) Debe perseguir objetivos de 
sostenibilidad ambiental y estimular las sinergias económicas, sociales 
y medioambientales. Y, 3) Debe perseguir, también, objetivos transver-
sales de igualdad de oportunidades, no discriminación y partenariado 
entre los agentes sociales (Dirección General de Fondos Comunitarios, 
2007).
4	 En una Unión ampliada a países del Centro y del Este de 
Europea, con niveles de renta por habitante, en general, inferiores, no 
solo al nivel medio de la misma, sino al 75% de la renta media comuni-
taria.

con recortes presupuestarios de las economías 
nacionales de los países integrantes de la Unión 
Europea de 27 (UE-27).

Para abordar este objetivo, el capítulo se es-
tructura en tres epígrafes más. En el primero, se 
revisa de forma resumida la aplicación a España 
y sus regiones de las ayudas estructurales de 
la UE: cuantías asignadas, principales fondos a 
través de los cuales se canalizan, contribución 
al crecimiento y al empleo, e influencia sobre 
la convergencia regional -centrándonos espe-
cialmente en el período de programación actual 
(2007-2013)-. En el segundo epígrafe, nos plan-
teamos fundamentalmente cómo están afron-
tando las CCAA la actual Política de Cohesión 
(sobre todo, en cuanto a su orientación más 
estratégica y su plasmación en la realidad eco-
nómica regional; así como, en lo que se refiere a 
la utilización de formas de financiación alterna-
tivas, propuestas por la Comisión y basadas en 
la idea de fondos reembolsables5, que permitan 
compensar la reducción de fondos europeos, y, 
en la medida de lo posible, paliar las dificultades 
financieras y presupuestarias actuales). También, 
en este apartado, aludiremos a algunas expe-
riencias exitosas de otras regiones europeas, 
que pueden servir como punto de referencia 
en la aplicación de dicha política. Finalmente, en 
el tercer epígrafe, nos detendremos en la es-

5	  Como las iniciativas JASPERS, JEREMIE y JESSICA, que 
explicaremos más adelante.
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trategia 2020, objetivos y retos en materia de 
cohesión en un contexto de crisis económica. 
En este último punto, las contribuciones de las 
CCAA al debate sobre el futuro de la Política de 
Cohesión, así como las de algunas instituciones 
de la Unión, otros países o regiones europeas, 
estudios de expertos, o interlocutores sociales, 
nos permitirán identificar con mayor claridad la 
situación de dichas comunidades frente a los re-
tos que plantea la Política de Cohesión europea 
post-2013, así como reflexionar, con posteriori-
dad, sobre sus posibles márgenes de actuación. 

2 La política de cohesión europea. La 
aplicación a España y sus regiones 
de las ayudas estructurales en el 
período 2007-2013

En este epígrafe nos planteamos los siguientes 
interrogantes: ¿Cuáles han sido las cuantías asig-
nadas a España en cada uno de los períodos de 
programación existentes? ¿A través de qué fon-
dos se han canalizado dichas ayudas? ¿Cuánto 
han contribuido al crecimiento y al empleo, y, en 
última instancia, a la convergencia regional o de 
las regiones españolas en términos de renta per 
cápita con la media de la UE? 

La Política de Cohesión Europea se ha articu-
lado desde 1988 hasta la actualidad en torno a 
cuatro períodos de programación plurianuales: 
1989-1993, 1994-1999, 2000-2006 y 2007-2013. 
Desde el punto de vista cuantitativo, las accio-
nes estructurales que han desarrollado dicha 
política de cohesión han representado desde el 
15% del presupuesto de la entonces Comuni-
dad Europea (1988) al 36% del presupuesto de 
la actual Unión, UE-27 (2007), pasando por un 
38,3% del mismo en el período de máxima con-
solidación de dicha política, UE-15 (1994-1999).6 
Y, cualitativamente, los principios básicos en los 
cuales se ha basado la aplicación de esta política 
de cohesión, también desde sus comienzos has-
ta hoy, han sido: concentración de las ayudas so-
bre todo en los territorios más desfavorecidos 
y/o en áreas con determinadas características 
específicas (parados de larga duración, altas ta-
sas de desempleo juvenil…); cooperación entre 
todas las autoridades implicadas en su puesta 
marcha (UE y administraciones nacionales en 
sus diferentes niveles); programación de los fon-
dos asignados por parte de la UE; y, adicionalidad 
o cofinanciación de los proyectos subvenciona-
bles por ayudas europeas con recursos propios 
nacionales. 

Sin embargo, si desde 1989 hasta 2006, la Polí-
tica de Cohesión Europea se ha caracterizado 

6	 Para una información más detallada, véase Murillo (2010).
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por cierta continuidad en su orientación, apli-
cación y desarrollo –a pesar de la introducción 
de algunas mejoras en su funcionamiento, como 
la simplificación de objetivos prioritarios o una 
mayor y más eficaz evaluación de las acciones 
llevadas a cabo, fruto de la experiencia acumu-
lada-, en el período de programación actual, 
2007-2013, se ha producido un cambio en dicha 
orientación, pasando a tener un carácter más 
estratégico que en períodos anteriores, a estar 
más orientada hacia el crecimiento, y a realizar 
una apuesta decidida por el gasto en Investiga-
ción, Desarrollo e innovación empresarial – ob-
jetivos contenidos en la Agenda de Lisboa Re-
novada-. 

El gasto en cohesión de la UE va dirigido funda-
mentalmente a cuatro conceptos o ámbitos (de 
Lisboa): conocimiento en innovación (I+D+i), 
mercado de trabajo, desarrollo potencial de las 
PYMES y energía y medioambiente. Se recoge, 
además, en la categoría 1.b. (Cohesión para el 
crecimiento y el empleo) de las Perspectivas Fi-
nancieras 2007-2013.

En cuanto al volumen total de ayudas estruc-
turales asignadas a España en materia de cohe-
sión, para el período 1989-2013, la cifra se sitúa 
alrededor de los 162.700 millones de euros de 
2004, de los cuales, 18.707 millones correspon-
den al primer período de programación (89-
93), 50.654 al de consolidación (94-99), 61.890 

al período 00-06, y 31.457 millones de euros de 
2004 al período vigente7.

Si nos centramos en los tres marcos plurianua-
les comprendidos entre 1989 y 2006, por con-
ceptos, el 51% de las ayudas europeas acumu-
ladas durante los mismos han ido dirigidas a 
infraestructuras, el 31, 5% a financiar proyectos 
de capital humano y, el 17,5 % a ayudas a em-
presas (véase Sosvilla 2005). Por fondos, y hasta 
2006, las ayudas estructurales de la UE se han 
canalizado a través de los denominados fondos 
estructurales (FEDER, FSE, FEOGA-O e IFOP)8–
destinados en su mayor parte a las regiones más 
desfavorecidas de la Unión, tradicionales regio-
nes objetivo nº19, y actuales regiones conver-
gencia- y del Fondo de Cohesión10. 

7	 No obstante, hay que ser conscientes de que estas canti-
dades hacen referencia a datos programados, no ejecutados, y a datos 
de ayuda, no de “coste elegible” o gasto público total asociado a los 
proyectos subvencionables por las ayudas estructurales europeas. De 
ahí que, para obtener este último importe, y por tanto aproximarnos al 
volumen total de gasto público vinculado a estos proyectos, al montan-
te de ayudas o fondos europeos habría que sumarle la cofinanciación 
realizada por parte de las administraciones nacionales. La fuente de 
estas cifras corresponde a la Dirección General de Fondos Europeos 
(2007).
8	 FEDER (Fondo Europeo de Desarrollo Regional), FSE 
(Fondo Social Europeo), FEOGA-O (Fondo Europeo de Garantía 
Agrícola, en su sección Orientación) e IFOP (Instrumento Financiero 
de Ordenación Pesquera).
9	 Regiones con una renta por habitante inferior al 75% de la 
renta por habitante media de la Unión Europea.
10	 Se crea en 1993 y va destinado a aquellos países, no a las 
regiones, que tienen un nivel de renta per cápita inferior al 90% de la 
media comunitaria. En sus comienzos: España, Grecia, Irlanda y Portu-
gal.

Capítulo V
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En cuanto a su contribución al crecimiento y al 
empleo durante este mismo período, el mode-
lo HERMIN cuantifica que el PIB de España ha 
sido en media un 1,75% más elevado en cada 
año del período 89-93 como consecuencia de 
la percepción de las ayudas estructurales euro-
peas; un 3,3% más alto en el período 94-99, y 
aproximadamente un 1,5% en el período 2000-
2006. Con datos de tasa de ocupación, el núme-
ro de empleos en media se situó un 1,2% por 
encima del que hubiera habido en ausencia de 
estas ayudas en el período 89-93; fue un 2,4% 
más elevado en el período 94-99, y se estima 
que un 1,1% en 2000-2006 (Dirección General 
de Fondos Comunitarios (2007).

No obstante, además del modelo HERMIN11 (o 
de otros modelos macroeconómicos de equili-
brio general, como el HERMES, o el QUEST II12), 
existen otros métodos más o menos comple-
jos basados en enfoques distintos (estimaciones 
econométricas, tablas input-output…), y con 
resultados no siempre coincidentes, para medir 
y analizar el impacto económico de las ayudas 
estructurales, sobre todo desde una perspectiva 

11	 Específicamente concebido para evaluar la Política de Co-
hesión (y aplicado, en sus inicios, a los llamados países de la Cohesión: 
Grecia, Irlanda, Portugal y España).
12	 Modelo interno de la Comisión Europea, con menor detalle 
sectorial que otros modelos de corte parecido, pero más general en 
cuanto a su ámbito de extensión (todas las economías de la UE, inclui-
das las donantes netas de fondos estructurales).

territorial13. En este sentido, y teniendo en cuenta 
los retos de crecimiento, empleo y convergencia 
de la Política de Cohesión Europea -sobre los 
que versa este capítulo, Bande et al. (2010)-, para 
las regiones objetivo nº1, con datos ejecutados 
(2000-2008), y tras realizar una evaluación de los 
efectos de la política regional europea sobre los 
mercados de trabajo de estas regiones, apuntan 
que, a pesar de las mejoras observadas en to-
dos los indicadores laborales analizados, existe 
un proceso de convergencia respecto al resto de 
regiones muy lento e incompleto, además de que 
los datos evidencian que la actual crisis económi-
ca ha dado lugar a una pérdida de los logros con-
seguidos hasta 2006. También, para el conjunto 
de regiones calificadas como objetivo nº1 en el 
período de programación anterior (2000-2006)14, 
Escribá y Murgui (2010), con un enfoque dual a 
largo plazo, a partir de un panel de datos regional, 
afirman que la Política de Cohesión Europea ha-
bría sido más efectiva en términos no solo de au-
mento de capital, sino también de la productivi-
dad de las regiones, si los fondos comunitarios en 
formación e I+D hubiesen adquirido mayor pro-
tagonismo; es decir, parece constatarse la mayor 
rentabilidad de las ayudas destinadas a formación 
e I+D, que la de las destinadas a infraestructuras 
una vez que estas alcanzan ciertos umbrales. 

13	 Para un análisis más en profundidad de los distintos enfo-
ques, trabajos concretos y resultados, véase, por ejemplo, Villaverde y 
Maza (2010).
14	 Andalucía, Asturias, Canarias, Castilla-León, Castilla-La 
Mancha, Comunidad Valenciana, Extremadura, Galicia y Murcia.
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Por regiones más desfavorecidas, en Andalucía, 
el efecto de las ayudas estructurales sobre el 
PIB, el empleo y la renta disponible sigue siendo 
muy relevante en el período 2000-2006 (mo-
delos multisectoriales, MEGA, que apuntan a 
una disminución del 5% del PIB en ausencia de 
las mismas), al igual que para períodos de pro-
gramación anteriores (mediante estimaciones 
econométricas) (véase Murillo, 2007). Impacto 
importante también han tenido en Extremadu-
ra, donde la ejecución de las inversiones cofi-
nanciadas con fondos europeos han generado 
un incremento del VAB real extremeño del 3,8% 
(metodología input-output y aplicación de una 
función de producción agregada). En Castilla-La 
Mancha y en Galicia, la contribución al creci-
miento y al empleo parece haber sido discreta 
en cuanto a los fundamentos básicos del creci-
miento a largo plazo, pero positiva. 

Asturias (a través de la metodología input-
output), ha mostrado ganancias significativas de 
eficiencia evaluada a través de la productividad 
aparente del trabajo en el período analizado 
(2000-2006); y Murcia, encuentra un impacto 
positivo de los fondos estructurales y una ges-
tión eficiente de los mismos, aunque no ha ha-
bido una convergencia en su VAB por habitante 
con el resto de regiones españolas (quizás por 
la posición relativa menor en el stock de capital 
público y por el aumento del flujo de inmigran-
tes). 

Por último, Canarias, Castilla-León y la Comuni-
dad Valenciana, han cumplido con los objetivos 
de crecimiento que se establecían en los pro-
gramas operativos del período 2000-2006, ra-
zón por la cual dejan de formar parte del grupo 
de regiones más desfavorecidas para el período 
de programación actual, aunque sigue existien-
do la necesidad de reorientar sus economías 
hacia otros sectores productivos, más allá de la 
construcción (Canarias y Comunidad Valencia-
na), y de no desdeñar los efectos que las ayudas 
europeas provocan fuera de la región percep-
tora, para orientaciones futuras de política eco-
nómica (Castilla-León). De igual manera, y pese 
a la contribución de las ayudas estructurales al 
crecimiento y al empleo en el resto de regio-
nes objetivo nº1, el análisis de impacto también 
ha puesto de manifiesto numerosas sombras o 
debilidades de las economías analizadas, que ha-
brá que tener necesariamente en cuenta, para 
que en un contexto de restricción de fondos 
de la UE y de crisis económica, puedan seguir 
una senda de crecimiento continuado que les 
permita acercarse o, al menos, no aumentar la 
distancia, con las regiones más competitivas de 
España y de la UE15.

15	 Para un análisis pormenorizado del impacto de las ayudas 
estructurales sobre la economía de las regiones objetivo nº1, véanse 
los distintos trabajos contenidos en “Fondos Estructurales Europeos y 
convergencia regional en España: 2000-2006”, Monográfico de Papeles 
de Economía Española, 123, 2010.
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Así, y en virtud de lo expuesto, según Eurostat 
(2006), entre 1995 y 2003, España ha pasado de 
tener un PIB per cápita expresado en paridad 
del poder adquisitivo en proporción a la media 
de la UE (UE-25=100) de 87,5 a 97,4, es decir, 
diez puntos mayor. Por CCAA, en algunas de 
las regiones que más ayudas estructurales han 
recibido, tradicionales regiones objetivo nº1, 
como Andalucía, por ejemplo, este índice tenía 
un valor de 64,3 en 1995 y de 74,1 en 2003. En 
Murcia ha pasado de 71,7 a 82,3; y en Asturias 
o Extremadura, de 77,0 a 83,0 y de 55,8 a 63,8, 
respectivamente16. No obstante, pese a que ha-
bitualmente se utiliza el PIB por habitante para 
analizar la situación de una región y su conver-
gencia con el resto, sabemos que es necesario 
un análisis más profundo y detallado, así como 
la utilización de un conjunto de indicadores más 
heterogéneo –donde tengan cabida algunos ín-
dices de calidad de vida-, para captar en toda 
su amplitud las particularidades del desarrollo 
regional y su contribución a la convergencia.
En este sentido, en el Sexto Informe de situa-
ción sobre la cohesión económica y social (ju-
nio de 2009),“se exhortó a la Comisión a que, 
a efectos analíticos, y en relación a una mayor 
comprensión de la cohesión territorial, comple-
mentase los datos de PIB per cápita con otros 

16	 Aunque las regiones objetivo nº1 se han aproximado en 
general a la media de la UE en menor medida de lo que lo ha hecho el 
conjunto del país (véase Eurostat, 2006, para el resto de Comunidades 
Autónomas).

indicadores de calidad de vida (por ejemplo, de-
sarrollo humano, sostenibilidad, vulnerabilidad o 
accesibilidad a los servicios)” (Comisión Euro-
pea, 2009:15)17.

Si nos detenemos de manera más exhaustiva en 
el período actual de programación, 2007-2013, 
la Política de Cohesión Europea para este pe-
ríodo plantea tres líneas prioritarias u objetivos 
específicos: Convergencia, Competitividad re-
gional y empleo y Cooperación territorial eu-
ropea. Con respecto al objetivo de Convergen-
cia, integra a las regiones del anterior objetivo 
nº1, es decir, a aquellas regiones cuyo PIB per 
cápita se sitúa por debajo del 75% de la media 
de UE-25 (a las que han ido a parar el 81,7% del 
total de fondos europeos destinados a cohe-
sión aprobados para este período). Al segundo 
objetivo, Competitividad regional y empleo, se 
han acogido todas las regiones o territorios de 
la Unión, excepto las regiones que reciben ayu-
das por el objetivo convergencia y las sujetas a 
disposiciones transitorias (el 15,8% del total de 
ayudas europeas para el desarrollo regional se 

17	 En la misma línea, cabe destacar el Dictamen del Co-
mité de las Regiones elaborado por el presidente de Asturias en 
octubre de 2010 titulado “Evaluar el progreso más allá del PIB” 
(CDR163/2010fin) que consiguió apoyo unánime en el pleno del CDR 
y que propone medir el desarrollo de los territorios de forma más 
acorde con las características que valora la sociedad de hoy, soste-
niendo que el PIB es un indicador obsoleto (si se usa en solitario) para 
medir el bienestar y el progreso de un país o región. Este dictamen ha 
sido elevado a la Comisión Europea para que conozca su contenido y 
para que tenga en cuenta sus propuestas de cara a la toma de decisiones 
futuras y al nuevo periodo de programación 2014-2020.
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han asignado al mismo). Y, el objetivo de Coope-
ración territorial europea18, ha acuñado el 2,5% 
del total de dichos fondos. 

Con respecto a las regiones sujetas a disposi-
ciones transitorias, nos encontramos con dos 
tipos: aquellas que salen del grupo de regiones 
más desfavorecidas por el denominado “efecto 
estadístico”, es decir, las que dejan de ser regio-
nes objetivo nº1 al comparar su renta per cápita 
con la media de la UE-25 (más baja), pero que 
no dejarían de serlo en la UE de los antiguos 
15; y, las que salen de este grupo, por razones 
de convergencia natural o por su propio desa-
rrollo, y cuya renta per cápita supera el 75% de 
la renta de la UE-15 y de la UE-25 . En ambos 
casos, se ha desarrollado un régimen de ayudas 
transitorias (phasing out –para las regiones que 
salen del objetivo Convergencia por el efecto 
estadístico- y phasing in– para las que entran en 
el objetivo de Competitividad regional y em-
pleo-), que les permita hacer menos brusco el 
tránsito de un objetivo a otro, así como comple-
tar su proceso de convergencia. 

18	 Que trata de abordar los problemas que surgen en una eco-
nomía integrada por un conjunto de Estados Miembros con sus propias 
fronteras nacionales, a través de la puesta en marcha de programas 
trans- fronterizos y transnacionales.

El volumen total de ayudas estructurales

El total de ayudas estructurales asignadas a Es-
paña para el período 2007-2013 equivale, en 
euros corrientes, a 35.216 millones de euros. 
No obstante, en el período 2007-2013, son los 
países de la ampliación los que se convierten 
en los principales beneficiarios, de tal manera 
que para los tradicionales 15 los fondos se re-
ducen en un 25,4% respecto a lo que percibían 
en el período anterior. Para el caso de España, 
la reducción es de aproximadamente un 43% de 
las ayudas estructurales (Cordero, 2005; Murillo, 
2007 y 2010). Por Comunidades Autónomas, y 
en función de la categoría de regiones descrita 
anteriormente, la cuantía sustancialmente más 
elevada, unos 21.053 millones de euros, corres-
ponde a las regiones objetivo de Convergencia, 
dentro de las cuales se encuentran Andalucía, 
Extremadura, Galicia y Castilla-La Mancha. Unos 
3.523 millones de euros se asignan a las regiones 
incluidas dentro del objetivo de Competitividad 
regional y empleo (Cataluña, Rioja, Navarra, País 
Vasco, Madrid, Cantabria, Aragón y Baleares)19. 
Para las regiones que salen del objetivo Con-
vergencia por el efecto estadístico (Asturias, 

19	 De estas cantidades de ayudas europeas destinadas a cada 
tipo de región, según el Consejo de Política Fiscal y Financiera y de 
manera aproximativa, el 60% de las mismas lo gestiona la Administra-
ción General del Estado (AGE) y el 40% las comunidades autónomas 
(en las regiones Convergencia); y, el 30% y el 70%, la AGE y las 
propias administraciones autonómicas, respectivamente (en las Compe-
titividad regional y empleo).
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Murcia, Ceuta y Melilla), la ayuda transitoria o 
phasing out es de 1.583 millones de euros; y, para 
las que se incorporan al objetivo Competitivi-
dad regional y empleo por el efecto crecimiento 
o phasing in (Canarias, Castilla-León y Comu-
nidad Valenciana) alcanza los 4.955 millones de 
euros20. En conjunto, los objetivos Convergencia 
y Competitividad regional y empleo acumulan 
31.114 millones de euros corrientes (sin contar 
la participación del Fondo de Cohesión en di-
chos objetivos o prioridades, que para el 2007-
2013, y de manera indicativa, correspondería al 
de Convergencia21).

Por fondos, en el actual período de programa-
ción, las ayudas estructurales procedentes de la 
UE, que cofinancian los proyectos de cohesión 
para el crecimiento y el empleo, se canalizan a 
través de tres fondos o instrumentos: el FEDER, 
el FSE y el Fondo de Cohesión22. Por conceptos, 
nos parece relevante destacar, en esta ocasión, 
el importe que en cada grupo de regiones está 

20	 Cuantías que incluyen los beneficios adicionales para las 
regiones ultraperiféricas que se consiguieron para el período actual en 
materia de cohesión (54 millones de euros corrientes para las ciudades 
autónomas de Ceuta y Melilla –phasing out-, y 100 millones de euros 
para Canarias –phasing in-). Veáse Cuadro 1.
21	 La recuperación del Fondo de Cohesión hasta 2013 fue 
uno de los logros conseguidos por España durante la negociación de la 
Política de Cohesión Europea para el período actual de programación.
22	 El FEADER y el FED (fondos vinculados al desarrollo 
rural y a la pesca, respectivamente) no se consideran instrumentos 
financieros en materia de cohesión, y por tanto no están incluidos en el 
montante de la Política de Cohesión Europea, ni en la asignación del 
gasto destinado a la misma por países.

previsto se dedique a Investigación, Desarro-
llo e innovación empresarial, procedente del 
FEDER, y en concepto de FEDER I+D+i (impor-
te que hace referencia al denominado Fondo 
Tecnológico). La creación del llamado “Fondo 
Tecnológico” para España se llevó a cabo duran-
te la negociación de las perspectivas financieras 
2007-2013, con el objetivo de que mejorara la 
inversión de las regiones españolas en este área 
(en concreto de las empresas), y pudieran se-
guir la senda de crecimiento por la que había 
apostado la Política de Cohesión Europea. La fi-
nanciación de este fondo procede del FEDER, y 
su cuantía global se estimó en 2000 millones de 
euros de 2004 o algo más de 2248 millones de 
euros corrientes (véase el Cuadro 1).

Según el cuadro adjunto, porcentualmente, y en 
relación a las ayudas estructurales destinadas a 
cada tipo de regiones, en las regiones objetivo 
Convergencia –incluyendo las phasing out- se in-
vierte en I+D+i alrededor del 7,5% de dichas 
ayudas. Y en las regiones objetivo Competitivi-
dad regional y empleo –teniendo en cuenta las 
phasing in- en torno al 6,6%. Si expresamos es-
tos porcentajes en términos absolutos, la dife-
rencia entre lo que está programado que dedi-
quen las regiones más desfavorecidas y las más 
competitivas a investigación, desarrollo e inno-
vación, se hace más visible. Es decir, las primeras 
destinarían a este concepto 1.686 millones de 
euros, y, las segundas 562 millones. Calculando 
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la proporción que representa cada uno de es-
tos importes, 1.686 y 562, sobre la cuantía total 
del Fondo Tecnológico (o FEDER I+D+i), 2.248 
millones de euros corrientes, observamos que 
el resultado es el 75% (1.686) y el 25% (562) 
del mismo; esto es, lo que la nueva Política de 
Cohesión establece que debe ir a las regiones 
Convergencia y Competitividad regional y em-
pleo, respectivamente. 

Por lo tanto, si a los 31.114 millones de euros 

de los objetivos Convergencia y Competitivi-
dad regional y empleo –incluyendo las ayudas 
transitorias-, financiados por el FEDER y el FSE, 
le sumamos 3.543 millones de euros proceden-
tes del Fondo de Cohesión, y 559 millones de 
euros, relativos al objetivo Cooperación terri-
torial –del FEDER-, el volumen de ayudas es-
tructurales asignadas a España durante el perío-
do de programación vigente es, como ya se ha 
indicado anteriormente, y aparece en el Cuadro 
1, de 35.216 millones de euros corrientes.
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Total (euros corrientes)
Fondo de Cohesión 3.543.213.009

FEDER Y FSE

Total objetivos Convergencia y 
Competitividad 31.114.520.973

Convergencia 19.479.605.956
FEDER I+D+i 1.573.919.540

Phasing-out 1.415.919.210
FEDER I+D+i 112.422.823

Ceuta y Melilla (54) 55.119.627
Phasing-in 4.505.387.913

Canarias (100) 112.422.816
FEDER I+D+i 337.268.472

Competitividad 3.297.609.167
FEDER I+D+i 224.845.649

Cooperación territorial Cooperación territorial 559.257.033
TOTAL 35.216.991.014

Cuadro 1. Total ayudas estructurales asignadas a España período 2007-2013

Fuente: Webs oficiales de  las Comunidades Autónomas. Elaboración Propia.  
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Por otra parte, al referirnos a la aplicación de las 
ayudas europeas en materia de cohesión a Espa-
ña y sus regiones durante el período 2007-2013, 
no podemos dejar de tener en cuenta que el 
contexto socioeconómico existente cuando se 
aprobó el MENR (junio de 2007), de crecimien-
to y creación de empleo23, no es el mismo que 
el actual, marcado por una profunda crisis eco-
nómica y financiera, así como elevadas tasas de 
paro. En este nuevo contexto, uno de los princi-
pales problemas que existen de cara a la normal 
ejecución de los fondos europeos y, por tanto, a 
su aplicación, es la fuerte restricción financiera 
y presupuestaria, tanto del sector privado como 
de las administraciones públicas españolas en 
todos sus niveles. En el caso de la iniciativa em-
presarial privada, esta restricción es particular-
mente relevante en el período de programación 
actual, porque el MENR 2007-2013 recoge nu-
merosas actuaciones dentro de la prioridad de 
“desarrollo de la economía del conocimiento” 
-como el Fondo Tecnológico “por y para el be-
neficio de las empresas”- que requieren de dicha 
participación para poder ponerse en marcha. Y, 

23	 En 2006, y siendo el PIB por habitante medio de la UE-27 
en paridad del poder adquisitivo igual a 100 (UE-27=100), las actuales 
regiones Competitividad Regional y Empleo superan ya la media 
europea -correspondiendo los valores más elevados a Madrid (135,7) , 
País Vasco (133,7) y Navarra (130.8)-. Dos de las tres regiones phasing 
in están muy próximas a la media, Castilla y León (92,2) y Comunidad 
Valenciana (95,4); y, tres de las cuatro regiones Convergencia, están 
por encima del 75% del PIB per cápita medio de la UE: Galicia (86,5), 
Castilla–La Mancha (81,1), Andalucía (80,8) y Extremadura (70,6) – 
Eurostat, 2011-.

en lo relativo a la contracción presupuestaria de 
las administraciones públicas nacionales, si no 
existe la posibilidad de que cofinancien medidas 
o proyectos con recursos propios, no se po-
drán llevar a cabo las ejecuciones programadas 
de forma adecuada, ni tampoco podrán obtener 
posteriormente financiación de la UE (puesto 
que uno de los principios rectores de la Política 
de Cohesión europea es la “adicionalidad” o co-
financiación de los proyectos subvencionables 
por fondos europeos con recursos nacionales). 

No obstante, teniendo en cuenta que la progra-
mación de las ayudas estructurales en España 
para el período vigente ha puesto el énfasis fun-
damentalmente en la economía del conocimien-
to, el desarrollo empresarial, la innovación y la 
inversión en capital humano –lo que significa 
haberse anticipado a algunos de los problemas 
que han dado lugar a la crisis económica, pre-
ver parte de sus consecuencias, y tomar medi-
das que conduzcan hacia un modelo de creci-
miento sostenido-, la estrategia de la Política de 
Cohesión Europea para el período 2007-2013, 
contenida en el MENR, sigue siendo adecuada y 
oportuna24. Y esto, aunque sean necesarios algu-
nos ajustes, como la agilización de la ejecución 
de las ayudas europeas, o la reorientación de 

24	 Los estudios realizados sobre la situación de la economía 
española inciden prácticamente en las mismas cuestiones estructurales 
que la Política de Cohesión para lograr salir de la crisis económica 
actual.

Capítulo V



Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

166 Capítulo V

determinadas iniciativas o medidas -a través de 
algunas reprogramaciones-, para garantizar una 
absorción más efectiva de los fondos asignados 
a ellas, sobre todo en el ámbito del mercado de 
trabajo y del capital humano25.

Los efectos sobre el crecimiento

Por último, en cuanto a los efectos de la actual 
Política de Cohesión Europea sobre el creci-
miento de la economía española o al impacto 
de la misma sobre algunos de los principales 
agregados económicos, como el PIB o la tasa de 
paro, en las evaluaciones intermedias realizadas 
para este período hasta el momento, todavía 
no hay resultados cuantitativos concluyentes 
al respecto –especialmente a nivel regional-. 
Sin embargo, de modo aproximativo, Sosvilla y 
Herce (2004), a partir de estimaciones realiza-
das con el modelo HERMIN, cuantificaron que 
la pérdida de fondos por parte de España pro-
duciría una reducción de 3 décimas de punto en 
la tasa de crecimiento de la economía española. 
De la Fuente (2005) obtuvo unos resultados si-
milares, situando en 0,25 puntos la caída de la 
tasa media de crecimiento anual para todo el 
período; y, apreciando, además, un impacto ma-
yor en aquellas regiones que salían del objetivo 

25	 Dirección General de Fondos Comunitarios (2009).

1 por convergencia natural que en las que lo 
hacían por razones estadísticas (caída de 0.48 
puntos porcentuales de la tasa de crecimiento 
en las primeras, frente a 0.38 en el segundo tipo 
de regiones)26. En cualquier caso, y pese a esa 
pérdida o reducción de fondos de facto, para 
el período de programación actual, el modelo 
QUEST II (Comisión Europea, 2010) ha estima-
do que el efecto neto acumulativo sobre el PIB 
de la política de cohesión en la UE-15 –dentro 
de la cual se encuentra España- y para el pe-
ríodo 2000-2015, será del 1,9% con respecto a 
un escenario sin dicha política; y, para España, y 
según el modelo HERMIN –cuyas característi-
cas suelen reflejar un impacto más alto-, de un 
0,6 por ciento aproximadamente con respecto 
al punto de referencia (ausencia de ayudas). 

26	 Aunque, en ninguno de estos estudios se consideró la 
posibilidad de un régimen transitorio para el Fondo de Cohesión. 
Hecho que, sin embargo, como hemos visto, finalmente se acuerda tras 
ser aprobadas las perspectivas financieras 2007-2013 para la Unión 
Europea, y que tiene consecuencias directas sobre el volumen total de 
ayudas estructurales destinadas a España durante este período de pro-
gramación, así como sobre el impacto macroeconómico de las mismas.
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3 ¿Cómo están afrontando
las CCAA la actual política 
de cohesión europea? Líneas de 
actuación autonómica y una mira-

da a otras experiencias de la UE

 
La Política de Cohesión Europea y sus objetivos 
de crecimiento y empleo, basados fundamental-
mente en la economía del conocimiento y en la 
potenciación de la Investigación, el Desarrollo 
y la innovación empresarial, establecen el mar-
co o la línea de crecimiento a seguir por parte 
de las regiones de la Unión Europea, y, dentro 
de ellas, de las CCAA. De ahí que, el objetivo 
principal de este capítulo, como se expresa en 
la introducción, consista en analizar los efectos 
que dicha política de cohesión tiene sobre sus 
estrategias de crecimiento. Por otra parte, aun-
que el éxito de la implantación (y continuidad) 
de una estrategia de crecimiento de estas carac-
terísticas dependa de diversos factores, como el 
punto de partida de la región en la que se aplica 
–por ejemplo, qué porcentaje del PIB se destina 
a investigación en I+D-, el contexto económico 
en el que se pone en marcha, o la evolución 
de dicho contexto a lo largo del período que 
abarca la programación plurianual, no debemos 
olvidar la importancia que tiene el que un de-
terminado territorio, o comunidad autónoma 
en el caso español, sea capaz de desarrollar los 
mecanismos necesarios para dicha implantación. 

En virtud de lo expuesto, en este apartado nos 
planteamos cómo están afrontando las CCAA 
la actual Política de Cohesión Europea (sobre 
todo, en cuanto a su orientación más estraté-
gica y su plasmación en la realidad económica 
regional; y, en lo relativo a la utilización de for-
mas de financiación alternativas basadas en la 
idea de fondos reembolsables y propuestas por 
la Comisión –iniciativas JEREMIE27 y JESSICA28, 
por ejemplo-, que permitan compensar la pérdi-
da de fondos europeos, y, paliar, en la medida de 
lo posible, las restricciones financieras y presu-
puestarias existentes en la actualidad). Para ello, 
describiremos previamente las fortalezas y de-
bilidades más relevantes de las regiones españo-
las (iniciales y “sobrevenidas”); y terminaremos 
exponiendo los principales escollos con los que 
se están encontrando las mismas para adap-
tarse a los requerimientos de los objetivos de 
Lisboa, así como algunas experiencias exitosas 
de otras regiones europeas que pueden servir 
como punto de referencia en la aplicación de la 
política de cohesión. 

 

27	 “Joint European Resources for Micro to Medium 
Enterprises”-JEREMIE-, o “Recursos europeos conjuntos para las 
microempresas y las medianas empresas”.
28	 “Joint European Support for Sustainable Investment in City 
Areas”–JESSICA-, o “Ayuda europea conjunta en apoyo de inversiones 
sostenibles en zonas urbanas”.
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Fortalezas y debilidades de las CCAA

El Marco Estratégico Nacional de Referencia 
(MENR) para el período de programación vi-
gente, 2007-201329, establece que en un con-
texto de amenazas (fuerte competencia inter-
nacional, dependencia energética y aumento de 
los precios, movimientos de deslocalización de 
la inversión productiva, dificultad de integración 
de la población inmigrante, y presión para el 
mantenimiento del sistema de pensiones y gas-
tos sociales, entre otras) y oportunidades (en-
tre las que destacamos, desarrollo tecnológico y 
de las comunicaciones, buenos niveles de infra-
estructuras públicas, potencial medioambiental 
y, sobre todo, del sector turístico), cada tipo de 
regiones –más o menos desfavorecidas- pre-
sentan una serie de debilidades y fortalezas. De 
forma resumida, y centrándonos en las regio-
nes Convergencia –dentro de las cuales vamos 
a considerar a las phasing out- las principales 
debilidades, compartidas por todas ellas, tienen 
que ver con el bajo nivel formativo de la pobla-
ción y la elevada tasa de abandono escolar, con 
la existencia de empresas demasiado pequeñas 
para ser capaces de exportar e innovar, con una 
reducida inversión en I+D+i -sobre todo del 
sector privado- y con unas condiciones no ade-
cuadas para el desarrollo de este tipo de inver-
sión (débil colaboración entre los participantes 

29	 Dirección General de Fondos Comunitarios (2007: 64-65)

en el ciclo de la innovación), además de una alta 
temporalidad en los contratos de trabajo, bajas 
tasas de empleo femenino y personas mayores 
de 55 años, y elevada tasa de paro de larga du-
ración. Es de especial relevancia, a nuestro juicio, 
también, que en CCAA como Andalucía, Extre-
madura y Galicia, que representan un elevado 
porcentaje de la población de las regiones más 
desfavorecidas, la especialización productiva se 
realice en actividades de escaso valor añadido. 
Como contrapunto, en cuanto a sus fortalezas, 
son el avance conseguido en la concienciación 
medioambiental, el progreso de las energías re-
novables, la biodiversidad de sus territorios y la 
riqueza cultural y paisajística, las que más desta-
ca el MENR30. 

Para las regiones Competitividad regional y em-
pleo –incluimos también las phasing in-, resalta-
mos las siguientes debilidades: baja utilización, 
en general, de las tecnologías asociadas a la so-
ciedad de la información, insuficiente inversión 
en I+D+i -particularmente por parte de la ini-
ciativa privada (excepto en Cataluña, La Rioja, 
País Vasco y Madrid)-, pérdida de competitivi-
dad (por costes y precios), concentración de los 
recursos humanos de calidad en determinadas 
zonas, e importante diferencia entre las tasa de 
empleo masculina y femenina. Además, en las 
regiones phasing-in, la actividad empresarial se 

30	 Sin olvidar la capacidad para crear empleo que se observa 
en algunas comunidades, como Murcia (phasing out)
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concentra sectorialmente -debilidad que tam-
bién se detectó en el análisis de impacto de las 
ayudas estructurales europeas para el período 
de programación anterior (2000-2006), y donde 
se apuntaba la necesidad de que la Comunidad 
Valenciana y Canarias, entre otras, reorientaran 
sus sectores productivos más allá de la cons-
trucción-. Con respecto a las fortalezas de es-
tas regiones, el análisis DAFO contenido en el 
MENR (2007)31 encuentra diferencias notables, 
a nuestro juicio, con las regiones Convergencia. 
Así, existe en ellas un elevado porcentaje de po-
blación con formación superior, dinamismo de-
mográfico e inmigración (sobre todo en la Co-
munidad Valenciana, Canarias, Cataluña, La Rioja, 
Madrid y Baleares), grandes empresas y clusters 
de producción (fundamentalmente en Cataluña, 
Madrid, Navarra, País Vasco y Baleares) y capaci-
dad para crear empleo; además de diversidad de 
espacios naturales de gran valor y singularidad. 
Pero, sobre todo, un sistema (público) de I+D+i 
y una red de centros universitarios con un gran 
potencial para contribuir al desarrollo (Castilla 
y León, Cataluña, Navarra, País Vasco, Madrid y 

31	 Análisis realizado por España durante la fase preparatoria 
de la programación del período actual, en el marco de las conclusiones 
de la agenda de Lisboa, y donde además de diagnosticar debilidades 
y fortalezas de las Comunidades Autónomas españolas, se incluyen 
recomendaciones detalladas y específicas para cada una de ellas.

Cantabria)32. Sin embargo, la situación de cri-
sis actual ha llevado a revisar las debilidades y 
fortalezas descritas para las regiones españolas. 
En general, para el conjunto de la economía, se-
gún el Informe de seguimiento estratégico del 
MENR, publicado en diciembre de 200933, aun-
que las debilidades siguen siendo prácticamente 
las mismas, se han acentuado las relativas al teji-
do productivo, la inversión en I+D+i, la produc-
tividad, la competitividad a nivel internacional, y 
sobre todo, las relacionadas con el mercado de 
trabajo, donde aparecen algunas nuevas: eleva-
das tasas de desempleo en los menores de 25 
años y en las personas de baja cualificación. En 
lo que respecta a las fortalezas, también conti-
núan estando ahí para todas las regiones, aun-
que haya habido que reorientar las que tienen 
que ver con el mercado trabajo y adaptarlas a 
una destrucción de empleo generalizada.

En resumen, nos encontramos con una econo-
mía que, en el momento y contexto actual, y 
para la mayor parte de sus regiones, manifiesta 
debilidades que reflejan una excesiva dependen-
cia económica de sectores muy cíclicos de me-
dia y baja intensidad tecnológica a lo largo del 

32	 Para Canarias, Ceuta y Melilla, su condición de territorios 
ultraperiféricos –con debilidades (costes más elevados para implantar 
actividades productivas) y fortalezas (ventajas fiscales a la inversión 
empresarial) añadidas a las mencionadas e inherentes a dicha condi-
ción-, se ve reflejado en un tratamiento diferencial de ayudas adiciona-
les en materia de cohesión, como se ha visto en el epígrafe anterior.
33	 Dirección General de Fondos Comunitarios (2009).
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tiempo, un retraso en cuanto a la inversión en 
I+D+i –sobre todo del sector privado-, un mer-
cado de trabajo con problemas estructurales, y 
carencias educativas y formativas que afectan al 
capital humano. 

Estrategias autonómicas de crecimiento 
 en el marco de la Política de Cohesión

En este escenario, ¿cómo están afrontando las 
CCAA la Política de Cohesión Europea para el 
período 2007-2013? En primer lugar, hemos de 
decir que, si algo ha conseguido la Unión Euro-
pea con su política regional (o de cohesión) es 
contribuir a la planificación plurianual de las po-
líticas públicas -cuestión de gran relevancia en sí 
misma-, así como crear un marco de referencia 
legal que ayude a organizar el sistema de gestión 
interna de cada país o Estado miembro de la 
Unión. En este sentido, y en lo relativo a la polí-
tica de cohesión del período actual, algunas re-
giones españolas, como Cataluña, Castilla-León, 
Murcia, Galicia, Andalucía o Asturias, no solo 
han desarrollo mecanismos para la aplicación 
de dicha política, de manera específica y aislada 
del resto de medidas adoptadas en el ámbito de 
las políticas públicas, sino que han elaborado -y 
reorientado- su planificación económica gene-
ral teniendo en cuenta -y hacia- los objetivos 
de la Estrategia de Lisboa o de la Política de 
Cohesión Europea.

En cuanto a su orientación más estratégica, pre-
cisamente, y su plasmación en la realidad eco-
nómica regional34, las CCAA, a través de los 
diferentes programas operativos en los que se 
concretan las intervenciones de las ayudas es-
tructurales europeas, han marcado sus líneas de 
actuación35. Dentro de estos Programas Opera-
tivos (PO), lo que más nos interesa destacar, por 
tanto, es el grado de lisboización de los mismos, 
es decir, en qué medida las ayudas estructurales 
europeas que los cofinancian, están involucradas 
en la consecución de los objetivos de la Estrate-
gia de Lisboa Renovada36, y en última instancia, 
en el crecimiento, el empleo, la cohesión social 

34	 Para examinar, de manera actualizada -2010- y porme-
norizada, los principales rasgos socioeconómicos de cada una de las 
regiones españolas –mercado de trabajo, actividad productiva, factores 
de crecimiento…- así como sus respectivos presupuestos, véase, Minis-
terio de Política Territorial y Administración Pública (2011).
35	 Los Programas operativos para España durante el período 
2007-2013 son: 38 regionales (gestionados por las administraciones 
autonómicas), 6 de ámbito plurirregional (gestionados por la Adminis-
tración General del Estado) y el P.O. Nacional del Fondo de Cohesión-
FEDER. De los 38 primeros, 19 son financiados por el FEDER –uno 
para cada una de las 17 Comunidades Autónomas españolas, y 2, para 
las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, respectivamente; por 
ejemplo P.O. FEDER de Andalucía o P.O. FEDER de Aragón-, y otros 
19 a través del FSE –por ejemplo, P.O. FSE de Aragón, P.O. FSE de 
Canarias-. Y de los 6 segundos, 3 reciben la ayuda europea del FEDER 
(P.O. FEDER I+D+i por y para las empresas –Fondo Tecnológico-, 
P.O. FEDER de Economía basada en el conocimiento y, P.O. FEDER 
de Asistencia Técnica); y, otras 3 del FSE (P.O. FSE de Adaptabilidad y 
empleo, P.O. FSE de lucha contra la discriminación, P.O. FSE de Asis-
tencia Técnica). Para una información más detallada, véase Dirección 
General de Fondos Comunitarios (2007: 151-171 y 2009: 33).
36	 Recordemos que el gasto en cohesión de la UE va dirigido 
fundamentalmente a cuatro conceptos o ámbitos (de Lisboa): conoci-
miento en innovación (I+D+i), mercado de trabajo, energía y medio 
ambiente y desarrollo potencial de las PYMES.
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FEDER FSE FEDER+FSE
T. Ayuda T. Lisboa %L/A T. Ayuda T.Lisboa %L/A T.Ayuda T. Lisboa %L/A

Andalucía 9.451 6.738 71,3 2.876 2.654 92,3 12.327 9.392 76,2

Aragón 172 123 71,9 102 89 86,9 274 212 77,5

Canarias 1.121 874 77,9 335 324 96,6 1.456 1.197 82,2

Cantabria 91 73 80,1 47 45 95,1 138 118 85,2

Castilla-La Mancha 1.755 1.336 76,1 555 517 93,1 2.310 1.853 80,2

Castilla-León 994 855 86 339 305 89,9 1.333 1.160 87,0

Cataluña 763 474 62,1 610 559 91,7 1.373 1.033 75,3

Madrid 432 356 82,5 528 511 96,9 959 868 90,4

Navarra 58 55 95,9 34 33 97,2 92 88 96,4

Valencia 1.622 1.277 78,7 544 514 94,4 2.166 1.791 82,7

Extremadura 2.034 1.512 74,3 530 486 91,7 2.564 1.998 77,9

Galicia 2.916 2.297 78,8 936 870 92,9 3.852 3.167 82,2

Baleares 110 69 62,7 88 84 95,5 198 153 77,2

País Vasco 271 248 91,4 152 149 97,6 424 397 93,6

Asturias 488 317 65,0 165 157 95,2 654 475 72,6

Murcia 636 493 77,5 154 147 95,9 790 641 81,1

La Rioja 34 27 79,1 30 29 96,5 64 55 87,2

Ceuta 55 33 60,2 18 17 96,9 73 51 69,3

Melilla 53 31 58,1 14 14 95,9 67 44 66,2

TOTAL 23.057 17.190 74,6 8.057 7.504 93,1 31.114 24.694 79,4                         

Cuadro 2.  Intervenciones de las ayudas estructurales por Comunidades Autónomas.

Nota: No se incluyen las ayudas del Fondo de Cohesión  y del Objetivo de Cooperación Territorial, por no estar regionalizadas a priori.  
Tampoco las del FEADER y del FED, que aunque sí están regionalizadas, no se consideran 

instrumentos financieros en materia de cohesión para el período 2007-2013. Millones euros corrientes.
Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio de Política Territorial y Administración Pública (2011) 
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y la sostenibilidad medioambiental, esto es, en 
un sólido desarrollo a largo plazo. Si sumamos 
las cuantías de ayuda europea correspondientes 
a cada uno de los programas operativos cita-
dos, por comunidad autónoma y fondos (total 
ayuda), y también la parte de la ayuda de cada 
uno de estos P.O. comprometida con Lisboa, 
para los mismos fondos y comunidades (total 
Lisboa), obtenemos el Cuadro 2.

En el Cuadro 2 se puede apreciar en primer 
lugar que, como media, el 79,4% de las ayudas 
europeas en materia de cohesión destinadas a 
España, a través del FEDER y el FSE, y materia-
lizadas en los programas operativos de ámbito 
regional y plurirregional, contribuyen a los ob-
jetivos de Lisboa. Por CCAA y para las inver-
siones en las que participan estos dos fondos, 
figuran a la cabeza: Navarra (96,4%), País Vasco 
(93,6%) y Madrid (90,4%). Y en los últimos pues-
tos, la ciudades autónomas de Ceuta y Melilla 
(69,3% y 66,2%, respectivamente). Según la tipo-
logía de regiones europeas, todas las regiones 
Convergencia -incluidas las phasing out- superan 
“el suelo de gasto” del 60% -65% en la prácti-
ca- que establecen las Perspectivas Financieras 
2007-2013 que debe destinarse a las priorida-
des de Lisboa: Andalucía, 76,2%, Castilla-La Man-
cha, 80,2%, Extremadura, 77,9%, Galicia 82,2% 
(Convergencia); y, Asturias, 72,6%, Murcia, 81,1%, 
Ceuta, 69,3% y, Melilla, 66,2% (phasing out). 

Con respecto a las regiones Competitividad re-
gional y empleo -y también phasing in-, el “suelo 
de gasto” está en todos los casos por encima 
del 75%, tal y como indican dichas perspecti-
vas financieras (aunque no se tiene en cuenta 
el reparto de la ayuda asignada al objetivo de 
Cooperación Territorial, ni tampoco las actua-
ciones que podría llevar a cabo en ellas la Ad-
ministración General del Estado con cargo al 
Fondo de Cohesión -aunque no tengan expli-
citadas ayudas del mismo-, y que haría alcanzar, 
para estas comunidades autónomas, porcenta-
jes superiores – no por debajo del 82%-)37. Por 
fondos, el 93,1% del FSE y el 74,6% del FEDER, 
que vienen a parar a España, están comprometi-
dos en gasto perteneciente a los ámbitos de la 
Estrategia de Lisboa Renovada. 

En todo caso, y sin restarle importancia a estos 
porcentajes que definen claramente la orien-
tación de la estrategia de crecimiento de las 
CCAA hacia un desarrollo sólido a largo pla-
zo –como se ha expresado con anterioridad-, 
nos gustaría señalar que, a nuestro juicio, y en 
lo que se refiere específicamente a la inversión 

37	 Tanto Aragón, como Cataluña y Baleares que, según el 
Cuadro Nº2, no llegan al 82% de grado de lisboización de las ayudas 
europeas, reciben fondos por el Objetivo de Cooperación Territorial, 
que no está regionalizado a priori. Y, también en las tres, que no tienen 
ayuda explicitada indicativa del Fondo de Cohesión, la Administración 
General del Estado podría realizar, con cargo a su dotación, actuacio-
nes de abastecimiento de agua, saneamiento y gestión de residuos en 
municipios con determinadas características (Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública, 2011: 52, 114 y 272).
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en I+D+i, no todas las comunidades tienen la 
misma capacidad de absorción de dicha inver-
sión por parte de su tejido productivo, al menos 
durante el primer período de aplicación de esta 
nueva orientación, aunque eso no signifique que 
no puedan llegar a tenerla si apuestan por ello. 
Así, como indicador capaz de orientarnos so-
bre dicha capacidad de absorción, el porcentaje 
que representa la inversión en I+D sobre el PIB, 
en 2007, para Madrid, Navarra o País Vasco se 
sitúa por encima de la media española (1,27%) 
y e incluso de la media de la UE-27 (1,83%). El 
de Cataluña, sin superar la media europea –su 
porcentaje es próximo a ella-, también está por 
encima de la media nacional (teniendo como as-
pecto positivo el que el 62,8% del total de gasto 
en I+D lo efectúan las empresas catalanas, es 
decir, el sector privado). Sin embargo, el resto 
de autonomías dedican menor porcentaje de su 
PIB a I+D, y aunque la mayoría han realizado 
un esfuerzo significativo por acortar la brecha 
que las separa de la media española y euro-
pea, que se ha manifestado en un aumento de 
la proporción de este gasto en relación al PIB, 
desde 1995 y, sobre todo, hasta 200738, todavía 
les queda en diferentes facetas bastante camino 

38	 En los últimos puestos nos encontramos con regiones que 
no necesariamente están entre las más desfavorecidas, como Baleares 
(0,29%), además de Castilla-La Mancha (0,47%), Melilla (0,22%) o 
Ceuta (0,16%). Para una información más exhaustiva, véase Dirección 
General de Fondos Comunitarios (2009) y Ministerio de Política Terri-
torial y Administración Pública (2011).

por recorrer39.

Por último, si pasamos de lo general a lo par-
ticular, y de los planteamientos globales a las 
medidas concretas de menor escala, el Informe 
de seguimiento estratégico del MENR 2007-
2009, de diciembre de 2009, selecciona, como 
ejemplos de buenas prácticas, en cuanto a la 
orientación estratégica de la Política de Cohe-
sión Europea actual, algunos proyectos cofinan-
ciados por las ayudas estructurales de la Unión 
Europea: Iniciativa ISFOC (Instituto de Sistemas 
Fotovoltaicos de Concentración, de Castilla-
La Mancha); Plan de Alfabetización Tecnológi-
ca y Software Libre de Extremadura; Iniciativa 
Urbana –que da continuidad a la iniciativa UR-
BAN del pasado período de programación, y 
va dirigida a zonas urbanas seleccionadas con 
problemas sociales y económicos dentro de 
municipios, de todo el territorio nacional, con 
una población de más de 50.000 habitantes y 
capitales de provincia que no llegan a esta cifra-; 
Integración de familias inmigrantes en zonas ru-
rales despobladas, Nuevos Senderos (en Anda-
lucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla-León, 
Madrid, Murcia y Valencia); Taller del Raval (Cen-
tro de actuaciones integrales para la integración 
sociolaboral de jóvenes), en Cataluña; y, Plan de 

39	 Véase, para un conocimiento más completo, la “situación 
actual y perspectivas” de la Investigación, desarrollo tecnológico e in-
novación en España y sus comunidades autónomas (Dirección General 
de Fondos Comunitarios, 2007: 84-95).
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Extensión de Banda Ancha (PEBA), en todo el 
territorio español de 2005 a 2008, entre otros 
de ámbito plurirregional, como la Gestión del 
eje 1 del PO Adaptabilidad y Empleo del FSE a 
través de la firma de Acuerdos de Colaboración 
con entidades sin ánimo de lucro (Fundación 
Biodiversidad, 2008 y 2009). Finalmente, tam-
bién merecen mención, por ser un ejemplo de 
adaptación de los fondos europeos a las carac-
terísticas específicas de una región, Los Pactos 
Territoriales para el Empleo en Asturias (PTE), 
que se han centrado en los problemas locales 
-Gijón y Avilés- en materia de empleo, y, en es-
pecial, en la contratación para adquirir forma-
ción y experiencia laboral de personas con ries-
go de exclusión (Comisión Europea, 2010: 235).

La utilización de formas  
de financiación alternativas

En lo relativo a la utilización de formas de fi-
nanciación alternativas, destacamos las inicia-
tivas JASPERS, JEREMIE y JESSICA, propuestas 
por la Comisión y basadas en la idea de fondos 
reembolsables, que en el momento presente no 
solo permiten compensar la pérdida de fondos 
europeos en un contexto de menos recursos y 
más regiones para repartirlos (como cuando en 
mayo de 2006 se firmaron los acuerdos que da-
ban lugar a las mismas), sino, también, contribuir 

a paliar, en la medida de lo posible, las restriccio-
nes financieras y presupuestarias existentes en 
el contexto económico actual. 

El objetivo principal por el que la Comisión de-
sarrolla estos nuevos instrumentos financieros 
es ayudar a los Estados Miembros y sus regio-
nes a mejorar el rendimiento de los recursos 
financieros comunitarios –a través de una ma-
yor calidad de los proyectos puestos en marcha 
(prestación de asistencia técnica)- y aumentar el 
efecto multiplicador de la política de cohesión 
–buscando una combinación adecuada entre las 
ayudas o subvenciones y otras formas de finan-
ciación, como los préstamos o participaciones 
en capital riesgo, que sean reembolsables y, por 
tanto, generen depósitos que se puedan rein-
vertir en nuevas actuaciones-. Estas iniciativas 
requerirán la cooperación reforzada de la Co-
misión Europea, el Banco Europeo de Inversio-
nes (BEI), y su sección de capital riesgo, el Fondo 
Europeo de Inversiones (FEI), así como de otras 
instituciones financieras de ámbito europeo o 
internacionales. 

Según el MENR, “el valor añadido de la coope-
ración en este ámbito incluye facilitar recursos 
adicionales de préstamo para la formación y el 
desarrollo de empresas en las regiones de la UE; 
aportar conocimientos en materia de financia-
ción y gestión de instituciones especializadas; 
crear incentivos sólidos para que los benefi-
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ciarios tengan éxito combinando subvencio-
nes con préstamos; y, garantizar la viabilidad a 
largo plazo mediante el carácter renovable de 
la contribución de la subvención a las acciones 
de ingeniería financiera”. (Dirección General de 
Fondos Comunitarios, 2007: 213).

La iniciativa JASPERS (Joint Assistance in Suppor-
ting Projects in European Regions) o de Ayuda 
conjunta en apoyo de proyectos en regiones 
europeas, es una asociación de asistencia téc-
nica entre la Comisión, el Banco Europeo de 
Inversiones (BEI) y el Banco Europeo de Re-
construcción y Desarrollo (BERD), que prevé, 
mediante la movilización de una mayor cantidad 
de recursos, ayudar a los países integrantes de 
la Unión Europea a elaborar proyectos de cali-
dad en los sectores del transporte y el medio 
ambiente (incluidos los que sean fruto de la co-
laboración entre el sector público y el privado). 
Por otra parte, el hecho de que en estas inicia-
tivas participe la Comisión es una garantía de 
mayor agilidad en el proceso de autorización de 
la ayuda europea, y, por tanto, de éxito o posibi-
lidad de desarrollo del proyecto final. 

Con el objetivo de facilitar la disponibilidad fi-
nanciera a las pymes, empieza, en 2006, también, 
otra iniciativa, la denominada JEREMIE (por las 
siglas en inglés de Joint European Resources for 
Micro to Medium Enterprises) o Recursos euro-
peos conjuntos para las microempresas y las 

medianas empresas. Esta iniciativa se diseña 
para contribuir a que las empresas puedan me-
jorar su acceso al crédito –prioridad de Lisboa-, 
y desarrollarse y expandirse, en un momento 
en el que, precisamente las pymes, presentan 
especiales dificultades para ello. Y consiste en 
la creación de un marco de cooperación entre 
la Comisión Europea e instituciones financieras 
especializadas (el FEI y el BEI) y/u otras institu-
ciones internacionales, en el cual se crean de-
pósitos de fondos, que, a su vez, proporcionan 
capital, préstamos o garantías para dicho desa-
rrollo empresarial40 (según el Quinto informe 
de la Cohesión, a mediados de 2010, se habían 
firmado 26 acuerdos de depósito de fondos 
bajo esta iniciativa, equivalentes a 3.200 millo-
nes de euros. De esta cantidad, las instituciones 
financieras regionales que ejercen de deposita-
rias de los fondos gestionan aproximadamente 
el 65% de los mismos –utilizando ayudas de los 
fondos de la política de cohesión-, y el BEI ges-
tiona el 35% restante)41. 

En el caso de las regiones españolas y en lo que 
se refiere a la utilización del instrumento de in-

40	 Con la participación de las mismas instituciones, surge 
también la iniciativa piloto (2009-2011), JASMINE (Acción común en 
apoyo de las instituciones de microfinanciación en Europa), destinada 
a proporcionar fondos adicionales y asistencia técnica a las institucio-
nes de microfinanciación no bancarias, para que puedan acceder a los 
mercados privados y ser viables.
41	 Comisión Europea (2010: 215). No olvidemos, además, 
que esos porcentajes son de “gestión” y “no de contribución” de cada 
administración u organismo implicado.
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geniería financiera, JEREMIE, se ha aplicado en 
los programas operativos del Fondo Tecnoló-
gico (desarrollado por el Instituto de Crédito 
Oficial o ICO), en el PO FEDER de Andalucía 
(llevado a cabo por la Agencia de Innovación 
y Desarrollo de Andalucía, IDEA) y en el PO 
FEDER de Cataluña (desarrollado por el Institut 
Català de Finances), hasta el momento de ma-
nera satisfactoria y siendo una buena práctica a 
seguir por otras CCAA o regiones europeas42. 
Además, el ser instrumentos financieros del 
tipo revolving (reembolsable y reinvertible) es lo 
que hace a estas iniciativas especialmente nove-
dosas; y apta, en esta ocasión, para contribuir a 
mejorar la disposición de recursos por parte de 
las empresas y financiar proyectos innovadores, 
en un contexto de crisis económico-financiera 

42	 Constitución de un fondo JEREMIE dentro del P.O. Fondo 
Tecnológico para todo el territorio español, período 2009-2015, por 
un coste total de 120 millones de euros (y una contribución de la UE 
de 80,8 millones de euros); constitución de un fondo JEREMIE dentro 
del P.O. FEDER de Cataluña 2007-2013, justo para estos años, por un 
importe de 50 millones de euros (ayuda de la UE de 25 millones) –Ca-
taluña ha sido la pionera en la utilización de este instrumento financie-
ro-. Y, creación de un JEREMIE dentro del P.O. FEDER de Andalucía 
2007-2013, para el período 2009-2015 más 5-10 años de seguimiento, 
por una cuantía de 235 millones de euros (164,5 millones procedentes 
de la UE).Para una explicación más detallada de las fichas de estas ope-
raciones –contribución de cada nivel de las administraciones nacionales 
y forma de implantación de dichas operaciones o políticas-, véase, 
Dirección General de Fondos Comunitarios (2009: 225-230).

como el actual43. JESSICA (Joint European Support 
for Sustainable Investment in City Areas) o Ayuda 
europea conjunta en apoyo de inversiones sos-
tenibles en zonas urbanas, es una iniciativa con-
junta de la Comisión, el BEI y el Banco de Desa-
rrollo del Consejo de Europa (CEB), que tiene 
como objetivo ayudar a las autoridades de los 
Estados Miembros y las regiones a explotar los 
mecanismos de ingeniería financiera para favo-
recer la inversión en proyectos de renovación y 
desarrollo urbano sostenibles, en el marco de la 
Política de Cohesión Europea. Esta iniciativa se 
está desarrollando en la Comunidad Autónoma 
andaluza en colaboración con el BEI, mediante 
la constitución de un fondo de cartera JESSICA 
dentro del PO FEDER Andalucía 2007-201344.

43	 Por otra parte, nos parece interesante señalar que, desde 
una perspectiva puramente de gestión de fondos, como se expresa en 
Dirección General de Fondos Comunitarios (2009), este instrumento 
facilita el cumplimiento de la regla de “liberación automática de com-
promisos” (o “des-compromiso automático”), porque las aportaciones 
al JEREMIE se computan directamente como recursos absorbidos, 
aunque no hayan sido utilizados como fuente de financiación por la 
economía (de un país o región).
44	 “La Junta de Andalucía suscribió con el Banco Europeo 
de Inversiones (BEI) en el mes de mayo del año 2009 (y hasta 2017, 
previsiblemente), un acuerdo de financiación para poner en marcha un 
Fondo de Cartera JESSICA en Andalucía. Su capital asciende a 85,7 
millones de euros, de los cuales 60 millones de euros proceden de la 
ayuda del Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el ámbito del eje 
5,-“Desarrollo Sostenible Local y Urbano”, del Programa Operativo 
FEDER de Andalucía 2007-2013”-(Dirección General de Fondos 
Comunitarios, 2009: 225-226).
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Luego, en cuanto a las formas de financiación al-
ternativas expuestas, y aunque todavía es pronto 
para evaluar el impacto de las mismas, creemos 
que estas experiencias pioneras reflejan la po-
sibilidad (y capacidad) que las regiones poseen 
para utilizar (e implantar) mecanismos (en este 
caso, “instrumentos de ingeniería financiera”) 
que les permitan adaptarse a los objetivos que 
hoy tiene dicha Política de Cohesión.

Problemas y escollos para la adaptación  
a la estrategia renovada de Lisboa  

y los ajustes necesarios

¿Cuáles son los principales escollos con los que 
se están encontrando las Comunidades Autó-
nomas españolas para adaptarse a los requeri-
mientos de Lisboa? En primer lugar, y como se 
ha explicado en el epígrafe anterior, un cambio 
en el contexto de aplicación del MENR 2007-
2013, caracterizado por una profunda crisis 
económica y financiera, y elevadas tasas de paro, 
donde una de sus repercusiones más relevantes 
para la aplicación o puesta en marcha de los pro-
yectos subvencionables por ayudas europeas en 
materia de cohesión, es la restricción financiera 
y presupuestaria que conlleva, tanto del sector 
privado como de las administraciones públicas 
españolas en sus diferentes niveles de gobierno. 
Así, la presencia de la iniciativa privada se hace 

especialmente necesaria en una política regional 
que incide sobre el desarrollo de la economía 
del conocimiento y el refuerzo de su potencial 
endógeno; y, una contracción presupuestaria 
de las administraciones públicas españolas45, di-
ficulta la ejecución adecuada de los proyectos 
programados por falta de recursos propios, y 
la obtención de ayudas futuras de la Unión Eu-
ropea (para lo que debe darse el principio de 
adicionalidad). 

En este sentido, y aunque, como se ha visto, la 
estrategia de la Política de Cohesión Europea 
para el período 2007-2013 sigue siendo adecua-
da y oportuna, se han llevado a cabo algunos 
ajustes, entre los que destacamos, la reorienta-
ción de determinadas medidas –y su consiguien-
te reprogramación- para garantizar una mejor 
absorción de los fondos asignados a ellas, sobre 
todo, en el ámbito del mercado de trabajo y del 
capital humano; y, la agilización de la ejecución 
de las ayudas europeas (ampliación del porcen-
taje de anticipos concedidos, certificación de 
pagos adelantados a los beneficiarios sin espe-
rar a certificar los gastos efectivamente realiza-
dos, etc.).

Además del “efecto crisis”, las Comunidades au-
tónomas españolas se están encontrando con 
otros escollos u obstáculos para adaptarse a los 

45	 Véase, Ruiz-Huerta et al.(2010), para el caso de las comuni-
dades autónomas y sus tensiones en las cuentas públicas.
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requerimientos de Lisboa. De entre ellos, quizás 
sobresalgan, a nuestro juicio, los que se derivan 
de la apuesta de la Política de Cohesión Euro-
pea (y de la Estrategia de Lisboa Renovada) por 
una mayor inversión en las actividades relacio-
nadas con la economía del conocimiento (I+D+i 
y sociedad de la información), para conseguir 
los objetivos de crecimiento, empleo y conver-
gencia regional. Y esto, porque, la inversión en 
actividades de estas características suele aso-
ciarse a proyectos de larga duración, con un pe-
ríodo de maduración dilatado en el tiempo has-
ta la obtención de resultados –resultados que 
en algunas ocasiones son además intangibles y 
de carácter inmaterial (como el conocimiento)-, 
y con un alto componente de incertidumbre; es 
decir, estas intervenciones cofinanciadas se aso-
cian a un gran número de proyectos no dema-
siado grandes –si los comparamos con los de 
infraestructuras- que son difíciles de gestionar y 
con visibilidad a medio o largo plazo. 

En esta línea, pero centrándonos de manera 
específica en el “PO FEDER I+D+i por y para 
el beneficio de las empresas” –Fondo Tecno-
lógico-, nos encontramos con un programa o 
Fondo que presenta ciertas dificultades o pro-
blemas en su ejecución. El Fondo Tecnológico o 
Programa Operativo FEDER I+D+i es de ámbi-
to plurirregional –como se ha visto-, lo que sig-
nifica que va dirigido a todas las regiones espa-
ñolas, aunque con una distribución desigual: a las 

regiones Convergencia va destinado el 75% del 
mismo, y a las regiones Competitividad regional 
y empleo, el 25% restante de su dotación. Sin 
embargo, este Programa Operativo tiene como 
finalidad apoyar la inversión del sector privado 
en proyectos de I+D+i (es decir, efectivamen-
te, es un fondo “por y para el beneficio de las 
empresas”), no la realizada por el Sector Públi-
co, hecho que está generando, pese al enorme 
esfuerzo realizado por las potenciales bene-
ficiarias, una difícil absorción en las regiones 
Convergencia –regiones que tradicionalmente 
no han destacado por poseer un nutrido tejido 
empresarial orientado a las actividades tecnoló-
gicas y de investigación capaz de absorber do-
taciones o ayudas de estas características (más 
aún en un contexto económico desfavorable)-. 

No obstante, y pese a lo expuesto, también pa-
rece darse el caso de proyectos presentados 
por empresas pertenecientes a regiones del ob-
jetivo Convergencia, que no acceden a financia-
ción del Fondo Tecnológico porque no cumplen 
los requisitos que se exigen para ello (la Admi-
nistración General del Estado gestiona el 100% 
de este Programa Operativo). Requisitos que 
quizás respondan mejor a los criterios de una 
política de Investigación, Desarrollo e innova-
ción empresarial con un carácter más genérico 
o aplicable a todo el territorio español, que a 
una particularizada o adecuada a las caracterís-
ticas socioeconómicas de estas regiones; de ahí 
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que no falten voces que aboguen por una ges-
tión del Fondo Tecnológico menos centralizada 
como posible vía para agilizar su ejecución.

Tampoco queríamos dejar de mencionar, la 
existencia de múltiples mecanismos de control 
y reglamentos muy estrictos en la aplicación de 
las ayudas estructurales de manera generalizada, 
que están dando lugar a una absorción de fon-
dos menor de la que debería y podría realizarse 
en la práctica -solo añadiendo cierta dosis de 
flexibilidad que no tiene por qué redundar en 
un peor seguimiento y control de los proyectos 
subvencionables con dichas ayudas-. 

En todo caso, y según el Quinto Informe de la 
Cohesión (Comisión Europea, 2010), la Políti-
ca de Cohesión Europea se ha adaptado bien 
a nivel financiero a la Estrategia de Lisboa46, lle-
gándose a considerar el actual período de pro-
gramación 2007-2013, un gran proyecto piloto a 
nivel europeo, de consecuencias e implicaciones 
todavía por ver en todos sus términos. 

46	 Aunque no tanto en otros aspectos, como “la gobernanza”.

La experiencia de otras regiones europeas

Por último, en lo que respecta a algunas expe-
riencias exitosas de otras regiones europeas 
que pueden servir como punto de referencia 
para una mejor puesta en práctica de la Política 
de Cohesión Europea, resaltamos, por ejemplo, 
para el período 2000-200647: la política de im-
pulso de I+D en Alemania, la implantación del 
llamado “modelo Thüringen” –que combina la 
cualificación inicial, los servicios de colocación 
y la formación de acompañamiento en el lugar 
de trabajo, para encontrar empleo-48.; la herra-
mienta de evaluación de la sostenibilidad de los 
proyectos en Brandemburgo –que se ha con-
vertido en un método estándar de supervisión 
en el período 2007-2013-; el apoyo al empleo 
de base tecnológica en Finlandia, Suecia y Ale-
mania –a través de la percepción de ayudas del 
FSE por parte de nuevas empresas, la creación 
de proyectos de cooperación y redes, así como 
la de centros tecnológicos y de competencia-; 
o las ayudas a la innovación en Polonia –dirigi-

47	 Para más información sobre experiencias regionales, véase, 
Comisión Europea (2010).
48	 En virtud de este modelo, La Oficina Federal de Empleo de 
Alemania, en colaboración con los ayuntamientos de Thüringen, puso 
en marcha una serie de proyectos que perseguían la integración directa 
de los desempleados en el mercado de trabajo, mediante la combina-
ción de tres fases: la cualificación inicial, los servicios de colocación, 
y la formación de acompañamiento en el lugar de trabajo -cuatro años 
después de la introducción del programa se llevó a cabo una encuesta 
que descubrió que el 42% de los participantes encontró un empleo en el 
plazo de seis meses desde la finalización de la formación-. (Comisión 
Europea, 2010: 225).
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das a aumentar la capacidad de innovación en 
el país mediante el fortalecimiento de la coope-
ración entre los centros de investigación y las 
empresas49-. Precisamente, es la Unión Europea 
la primera que promueve la transferencia de 
buenas prácticas ya demostradas entre regiones 
europeas, como en el proyecto de capitalización 
“Erik Action”50. (1 de julio 2008 - 30 de junio 
2010), dentro del marco del Programa Interreg 
IVC que, de esta forma –intercambiando expe-
riencias o buenas prácticas- ha permitido mejo-
rar la efectividad del desarrollo de las políticas 
regionales en el ámbito de la innovación y de 
la economía del conocimiento, y más concre-
tamente, en la capacidad de innovación de las 
empresas existentes. La Comunidad Autónoma 
de Andalucía, en concreto, ha exportado tres 
buenas prácticas, teniendo en cuenta el grado 
de éxito y desarrollo en la región: CAMPUS 
(proporciona apoyo financiero a empresas de 
base tecnológica con alto potencial de creci-
miento); TTAndalucía (eventos que promueven 
la transferencia de tecnología entre empresas 

49	 En Polonia se financiaron 234 proyectos en el marco de 
la medida “estrategias de innovación regionales y transferencias de 
conocimiento”. El resultado, 381 empresas suscribieron acuerdos con 
las Universidades y otros centros de investigación para respaldar la 
realización de proyectos innovadores conjuntos (Comisión Europea, 
2010: 214).
50	 En este proyecto participan once regiones europeas (la Tos-
cana de Italia, la Baja Austria, la Emilia Romagna –también de Italia-, 
el Alentejo de Portugal, Andalucía de España, la región de Flandes de 
Bélgica, la Bretagne de Francia, la de Macedonia Occidental –Grecia-, 
Jönköping –Suecia-, la del Sureste de Rumanía y la de Banska Bystrica 
de Eslovaquia).

y universidades); y, HeliceNet (transferir la tec-
nología y el conocimiento de los fabricantes de 
equipos originales al sector aeroespacial de las 
PYMES). Para más información sobre el conte-
nido del proyecto y todas las prácticas expor-
tadas por las regiones implicadas, véase, www.
erikaction@eriknetwork.net. Y para documen-
tación adicional sobre la red “eriknetwork” a la 
que pertenecen también otras regiones españo-
las, como Aragón, Cantabria, Extremadura, Ca-
taluña o Baleares, véase, www.eriknetwork.net.

4 La estrategia de crecimiento 2020: 
objetivos y retos en materia de co-
hesión para las CCAA en un con-
texto de crisis económica

 
La estrategia 2020 la adoptó el Consejo en mar-
zo de 2010 (una estrategia para un crecimien-
to inteligente, sostenible e integrador51), y en el 

51	 Con una serie de objetivos que deben alcanzarse en 2020 en 
cinco áreas principales –para salir de la profunda crisis que atraviesa 
Europa- : empleo (el 75% de la población de entre 20 y 64 años debería 
estar empleada); innovación (el 3 % del PIB de la UE tendría que ser 
invertido en investigación y desarrollo); cambio climático (habría que 
alcanzar el objetivo «20/20/20» en materia de clima y energía -incluido 
un incremento al 30 % de la reducción de emisiones si se dan las condi-
ciones para ello-; educación (el porcentaje de abandono escolar debería 
ser inferior al 10 % y al menos el 40 % de las personas de entre 30 y 
34 años debería tener estudios superiores completos); y, pobreza (el 
riesgo de pobreza o exclusión tendría que amenazar como mínimo a 20 
millones de personas menos).
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Quinto informe de la Cohesión52 (que ha dado 
lugar a una consulta abierta53 y a un amplio de-
bate sobre el futuro de la Política de Cohesión 
Europea, en el que han participado las Comuni-
dades Autónomas españolas, entre otras regio-
nes, instituciones e interlocutores europeos), se 
expresa que “la vinculación explícita de la Po-
lítica de Cohesión a la estrategia Europa 2020 
proporciona una oportunidad real para seguir 
ayudando a las regiones más pobres de la Unión 
Europea a ponerse a nivel de las demás… y para 
hacer de la política de Cohesión un factor prin-
cipal de crecimiento para toda la UE, incluso 
en términos cualitativos, afrontando, al mismo 
tiempo, retos sociales como el envejecimiento 
de la población o el cambio climático” (Comi-
sión Europea, 2010:XXIII). Por lo tanto, enten-
demos que serán los objetivos de la Estrategia 
2020 los que inspirarán el diseño de la futura 
Política de Cohesión, y las Perspectivas financie-
ras 2014-2020, y la propia Política de Cohesión 
dentro de ellas, el reflejo presupuestario de los 
mismos.

52	 Aprobado el 9 de noviembre de 2010.
53	 Desde el 12 de noviembre de 2010 hasta el 31 de enero de 
2011. De forma similar se llevó a cabo en el seno de la UE, durante 
2008 y 2009, el debate sobre aspectos ligados a la reforma presupuesta-
ria en general y a los retos que esta plantea (véase, http://ec.europa.eu/
dgs/policy_advisers/discussions_papers_en.htm).

El debate sobre el futuro de la Política de Cohesión

Por otra parte, a partir de las contribuciones de 
España, y de sus distintas CCAA al futuro de la 
Política de Cohesión, y de las de otros países o 
regiones europeos, instituciones de la Unión u 
opiniones de expertos que, como se ha dicho 
anteriormente, han aportado valor al debate en 
materia de cohesión, podremos completar el 
análisis de situación de las CCAA ante los retos 
de la futura Política de Cohesión, y reflexionar, 
posteriormente, sobre los márgenes de actua-
ción que tienen las mismas y las estrategias que 
podrían emprender para maximizar el rendi-
miento económico de las iniciativas cofinancia-
das por la Unión Europea.

El Quinto informe sobre la cohesión económi-
ca, social y territorial pone de manifiesto que, 
gracias a la política de cohesión, se ha creado 
empleo, ha aumentado el capital humano, ha 
mejorado la dotación de infraestructuras bá-
sicas y, también, la protección medioambiental, 
en particular en las regiones más desfavorecidas 
de la Unión. No obstante, la necesidad de inno-
var en economías cada vez más globalizadas y 
expuestas a la competencia mundial; el aprove-
chamiento de los recursos asociado a una po-
lítica de cohesión en un proyecto de 27 países, 
donde una buena parte de las regiones de los 
12 últimos integrantes no superan el 75% de 
la renta media comunitaria; y, por último, pero 
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no menos importante, los persistentes efectos 
sociales de la crisis económica y financiera ac-
tual, han llevado inexorablemente a plantearse 
una reforma de esta política (orientada hacia los 
objetivos de la Estrategia 2020). Las principales 
ideas para la reforma de la Política de Cohesión 
Europea post 2013, en torno a las cuales se ha 
organizado una consulta pública sobre el futuro 
de esta política –articulada a través de una serie 
de preguntas que recogen dichas ideas-, son las 
siguientes:

En primer lugar, “el modo de incrementar la efi-
cacia de la política de cohesión y mejorar su 
impacto, con la finalidad de incrementar el valor 
añadido europeo”, para lo cual ha de consoli-
darse la programación estratégica (adaptar más 
la política en materia de Cohesión a la Estrate-
gia 2020 de lo que se ha hecho con la ELR, ha 
habido un déficit de gobernanza), incrementar 
la concentración temática, implantar incentivos 
para conseguir un mayor rendimiento de los re-
cursos, y mejorar la evaluación y los resultados. 

En segundo lugar, “el fortalecimiento de la go-
bernanza” (mediante la introducción de la di-
mensión de la cohesión territorial54 y el refuer-

54	 El Tratado de Lisboa establece en su artículo tres la cohe-
sión territorial como un objetivo explícito para la futura política de 
cohesión. Además, la crisis actual, con sus repercusiones territoriales 
asimétricas, ha incrementado la importancia de la cohesión territorial 
dentro de la UE, y el debate sobre este concepto ha tomado un renova-
do impulso.

zo de la colaboración entre los distintos niveles 
de las administraciones -UE, estatal, regional y 
local-). Otra de las ideas principales, motivadora 
de la reforma, hace referencia a “un sistema de 
aplicación de las ayudas vinculados a esta polí-
tica, racionalizado y simplificado” (donde se re-
duzca la carga administrativa, se establezca un 
equilibrio entre la garantía de calidad de la in-
versión y la aplicación fácil y rápida de dicha in-
versión, y exista, además, un control financiero).

Y, en último término, y en lo relativo a “la ar-
quitectura de la política de cohesión” se trata 
de consolidar, como expresa el propio informe 
(Comisión Europea 2010: XXXII), “el modelo 
de crecimiento de la Estrategia 2020 al incluir la 
necesidad de responder a los retos en materia 
de sociedad y empleo que afrontan todos los 
Estados Miembros y regiones. La política de co-
hesión respalda el desarrollo con una clara es-
trategia de inversión en cada región, incremen-
tando la competitividad, aumentando el empleo, 
mejorando la inclusión social y protegiendo y 
optimizando el medio ambiente”55. 

Además, igual que sucede actualmente, la asig-
nación de ayudas europeas estaría basada en 
el nivel de desarrollo (PIB per cápita) de cada 

55	 Para una información más detallada sobre el “futuro de la 
política de cohesión” y las preguntas concretas a través de las cuales se 
articula la consulta pública de las ideas base que inspiran su reforma, 
véase, Comisión Europea (2010).
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región o país, luego sería diferente en función 
de si se tratase de regiones más o menos des-
favorecidas. Sin embargo, para facilitar el paso 
de una a otra tipología, se podría plantear un 
sistema más simple con una única categoría in-
termedia de regiones que abarcase tanto a las 
phasing-out, como a las phasing-in, e incluso, a las 
regiones que pueden acceder a la categoría de 
Convergencia, pero cuyo PIB está por encima 
del 75% de la media de la UE según las últimas 
estadísticas disponibles. 

La aportaciones autonómicas al debate  
sobre el futuro de la Política de Cohesión

Las CCAA, en sus reflexiones sobre la revisión 
del presupuesto de la UE, manifiestan que la 
Política de Cohesión y las ayudas estructurales 
asociadas a ella, son un instrumento fundamen-
tal para abordar con eficacia los retos a los que 
se enfrentan las regiones europeas en el 2020: la 
globalización, los desafíos demográficos, el abas-
tecimiento y la eficiencia energética y el cambio 
climático. También, hacen especial hincapié en el 
hecho de que las intervenciones en materia de 
cohesión impulsen prioridades como la innova-
ción, puesto que no sólo ayudan a mejorar el 
nivel de desarrollo tecnológico, y, por tanto, los 
niveles de productividad, de las regiones benefi-
ciarias, sino que permiten poner en marcha de-

terminados proyectos que, de otra manera, no 
hubiera sido posible.

En la consulta pública del Quinto informe de 
la Cohesión56, España señala las siguientes prio-
ridades: necesidad de fomentar los regímenes 
transitorios; importancia de vincular estrecha-
mente y en todos los ámbitos la Estrategia Eu-
ropea 2020 con la Política de Cohesión, pero 
dando flexibilidad a las regiones para la progra-
mación, concentración temática, etc.; mejora de 
la gestión y control de los sistemas de entre-
ga (“delivery systems”); y, apoyo al tratamien-
to especial de las regiones ultraperiféricas. Por 
comunidades autónomas, las contribuciones de 
algunas de ellas al futuro de la política de cohe-
sión son: para el País Vasco, debería existir una 
mayor participación de las autoridades locales 
y regionales en el proceso de elaboración de 
los Programas Nacionales de Reforma (PNR)57; 
no es partidario de la inclusión en los mismos 
de condiciones de tipo macroeconómico; apoya 
una política más eficaz a través de indicadores 
de ejecución evaluables (y la continuidad de la 
reserva de eficacia para las regiones que cum-
plan mejor); así como la necesidad de centrarse 
en pocas prioridades y simplificar el sistema de 

56	 Para más información, véase Secretaría General de acción 
exterior del Gobierno Vasco (2011), y, http://ec.europa.eu/regional_po-
licy/consultation/5cr/index_es.cfm (Contribuciones de España y sus 
diferentes regiones).
57	 En abril de 2011 se ha aprobado el nuevo Programa Nacio-
nal de Reformas, para la estrategia 2020 en todo el territorial español.
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auditorías, con proporcionalidad de las cargas 
administrativas y de los controles. Está a favor 
también de una “macroregión atlántica” y de 
que se potencie la agenda urbana; y pide un FSE 
más regionalizado y con más peso en la política 
de cohesión. 

Baleares, por su parte, resalta, fundamentalmen-
te, el hecho de que se siga teniendo en cuen-
ta el PIB de manera exclusiva a la hora de la 
distribución de las ayudas estructurales de la 
Unión, pese a que exista la intención de intro-
ducir nuevos indicadores más precisos para me-
dir los resultados del impacto de las medidas 
en materia de cohesión, y esto, porque resulta 
claramente insuficiente para captar la diversidad 
de las regiones o territorios. Además, exige la 
eliminación de los 150 Km. para la cooperación 
marítima, que les afecta de forma particular. La 
Comunidad Autónoma asturiana, destaca, lo que 
a su juicio es, una fijación excesiva en la par-
te financiera y metodológica de la práctica de 
la Política de Cohesión Europea, y teme que el 
discurso se centre demasiado en el futuro, en 
el reparto de fondos europeos dentro de Es-
paña. Castilla-León, por ejemplo, también está 
en contra, como el País Vasco, de unos criterios 
de condicionalidad de tipo macroeconómico, y 
piensa que la política de cohesión es posible-
mente la más adecuada para tratar de alcanzar 
los objetivos de la estrategia 2020 –aunque con 
cierta flexibilidad en su aplicación-. No apoya la 

concentración temática en un número reducido 
de prioridades, y señala la necesidad de acercar 
las actuaciones de esta política a los ciudadanos 
para aumentar su visibilidad. 

En el caso de Cataluña, sus contribuciones tie-
nen que ver con la concentración temática, la 
introducción de incentivos y la utilización de la 
ingeniería financiera como fuente alternativa de 
financiación –aspecto en el que han sido pione-
ros en el período de programación actual, 2007-
2013, con el instrumento o iniciativa JEREMIE-. 
Demandan la asignación de un mayor número 
de recursos a la cooperación territorial, trans-
fronteriza y a las macrorregiones, y, en términos 
de gestión, la simplificación de controles y el 
aumento de los anticipos. Como región perte-
neciente a la categoría “Competitividad regional 
y empleo”, abogan por un mantenimiento como 
mínimo de los recursos asignados a las mismas, 
y solicitan poder ser autoridad de gestión, de 
pago y de auditoría (lo que sería más acorde 
con el reparto competencial existente dentro 
del territorio español). La región canaria, por su 
parte, defiende un tratamiento conjunto y equi-
tativo para todas las regiones ultraperiféricas 
(RUP) en el marco de la futura política de co-
hesión, donde se reconozcan más y de manera 
adecuada sus particularidades; así como la rele-
vancia que la cooperación territorial tiene para 
ellas, dada su condición geográfica -alejadas del 
continente europeo y vecinas de terceros países 
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en áreas geográficas propias (Atlántico, Caribe, 
Índico)-. En este ámbito, proponen tanto el re-
conocimiento de todas la RUP como fronteras 
exteriores de la UE, como que se desarrolle el 
llamado “Plan de acción de vecindad” – lanzado 
por la Comisión Europea en 2004- con la fina-
lidad de conseguir una mejor inserción regional 
de dichas regiones en sus respectivos contextos 
geográficos. 

Finalmente, Andalucía, partidaria de la concen-
tración temática, cree que esta podría llevarse a 
cabo teniendo en cuenta las prioridades de cada 
región (relacionadas con su potencial de desa-
rrollo), y, en su caso, no pudiendo dejar al mar-
gen “el desarrollo rural” (Quinto Informe de la 
Comisión Cohesion of future challenges for EU 
regions). Comparte con otras autonomías que 
la carga administrativa es excesiva –razón por la 
que hay que aliviarla-, y añade que, en todo caso, 
desproporcionada (sobre todo en los progra-
mas de Cooperación territorial). Defiende, ade-
más, un reparto en la gestión de los recursos 
entre autoridades estatales y regionales, más 
coincidente con la capacidad competencial de 
cada nivel de la administración pública. Con res-
pecto al tema de la adicionalidad, que también 
se trata en el Quinto informe sobre la cohesión, 
y por tanto, ha sido objeto de consulta pública, 
plantea una comprobación de dicha adicionali-
dad a nivel regional, y no a nivel nacional –que 
es como se está haciendo ahora-, pues piensa 

que el actual sistema da pie a la realización de 
compensaciones de fondos entre regiones de 
un mismo Estado (Junta de Andalucía, 2011). 
Pero, quizás, donde Andalucía –tradicionalmente 
región convergencia- ha puesto sobre la mesa 
más argumentos, es en la defensa de un régi-
men de ayudas transitorio más matizado que 
el que propone la Comisión Europea (es decir, 
que tenga en cuenta la situación de atraso rela-
tivo de la que proceden determinadas regiones 
que han mejorado su situación en relación al 
PIB per capita europeo58, pero necesitan todavía 
consolidar los resultados obtenidos así como 
sus estructuras –aún vulnerables como está de-
mostrando la crisis económica59-, y que dichas 
ayudas transitorias deben ir asociadas al nivel 
de recursos percibidos hasta ese momento 
para garantizar una salida gradual, y no correr 
el riesgo de desaprovechar el ingente esfuerzo 
realizado por todos los actores económicos 
implicados)60. 

58	 Andalucía está de acuerdo en que el PIB se siga mantenien-
do como indicador válido para establecer la distinta tipología de regio-
nes perceptoras de ayudas, pero completándose, tal y como apuntaban 
también otras comunidades autónomas, con otros parámetros relativos 
al empleo.
59	 Esta vulnerabilidad se apreciaba ya en el informe “Regions 
2020” de 2008 (Regional Policy, 2008).
60	 Para Andalucía esto llevaría a una concentración de recursos 
en regiones que realmente lo necesitan, puesto que no es lo mismo una 
región que nunca haya estado, por ejemplo, por debajo del 80% del PIB 
medio comunitario, y, por tanto, tenga sus estructuras económicas asen-
tadas en ese nivel, que una que partiendo de un 58% haya alcanzado en 
el momento actual ese mismo porcentaje del 80%.
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En relación al resto de contribuciones a las 
conclusiones del Quinto Informe de la cohe-
sión, económica y social, hemos de señalar que 
a cierre del período de consulta había más 400 
contribuciones (de Universidades y centros de 
investigación -como la Regional Studies Asso-
ciation-, de expertos internacionales, de orga-
nismos de la sociedad civil, de instituciones de 
la Unión Europea -como la Dirección General 
de Empleo y Asuntos Sociales-, del resto de go-
biernos nacionales de los Estados miembros, 
autoridades regionales y locales, y de empresas 
privadas, entre otros), que dieron su opinión so-
bre las ideas o temas ya expuestos (la manera 
de aumentar el valor añadido de esta política, 
la de reforzar la gobernanza, la de racionalizar 
el sistema de aplicación de la misma y la de su 
futuro diseño)61. El resultado, resumido y sintéti-
co, de las distintas aportaciones, lo aglutinan los 
servicios de la Comisión en Comisión Europea 
(2011)62.

Por último, y lo que parece claro, como se ex-
presa en el prólogo al Quinto informe de la 
cohesión (Comisión Europea, 2010), es que la 
política de Cohesión Europea post 2013, solo 
podrá promover la cohesión económica, social 
y territorial dentro de la actual Unión Europea, 

61	 Para una información detallada y exhaustiva de todas 
las contribuciones, véase: http://ec.europa.eu/regional_policy/
consultation/5cr/index_es.cfm.
62	 Adjuntamos su contenido al final de todos los capítulos, en 
un anexo..

a través de una actuación coordinada y centra-
da -dado el contexto actual- en las prioridades 
fundamentales. Esa difícil “actuación coordina-
da” de todos los niveles de gobierno y de todos 
los Estados miembros implicados en el proceso 
-donde cada parte se vea representaba adecua-
damente-, así como la definición de las priorida-
des a considerar en materia de cohesión -pero 
de una manera integrada en una estrategia más 
global, como es la estrategia 2020-, son los dos 
principales retos a los que se enfrenta la futura 
Política de Cohesión Europea63. 

 

63	 En cualquier caso, gracias al trabajo que se está realizando 
durante el período de programación actual, 2007-2013, las posiciones 
de partida de cada uno de los países de la UE ya están sobre la mesa, 
aunque suponemos que se perfilarán aún más en los dos próximos años, 
también en función de la evolución de la crisis económico-financiera 
actual, y hasta la aprobación, a finales de 2013,  del nuevo marco de 
programación financiera plurianual. En el momento actual,ya se está 
negociando en el seno de la Unión Europea, la propuesta de la Comi-
sion sobre el Marco Financiero Plurianual 2014-2020 (29 de junio de 
2011) en general, y en partícular, la Política de Cohesión incluida en él. 
Para más información, véase: http://ec.europa.eu/budget/reform/com-
mission-proposals-for-the-multiannual-financial-framework-    2014-
2020/index_en.htm
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Conclusiones y propuestas para un mejor  
reparto de las tareas en la elaboración  

y aplicación del derecho y los programas europeos 
y de la participación autonómica  

en la negociación de la Política de Cohesión

Como se ha visto, el Tratado de Lisboa sigue 
manteniendo una actitud prudente y escasa-
mente receptiva hacia la configuración terri-
torial de los Estados miembros. Si bien en la 
configuración del principio de respeto identi-
dad nacional, el nuevo derecho primario inclu-

ye, como novedad, una referencia expresa a la 
autonomía local y regional, no puede deducirse 
de ello un salto cualitativo con respecto a la si-
tuación precedente. No obstante, la previsión 
de un control político, en fase preventiva, del 
principio de subsidiariedad mediante la alerta 
temprana, accesible a los parlamentos de las re-
giones con competencias legislativas –“cuando 
proceda”- resulta la principal apuesta en clave 
regional que contiene el derecho primario.

Así pues, el continuismo con respecto a la per-
cepción regional sigue siendo la nota dominante 
en el derecho primario. La preservación del ni-
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vel de autogobierno constitucionalmente esta-
blecido corresponde –sigue correspondiendo- 
a los Estados, que deben establecer mecanismos 
de participación. El principio de autonomía ins-
titucional mantiene, pues, intacta su eficacia.

En el caso de España, dichos mecanismos no 
resultan satisfactorios para las pretensiones au-
tonómicas. En defecto de previsiones constitu-
cionales y legales que los regulen (el fragmen-
tario marco regulador existente nos remite a 
una serie de acuerdos políticos adoptados por 
la CARUE), han sido los Estatutos reformados 
quienes han asumido dicho protagonismo. Ac-
tuando de tal manera, sin embargo, se plantean 
importantes incógnitas desde una perspectiva 
jurídica. El Tribunal Constitucional, al analizar el 
capítulo del Estatuto de Autonomía para Cata-
luña (STC 31/2010) dedicado a las relaciones 
con la Unión Europea salva la constitucionalidad 
de las disposiciones que instauran mecanismos 
participativos relativos a la fase ascendente del 
Derecho Europeo a costa de despojarlas de 
eficacia normativa inmediata. El argumento cen-
tral que esgrime el TC es que estamos ante una 
cuestión que afecta el interés general y, por lo 
tanto, de dimensión multilateral que ha de ser 
regulada por el legislador estatal, sin que los Es-
tatutos puedan condicionar el ejercicio de dicha 
potestad. La constitucionalidad de las previsio-
nes estatutarias a participar en dicha fase ascen-
dente, sin embargo, no va a ser cuestionada. 

Por lo que respecta a la afirmación en sede es-
tatutaria de la competencia autonómica para la 
implementación y desarrollo del derecho eu-
ropeo (fase descendente), la principal novedad 
reside en la configuración de la facultad auto-
nómica para desarrollar directamente (sin in-
termediación del Estado) la normativa europea 
cuando ésta presenta carácter básico. De esta 
forma, se busca neutralizar la tendencia expan-
siva –avalada por la jurisprudencia del TC- que 
caracteriza la acción del Estado central en este 
ámbito y que viene a justificarse al albur de la 
regulación de las bases contenidas en los títulos 
transversales de competencia estatal (artículo 
149.1.1 y 13 CE).

La implicación de los Parlamentos autonómicos 
en la dimensión europea de las CCAA sigue 
siendo la asignatura pendiente de la europeiza-
ción del sistema autonómico español. Presenta 
un bajo perfil en términos tanto cuantitativos 
como cualitativos, ocupando un espacio margi-
nal (cuando no prácticamente inexistente) en 
las dinámicas funcionales desplegadas por di-
chas cámaras. La introducción generalizada de 
comisiones específicamente dedicadas a los 
asuntos europeos  no se ha traducido en un 
correspondiente interés de las asambleas legis-
lativas autonómicas por los mismos.

En la práctica, la dimensión europea tiende a 
percibirse como algo lejano que, salvo casos 
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puntuales, no tiene fuerza suficiente para des-
plazar el interés parlamentario hacia las cuestio-
nes internas. Con la introducción del control de 
alerta temprana, las cámaras regionales se en-
frentan a una relevante oportunidad para intro-
ducir en la agenda parlamentaria autonómica las 
cuestiones relativas a la Unión Europea, tanto 
en lo que se refiere al proceso de creación nor-
mativa como en relación al control de la acción 
gubernamental en los asuntos europeos. Con 
vistas a reforzar la actividad europea de los Par-
lamentos autonómicos, y siguiendo el ejemplo 
de los Lander alemanes, se propone la elabora-
ción por parte del Consejo de Gobierno auto-
nómico de un informe sobre política europea 
con periodicidad anual o bianual. Dicho informe 
habrá de ser presentado al Parlamento Regional 
para su debate tanto en comisión como pos-
teriormente en el pleno, lo que garantiza una 
involucración más directa de los parlamentos 
regionales en la formulación y evaluación de la 
política del gobierno regional respecto de la UE.

En el ámbito concreto de la política europea 
de cohesión, la definición de las grandes líneas 
estratégicas tiene lugar a través del proceso 
de negociación de las perspectivas financieras 
(marco plurianual de programación financiera). 
Según se deduce de la normativa europea, en 
este escenario fundamental el protagonismo 
negociador recae exclusivamente sobre los Es-
tados miembros. Así pues, los espacios de in-

terlocución accesibles a los actores regionales 
han de establecerse en clave interna por parte 
de cada Estado. Dada la relevancia que la deter-
minación de dichas perspectivas presenta para 
las CCAA (competencias, margen de actuación 
política, definición estrategias económicas, etc.) 
resulta imprescindible articular mecanismos de 
coordinación y diálogo en la esfera interna. 

Así, de cara a la negociación del próximo mar-
co para el período 2014-2020, es fundamental 
tomar en consideración las aportaciones auto-
nómicas. Máxime en un contexto de crisis aguda 
como el actual y con un escenario escasamente 
prometedor hacia el mantenimiento del actual 
status quo de buena parte de nuestras CCAA 
que dejarán de ser regiones de convergencia 
para pasar a integrarse en otras categorías re-
ceptores de un menor volumen de financiación 
a través de los fondos que integran la política 
de cohesión.

Por lo que respecta a la concreción a nivel in-
terno de la política de cohesión y a la aplicación 
del principio de partenariado, por parte del Re-
glamento Europeo (1083/2006), aunque el Esta-
do es el referente automático que se utiliza en 
todo caso por el derecho derivado, éste incor-
pora continuas referencias a la participación de 
las autoridades regionales y locales en las di-
versas tareas contempladas, siempre de acuer-
do con las exigencias y respetando los límites 
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deducidos del marco institucional y jurídico de 
cada ordenamiento interno (autonomía institu-
cional obliga). Que dicha posibilidad teórica se 
convierta en realidad depende, una vez más, de 
la existencia de una efectiva voluntad estatal en 
tal sentido.

Para la concreta distribución a nivel territorial 
de los fondos correspondientes al Estado, éste 
goza de un amplio margen de discrecionalidad. 
Con la finalidad de evitar cálculos desfavora-
bles para los propios intereses, los Estatutos 
catalán y andaluz reformados han afirmado la 
facultad de sus respectivas comisiones mixtas 
de asuntos económicos y fiscales para negociar 
bilateralmente con el Estado central dichas can-
tidades. A pesar de que el TC haya declarado 
el carácter meramente complementario de tal 
previsión (que no anula ni sustituye los mecanis-
mos multilaterales de financiación autonómica), 
aporta un elemento de diálogo institucional do-
tado de un innegable potencial positivo.

La elaboración del MENR, a cargo del Estado, se 
desarrolla en un contexto cooperativo, consta-
tándose amplias consultas con las CCAA. Aho-
ra bien, se trata de consultas bilaterales entre 
el Estado central y cada CA individualmente 
considerada, en defecto de foros multilatera-
les (inexistentes). Es necesario potenciar esa 
dimensión, articulando instancias ad hoc (véase 
más abajo).

En los Programas Operativos regionales debe 
reconocerse la capacidad de definición y eje-
cución a las CCAA, así como una aportación 
fundamental a la definición del MENR. Ello lleva-
rá a la afirmación de sinergias y canales de co-
operación entre la estrategia europea, nacional 
y autonómica y a una garantía de coherencia y 
complementariedad de acciones.

Por lo que respecta a la gestión, certificación 
y auditoría: en este ámbito, con excepción del 
establecimiento de autoridades intermedias de 
gestión a favor de las administraciones autonó-
micas (cada programa operativo regional cuen-
ta con la suya propia), la responsabilidad en el 
ejercicio de las tareas indicadas recae en el nivel 
central. A pesar de que no existen impedimen-
tos en la normativa europea para que la mis-
ma se lleve a cabo por autoridades no estatales 
(siempre dejando a salvo el principio de respon-
sabilidad estatal que se aplica ante las instancias 
europeas). Y también a pesar de que el respeto 
del reparto interno de competencias entre el 
Estado y las CCAA impone que la gestión de 
los fondos europeos se lleve a cabo por quien 
ostenta materialmente la competencia (STC 
79/1992). La gestión centralizada por el Estado 
se configura como excepción teórica, aunque 
una vez más la interpretación amplia de los tí-
tulos transversales del Estado para la fijación de 
la normativa básica opera en detrimento de las 
competencias específicas autonómicas. Preci-
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samente para neutralizar tal situación práctica, 
algunos Estatutos reformados han introducido 
disposiciones en las que se afirma expresamen-
te la competencia autonómica en este ámbito. 
Así pues, dado que no existen impedimentos 
por parte del derecho europeo y que el reparto 
interno de competencias apunta en esta direc-
ción, resulta necesaria la reforma de la norma-
tiva vigente, que dé paso a una nueva regula-
ción en la que las CCAA se configuren como 
autoridades competentes para llevar a cabo las 
actividades referidas. 

En cuanto a los Programas Operativos plurirre-
gionales: la vinculación material de los mismos 
con el ámbito de competencias que es propio 
de las CCAA no se tiene en cuenta a la hora de 
la concreción de sus líneas estratégicas y obje-
tivos. Se ha observado un predominio neto de 
la lógica estatal, en detrimento de los puntos 
de vista autonómicos en lo que se refiere a su 
ámbito territorial de aplicación.

Conclusiones y propuestas para mejorar los 
canales y las estrategias de participación y acción 

autonómica en Bruselas y en Madrid

Por todo lo relatado en los capítulos prece-
dentes, cabe concluir que, aunque el modelo 
de coordinación y participación autonómica en 
asuntos europeos derivado de los Acuerdos de 
2004 supone un evidente avance con respecto 
al sistema anterior, y posibilita un nivel de parti-
cipación a escala europea del que nunca habían 
gozado las CCAA hasta la fecha, dicho modelo 
posee ciertas limitaciones y disfuncionalidades, 
que conviene limar en lo que supone el prin-
cipal desafío futuro para la eficacia del mismo. 
El perfeccionamiento de la coordinación entre 
el Estado y las CCAA debe ser la herramienta 
necesaria para la superación de las limitaciones 
todavía existentes. Asimismo, debería tratar de 
paliarse la reseñable diferencia en cuanto a las 
capacidades económicas, materiales y persona-
les entre las diferentes CCAA para la perfec-
ta implementación del modelo derivado de los 
Acuerdos de 2004. El modelo podría mejorarse 
con pequeñas reformas en varios aspectos:

En la interacción entre las CCAA y la Comisión 
Europea: sería conveniente reflexionar sobre 
una redistribución de los Comités de la Comi-
sión entre las CCAA. Asimismo, debe atenderse 

Capítulo VI
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a la problemática suscitada por los costes cre-
cientes que en periodo de crisis económica no 
todas las CCAA están en condiciones de so-
portar. Una posibilidad sería el establecimiento 
de periodos de liderazgo regional más amplios 
de seis meses, en beneficio de un trabajo más 
homogéneo y efectivo. Esto evitaría que algunas 
CCAA se vean obligadas a enviar a los comi-
tés de la Comisión Europea, pero también a los 
Grupos de Trabajo del Consejo de Ministros (en 
representación de todas las CCAA y en ocasio-
nes del Estado español), a personal escasamen-
te preparado tanto material como formalmen-
te (capacidades lingüísticas muy limitadas), algo 
que también implica deficiencias evidentes en 
cuanto a la exigencia de información y difusión 
de la participación realizada. A través de una re-
ordenación y reorganización de los comités de 
la Comisión Europea podría contribuirse a pa-
liar el decreciente interés observado en una la 
participación autonómica extensiva.

Esta mejora de la coordinación y el reparto de 
la representación en foros europeos entre las 
CCAA, debe hacerse no solo en base a criterios 
numéricos sino también de lógica, en función de 
la intrínseca característica de la asimetría com-
petencial dentro del marco del sistema autonó-
mico español. En función de la misma, o más 
específicamente de la falta de interés específico 
por cuestiones no atinentes a una CA concreta, 
algunas de las participaciones autonómicas en 

foros europeos, pero también la coordinación 
temática interna de la postura común, no se co-
rresponden ciertamente con la implementación 
del principio de subsidiariedad y de cercanía a 
la ciudadanía.

Por lo que respecta a las oficinas de represen-
tación de las CCAA en Bruselas, deben desa-
rrollarse las potencialidades del modelo de la 
CORE (“Coordinación de Oficinas Regionales 
Españolas”) entre otras vías mediante una ho-
mogeneización del nivel/categoría de los re-
presentantes enviados por cada CCAA a este 
comité.

Dentro del ámbito doméstico, parece evidente 
la necesidad de incidir y profundizar en la revi-
talización recientemente iniciada de la Confe-
rencia para Asuntos relacionados con la Unión 
Europea (CARUE), ello puede hacerse aten-
diendo a las temáticas contenidas en el Nuevo 
Plan Anual de la CARUE.

En cuanto a la Conferencias Sectoriales y su pa-
pel en asuntos europeos, debería mejorarse su 
eficacia incidiendo en la triple problemática que 
obstaculiza en la actualidad un óptimo funciona-
miento en los asuntos europeos: sus métodos 
de trabajo no son adecuados para lograr ni una 
coordinación horizontal entre las CCAA ni una 
coordinación vertical con el Gobierno central; 
aunque cada conferencia sectorial se reúna al 
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inicio de cada semestre para analizar el progra-
ma de la nueva presidencia de la UE, la mayoría 
de las conferencias no fijan unas directrices de 
trabajo y se revelan excesivamente dependien-
tes de su diseño, dentro del cual la figura de la 
presidencia de las mismas resulta muy criticable; 
sus trabajos además se complican por los asi-
métricos intereses que cada una de las CCAA 
tienen en cada uno de los sectores. Debería 
evitarse que la confrontación política a escala 
nacional obstaculice (en ocasiones gravemen-
te) e incluso bloquee el funcionamiento de las 
Conferencias Sectoriales (que no siempre son 
todo lo homogéneas y coordinadas que debie-
ran). Dicho inconveniente, también se refleja 
en el seno de la REPER ante la eventual falta 
de colaboración entre los Consejeros Autonó-
micos con motivo de su diferente procedencia 
partidista.

Conclusiones y propuestas para el desarrollo  
de la capacidad administrativa en la coordinación  

y la gestión de los fondos comunitarios

Las conclusiones del estudio sobre la capaci-
dad administrativa en la gestión de la política 
europea de cohesión permiten avanzar una se-
rie de recomendaciones de mejora tanto de la 
organización administrativa interna de cada co-
munidad autónoma, como en el ámbito de los 
mecanismos de relación y coordinación inter-
gubernamentales: 

Un primer aspecto a tener en cuenta es la do-
tación de personal y su formación. En general, 
las CCAA disponen de recursos humanos esca-
sos, y no siempre suficientemente capacitados 
en temas europeos. Esta situación se ve por lo 
demás agravada por la excesiva politización y 
rotación en los puestos directivos superiores. 
Como respuesta a tales deficiencias, se propo-
nen diversas medidas de reorganización admi-
nistrativa y de formación:

•	 El recorte en los fondos a gestionar previsto 
para el periodo de programación 2014-2020 
apunta a la necesidad de reorganización ad-
ministrativa, especialmente en el caso de 
aquellas regiones que salen del actual ob-
jetivo de convergencia. Teniendo esto en 
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cuenta, el ejercicio de reorganización pasa 
no sólo por adelgazar el aparato adminis-
trativo para la gestión de fondos europeos, 
sino sobre todo, por una reformulación de 
las funciones y priorización de las mismas, 
que lleve a potenciar el seguimiento y eva-
luación de actuaciones cofinanciadas con 
fondos comunitarios. 

•	 Paralelamente, se requiere una mayor asig-
nación de empleados en las unidades de co-
ordinación y en las oficinas en Bruselas (en 
este último caso bien de forma permanente 
o temporal).

•	 Se recomienda el establecimiento de un sis-
tema de formación continua y reciclaje del 
cuerpo funcionarial con vistas a la mayor 
capacitación técnica en materia de la UE, 
mediante la promoción de iniciativas de for-
mación de posgrado para funcionarios con 
contenidos específicamente relacionadas 
con la integración y el funcionamiento de las 
instituciones y políticas europeas, así como 
con los nuevos instrumentos financieros y 
los sistemas de evaluación y control por re-
sultados. A su vez, se aconseja el fomento de 
iniciativas para el conocimiento de idiomas 
por parte de los empleados públicos. 

•	 Apoyamos las propuestas recientemente 
discutidas en el seno de la CARUE para el 

desarrollo de medidas de formación conjun-
tas, por ejemplo mediante consorcios entre 
el INAP y los correspondientes Institutos 
de Administración Pública autonómicos, así 
como la posibilidad de desarrollar conve-
nios Erasmus, prácticas e intercambios para 
funcionarios autonómicos en otras admi-
nistraciones públicas o en las instituciones 
europeas. Por otro lado, la participación 
efectiva y la capacidad de acción europea 
de las CCAA dependen en gran medida de 
disponer de información pronta y completa.

Con vistas a reforzar del intercambio de infor-
mación y de la coordinación interdepartamental 
dentro de cada CCAA, proponemos: 

•	 La creación de una figura de “coordinador 
de asuntos europeos”en el seno de cada 
consejería (que podría hacerse depender de 
la secretaría general técnica), y que disponga 
de con demostrada competencia en el uso 
de las lenguas de trabajo de la UE. Dicho 
coordinador sería el responsable del doble 
flujo de información: por una parte, la reco-
gida de información relativa a las medidas y 
actuaciones con incidencia europea llevadas 
a cabo por dicha consejería y la canalización 
de dicha información a la DG responsable 
de asuntos europeos. Por otra, la recepción 
de información de actuaciones con relevan-
cia europea llevadas a cabo por las institu-
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ciones europeas en el ámbito sectorial de 
dicha consejería o llevadas a cabo en otros 
ámbitos sectoriales por otras consejerías de 
la comunidad autónoma.

•	 Reuniones regulares de los coordinadores 
de asuntos europeos, por ejemplo en el 
marco de las comisiones interdepartamen-
tales ya existentes.

Con vistas a responder a las dificultades de 
coordinación intergubernamental concebidas 
en ocasiones como una sobrecarga de trabajo, 
convendría explorar las posibilidades que ofre-
cen los sistemas de comunicación telemática, al 
menos en fases iniciales de generación e inter-
cambio de ideas y para la formación de posicio-
nes comunes. Para ello se aconseja: 

•	 Mejorar y generalizar el acceso autonómico al 
sistema de información comunitario CIRCA. 

•	 Establecer y/o extender el uso de sistemas 
de comunicación telemática sobre las políti-
cas europeas tanto entre consejerías de una 
misma comunidad autónoma, como entre 
las distintas administraciones territoriales  
españolas. Tanto en uno como en otro su-
puesto, conviene tomar precedentes y eva-
luar las fortalezas y limitaciones del sistema 
CIRCA y de la externet de la Generalitat de 
Cataluña, entre otros. 

•	 Además se apoya la reciente reforma del re-
glamento interno de la CARUE, que habilita 
el empleo del sistema de videoconferencias. 

En materia de relaciones de colaboración inte-
radministrativa, se valora positivamente la re-
ciente creación de  la Conferencia de Gobier-
nos de las CCAA, y se recomienda su utilización 
como instrumento de cooperación horizontal 
en asuntos europeos, así como para agilizar 
la participación autonómica en el sistema de 
Conferencias Sectoriales. Para ello, siguiendo el 
modelo alemán de la Europaministerkonferenz 
(EMK), convendría establecer una conferencia 
de coordinación horizontal a nivel de conse-
jeros en materia de asuntos europeos, y que 
respondería a la referida Conferencia de Go-
biernos de las CCAA que opera a nivel de pre-
sidentes autonómicos. 

Podemos avalar, como se ha señalado más arri-
ba, la iniciativa de la CARUE de evaluar y re-
visar el actual sistema de participación de las 
CCAA tanto en el Consejo de Ministros de la 
UE y en sus Grupos de Trabajo, como en los 
Comités de la Comisión Europea. Al respecto y 
como posición de partida se recomienda abor-
dar la reflexión sobre la profundización (dentro 
de las formaciones actualmente abiertas) y la 
ampliación (a nuevos espacios sectoriales) en 
tanto que estrategias complementarias y no al-
ternativas. Tras la reciente apertura de la for-
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mación del Consejo de Competitividad (temas 
de consumo), se apoya la demanda de las co-
munidades autónomas de abrir el consejo de 
Transporte, Telecomunicaciones y Energía. Y, en 
lo que se refiere a la participación autonómica 
más efectiva en la negociación de las políticas 
europeas de cohesión, requeriría, en cualquier, 
caso, la apertura del Consejo de Asuntos Gene-
rales en los temas de cohesión y del Grupo de 
Medidas Estructurales, órgano preparatorio del 
mismo. Cabría abordar una estrategia de aper-
tura gradual, comenzando precisamente por el 
grupo de trabajo.

Este proceso de revisión conjunto debería estar 
precedido por una reflexión interna e individual 
de cada comunidad autónoma respecto de sus 
fortalezas y debilidades, intereses y capacidades 
de participación. Una efectiva división del traba-
jo sobre la base de este análisis previo no obsta, 
sino que en su caso podría conllevar, una situa-
ción de asimetría de facto, fruto de una parti-
cipación autonómica diferenciada tanto por 
sectores como en términos de intensidad. Por 
una parte, podrían existir sectores de interés 
para todas las CCAA y otros para un grupo más 
reducido. Por otra parte, podría haber CCAA 
específicamente interesadas en la preparación 
técnica de los dossiers y en la fase de formación 
de la posición común y no tanto en la negocia-
ción dentro de las instituciones europeas.

Independientemente de la apertura o no de 
nuevas formaciones sectoriales a la participa-
ción autonómica, se aconseja una mayor inclu-
sión de asuntos comunitarios dentro del orden 
del día de las conferencias sectoriales. Específi-
camente, conviene dotar la agenda del Consejo 
de Política Fiscal y Financiera de mayores con-
tenidos europeos.

Por otra parte, la gestión generalmente satis-
factoria de los fondos comunitarios en España 
no puede obviar una serie de críticas al diseño 
del sistema. Específicamente, la designación del 
MHAP como autoridad de gestión garantiza al 
gobierno central una interlocución casi exclusi-
va con la Comisión Europea, imponiendo lastres 
a la efectiva descentralización y la flexibilidad. 
Con independencia de consideraciones de tipo 
político, en términos de eficacia de la gestión se 
plantean dudas sobre su oportunidad de man-
tener la autoridad de gestión a nivel del gobier-
no central. Máxime cuando ello conlleva en la 
práctica una superposición de controles, sin que 
necesariamente contribuya a un mayor rigor o 
un valor añadido a la gestión.
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Conclusiones y propuestas para mejorar 
 las estrategias de crecimiento e innovación  

y para maximizar el rendimiento económico  
de las iniciativas cofinanciadas

Como se ha señalado en el estudio precedente, 
desde un punto de vista estrictamente presu-
puestario y teniendo en cuenta el cambio de 
status quo que van a experimentar las regiones 
españolas (solo Extremadura seguirá formando 
parte del Objetivo de Convergencia), España 
en su conjunto, y sus CCAA, de forma parti-
cular, experimentarán una pérdida de fondos o 
ayudas estructurales procedentes de la Unión. 
Por tanto, para seguir afianzando la inversión en 
I+D+i que está caracterizando el actual período 
de programación y no truncar la línea de creci-
miento iniciada, habría que pensar en posibles 
vías alternativas de financiación (al menos para 
las regiones que hasta este momento han sido 
regiones convergencia o han estado en un esta-
do transitorio) que les permita afrontar mejor 
el reto que se les presenta. 

Una primera opción sería potenciar los meca-
nismos de política regional nacionales1, revisan-
do al alza la dotación presupuestaria correspon-

1	 No olvidemos que otro instrumento de política regional na-
cional, como son los incentivos regionales, se están financiado también 
actualmente con cargo a las ayudas del FEDER.

diente a los actuales Fondos de Compensación 
Interterritorial (FCI), dentro de una reforma 
más amplia de los mismos. Somos conscientes 
de que esta opción es complicada dado el esce-
nario de crisis económica en el que nos encon-
tramos, y de escasa capacidad de la Administra-
ción General del Estado para incluso cofinanciar 
con recursos propios programas subvenciona-
bles por las ayudas estructurales europeas. No 
obstante, creemos que a medio plazo, debería 
ser el nivel estatal de la administración pública, 
conjuntamente con el autonómico, el que tome 
el relevo de la Unión Europea en materia de po-
lítica regional, dotando de un mayor contenido a 
dicha política a nivel nacional, y potenciando los 
instrumentos existentes para seguir contribu-
yendo a la convergencia de las regiones.

Otra opción más viable, que además de permi-
tir compensar la reducción de fondos europeos, 
puede paliar en la medida de lo posible las difi-
cultades financieras y presupuestarias actuales, 
y que parece estar dando resultados satisfacto-
rios en las CCAA que han apostado por ellas 
(Cataluña y Andalucía, por ejemplo) es impulsar 
más las iniciativas JEREMIE y JESSICA para me-
jorar el acceso a la financiación de las empresas 
(sin pérdida de los fondos prestados previamen-
te, es decir, con fondos reembolsables a las au-
toridades involucradas en la gestión del gasto 
en cohesión). Y en este sentido, reforzar tam-
bién el papel del Banco Europeo de Inversiones 
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(BEI) y el de su sección de capital riesgo, Fondo 
Europeo de Inversiones (FEI). 

Otras recomendaciones, y para un ámbito más 
amplio, serían: 

El refuerzo de los regímenes transitorios en 
general (en el período actual las ayudas de los 
mismos parecen estar resultando insuficientes). 
Y, en particular, la necesidad de un período tran-
sitorio para las regiones Convergencia (porque 
hay que mantener el impulso inversor duran-
te el tiempo “necesario” para que se produzca 
la consolidación y la extensión de sus efectos. 
Si no, el efecto de apalancamiento que es ca-
paz de generar la política de cohesión, corre el 
riesgo –más en el contexto de crisis económica 
y financiera actual- de perderse, junto con los 
enormes esfuerzos realizados por todos los im-
plicados). 

En este sentido, y con respecto al plantea-
miento de un sistema más simple –para la fu-
tura Política de Cohesión (Comisión Europea, 
2010) -en el que exista una única categoría in-
termedia de regiones que abarque tanto a las 
phasing-out, como a las phasing-in, e incluso a las 
regiones que puedan acceder a la categoría de 
Convergencia, pero cuyo PIB está por encima 
del 75% de la media de la UE según las últimas 
estadísticas disponibles-, creemos que podría 
ser arriesgado, y posiblemente, poco equitativo 

incluir a tipologías de regiones en ocasiones tan 
distintas en el mismo grupo, fundamentalmen-
te porque aunque en un momento del tiempo 
dos regiones tengan el mismo indicador de PIB 
con respecto a la media Europea (por ejemplo, 
el 85%), debe analizarse si ha habido una me-
jora de ese indicador a lo largo del tiempo, así 
como cuál era su situación de partida, porque 
en ese caso, necesitará posiblemente más tiem-
po para consolidar las capacidades aprendidas 
y las estructuras económicas establecidas –así 
como un mayor volumen de recursos- que si 
sus estructuras económicas están asentadas en 
ese nivel de PIB.

Asimismo, a nuestro juicio deberían tenerse en 
cuenta también otros indicadores relativos al 
empleo, para catalogar a las regiones europeas 
dentro de las más o menos desfavorecidas. Y, en 
todo caso, darle más importancia a la cohesión 
social, considerando, más allá del “crecimien-
to”, todas las particularidades del “desarrollo” 
regional y su contribución a la convergencia, 
utilizando de facto un conjunto de indicadores 
más heterogéneo que los usados hasta ahora 
(PIB per cápita en paridad del poder adquisiti-
vo) –por ejemplo, algunos índices para medir la 
calidad de vida-.

También nos parece necesaria una reorienta-
ción del Fondo Social Europeo (FSE) para los 
objetivos y metas del 2020, y sobre todo, con-
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cederle un mayor peso en el presupuesto de la 
futura Política de Cohesión que permita ayudar 
a afrontar mejor los retos que se plantean en 
materia de empleo. 

España debería centrarse en encontrar el valor 
añadido que puede aportar cada Comunidad 
Autónoma, y a partir de ahí, crear estrategias de 
desarrollo regionales reales –donde también se 
mantenga un equilibrio con la creación de infra-
estructuras-, que puedan ser integradas por la 
Administración General del Estado en un mar-
co vertebrador común.

Por último, en todo caso, y esto nos parece muy 
importante, en un contexto de recursos “cada 
vez más escasos susceptibles de usos cada vez 
más alternativos”, mejorar el aprovechamiento 
de los recursos de los que se dispongan. Para 
ello, creemos interesante, avanzar en las siguien-
tes líneas: 

•	 Poner más énfasis en los resultados (el im-
pacto que las ayudas procedentes de la UE 
tienen sobre la economía y sus principales 
indicadores debe ser medible y claro).

•	 Continuar simplificando procedimientos 
de aplicación de la Política de Cohesión sin 
pérdida de eficacia.

•	 Descentralizar más la gestión de las ayu-

das estructurales para agilizar la puesta en 
marcha de los proyectos de inversión sub-
vencionables por ellas (especial mención en 
esta etapa hacemos a la dificultad de aplica-
ción en las regiones Objetivo de Conver-
gencia del Fondo Tecnológico).

•	 Y cumplir los criterios de adicionalidad por 
parte de las distintas administraciones na-
cionales implicadas en los programas ope-
rativos.
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1 ¿Cómo podrían aproximarse más la estrate-
gia Europa 2020 y la política de cohesión 
a nivel subnacional, nacional y de la UE?  

Los participantes se mostraron en general par-
tidarios de una mayor conexión entre la política 
de cohesión y la estrategia Europa 2020, aunque 
algunos subrayaron la necesidad de mantener 
los objetivos específicos de la política de co-
hesión. Los consultados pusieron igualmente de 
manifiesto la necesidad de garantizar que la po-
lítica de cohesión sea lo suficientemente flexible 
como para tener en cuenta el contexto regional 
y local, permitiendo que los actores regionales y 
locales influyan en las prioridades y objetivos de 
la política de cohesión a través de un enfoque 
ascendente o “de abajo arriba” (bottom-up).

2 ¿Debería ampliarse el ámbito de aplicación 
del contrato de colaboración en materia de 
desarrollo e inversión más allá de la políti-

ca de cohesión? En ese caso, ¿de qué manera? La 
mayoría de los participantes apoyó la propuesta 
de la Comisión para crear un marco estratégico 
común que incluya los fondos de la UE además 
del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el 
Fondo Social Europeo y el Fondo de Cohesión 
que actualmente conforman la política de co-
hesión. No obstante, la mayoría de las partes 
interesadas no expresó una postura clara sobre 
los contratos de colaboración propuestos. La 
mayor parte de los Estados miembros se mos-
tró, por su parte, a favor de ampliar el ámbito 
de aplicación de los contratos más allá de la po-
lítica de cohesión.

ANEXO 1

RESUMEN DE LOS RESULTADOS DE LA CONSULTA PÚBLICA  
SOBRE LAS CONCLUSIONES DEL QUINTO INFORME SOBRE LA 

COHESIÓN ECONÓMICA, SOCIAL Y TERRITORIAL

DOCUMENTO DE TRABAJO DE LOS SERVICIOS DE LA COMISIÓN
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3 ¿Cómo podría lograrse una mayor concentra-
ción temática en las prioridades de Europa 
2020? Aunque los participantes apoyaron 

sobre todo la propuesta de que los programas 
de la política de cohesión se centren en un nú-
mero limitado de prioridades con el fin de al-
canzar los objetivos de Europa 2020, un signi-
ficativo número de los consultados se mostró 
preocupado sobre cómo podrían fijarse dichas 
prioridades. Muchos de los participantes apun-
taron, además, que no debería existir una con-
centración temática prefijada a escala de la UE. 
 

4 ¿Cómo podrían las condiciones, los incenti-
vos y la gestión basada en la obtención de 
resultados hacer que la política de cohesión 

fuera más eficaz? Muchos participantes apoya-
ron la introducción de incentivos ligados a la 
eficacia de la política de cohesión, pero ten-
dieron a ser menos positivos con respecto a 
la introducción de condiciones que no estén 
directamente relacionadas con la eficacia de la 
política. En general, los participantes reclamaron 
más información sobre las distintas opciones. 
 

5 ¿Cómo podría lograrse que la política de co-
hesión se orientara más a la obtención de 
resultados? ¿Qué prioridades deberían ser 

obligatorias? Los participantes apoyaron la in-
troducción de sistemas de control y evaluación 
que funcionen mejor y estén en línea con un 
enfoque de la política de cohesión orientado 
a la obtención de resultados. También pidieron 
mejores indicadores cualitativos y cuantitativos, 
que tengan una verdadera orientación a los re-
sultados y se adecuen a los objetivos identifica-
dos a nivel local. Entre las principales prioridades 
políticas a perseguir se mencionaron cuestio-
nes como el medio ambiente, la innovación y 
la integración social, pero los participantes se 
refirieron a ellas, por lo general, como “ámbi-
tos prioritarios”, siendo muy pocos los que se 
mostraron a favor de “prioridades obligatorias”.
 

6 ¿Cómo puede la política de cohesión tener 
más en cuenta el importante papel de las 
zonas urbanas y de los territorios con carac-

terísticas geográficas particulares en los procesos 
de desarrollo, así como el surgimiento de estrategias 
macrorregionales? Las partes interesadas apoya-
ron prestar, en general, una mayor atención a 
los territorios urbanos y a las regiones que se 
enfrentan a retos geográficos y/o demográficos 
particulares. También se felicitaron por el desa-
rrollo de las estrategias macrorregionales como 
instrumento para apoyar a dichas regiones. Fi-
nalmente, se puso de relieve el papel de los en-
laces entre las zonas urbanas y las rurales.
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7 ¿Cómo se puede mejorar el principio de co-
laboración y participación de las partes inte-
resadas locales y regionales, los interlocutores 

sociales y la sociedad civil? Los participantes pi-
dieron una mayor y mejor cooperación con las 
partes interesadas locales, incluida la sociedad 
civil y el sector privado, a lo largo del proceso 
de programación estratégica y durante la eje-
cución de los programas. Entre las sugerencias 
específicas recibidas por parte de las autorida-
des locales y regionales, los interlocutores so-
ciales y otras organizaciones, cabe destacar las 
siguientes: mejorar el diálogo entre los sectores 
público y privado, clarificar la definición y la apli-
cación del principio de colaboración, reforzar 
la participación de los grupos destinatarios a la 
hora de diseñar medidas y proyectos, y aumen-
tar la eficacia de la comunicación con todas las 
partes interesadas.

8 ¿Cómo puede simplificarse el proceso de 
auditoría y cómo pueden integrarse mejor 
las auditorías de los Estados miembros y la 

Comisión, manteniendo un elevado nivel de fiabi-
lidad en el gasto cofinanciado? Se ha registrado, 
en general, un fuerte apoyo a un conjunto más 
transparente y simplificado de procedimientos 
de gestión financiera. Los participantes propu-
sieron, en particular, un sistema proporcional y 
progresivo de auditoría y control que dependa 

tanto del tamaño y el coste del proyecto, como 
de la fiabilidad mostrada por las autoridades de 
gestión en los períodos de programación ante-
riores.

9 ¿De qué manera la aplicación del principio 
de proporcionalidad podría aliviar la car-
ga administrativa de la gestión y el control? 

¿Deberían introducirse medidas de simplificación 
específicas para los programas de cooperación te-
rritorial? Los participantes pidieron una mayor 
flexibilidad y simplificación de las normas admi-
nistrativas, en particular cuando los fondos sean 
limitados y exista una amplia experiencia en la 
gestión de proyectos similares. También se su-
girió hacer un mayor hincapié en los logros y 
resultados de los proyectos, con el fin de sim-
plificar los sistemas de gestión y control. En lo 
que respecta a los programas de cooperación 
territorial, se pidió una mayor armonización de 
las normas y procedimientos en los Estados 
miembros.

10 ¿Cómo puede alcanzarse un equilibrio 
adecuado entre las normas comunes 
para todos los fondos y el reconoci-

miento de las particularidades de cada uno de ellos 
al establecer las normas de subvencionabilidad? La 
mayoría de los participantes solicitó un conjun-
to común de normas para los Fondos Estruc-
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turales en materia de subvencionabilidad del 
gasto, auditorías, cuestiones financieras, uso de 
baremos, etc. No obstante, algunos de ellos aña-
dieron que debería mantenerse, en el marco del 
conjunto común de normas, un cierto grado de 
flexibilidad a la hora de apoyar y alcanzar los di-
ferentes objetivos del fondo y/o región en cues-
tión. Otros reclamaron simplemente una defi-
nición, una aplicación y una interpretación más 
claras de las normas existentes (sobre todo, las 
relativas al gasto subvencionable).

11¿Cómo puede garantizarse la disci-
plina financiera y, al mismo tiempo, 
disponer de suficiente flexibilidad 
para configurar y aplicar progra-

mas y proyectos complejos? Muchos participantes 
apoyaron la propuesta de la Comisión de aplicar 
la norma actual de liberación de compromisos, 
pero introducir una excepción para el primer 
año. Algunos sugirieron la idea de ampliar la 
norma de liberación de compromisos hasta el 
tercer año (N+3) durante todo el período de 
programación, mientras que un reducido núme-
ro de participantes afirmó que la norma N+2 
era adecuada, pero que debería mejorarse su 
cumplimiento. También se solicitó una mayor 
descentralización de la gestión financiera en fa-
vor de las autoridades regionales y locales, con 
una mayor flexibilidad en el diseño y ejecución 

de los programas operativos adaptados a los 
contextos regionales y nacionales específicos. 
Los participantes también pidieron que los pro-
cedimientos se acordaran con antelación y no 
sufrieran cambios a lo largo del período de pro-
gramación. También reclamaron medidas espe-
cíficas para reforzar la capacidad administrativa 
de los organismos locales y regionales.

12 ¿Cómo se puede garantizar que 
la estructura de la política de co-
hesión tenga en cuenta la especi-
ficidad de cada fondo y, en par-

ticular, la necesidad de aportar mayor visibilidad y 
volúmenes de financiación predecibles en el caso 
del Fondo Social Europeo, y de centrarlo en garan-
tizar los objetivos de 2020? Las contribuciones 
que abordaron la relación entre el Fondo Social 
Europeo (FSE) y el Fondo Europeo de Desarro-
llo Regional (FEDER) se inclinaron en general 
por mantener la naturaleza específica actual del 
FSE, pero sin crear un capítulo presupuestario 
diferente, y pidieron una mayor coordinación 
del FSE y el FEDER. Un significativo número de 
participantes, sobre todo autoridades regiona-
les y locales, pusieron de relieve la importante 
contribución realizada por el FSE en las actua-
les circunstancias socioeconómicas, así como su 
vinculación directa con los objetivos de la estra-
tegia Europa 2020, y se mostraron favorables a 
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mantener la naturaleza específica actual del FSE 
y su enfoque amplio en materia de empleabili-
dad, formación e integración social.

13 ¿Cómo podría designarse una 
nueva categoría intermedia de re-
giones para acompañar a las que 
no han recuperado completamen-

te su retraso? Los participantes se mostraron 
en general positivos sobre la idea de crear una 
categoría intermedia, siempre y cuando ello no 
comprometa el principio de apoyo de la política 
de cohesión a todas las regiones europeas. No 
obstante, algunos de los encuestados pidieron 
un mecanismo de transición más flexible, inclui-
da una reducción gradual de la financiación, con 
ayuda adicional para las regiones que se enfren-
tan a retos específicos o necesidades especia-
les. Finalmente, algunos participantes sugirieron 
que se adoptaran otros criterios aparte del PIB 
para identificar a las regiones intermedias.

Anexo 1





Las comunidades autónomas y la Europa ampliada

215

La FUNDACIÓN ALTERNATIVAS nació en 1997 
con la voluntad de ser un cauce de reflexión político, 
social, económico y cultural en España y Europa, en el 
marco de una creciente globalización.

La Fundación se ha convertido en un lugar de encuentro, 
de discusión y elaboración de ideas y propuestas de van-
guardia realizadas por un amplio Panel de expertos/as, y 
destinadas a partidos políticos, gobiernos instituciones y 
otros actores económicos y sociales, así como a la ciu-
dadanía en su conjunto, con la intención de que estos las 
incorporen a la toma de decisiones.

Las áreas de trabajo de la FUNDACIÓN ALTERNATI-
VAS abarcan todas las políticas públicas, tanto desde un 
enfoque nacional como europeo y global. Para ello cuen-
ta con diferentes departamentos: el LABORATORIO DE 
ALTERNATIVAS, lugar desde donde se pretende impul-
sar la elaboración de propuestas rigurosas a cuestiones 
de políticas públicas que preocupan a los ciudadanos: el 
OBSERVATORIO DE POLÍTICA EXTERIOR ESPAÑO-
LA (OPEX), dedicado al análisis y elaboración de pro-
puestas sobre política exterior y de seguridad española 
y europea, y el seguimiento de la misma en el marco 
europeo y global: ESTUDIOS DE PROGRESO, programa 
dirigido a jóvenes investigadores con el fin de que pue-
dan aportar nuevas ideas y alternativas a los problemas 
contemporáneos: y el OBSERVATORIO DE CULTURA 
y COMUNICACIÓN (OCC-FA), cuya finalidad es es-
tudiar, analizar y plantear iniciativas en los sectores de 
cultura y comunicación, tanto en España y la Unión Eu-
ropea como en Iberoamérica y en la comunidad hispana 
de Estados Unidos.








